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Nota a la edición española 


El libro que los lectores tienen entre manos ofrece claves de interpretación que 
pueden resultar relevantes para entender muchos elementos de la política 
posfranquista en España, pero los objetivos del texto son también más amplios y 
tienen como intención resultar de interés para diferentes públicos. El libro, 
inicialmente publicado en inglés por la Oxford University Press en 2019, intenta 
sacar enseñanzas de las experiencias de España y Portugal, esperando encontrar 
lecciones de utilidad y relevancia para estudiosos de la democracia —y ciudadanos— 
incluso en países fuera de la península ibérica y que saben poco de su historia. Pero 
el libro está igualmente orientado al público español y portugués y a todos los que 
se preocupan por sus vivencias e historias. 

Teniendo en cuenta esta diversidad de públicos, es inevitable que algunos 
elementos del texto sean de mayor interés para algunos lectores que para otros. Las 
definiciones y precisiones conceptuales, de mucha relevancia para estudiosos 
académicos, probablemente despertarán menos interés en algunos lectores, pero 
incluso así pueden resultar útiles. Por otro lado, algunas interpretaciones del 
pasado reciente de ambos países y las crónicas de sus experiencias más llamativas 
que se desarrollan en las páginas siguientes pueden motivar mayor interés entre 
muchos españoles y portugueses que entre lectores de otros países. De una forma 
global, el argumento general del libro aspira a ofrecer pistas para entender tanto la 
decepción actual con la política como, por otro lado, el alto grado de polarización 
que se vive actualmente en España. De la misma forma, considero que la 
interpretación ofrecida en el libro ayuda a entender elementos interesantes del 
caso portugués durante los últimos años. 

En la preparación de esta edición española del libro, he preferido mantener el 
texto original, limitándome en la traducción simplemente a reducir las 
explicaciones de términos o nombres españoles desconocidos por lectores de otros 
países. No he querido alterar el texto para que refleje los cambios y eventos 
importantes transcurridos después de su publicación en inglés en 2019. Me parece 
que los lectores españoles tienen todo el derecho a valorar el texto atendiendo a su 
capacidad —hace dos años— de ofrecer pistas que faciliten la comprensión de los 
cambios posteriores. Indudablemente se han producido cambios y giros nuevos en 
política española en los últimos dos años, pero, desde mi perspectiva, esos cambios 
tienden a seguir una lógica identificada en los últimos dos capítulos del libro y 


desarrollada en los capítulos anteriores. 


Prefacio 


Creo que es apropiado que un libro sobre el impacto de la historia —y de los 
recuerdos— en la práctica democrática contemporánea incluya alguna mención a su 
propia historia; en este caso, esa historia es bastante larga. Fue hace más de quince 
años cuando comencé, con incesante empeño, a examinar los distintos legados de 
dos vías tan profundamente distintas en la península ibérica hacia la democracia en 
la década de 1970. En 2002, mientras terminaba un libro sobre la calidad de la 
democracia en España e iniciaba estudios más delimitados sobre las implicaciones 
culturales de la moneda común europea y sobre el impacto de la desigualdad en las 
vocaciones religiosas, acepté escribir una ponencia para un congreso académico en 
la que analizaba las consecuencias duraderas de las transiciones democráticas de 
Portugal y España a mediados de la década de 1970. La ponencia de la Asociación 
Americana de Ciencias Políticas que presenté en Boston en 2002 supuso mi primer 
intento de retomar los temas que finalmente desarrollé en este libro. La 
investigación inicial que llevé a cabo tuvo que competir con las exigencias de otros 
varios proyectos y con un momento en el que asuntos familiares también llamaban 
con fuerza. Aun así, el trabajo inicial que pude realizar para ese paper de 2002 fue 
suficiente para enunciar la afirmación básica de que Portugal debe entenderse 
como una democracia posrevolucionaria y que, en consecuencia, se estaba 
desarrollando de ciertas maneras que eran fundamentalmente diferentes de 
España. 

Desde el principio me pareció que el contraste entre los dos casos era 
enormemente interesante y esclarecedor. De hecho, pronto vi que la comparación 
proporcionaba un asidero analítico para abordar sistemáticamente muchas 
cuestiones sobre las que tenía intuiciones e ideas tentativas acerca de la 
democracia española, ideas que hasta ese momento aún carecían de precisión. 
Rápidamente decidí que el asunto merecía ser tratado en forma de libro, y mi 
suposición inicial fue que sería un libro relativamente rápido. Esa corazonada era 
errónea —como demuestra claramente el tiempo transcurrido en mi investigación 
sobre este proyecto—, pero varias hipótesis que desarrollé al principio resultaron 
estar ampliamente respaldadas por una gran cantidad de evidencias empíricas. Por 
ejemplo, desde mis primeros trabajos sobre la comparación, sospeché que se 
podría arrojar mucha luz sobre la explicación de la crónica alta tasa de desempleo 
española en contraste con el vecino Portugal, que disfrutaba de un historial de 
empleo mucho más sólido. Sin embargo, no me conformé con unas cuantas 


comparaciones rápidas y reveladoras. Como estudioso de la política y la sociedad 
españolas, estaba decidido a hacer todo lo posible por conocer Portugal en 
profundidad y, como científico social con mentalidad teórica, me comprometí a 
elaborar la base conceptual y causal de los patrones de diferencia que identifiqué 
rápidamente. Tenía mucha tarea por delante. 

Ese trabajo supuso un enfoque multimétodo muy ecléctico para la recogida y 
el análisis de la evidencia empírica. También generó grandes deudas intelectuales y 
personales que me esfuerzo por delinear en este prefacio. Pero, en cierto modo, el 
proyecto —como todas las cosas— había comenzado incluso antes de lo que 
parecería ser su fecha de inicio. 

Mi esfuerzo por comprender tanto a Portugal como a España a partir de su 
comparación —y por avanzar en nuestra comprensión de cuestiones ampliamente 
teóricas mediante las enseñanzas proporcionadas por este método— había 
comenzado antes. Gran parte de mi investigación como científico social se ha 
centrado en un trabajo en profundidad sobre el caso español, junto con esfuerzos 
teóricos para extraer conclusiones útiles de este caso y sus contrastes con otros. Al 
principio de mi carrera, cuando era un profesor junior de Ciencia Política en 
Harvard, empleé la comparación aparejada de la península ibérica —y sus 
contrastes con el caso griego— para identificar la importancia analítica crucial de 
diferenciar entre Estado y régimen en el contexto de los procesos de 
transformación política a gran escala. Sin embargo, no fue hasta que empecé a 
trabajar en este libro cuando me di a la tarea de conocer a fondo el caso más 
restringido de la península ibérica. 

Tuve la suerte de recibir gran ayuda de colegas y amigos portugueses en mi 
investigación sostenida del caso luso. No puedo agradecer aquí a todos los que 
dedicaron tiempo y esfuerzo a ayudarme en mi trabajo, pero sí quiero mencionar a 
algunos de los que más ayudaron. En el Instituto de Ciencias Sociales de la 
Universidad de Lisboa, Manuel Villaverde Cabral fue una fuente constante de 
consejos y ánimos, al igual que Pedro Lains, António Costa Pinto, Pedro Magalhaes, 
Marina Costa Lobo y José Sobral. En la Universidade Nova de Lisboa y en otros 
lugares, Tiago Fernandes ayudó de múltiples maneras y sirvió de compañero de 
conversación en innumerables discusiones sobre áreas de interés compartido. 
Alan Stoleroff, del ISCTE, me ayudó a conocer muchos elementos cruciales de la 
realidad política de Portugal y me ofreció otros tipos de ayuda con una generosidad 
amistosa. Boaventura de Sousa Santos y sus colegas de la Universidad de Coimbra 
también me ofrecieron valiosas sugerencias y ánimos. Numerosos actores políticos 
portugueses, líderes  asociativos, profesores y periodistas ofrecieron 
generosamente su tiempo para responder a las preguntas de mis entrevistas con 
paciencia y profundidad, al igual que sus homólogos en España. 

En España también acumulé numerosas deudas intelectuales, muchas de ellas 
con viejos amigos que me ofrecieron renovados ánimos y ayuda. Víctor Sampedro 
desempeñó un papel especialmente importante con respecto a las entrevistas a los 
profesores y a otras personas. En la Universidad Carlos III estoy especialmente 
agradecido a Ignacio Sánchez Cuenca por sus múltiples comentarios en 
profundidad y a muchos otros colegas del Departamento de Ciencias Sociales y del 
Instituto Carlos II/Juan March, entre ellos Lluís Orriols, Gema García Albacete, 
Pedro Riera, Pablo Simón, Juan Fernández, Damon Mayrl, Jonas Radl, Miguel 


Artola, Jordi Doménech y Stefan Houpt por sus valiosos comentarios. Orriols 
ofreció comentarios especialmente relevantes sobre el capítulo de la crisis 
catalana. En la Universidad Pompeu Fabra, primero Rosa Virós y después Gosta 
Esping-Andersen, Stephen Jacobson, Luís Ortiz, Mariano Torcal, Ignacio Lago, 
Fernando Guirao, Jacint Jordana y Ferran Requejo ofrecieron valiosas ideas y 
comentarios, al igual que Josep María Vallés, de la Universidad Autónoma de 
Barcelona. Joan Font, del IESA de Córdoba, y Xavier Coller, entonces de la 
Universidad Olavide de Sevilla, también ofrecieron sus generosas aportaciones. 
Muchos colegas y amigos de otras universidades de España, Estados Unidos y otros 
países se han sumado para ofrecer sus útiles comentarios, especialmente Ken 
Roberts y Paloma Aguilar. 

En Estados Unidos, colegas y amigos, primero en el Instituto Kellogg y en el 
Departamento de Sociología de la Universidad de Notre Dame, ofrecieron consejos 
y ánimos extraordinariamente importantes. De la Universidad de Notre Dame 
quiero dar las gracias especialmente a Omar Lizardo, ahora profesor en la UCLA, 
Samuel Valenzuela, Lyn Spillman, David Hachen, Scott Mainwaring, mi difunto 
colega Guillermo O"Donnell, Ann Mische, Michael Coppedge y Andrew Gould. 
También los colegas de un seminario del Instituto Nanovic sobre el cambio cultural 
en la Europa moderna ofrecieron comentarios muy útiles y perspicaces. Doy las 
gracias en particular a Julia Douthwaite, Thomas Kselman y Alex Martin. 

Con el apoyo a la investigación del programa CONEX de la Universidad Carlos 
III tuve la suerte de poder organizar un taller sobre el primer borrador del libro que 
brindó comentarios en profundidad sobre el manuscrito en junio de 2017. Me 
gustaría agradecer las fuentes de financiación del CONEX: el Séptimo Programa de 
la Unión Eurpea sobre la investigación y el desarrollo, concretamente el Proyecto- 
Acuerdo 600371, el Ministerio de Economía y Competitividad (COFUND 
2013-4.0258), el Ministerio de Educación Cultura y Deporte (CEl-15-17) y el Banco 
de Santander conjuntamente con la Universidad Carlos III. En el seminario -taller 
sobre el manuscrito, Ignacio Sánchez-Cuenca, Mabel Berezin, Jeff Goodwin, Omar 
Lizardo, Tiago Fernandes, Laia Balcells, Eduardo Romanos y Pedro Magalhaes 
ofrecieron comentarios extraordinariamente útiles sobre el texto inicial en su 
conjunto. Otros colegas de la Carlos III, como Juan Diez Medrano, Javier Polavieja, 
Juan Fernández, Kostis Kornetis y Celia Valiente, también ofrecieron generosos 
comentarios. 

Anteriormente, tuve la suerte de recibir comentarios sobre los componentes 
de la obra en forma de artículo de colegas académicos de varias universidades y 
reuniones profesionales. Deseo mencionar especialmente a quienes ofrecieron sus 
comentarios en presentaciones en el Centro de Estudios Europeos y el Instituto 
Ash de la Universidad de Harvard, el Instituto Kellogg de la Universidad de Notre 
Dame, el Instituto Watson de la Universidad de Brown, la Universidad de 
Columbia, la Universidad de Cornell, la Universidad de Washington, la Universidad 
de Oxford, el Instituto Universitario Europeo, la Universidad Humboldt de Berlín, 
la Universidad Pompeu Fabra de Barcelona, la Universidad Carlos II y la 
Universidad Autónoma de Madrid, la Universidad Pablo Olavide de Sevilla, el 
Instituto de Ciencias Sociales y la Universidade Nova de Lisboa, la Universidad de 
Coimbra, reuniones de la American Political Science Association, la American 
Sociological Association, el Council for European Studies, la Society for Socio- 


Economics y la International Sociological Association. 

Mi trabajo en este proyecto ha sido largo y en este proceso he contraído 
muchas más deudas intelectuales de las que puedo mencionar adecuadamente en 
este contexto. Muchos otros estudiosos, colegas y amigos me han ofrecido ideas y 
ayuda muy valiosas. No puedo mencionar aquí a todos aquellos a los que me siento 
agradecido, pero no puedo dejar de mencionar mi mayor deuda intelectual, 
especialmente con los profundos comentarios intelectuales que recibí de Juan Linz 
sobre este proyecto y todo mi trabajo académico antes de su muerte en 2013. La 
perspicacia, el estimulo y el alto nivel de Juan han sido una fuente constante de 
inspiración e impulso en mi trabajo. 

También he tenido la suerte de contar con la excelente ayuda en materia de 
investigación de varios académicos, como Suzanne Coshow, David Everson, Timofii 
Brik, Wilfried Kisling, Alejandro Tirado Castro y Nicholas Muench. Wilfried 
Kisling ha contribuido generosa e incansablemente a la finalización del manuscrito 
con numerosos tipos de asistencia experta. En Oxford University Press, James 
Cook ha sido todo lo que un autor puede esperar: generoso, riguroso, alentador y 
paciente. Las tres lecturas anónimas proporcionadas por el proceso de revisión en 
Oxford University Press fueron útiles, muy alentadoras y rigurosas. También le 
estoy agradecido a James Jasper, el coeditor de la serie de OUP sobre política y 
cultura, por su interés, entusiasmo y sugerencias. En Oxford University Press 
Emily MacKenzie fue también de gran ayuda. En el proceso de producción de la 
edición en inglés, Christina Nisha tuvo también una enorme generosidad. 

El apoyo más importante en mi trabajo en este proyecto vino de las personas 
más cercanas a mí. Julia López me ha acompañado con sus reflexiones, su apoyo y 
su ánimo en la exploración que llevó a este libro y también en los espacios que el 
libro dejó para el resto de la vida. A ella le dedico el libro y también a la memoria de 
quienes me iniciaron en la aproximación que me llevó a este proyecto. Mis padres 
Betty y Leo promovieron la curiosidad y el compromiso ético con la inclusión que 
me motivó a realizar este trabajo. Cuando ambos fallecieron, mi padrastro Ben hizo 
todo lo posible por mantener viva esa luz —para Julia y para mí, así como para mi 
hermana Margaret y su familia— hasta sus últimos momentos, justo cuando yo 
empezaba a trabajar en este proyecto. Dedico este libro sobre la importancia de los 
recuerdos para afrontar los retos contemporáneos a Julia y a la memoria de Betty, 
Leo y Ben. 


Capítulo 1 
Cómo la práctica democrática varía entre países. . 
El legado de las vías históricas hacia la democracia 


Introducción 


La propagación global de la democracia, tras el inicio en 1974 de una ola 
históricamente extraordinaria de cambio de régimen (Weyland, 2014; Huntington, 
1991; Markoff, 1996), remodeló fundamentalmente el mapa político del mundo en 
formas que implicaban mucho más que el simple aumento del número de 
democracias. El proceso mundial de cambio también puso en marcha numerosas 
realidades políticas y sociales nuevas que deberían motivar a los académicos —y a 
los actores políticos— a entender la democracia de nuevas maneras. Con el gran 
aumento del número de democracias surgieron crecientes pruebas de que dichos 
sistemas varían en diversas e importantes dimensiones de diferenciación, lo que 
animó tanto a los académicos como a los propios actores políticos a buscar formas 
de identificar y comprender los principales elementos de divergencia entre las 
democracias. Este libro asume este reto y muestra cómo la propia práctica 
democrática —un término que defino cuidadosamente en lo que sigue— constituye 
un importante terreno de diferenciación entre los sistemas representativos 
políticamente libres. Llamo la atención sobre los principales elementos de 
diferencia entre las democracias en cuanto a lo que los actores realmente hacen 
para conseguir sus objetivos e intereses, y en cuanto a cómo interactúan con otras 
fuerzas políticas mientras persiguen sus objetivos. Estas diferencias, a su vez, 
determinan sustancialmente si las políticas democráticas están plenamente a la 
altura de las principales promesas —y esperanzas— de los defensores de la 
democracia. Defiendo que las formas predominantes de práctica democrática 
pueden entenderse como legados culturales de procesos históricos a gran escala, 
especialmente los caminos nacionales hacia la democracia. De ello se desprende 
que muchos determinantes fundamentales de la calidad de lo que las democracias 
ofrecen a sus ciudadanos están arraigados en las diferentes historias nacionales de 
estos países y en los procesos de contención cultural en curso. 

Me centro empíricamente en el verdadero epicentro de la génesis de la 
Tercera Ola —la península ibérica, situada en el extremo occidental de la Europa 
continental— en un esfuerzo por identificar y analizar las principales diferencias 
entre casos en la mentalidad y las formas recurrentes de conducta de los actores 
políticos en las democracias. Mi objetivo es dar cuenta de los orígenes, la sustancia 


y las consecuencias de tales diferencias entre países. Portugal y España —junto con 
su primo del sur de Europa, Grecia— iniciaron el cuarto de siglo de democratización 
que comenzó en abril de 1974, pero lo hicieron de formas notablemente diferentes 
y con resultados marcadamente divergentes, muchos de los cuales solo salen a la 
luz cuando se utiliza el prisma analítico que desarrollo en este libro. A pesar de su 
larga historia de profunda y omnipresente similitud en muchas dimensiones, el 
Portugal y la España contemporáneos han divergido sustancialmente en sus formas 
predominantes de práctica democrática, lo que da lugar a muchos otros puntos de 
contraste. Me refiero a esta diferencia fundamental entre estos países vecinos 
como la brecha ibérica en la inclusión política, situando sus orígenes en los 
caminos casi opuestos hacia la democracia en la década que empezó en 1970. 

Por las razones que esbozo en este capítulo introductorio, la comparación 
aparejada (Tarrow, 2010) de Portugal y España proporciona una base empírica 
especialmente útil para el esfuerzo comparativo y teórico de localizar y dar sentido 
a tales diferencias entre las democracias. En un proyecto de investigación a largo 
plazo (que introduje en el prefacio), he reunido múltiples evidencias sobre la 
divergencia Portugal -España en la práctica democrática y sus implicaciones para el 
grado relativo de éxito de estas —y otras— democracias en la aproximación al 
objetivo normativo central de la idea democrática: la plena igualdad política entre 
los ciudadanos. Las dinámicas analizadas en este estudio llegan al núcleo de ciertos 
retos especialmente difíciles a los que se enfrentan las democracias a la hora de 
perseguir la igualdad política efectiva. Estos retos implican formas de inclusión 
política que no pueden alcanzarse fácilmente mediante la simple elaboración de 
normas legislativas o instituciones formales. Los elementos de divergencia entre 
estos casos que destaco en estas páginas contrastan con otro objetivo también muy 
importante que las democracias deberían perseguir, por definición, al intentar 
garantizar la plena igualdad de todos los ciudadanos en su capacidad directa de 
influir en los resultados electorales. Las normas legales que sustentan esa garantía 
son de innegable importancia; las elecciones libres, justas y competitivas para los 
puestos de poder político constituyen el núcleo institucional de la democracia 
representativa moderna. 

Sin embargo, las preocupaciones de este libro se extienden mucho más allá de 
las urnas de votación y de las reglas institucionales que rodean su papel en los 
sistemas políticos representativos; en la búsqueda de la igualdad política efectiva y 
plena entre los ciudadanos, el ámbito electoral está lejos de ser suficiente. La 
igualdad política que se limita a la emisión y el recuento de votos es un marcador 
bastante superficial e inadecuado de la democracia. Como el gran teórico de la 
democracia Robert Dahl ha argumentado de forma persuasiva (Dahl, 1998 y 2006), 
la plena realización de una igualdad política genuina y sólida requiere 
necesariamente la primacía de ese principio en los procesos de establecimiento de 
la agenda y de elaboración de políticas públicas, así como de adquisición de 
información. De hecho, es en el intervalo entre elecciones cuando se determina el 
éxito relativo de un sistema político en la aproximación a la igualdad política en 
estos otros terrenos cruciales. Sostengo en este libro que es precisamente en este 
punto donde las formas de práctica democrática predominantes a nivel nacional 
resultan determinantes, forjando así una variación sustancial entre casos en la 
amplitud de la inclusión política. 


En lo que sigue, pretendo mostrar cómo y por qué la práctica democrática 
varía de forma significativa entre los casos nacionales. Mi intención también es 
delinear las grandes implicaciones de este fenómeno en primer lugar para la 
inclusión política y, por tanto, la relativa aproximación de los sistemas 
formalmente libres y representativos al objetivo normativo de la igualdad política. 
Intento demostrar que la disparidad en la inclusión política efectiva, a su vez, 
conduce a una amplia gama de diferencias en los resultados políticos y sociales 
fundamentales. Argumento que las concepciones culturales históricamente 
arraigadas sobre la esencia de la democracia, y sobre los principios que deben regir 
en las interacciones políticas en tales sistemas, tienen enormes consecuencias para 
la inclusión política y, como resultado, para conseguir de forma real la igualdad 
política. Por lo tanto, gran parte de lo que sigue se refiere a las formas en que la 
historia deja legados duraderos que dan forma a la vida colectiva durante muchas 
décadas, si no mucho más. Muchos de estos legados son culturales, y en ellos me 
centro principalmente, pero también abordo otros tipos de legados del cambio 
histórico: en las estructuras institucionales formales y en los acuerdos económicos. 

La elección de Portugal y España como foco empírico de este examen de los 
orígenes, la sustancia y las consecuencias de la variación nacional en la práctica 
democrática pretende captar una amplia gama de diferenciaciones en este objeto 
de estudio, controlando al mismo tiempo otros numerosos elementos de variación 
entre países. Estos dos primeros casos de democratización de la Tercera Ola nos 
presentan grandes diferencias tanto en los procesos históricos que les llevaron de 
la dictadura a la democracia a mediados de los años setenta como en los 
presupuestos que se dan por sentados sobre la inclusión política o su ausencia, 
mentalidades que estaban condicionadas por esos procesos históricos. Me centro 
en parte en las interacciones entre los manifestantes y las autoridades elegidas, 
pero el abanico de diferenciaciones identificadas y examinadas aquí es mucho más 
amplio. El análisis que sigue se ocupa de muchas formas en las que los sistemas 
políticos representativos incorporan o excluyen efectivamente a los subordinados 
jerárquicos y a otros actores políticos potencialmente marginales. Este libro 
supone un reto para los enfoques existentes en el estudio de la variación entre las 
democracias, argumentando que ciertos fenómenos culturales de base histórica 
son de una importancia fundamental en la configuración de resultados relevantes. 
De hecho, este libro ofrece un argumento contundente sobre cómo los orígenes 
históricos de los sistemas democráticos, o bien otras coyunturas críticas de igual 
peso, dejan establecidas ciertas tendencias políticamente cruciales que, a su vez, 
condicionan poderosamente la consecución de la plena igualdad política entre los 
ciudadanos, un objetivo normativo crucial en la teoría democrática, y un conjunto 
grande de otros resultados. 

Trato la práctica democrática —el centro intelectual de este libro— como, en 
cierto modo, una variable interviniente. Tanto sus orígenes como sus efectos, tal y 
como se manifiestan en diversos resultados, pueden identificarse; constituyen 
gran parte de la sustancia de lo que sigue. Pero el vínculo entre esos orígenes 
históricos y sus consecuencias últimas en diversos resultados sociopolíticos no 
puede entenderse adecuadamente sin especificar el producto cultural más directo 
de las historias nacionales, a saber, la práctica democrática, y elaborar su 
significado intermedio. Obviamente, todo esto debe situarse en el contexto 


académico mucho más amplio de las literaturas sobre temas relacionados. Aunque 
hay muchos elementos nuevos en este libro —y que pretenden abrir nuevas vías de 
investigación académica, explicación y comprobación de teorías—, mi análisis y 
mis argumentos se basan de muchas maneras en las claves ofrecidas por excelentes 
trabajos académicos que proporcionan la base esencial y el contexto intelectual de 
este esfuerzo. Antes de pasar a considerar brevemente los enfoques académicos 
que sirven de base, es preciso añadir algunas palabras generales sobre este capítulo 
y su función dentro del libro. 

Aunque gran parte de este capítulo se centra en cuestiones conceptuales y 
teóricas de interés primordial para los científicos sociales que trabajan en esta y 
otras áreas académicas afines, la mayor parte de los capítulos restantes examina la 
sustancia directa de la vida política y de las dinámicas históricas y culturales que 
dan forma a sus dramas cotidianos. En sí mismo, el tratamiento de la política 
aborda preocupaciones prácticas y éticas significativas para un amplio segmento de 
la ciudadanía, que se extiende mucho más allá del mundo académico profesional. 
Los casos históricos y contemporáneos abordados en las discusiones que se 
encuentran en el resto de los capítulos proporcionan la sustancia empírica 
primaria para el replanteamiento de varios debates teóricos interrelacionados. Así 
pues, este libro se dirige a numerosos grupos de lectores que se solapan. La 
literatura académica en la que se basa está dividida más o menos por igual entre la 
sociología y la ciencia política, pero también en trabajos de historiadores, 
economistas y otros. Me baso especialmente en los sociólogos para la 
conceptualización de la cultura y, sobre todo, en los politólogos para la teorización 
de la variación entre democracias. En el resto de este capítulo ofrezco definiciones 
de los conceptos centrales del libro y proporciono una hoja de ruta para los 
capítulos restantes. Pero primero examino los fundamentos del análisis en las 
literaturas existentes. Las innovaciones teóricas y sustantivas del libro se 
desarrollan en los siguientes capítulos. 

Muchos estudiosos han desarrollado argumentos en los que los fenómenos 
culturales sirven como variables intervinientes que, en efecto, median entre las 
causas situadas en el proceso histórico y las consecuencias encontradas en el 
mundo contemporáneo. Un ejemplo reciente y directamente relevante es la 
contribución de Juan Díez Medrano sobre “Framing Europe” (Díez Medrano, 
2003). Con un enfoque empírico en tres importantes estados miembros de la 
Unión Europea, Díez Medrano muestra que la variación entre casos en sus historias 
nacionales genera contrastes culturales entre los casos que conducen, a su vez, a 
diferencias políticas sobre cómo se enmarcan y entienden los asuntos relacionados 
con la Unión Europea. Otros libros también muestran cómo la variación histórica y 
cultural entre casos puede proporcionar a los académicos explicaciones 
convincentes de elementos más próximos de divergencia entre países en sus 
resultados políticos, pero el uso de la historia en las explicaciones ofrecidas por las 
ciencias sociales ha sido mucho más generalizado. 

Recientemente, un número creciente de científicos sociales ha tratado de 
identificar las múltiples formas en que la historia es trascendente para los 
resultados contemporáneos, como la democratización (Capoccia y Ziblatt, 2010; 
Pierson, 2004). Una amplia literatura muestra cómo una variedad de coyunturas 
críticas en el desarrollo histórico a nivel nacional genera diferencias duraderas 


entre los casos de países que manejan los desafíos de la coyuntura crítica histórica 
de manera divergente (Collier y Collier, 1991; Collier y Munck, 2017). En su mayor 
parte, los principales trabajos académicos de este importante enfoque tienden a 
hacer hincapié en los legados institucionales formales que ponen en marcha 
estructuras políticas como partidos, sindicatos y políticas públicas cuidadosamente 
elaboradas. Desarrollo, en cambio, la importancia de una coyuntura crítica 
importante —los caminos de mediados de los años setenta desde la dictadura a la 
democracia— para los legados culturales que condicionan numerosos elementos de 
la conducta política. Una novedad crucial de este libro es aplicar este enfoque al 
análisis de la variación en las formas de democracia, y sobre todo en la amplitud de 
la inclusión política. 

En un sentido concreto, este libro retoma un tema que suscitó un gran debate 
en las primeras investigaciones sobre la ola mundial de democratización que 
comenzó en 1974, a saber, si los diferentes modos de transición generan con- 
secuencias distintivas de carácter duradero (Stepan, 1986; Karl 1990; Hagopian, 
1990; Karl y Schmitter, 1991; Valenzuela, 1991; Hunter, 1997). Ese debate no 
generó un consenso académico en su momento, quizá en parte porque a menudo se 
centró en variables institucionales formales dependientes. Partiendo, en cambio, 
de la idea de que las transiciones de régimen pueden contribuir a remodelar una 
serie de concepciones y prácticas (Cook, Hardin y Levy, 2005), la teoría que aquí se 
desarrolla especifica las formas en que los legados de las transiciones son más 
amplios y profundos de lo que muchos analistas supusieron inicialmente, e 
influyen en las formas en que se afrontan los nuevos retos y problemas. Á 
continuación, me referiré a dos importantes cuestiones de definición. 


Elementos de definición del análisis 


Defino la práctica democrática como “el modo en que los actores políticos — 
incluidos los ciudadanos de a pie, los grupos organizados o espontáneos y los 
titulares de cargos institucionales— hacen uso de los derechos y las posibilidades 
de acción que ofrece la democracia y se relacionan con otros que están igualmente 
involucrados. La práctica democrática de los actores políticos abarca su forma de 
expresión e interacción tanto dentro como fuera de los límites de las instituciones 
formales” (Fishman, 2011a: 236). Este concepto pretende centrar nuestra atención 
en una dimensión de variación entre las democracias que no queda totalmente 
recogida por las normas institucionales formales o por lo que ocurre 
exclusivamente dentro de los límites de las instituciones políticas formales: 
“Aunque la vida política está poderosamente configurada por las normas 
institucionales que especifican —entre otras cosas— las conexiones esperadas entre 
los titulares del poder y los demás ciudadanos, las prácticas reales que constituyen 
la vida política en una democracia pueden ser más —o menos— inclusivas de lo que 
implican las directrices institucionales formales” (ibíd.). El estudio de la práctica 
democrática, entendida en este sentido, nos permite ver y analizar las formas en 
que las democracias varían en su tendencia relativa a incluir a los sectores de bajos 
ingresos, y social o culturalmente marginales, en la sustancia de la vida política: los 


países democráticos difieren entre sí en el grado en que las fuerzas políticas más 
influyentes acogen a todos los actores para que participen en la conversación 
reconocida de la democracia o, por el contrario, erigen barreras de facto a la 
participación significativa de los outsiders políticos o sociales en los debates y 
procesos políticos de importancia. La variación entre casos en la práctica inclusiva 
de las élites políticas suele ir acompañada de la relativa propensión de los 
marginados sociales a buscar la participación en la vida política institucional o, 
alternativamente, a promover sus objetivos fuera de los límites del ámbito 
institucionalmente reconocido. El tipo de práctica democrática de un sistema 
representativo se refleja, en principio, en la conducta de los actores tanto de la élite 
como de los que no lo son, dado el carácter relacional de la vida política que han 
subrayado de forma persuasiva los estudiosos de la contención política (McAdam, 
Tarrow y Tilly, 2001). 

Por supuesto, la variación se encuentra no solo entre los casos nacionales, 
sino también en cierta medida dentro de ellos. Entiendo que la práctica 
democrática es un fenómeno culturalmente constituido y, como tal, su sustancia 
tiende a formar un repertorio de posibilidades más que un marco estrecho y 
homogéneo aplicado universalmente dentro de los casos nacionales. La variación 
dentro de los países refleja muchos tipos de diferenciación: contrastes políticos 
entre los partidos que compiten, diferencias culturales e históricas entre las 
unidades territoriales dentro de un Estado, contrastes generacionales arraigados 
en las experiencias históricas distintivas de los individuos nacidos y socializados en 
épocas disímiles, etc. No obstante, defiendo que las democracias varían en su 
forma predominante de práctica democrática —en el centro de gravedad dentro de 
su repertorio de prácticas— de manera similar a cómo los sociólogos culturales 
tienden a argumentar para otros objetos culturales de estudio (Swidler, 2001; Hall y 
Lamont, 2009 y 2013). Sin embargo, en algunos casos y al menos durante ciertos 
periodos de tiempo, los países pueden estar profundamente divididos por el 
conflicto sobre concepciones opuestas de la práctica democrática. Dicho conflicto 
puede limitarse a tensiones duraderas entre segmentos de un sistema político que 
se comportan de forma muy diferente, sin aspirar realmente a cambiar los 
principios unificadores del sistema político en general. Sin embargo, en otros 
casos el conflicto puede adoptar la forma de intentos de alterar las concepciones y 
formas de conducta compartidas por el conjunto de actores de la política. El 
conflicto cultural puede adoptar múltiples formas, un tema al que vuelvo en el 
capítulo siete. 

Este libro trata el papel central que desempeñan los enfoques más o menos 
duraderos de la conducta política en la mediación entre los procesos históricos a 
gran escala y los resultados, especialmente la medida en que las democracias se 
aproximan al objetivo de la plena igualdad política entre los ciudadanos. Como se 
ha señalado anteriormente, este resultado de importancia central conlleva a su vez 
numerosas consecuencias que se reflejan en muchos resultados sociales y políticos 
más específicos. Concibo la práctica democrática, la pieza central del libro, como 
un fenómeno cultural. Pero ¿qué significa decir eso? Sin una definición clara de 
cultura es difícil saber cómo responder a la pregunta, así que ofrezco aquí una 
breve definición que pretende servir a los lectores de este libro. Mi enfoque está 
fuertemente influenciado por una gran cantidad de estudios en el campo — 


especialmente el trabajo de Omar Lizardo (2004 y 2017; Lizardo y Strand, 2010), 
Orlando Patterson (2014,), Ann Swidler (1986 y 2001), Michele Lamont, tanto en 
trabajos de autoría individual (1992 y 2002) como en una importante colaboración 
con Peter Hall (Hall y Lamont, 2009 y 2013), Pierre Bourdieu (1990), William 
Sewell (1996 y 2005), Jeff Alexander (2006), Mabel Berezin (1994; 1997 y 2015), 
George Steinmetz (1999), Lyn Spillman (1997), Robert Wuthnow (Wuthnow y 
Witten, 1998) y otros. 

Una generación anterior de estudiosos había tendido a abordar la cultura 
haciendo hincapié en los valores y las perspectivas que se manifiestan a nivel 
individual y que, en consecuencia, son objeto de estudio mediante la valiosa 
herramienta del análisis de encuestas (Almond y Verba, 1963; McDonough, Barnes 
y López Pina, 1998). Aunque los científicos sociales mantienen un interés 
apropiado en operacionalizar y medir los fenómenos culturales (Polavieja, 2015), 
los sociólogos culturales contemporáneos han tendido a alejarse de la anterior 
tendencia académica de entender la cultura sobre todo como un conjunto de 
valores que orientan las preferencias y las acciones. La influyente formulación de 
Swidler considera las culturas como repertorios que constituyen: “El conjunto de 
vehículos simbólicos a través de los cuales se produce ese intercambio y 
aprendizaje [sobre los significados del mundo humano]” (Swidler, 2001: 12). 
También es famosa su conceptualización de la cultura como un conjunto de 
construcciones que ofrecen a las personas herramientas de las que pueden 
apropiarse o utilizar con fines estratégicos (1986). 

Sin embargo, en sus convincentes estudios sobre lo que el análisis cultural 
puede aportar a la explicación en las ciencias sociales, tanto Lizardo (2017) como 
Patterson (2014) llegan a la conclusión de que los puntos de vista predominantes 
en la teoría cultural reciente, incluidos los de los seguidores del antropólogo 
Clifford Geertz que se centran en el significado, son demasiado restrictivos, ya que 
no proporcionan un hogar conceptual para muchos fenómenos que deberían 
considerarse culturales. La revisión de Patterson (2014) del campo y la nueva 
propuesta analítica de Lizardo (2017) diferencian entre lo que conceptualizan como 
un tipo de cultura no declarativa, que se aprende a través de la experiencia real, y 
una forma declarativa, que se aprende a través de palabras u otras 
representaciones simbólicas. Sigo este enfoque, pero al hacerlo nos queda la 
necesidad de formular una definición de trabajo sencilla. 

La cultura puede funcionar mejor como adjetivo —como en los fenómenos 
culturales— que como sustantivo porque muchos tipos de cosas pueden ser 
manifestaciones de la cultura: estructuras narrativas e interpretativas, marcos 
cognitivos, mentalidades, prácticas, formas de expresión, guiones y esquemas, 
discursos, símbolos... la lista es interminable. Propongo que consideremos los 
fenómenos culturales simplemente como “formas de expresión o práctica humana 
que se aprenden e interiorizan, y sus posteriores manifestaciones en las 
competencias humanas y en la orientación de las prácticas, comprensiones, 
interpretaciones y preferencias”1. Las formas de expresión y práctica humanas se 
convierten en culturales una vez que son interiorizadas o aprendidas, ya sea por sus 
creadores iniciales o por otros. Un gesto o acto creativo espontáneo es 
culturalmente irrelevante si nunca es interiorizado o recordado por nadie. Las 
formas de expresión cultural suelen ser verbales, pero también pueden ser 


visuales, musicales o de representación de otras maneras. En uno u otro sentido, 
pueden entenderse como simbólicas y, de esta manera, como transmisoras —a 
menudo constructoras— de significado. Sin embargo, la cultura implica mucho más 
que simples formas de expresión: las prácticas que se aprenden son 
intrínsecamente culturales, mientras que las que se improvisan o se crean más o 
menos ex novo en respuesta a nuevas circunstancias en un primer momento 
concreto se convierten en culturales cuando se aprenden y se utilizan para orientar 
prácticas o entendimientos en un segundo momento posterior (y potencialmente 
bastante próximo). Esta concepción de la cultura, siguiendo el trabajo de Lizardo y 
Patterson, es más amplia que otras visiones actuales (por ejemplo, las que limitan 
el concepto a la importante actividad de la creación de significados) y, al mismo 
tiempo, ofrece claras ventajas analíticas y explicativas, especialmente para un 
estudio como el presente que pretende comprender los orígenes históricos y las 
consecuencias duraderas de formas de práctica política que varían entre países. 

En este sentido, la cultura incluye tanto los supuestos o competencias 
implícitas, que se dan por sentadas, como las formulaciones explícitas de diversa 
índole. La distinción de Patterson y Lizardo entre cultura declarativa y no 
declarativa, elaborada analíticamente por Lizardo (2017) en su examen de las 
diferencias en la manera en que estas dos formas de cultura se internalizan y luego 
se utilizan, es de gran utilidad para el proyecto analítico de este libro. De hecho, 
considero que la práctica democrática está arraigada en ambos tipos de cultura: la 
internalización de las experiencias vividas y el aprendizaje más formalizado de la 
sustancia transmitida por las declaraciones o representaciones expresivas sobre la 
vida política. Este enfoque se basa en la formulación de Bourdieu (1990) de que la 
práctica se basa en un habiúus de disposiciones interiorizadas, y también en 
muchos trabajos teóricos posteriores. 


El estudio de la variación en las democracias: conceptos y metodologías 


El estudio de las variaciones entre las democracias —concebido por un proyecto 
actual especialmente ambicioso como el análisis de las variedades de democracia 
(Coppedge et al., 2011)— es un área de creciente interés entre los científicos 
sociales. El hecho de que las democracias puedan adoptar formas muy diferentes 
en su desempeño y manejo de numerosas cuestiones es fácilmente evidente tanto 
para los académicos como para otros observadores agudos, lo que lleva a algunos a 
hablar de la divergencia global de las democracias (Diamond y Plattner, 2001). 
Pero ¿cómo debería un trabajo académico riguroso conceptualizar y estudiar las 
diferencias entre las democracias? Dado que este libro pretende aportar una nueva 
forma de hacerlo, es importante situar el esfuerzo en el contexto de otros trabajos 
relacionados con el objetivo más amplio de comprender la variación entre 
democracias. Un enfoque común consiste en agrupar bajo el título genérico de la 
calidad de la democracia una serie de características deseables y plausiblemente 
alcanzables de dichos sistemas (Altman y Pérez-Liñán, 2002; O”Donnell et al., 
2004,; Diamond y Morlino, 2005). Sin embargo, este enfoque, si no está anclado en 
un marco analíticamente claro y conceptualmente bien desarrollado que delimite 


claramente qué rasgos de las democracias deben considerarse marcadores de su 
calidad —y qué rasgos deben entenderse como marcadores de otras dimensiones 
de la variación—, es propenso a producir lo que el sociólogo Ronald Burt (2005) 
denominó un “wild west” académico en su análisis de los trabajos sobre el 
concepto de capital social. Si un término ampliamente utilizado se emplea de 
formas muy variadas y a veces imprecisas, es muy difícil que el conjunto de 
estudiosos que lo utilizan genere una acumulación científica eficaz. Los trabajos 
académicos pueden derivar en una falsa conversación en la que no se escucha al 
otro a pesar de las mejores intenciones de sus autores. 

He propuesto un marco relativamente compacto de las principales 
dimensiones de la variabilidad democrática (Fishman, 2016) destinado a abordar 
las preocupaciones de los estudiosos de la democracia, tanto normativos como 
empíricos, y en este libro hago uso de él. Diferencio entre calidad democrática, 
autenticidad, profundidad y consolidación. Mientras que algunos estudiosos de la 
democracia tienden a suponer que todas las cosas buenas van juntas —y sobre esa 
base buscan determinantes de resultados favorables en todas las dimensiones 
importantes de la democracia—, conceptualizo estos objetos de estudio como 
dimensiones que pueden variar con independencia unas de otras. Entiendo que 
cada una de estas cuatro dimensiones constituye un conjunto de atributos que está, 
en cierto modo, unificado por el significado que los actores y/o los estudiosos 
otorgan a los atributos agrupados de esa manera. Este enfoque para conceptualizar 
las dimensiones de la variación en la democracia se basa en los fundamentos 
elaborados en la obra del teórico social Max Weber y del teórico democrático 
Giovanni Sartori. La metodología de Weber promueve el uso de distinciones 
analíticas que abordan cuestiones que tienen sentido desde el punto de vista de los 
valores y las preocupaciones normativas de los actores (incluidos los propios 
científicos sociales), al tiempo que facilitan la investigación empírica objetiva 
(Fishman, 2007). La teorización de Sartori sobre la democracia hace hincapié en su 
conexión ineludible con ideales que suelen alcanzarse de forma imperfecta en el 
mundo institucional construido por los humanos (Sartori, 1987). 

Los atributos que reflejan la medida en que un sistema cumple los criterios 
mínimos schumpeterianos para pertenecer al género de las democracias —es decir, 
elecciones realmente libres y competitivas para los más altos cargos ejecutivos y 
legislativos de un sistema político— pueden considerarse autenticidad 
democrática. Sus deficiencias pueden encontrarse en muchos sistemas que los 
estudiosos sitúan universalmente dentro del género democrático. En ausencia de 
este concepto, limitaciones como el fraude electoral generalizado o la supresión del 
derecho —o por lo menos las facilidades básicas— para votar, los fallos a la hora de 
garantizar el secreto del voto, las asimetrías claramente políticas en la información 
de las noticias o en las libertades periodísticas, etc., pueden recibir menos 
atención de la que merecen. Por razones desarrolladas ampliamente en otro lugar 
(Fishman, 2016), diferencio analíticamente entre calidad y autenticidad 
democráticas, reservando el concepto de calidad para los resultados 
normativamente deseados que superan el mínimo teóricamente requerido para la 
pertenencia al género democrático, resultados que pueden y deben perseguirse en 
los casos que tienen al menos alguna pretensión de pertenencia al género, incluso 
si existen carencias en la autenticidad democrática. 


Si la calidad democrática se entiende, en este sentido, como la capacidad del 
discurso y el debate en la esfera pública para contribuir al pleno desarrollo 
intelectual de los participantes en la política (Fishman, 2004) —un objetivo 
enfatizado en los trabajos normativos y filosóficos sobre la democracia desde las 
formulaciones clásicas de Aristóteles y Mill, desarrolladas más recientemente por 
Dahl (1998)—, queda claro que la calidad democrática y la autenticidad pueden 
variar de forma independiente. Los análisis científico-sociales de lo que podemos 
entender como la calidad del discurso público y la formulación de reivindicaciones 
han establecido el carácter sistemático de los determinantes causales que sustentan 
este tipo de calidad (Fishman, 2004; Ahlquist y Levi, 2013). Una vez que 
admitimos la existencia de lógicas dispares que apuntalan la autenticidad y la 
calidad democráticas, es posible entender cómo sistemas políticos como el de 
Estados Unidos de antes de la Guerra Civil del siglo XIX podían experimentar 
simultáneamente graves carencias de autenticidad democrática, reflejadas no solo 
en las limitaciones del derecho de voto, sino de forma mucho más flagrante en la 
existencia continuada de la esclavitud, junto con ciertos triunfos en la calidad 
democrática, quizá mejor manifestados por los históricos debates Lincoln- Douglas 
de 1858 (Johannsen, 1965). Las dos dimensiones restantes de este marco son la 
profundidad y la consolidación democráticas. 

Los términos profundidad democrática y profundización de la democracia se 
han utilizado mucho en la literatura sobre la variación entre las democracias, pero, 
como ocurre con muchos otros casos en esta literatura, ese uso carece de una 
comprensión consensuada de lo que debería significar el término en cuestión; 
profundidad se utiliza ampliamente de dos maneras bastante diferentes y, 
ocasionalmente, también de otras. En un uso común, se entiende que la 
profundidad democrática es equivalente, de forma aproximada o completa, a la 
calidad democrática, y ambos términos se utilizan para un gran número de 
atributos bastante dispares de los sistemas políticos (Morlino, 2012; Diamond y 
Plattner, 2001). A pesar de la distinción académica de los trabajos que adoptan este 
uso bastante amplio, sostengo que la confusión de calidad y profundidad impide 
innecesariamente la acumulación científica. Sin embargo, una segunda 
conceptualización común resulta de gran utilidad para los esfuerzos de este libro y, 
sugiero, para gran parte del campo de los estudios sobre la democracia. Un gran 
número de estudiosos de la democracia utilizan el término profundidad 
democrática para señalar la medida en que los sistemas políticos ofrecen 
oportunidades a los sectores de bajos ingresos o socialmente marginales para 
obtener una influencia efectiva sobre la formación de políticas públicas y otros 
procesos políticos que tienen lugar fuera del ámbito institucionalizado de las 
elecciones libres y competitivas para elegir a los representantes del demos que 
ostentan el poder. Tanto si esta idea se formula explícitamente como si solo se 
sugiere implícitamente, la implicación de importantes trabajos de estudiosos como 
Roberts (1998), Heller (2000), Fung y Wright (2003), Baiocchi (2005), Santos 
(2005) y otros que escriben sobre la profundidad en este sentido es precisamente 
esta, que la dependencia exclusiva de los sistemas políticos de la fórmula 
minimalista schumpeteriana de elecciones libres y competitivas para los puestos 
de poder político da lugar a una forma superficial de democracia que no alcanza el 
ideal democrático pleno de autogobierno por el pueblo, tendiendo a excluir a los 


sectores socialmente marginales de una influencia igualitaria sobre los resultados 
finales. Los trabajos de esta naturaleza sobre la profundidad democrática pueden 
hacer hincapié en el impacto potencialmente importante de los movimientos 
sociales y la protesta popular en la democracia efectiva o en el efecto de 
profundización esperado de las instituciones inclusivas, como la elaboración de 
presupuestos participativos. Ambos énfasis —en la contribución democrática de la 
protesta social y en el potencial de reasignación de poder mediante las 
instituciones participativas o deliberativas— reflejan la opinión de que captar la 
voluntad del demos solo en el momento de las elecciones supone una aproximación 
inadecuada a ciertos ideales democráticos fundamentales. 

Existe una clara afinidad entre esta concepción de la profundidad democrática 
y la insistencia del teórico de la democracia Robert Dahl (1998 y 2006), de la 
teórica de la ciudadanía Margaret Somers (2008) y de otros en perseguir 
enérgicamente la igualdad política efectiva entre los ciudadanos. De hecho, la 
preocupación por la consecución de la igualdad política efectiva en los sistemas 
democráticos contemporáneos está muy extendida entre los estudiosos de la 
democracia; esto no significa que no se reconozca la importancia fundamental de la 
norma schumpeteriana, que casi todos los estudiosos de la democracia aceptan 
ahora como mínimamente válida. Considero que el concepto de profundidad 
democrática es una forma muy útil de reforzar el estado de la teoría democrática 
(Shapiro, 2003) con una sensibilidad ampliada de Schumpeter que busca vías para 
perseguir la igualdad política efectiva no solo en el ámbito electoral, sino también 
en los periodos cruciales de tiempo entre la competición institucionalizada por los 
votos, cuando procesos fundamentales como el establecimiento de la agenda 
política y la elaboración de políticas públicas determinan si el acceso efectivo al 
poder político está muy sesgado por la posición económica o se distribuye de forma 
relativamente uniforme. 

El argumento central de este libro sugiere que la variación entre países en las 
formas predominantes de la práctica democrática ejerce un fuerte impacto en la 
profundidad de la democracia, dando forma a los límites en la inclusión política de 
manera que, en última instancia, influye en muchos otros resultados. Los orígenes 
históricos de este patrón de contraste entre países, y la importancia de la práctica 
democrática que interviene, pueden, hasta cierto punto, dar forma a otros 
resultados que se basan principalmente en dimensiones de la democracia distintas 
de la profundidad. Por ejemplo, en el capítulo sobre la divergencia ibérica en la 
política de la crisis, sostengo que la práctica democrática inclusiva y 
posrevolucionaria de Portugal ha fortalecido las instituciones políticas del país, 
permitiéndoles sobrevivir a los nuevos retos de la crisis económica con más éxito 
que las instituciones equivalentes en aquellas democracias del sur de Europa que 
carecen de tal forma de práctica democrática inclusiva. Algunos elementos de la 
práctica democrática inclusiva también pueden reducir el peligro de que se 
produzcan grandes carencias de autenticidad democrática, por ejemplo, mediante 
la sólida autonomía de los periodistas y los medios de comunicación en casos como 
el de Portugal. 

El término consolidación democrática se utiliza ampliamente en los estudios 
sobre la democracia y se ha entendido al menos de tres formas diferentes: 
Valenzuela (1990) subraya la importancia de la eliminación de los dominios 


reservados del poder no democrático en los regímenes en proceso de 
democratización, tomando ese indicador como medida central de la consolidación 
de la democracia; Schmitter (1995 y 1999) y Morlino (1998) entienden que la 
consolidación se refiere en gran medida a la estabilidad de las instituciones que 
componen la democracia, como los sistemas de partidos y demás. En este sentido, 
la consolidación se refiere a la institucionalización y la estabilidad de las formas 
existentes de representación política y de poder en los entornos democráticos. En 
este sentido, la propia democracia puede seguir existiendo incluso en caso de 
desconsolidación del sistema, como en el caso de Italia, donde la democracia ha 
sobrevivido más de un cuarto de siglo tras la implosión en 1992-1994 del sistema 
de partidos. Sin embargo, el concepto predominante de consolidación (Schedler, 
2001; Fishman, 2016) es el de Linz y Stepan (1996), que utilizan este término para 
identificar la estabilidad de la propia democracia, es decir, la probabilidad de que 
la democracia sobreviva. Un componente clave —quizás incluso una garantía— de la 
consolidación democrática en este sentido predominante es la presencia de la 
tolerancia mutua de Dahl entre gobiernos y oposiciones (Dahl, 1971). En casos 
extremos, la práctica democrática puede influir realmente en la consolidación 
democrática, especialmente en el tercer y más común sentido del término. El 
enfoque históricamente influyente de Huntington para conceptualizar la 
estabilidad política (Huntington, 1968; Crozier, Huntington y Watanuki, 1975) 
parecería predecir que una práctica democrática especialmente inclusiva podría 
socavar la consolidación, pero otros teorizarían precisamente lo contrario. Planteo 
que la práctica democrática relativamente excluyente puede, en casos extremos, 
disminuir gravemente la autenticidad democrática si algunos adversarios políticos 
de los gobiernos en funciones experimentan una negación absoluta de su capacidad 
para disputar efectivamente el poder en elecciones libres. Además, el peligro o la 
percepción de tendencias excluyentes de esa magnitud puede socavar fácilmente la 
tolerancia mutua, y con ella la consolidación democrática. Esta posibilidad no es el 
tema principal de este libro, pero volveré a ella en el capítulo sobre la crisis 
catalana y en la conclusión. 

Sin embargo, dicho esto, la afirmación central de lo que sigue se refiere al 
impacto de las formas de práctica democrática predominantes a nivel nacional en 
el logro de la profundidad democrática. No pretendo desarrollar exhaustivamente 
el impacto de esta variable en otras dimensiones de la variabilidad democrática. 
Existen, por supuesto, otros marcos disponibles para el estudio de la variación 
entre democracias. Entre los intentos más estimulantes de explicar la variabilidad 
democrática se encuentra el histórico libro de Robert Putnam sobre la variación 
regional de la eficacia gubernamental en Italia (Putnam, 1993). Sin embargo, a 
pesar de los grandes puntos fuertes de ese estudio, en mi opinión el concepto de 
capital social puede introducir costes académicos innecesarios que, en última 
instancia, dificultan la explicación más de lo necesario (Fishman, 2004 y 2009). La 
importante síntesis reciente de lan Shapiro sobre el trabajo normativo y empírico 
—y su énfasis en las vías políticas para la reducción de la dominación (Shapiro, 
2016)— constituye otra perspectiva importante sobre las formas de pensar y 
estudiar la variabilidad democrática. En mi opinión, los estudiantes de la 
democracia harían bien en inspirarse eclécticamente en tales enfoques, pero 
también en otros más nuevos como el argumento que aquí se presenta. 


Identificación de los determinantes 
de la variación entre las democracias 


Muchos estudios convencionales sobre la variación entre las democracias tienden a 
suponer que los principales determinantes de las diferencias entre esos sistemas 
residen en la composición formal de sus instituciones políticas, como las 
constituciones, los sistemas electorales, los sistemas de partidos y otros similares. 
En general, se entiende que estas instituciones establecen los parámetros que 
determinan si los sistemas representativos libres tienden a potenciar o restringir a 
las mayorías y si fomentan las relaciones consensuadas o adversas entre las 
diversas fuerzas políticas (Rosenbluth y Shapiro, 2018). En un sentido 
fundamental, se supone que las normas y estructuras institucionales ponen en 
marcha incentivos que orientan en gran medida gran parte de lo que ocurre en los 
sistemas políticos, por ejemplo en el destino de los esfuerzos por construir y 
mantener coaliciones en los sistemas parlamentarios multipartidistas (Mershon, 
2002). Este énfasis se encuentra no solo en los estudios de los teóricos 
institucionalistas, sino también en las principales obras de los teóricos de la 
democracia, como Dahl y Lijphart, que dedican una atención considerable a las 
normas y los procedimientos institucionales que proporcionan mayor poder y 
margen de maniobra a las mayorías electorales en unos casos que en otros. El 
enfoque de este libro no pretende cuestionar tales argumentos, sino más bien ser 
un importante complemento de los mismos. 

Otras escuelas de pensamiento se centran menos en el diseño de las 
instituciones constitucionales y electorales, o en otros factores establecidos por la 
acción legislativa o judicial, y hacen hincapié en cambio en la variación de los 
determinantes institucionales situados en la sociedad política o civil. Un marco 
importante, el de la teoría de los recursos de poder o de la constelación de poder 
(Korpi y Shalev, 1979; Stephens, 1979; Huber y Stephens, 2012), plantea que las 
capacidades organizativas y la dotación de recursos de las fuerzas contendientes en 
la sociedad tienen enormes consecuencias para los resultados distributivos que se 
establecen en los procedimientos democráticos. Este enfoque produce 
proposiciones fácilmente operacionables, muchas de las cuales han demostrado 
ser muy fructíferas para explicar la variación entre países en los principales 
resultados políticos y distributivos. Los enfoques de los recursos de poder y de las 
constelaciones de poder proporcionan formas muy útiles de explicar gran parte de 
la variación en sus resultados entre las democracias. No obstante, y a pesar de su 
considerable utilidad, este enfoque tiene sus puntos débiles si se emplea como 
único instrumento para explicar la variación entre casos de los resultados 
distributivos y de otro tipo. La capacidad de las fuerzas sociales para emprender 
acciones colectivas y su capacidad para dar forma a la vida pública o a los procesos 
políticos solo se refleja de forma imperfecta en su fuerza organizativa y sus 
recursos. En las nuevas democracias y en muchas de las establecidas desde hace 
tiempo, el encaje entre, por un lado, la fuerza organizativa y la dotación de recursos 
de las fuerzas contendientes y, por otro, su capacidad para condicionar la toma de 
decisiones públicas es bastante inexacto (Fishman, 2017). Tanto la capacidad de las 
fuerzas sociales para iniciar una acción colectiva como su capacidad para obtener 
una audiencia de los demás están condicionadas también por factores culturales 


que pueden generar resultados que no se anticiparían sobre la base de un enfoque 
exclusivo en la fuerza organizativa formal o los recursos. Por tanto, no se puede 
obviar la importancia de los factores culturales, aunque sea en interacción con 
otros determinantes. 

De hecho, una importante tradición teórica ha destacado durante mucho 
tiempo la importancia de los factores culturales para el estudio de la política en las 
democracias. Los estudios clásicos de Tocqueville sobre los contrastes entre las 
dinámicas democráticas de Estados Unidos y Francia incorporaron el concepto de 
mouers, o costumbres, a su teoría general con su énfasis principal en la supuesta 
importancia interrelacionada de las asociaciones voluntarias y la descentralización 
del Estado. Mucho más recientemente, estudios innovadores sobre otros muchos 
temas —como los orígenes y la naturaleza de la apatía (Eliasoph, 1998), el papel de 
la imaginación socialmente arraigada en el discurso ciudadano (Perrin, 2006) y la 
construcción de una esfera pública poscomunista en Europa del Este (Stamatov, 
2000)— han reforzado el argumento a favor de estudiar la política desde una 
perspectiva que incorpore los fenómenos culturales al análisis. Áplico esta 
sensibilidad al estudio sistemático de la variación entre las democracias, 
especialmente en lo que se refiere a un rasgo definitorio crucial de los sistemas 
representativos: la amplitud de la inclusión que ofrecen a los posibles participantes 
en la vida democrática. El enfoque introducido en este libro considera la esfera 
cultural —y los desarrollos históricos cruciales que dan forma a su aparición— como 
constitutiva de parámetros fundamentales de la política democrática. 

Por supuesto, los enfoques mencionados no son los únicos en la literatura 
existente. Los científicos sociales también se centran en variables económicas 
agregadas y orientadas a la distribución, así como en la constelación de ideologías e 
ideas políticamente relevantes y en otros factores situados en la estructura social o 
económica. Entre estos enfoques se encuentra el análisis de redes sociales, de 
especial relevancia cuando se vincula al estudio del cambio histórico (Bearman, 
1993; Emirbayer y Goodwin, 1994: Ikegami, 2005; Mische, 2008). Considero muy 
valiosas las opciones analíticas mencionadas anteriormente —y otras—, pero me 
centro en un terreno diferente de la divergencia, mostrando que también tiene 
consecuencias bastante poderosas, especialmente para establecer los límites de la 
inclusión política y, como resultado, la aproximación relativa de cualquier 
democracia al objetivo de la igualdad política. Así, este libro ofrece una nueva 
forma de pensar y estudiar el éxito relativo de los sistemas democráticos en la 
consecución del ideal de gobierno por y para el pueblo. 

El terreno en el que hago hincapié está destinado a ser examinado en 
combinación, y a menudo en interacción, con otros factores determinantes de la 
acción política, muchos de ellos bien establecidos por largas tradiciones de 
estudios como los señalados anteriormente. Sin embargo, planteo que gran parte 
de lo que importa —especialmente a la hora de determinar los límites de la 
inclusión política— se encuentra fuera de esos terrenos bien estudiados. El nuevo 
ámbito de estudio que defiendo se refiere a los supuestos que a menudo no están 
escritos pero que, sin embargo, conforman la comprensión individual y colectiva 
de la democracia y, en consecuencia, las formas normales de actividad en dichos 
sistemas. Estas concepciones condicionan en gran medida la forma en que los 
actores construyen la democracia en la vida real, cómo hacen uso de las libertades 


abiertas por la democratización y cómo interactúan con los demás. Gran parte de 
mi énfasis se centra en la relación entre los manifestantes y los que ostentan el 
poder, un área que preocupa mucho a los estudiosos de los movimientos sociales 
(Markoff, 1996; Giugni, McAdam y Tilly, 1998; Tilly, 1995; 2004 y 2006; Tarrow, 
2012; Della Porta, 2013). Siguiendo el trabajo de estos estudiosos, sostengo que la 
interacción entre los manifestantes y los titulares de cargos institucionales 
también debería ser de interés central para los estudiantes de la democracia. Sin 
embargo, mi énfasis aquí no se centra en la contribución de la contención de los 
manifestantes al surgimiento de la democracia, sino en la vinculación de este 
fenómeno con la variación entre los sistemas democráticos. Mi tratamiento de la 
práctica democrática incluye también otras dinámicas, aparte de la protesta social, 
que configuran la propensión general de los sistemas representativos a incluir a los 
actores socialmente marginales como miembros de pleno derecho de la comunidad 
política institucionalmente reconocida. 

La afirmación de que la vida democrática está determinada en gran medida 
por lo que los actores hacen en la práctica real y no solo por las reglas formales y 
escritas sobre la vida política, no es, por supuesto, nueva. Grandes teóricos de la 
democracia moderna, como Robert Dahl, Arend Lijphart y otros, han escrito sobre 
las prácticas democráticas, en plural, como un elemento significativo en el 
conjunto de factores que conforman la naturaleza de las democracias. Los teóricos 
de las instituciones informales, como Helmke y Levitsky (2006), han centrado su 
atención analítica en la sustancia de los códigos y reglas no escritas que pretenden 
dar forma y limitar determinados resultados. Sin embargo, la teoría que aquí se 
propone es bastante diferente de los debates anteriores sobre las prácticas 
democráticas en plural o las instituciones informales. A diferencia de las 
observaciones sobre la relevancia política de las prácticas democráticas en plural, 
el enfoque que aquí se presenta intenta delinear una lógica global y un significado 
teórico general de la práctica democrática en singular. Esto no quiere decir que 
conceptualice los modelos nacionales de práctica democrática como totalmente 
homogéneos o unívocos. Ni mucho menos. Pero incluso si conceptualizamos los 
fenómenos culturales como repertorios típicos repletos de contradicciones y 
complejidades internas, la apuesta de que se pueden especificar las tendencias 
centrales y las formas de práctica predominantes a nivel nacional distingue 
claramente este enfoque de los que se limitan a señalar prácticas particulares en el 
plural. El empeño de este libro es también bastante diferente del valioso proyecto 
de los teóricos de las instituciones informales. Mientras que el tema de Helmke y 
Levisky, así como el de sus colaboradores, se centraba en las normas informales 
pero imperativas, el argumento que aquí se propone pone énfasis, en cambio, en 
los entendimientos, marcos y prácticas culturales que condicionan u orientan 
numerosos elementos de la vida democrática sin regularlos ni constreñirlos tan 
estrechamente como aspiran a hacerlo las normas imperativas. El alcance del 
impacto de las formas de práctica democrática arraigadas culturalmente es más 
amplio, pero la regulación de la conducta es más débil que en el caso de las 
instituciones informales. 

Es útil mencionar aquí un punto crucial: mientras que algunos analistas se 
han centrado en las interacciones entre los manifestantes —u otros actores de la 
sociedad civil— y los titulares del poder político, otros han dado prioridad a las 


interacciones entre los actores políticos situados dentro de las instituciones 
políticas reconocidas. El concepto de práctica democrática de este libro hace ambas 
cosas. Estos dos terrenos de análisis están vinculados por la forma en que las 
concepciones de la democracia dan forma a lo que ocurre dentro de ellos. Al 
vincular estos dos terrenos, este libro ofrece una nueva forma de entender los 
determinantes culturales de la inclusión democrática. 


La lógica de la comparación entre Portugal y España 


Examino la sustancia, los orígenes y las consecuencias de las formas de práctica 
democrática distintivas a nivel nacional mediante una comparación centrada en 
dos casos vecinos: Portugal y España. Esta comparación aparejada ha resultado muy 
útil porque los dos países eran notablemente similares en numerosos aspectos 
antes de divergir en la década de 1970 en el contexto de sus caminos notablemente 
diferentes de la dictadura a la democracia. Durante siglos, Portugal y España 
estuvieron marcados por similitudes estructurales en la sociedad y la economía, 
una serie de notables paralelismos históricos en su desarrollo político y múltiples 
casos de difusión transfronteriza en los que los países se influyeron mutuamente. 
Su giro histórico hacia el liberalismo, sobre todo en el siglo XIX, fue en ambos 
casos más tardío y limitado que en muchas sociedades exitosas del norte de Europa. 
Y en ambos países, la experiencia de principios del siglo XX con la democracia se 
derrumbó ante la grave polarización, el declive de la tolerancia mutua entre 
adversarios políticos y el ascenso de las fuerzas antidemocráticas durante los años 
de entreguerras. La quiebra de la democracia en 1926 en Portugal y en 1936-1939 
en España condujo a muchas décadas de gobierno autoritario duramente represivo 
en ambos países. 

Este patrón de similitud persistente se rompió fundamentalmente en la 
década de los años setenta, un cambio que ofrece a los científicos sociales una 
oportunidad históricamente poco frecuente de estudiar y evaluar las consecuencias 
de una transformación macrohistórica de tal magnitud. Los caminos notablemente 
diferentes de los vecinos de la península ibérica desde la dictadura a la democracia 
constituyen una coyuntura crítica o un punto de inflexión histórico del tipo que los 
científicos sociales históricos comparativos (Collier y Collier, 1991; Abbott, 2001; 
Mahoney y Rueschemeyer, 2003; Pierson, 2004; Collier y Munck, 2017) 
encuentran especialmente útil como herramienta analítica que facilita el esfuerzo 
por aislar las causas históricas de resultados significativos. Portugal pasó de la 
dictadura a la democracia a través de una revolución social que alteró las jerarquías 
y remodeló las estructuras, los repertorios y los marcos culturales, al tiempo que 
transformó profundamente el sistema político. La experiencia portuguesa, en lo 
que fue posiblemente el proceso de transición más radical de la Tercera Ola, 
vinculó la revolución social a la construcción de nuevas instituciones democráticas. 
La transición española fue, en cambio, una de las transiciones democráticas menos 
radicales de la ola de cambio mundial. En el caso español, la transformación 
parcialmente consensuada y orientada a la reforma del régimen autoritario en una 
democracia permitió ciertos elementos de continuidad simbólica y legal incluso en 


medio de un cambio de régimen en profundidad. Las dos transiciones fueron 
fundamentalmente diferentes, lo que convierte a este par de países en una base 
empírica especialmente útil para la investigación de los legados duraderos de 
caminos divergentes hacia la democracia (Stepan, 1986). 

Por lo tanto, los argumentos a favor de la comparación sistemática de la 
democracia en Portugal y España son bastante poderosos. Numerosos trabajos de 
científicos sociales han retomado esta comparación aparejada, investigando 
contrastes o similitudes entre los países vecinos en una amplia gama de asuntos 
(Bermeo, 1987; Blanchard y Jimeno, 1995; Bover, García Perrea y Portugal, 2000; 
Durán Muñoz, 2000; Esping-Andersen, 1994; Fernandes, 2015; Fishman, 1990a, 
2005, 2010, 2013 y 2017; Fishman y Lizardo, 2013; Glatzer, 2000; Gómez- Fortis, 
2009; Gould, 2009; Jordana, 2002; Linz, 1977; Magalhaes, 2003; Montero, Calvo y 
Martínez, 2008; Royo, 2002; Royo y Manuel, 2003; Rowe, Lago y Lago, 2014, 
Torcal, 2014; Watson, 2015; Wiarda, 1989). Algunas de esas comparaciones han 
dado por sentado su interés intrínseco y se han centrado simplemente en los 
resultados empíricos, mientras que otros estudios han elaborado una justificación 
teórica y/o metodológica de esta selección de casos. Los trabajos de economistas, 
sociólogos y politólogos han presentado la comparación de los vecinos de la 
península ibérica como una forma especialmente útil de plantear y responder a una 
serie de cuestiones importantes, como las causas del elevado y persistente 
desempleo, y una serie de cuestiones sociales o políticas potencialmente 
condicionadas por las vías hacia la democracia. Las afirmaciones de mayor alcance 
han presentado este binomio como un experimento natural que permite a los 
científicos sociales aislar el efecto de uno u otro punto de variación reciente entre 
los dos casos. Esa concepción es atractiva —especialmente para el reto que plantea 
este libro—, pero la opinión de que su emparejamiento puede tomarse como un 
experimento natural plenamente válido es probablemente algo exagerada. 

A pesar de las numerosas similitudes estructurales entre España y Portugal y 
de los innumerables paralelismos históricos anteriores a la década de los setenta, 
los dos casos no eran totalmente idénticos ni siquiera entonces. Se pueden 
identificar varios puntos de contraste causalmente relevantes entre los países 
vecinos antes del inicio de la ola democratizadora en la revolución del 25 de abril de 
1974 en Portugal. Estos puntos, a los que me refiero a continuación, pueden 
concebirse como lo que Slater y Simmons llaman antecedentes críticos (2010). Es 
decir, que estos elementos de diferenciación ya existían antes de la coyuntura 
crítica de los caminos divergentes hacia la democracia en la década de 1970 y 
debemos esperar que interactúen causalmente con la divergencia fundamental que 
cristalizó plenamente en el momento de las transiciones de los años setenta. Entre 
estos antecedentes diferenciadores se encuentran varios puntos bastante obvios: el 
mayor tamaño de España y su diversidad lingiística y nacional interna (Díez 
Medrano, 1995; Linz, 1973); el desarrollo económico algo menor de Portugal y, 
fundamentalmente, la introducción históricamente tardía del acceso universal a la 
educación en los años cincuenta en Portugal (Candeias et al., 2007); sus diferentes 
momentos de descolonización2; y la magnitud y destructividad mucho mayores de 
la guerra civil española de los años treinta (Jackson, 1963; Casanova, 2010 y 2013) 
cuando se compara con las mini guerras civiles que experimentó Portugal durante 
su Primera República de principios del siglo XX (Wheeler, 1999). Todas estas 


diferencias son potencialmente relevantes desde el punto de vista causal y las 
retomo en los lugares apropiados, preguntando si la existencia de tales puntos de 
contraste añadidos contribuye a los resultados aquí analizados, restando así fuerza 
al argumento central del libro. 

Lo más importante es que, cuando se aborda esta cuestión, ninguno de estos 
factores parece desempeñar un papel causal crucial en la dinámica que aquí se 
destaca. Las diferencias contemporáneas que establezco en la práctica democrática 
no pueden detectarse antes en la historia de los dos países, ni siquiera durante el 
periodo de entreguerras del siglo XX. Tan recientemente como el comienzo del 
periodo de transición democrática en la década de 1970, las demandas iniciales de 
los trabajadores que protestaban en las dos sociedades eran notablemente 
similares, como ha demostrado de forma persuasiva el importante estudio de 
Durán Muñoz (2000). Por lo tanto, parece razonable concluir que el 
emparejamiento de los dos casos es una comparación estratégica excepcionalmente 
útil que nos proporciona una base inusualmente sólida para plantear y responder a 
ciertas cuestiones de relevancia teórica. No obstante, la comparación de los casos 
de la península ibérica no cumple plenamente la prueba extremadamente exigente 
de constituir un experimento natural completamente válido. Nuestra comparación 
es prometedora, pero será importante detenerse de vez en cuando para preguntarse 
si otros factores, además del contraste en las trayectorias nacionales hacia la 
democracia, pueden contribuir significativamente a las diferencias actualmente 
observables entre los países. 

El contraste ibérico también ofrece un tipo de promesa teórica bastante más 
específica. El caso portugués constituye un ejemplo históricamente excepcional de 
revolución social plenamente democrática, que invirtió parcialmente jerarquías de 
muchos tipos y reordenó los fenómenos culturales, al tiempo que sentó las bases 
para la construcción de instituciones democráticas nuevas y plenamente libres. El 
análisis académico de las causas y características de las revoluciones a gran escala 
(Goodwin, 2001; Skocpol, 1979) es de crucial importancia para entender el caso 
portugués y sus contrastes con España. Sin embargo, como han demostrado las 
investigaciones de estos y otros estudiosos, las revoluciones sociales han 
desembocado a menudo en regímenes antidemocráticos de uno u otro tipo o, en el 
mejor de los casos, en periodos de ambigiedad caracterizados por la inestabilidad y 
por resultados híbridos, al menos temporalmente, como se refleja en los debates 
académicos sobre cómo caracterizar el régimen nicaragúense posrevolucionario 
antes de 2007 (Mainwaring y Pérez-Liñán, 2005; Anderson y Dodd, 2009; Levitsky 
y Way, 2010). El inequívoco giro de ese país hacia la denegación de la autenticidad 
democrática tras el regreso de Daniel Ortega a la presidencia en 2007 alteró la base 
empírica de ese debate, eliminando el caso nicaragúense del universo reducido de 
democratización mediante la revolución social. En cambio, la insurgencia 
salvadoreña (Viterna, 2013) y su conexión con la democratización de lo que había 
sido un régimen excluyente y violento (Wood, 2000 y 2003) puede interpretarse 
como un caso de democratización social revolucionaria. El caso clásico de Francia 
ofrece un ejemplo obvio de los orígenes socialmente revolucionarios de una 
importante tradición democrática, pero la vinculación de la Revolución francesa 
con un régimen democrático consolidado fue muy discontinua desde el punto de 
vista histórico e incluyó interludios antidemocráticos. 


Las revoluciones plenamente democráticas (Thompson, 2003), incluidas las 
recientemente estudiadas por Della Porta (2016), han tendido a ser ejemplos de 
transformación estrictamente política. La Revolución de los Claveles de Portugal 
es, por tanto, un caso históricamente inusual de una revolución genuinamente 
social que condujo rápidamente a un sistema democrático ininterrumpido, lo que 
hace posible utilizar el análisis de este caso para preguntar cómo los inicios 
sociales revolucionarios pueden dar forma a la democracia. La comparación 
ofrecida por los casos de la península ibérica nos permite centrarnos en los 
elementos específicamente posrevolucionarios de la vida colectiva contemporánea 
en Portugal como forma de abordar las consecuencias duraderas de la revolución. 
Este tema ocupa, obviamente, un lugar importante entre las cuestiones más 
amplias que plantea el libro; pero, dada la especial importancia de la búsqueda de 
consecuencias duraderas de la revolución, especialmente en las democracias (Della 
Porta, 2016), parece útil poner de manifiesto este tema. El debate que sigue aborda 
tanto cuestiones generales sobre los legados culturales y políticos de los caminos 
nacionales hacia la democracia como cuestiones específicas sobre el impacto 
duradero de las revoluciones, especialmente las sociales. 


El enfoque adoptado por este estudio 


El análisis que se presenta en este libro abarca un amplio abanico de dimensiones 
sociales, culturales, económicas y políticas de la vida nacional en España y 
Portugal, extrayendo las implicaciones comparativas para abordar la inclusión 
democrática en otros lugares. El enfoque es bastante macroscópico y las 
metodologías empleadas son eclécticas. He tratado de investigar y teorizar las 
interconexiones entre los elementos de la experiencia colectiva que a menudo no 
se consideran interrelacionados causalmente. En este sentido, el libro está muy 
influenciado por el amplio esfuerzo de Hall y Lamont (2009 y 2013) por destacar la 
utilidad de interrelacionar la causalidad cultural, social y política en la 
configuración de los resultados sociales a gran escala. Las aspiraciones del libro 
son en parte teóricas, con la esperanza de elaborar una base potencial para trazar y 
dar sentido a los patrones y contrastes causales claves para la consecución de los 
objetivos normativamente valorados en la democracia. Y unida a esta aspiración, la 
otra obviamente es de comprender en profundidad las diferencias más 
importantes entre las democracias de Portugal y España. Durante el desarrollo de 
los argumentos del libro me he preocupado de buscar pruebas de todo tipo como 
base para rechazar, reafirmar o modificar mis primeras formulaciones del 
argumento. He recurrido a una amplia gama de herramientas académicas en la 
investigación, incluyendo el análisis secundario de datos de encuestas y otros 
indicadores cuantitativos de relevancia, entrevistas cualitativas en profundidad, 
observación etnográfica y una lectura exhaustiva de la literatura disponible. 

El argumento central del libro es, en efecto, una teoría basada en una gran 
cantidad de investigación en profundidad, de pruebas históricas, observacionales y 
cualitativas, así como en un trabajo conceptual que relaciona dichas pruebas con la 
literatura teórica y empírica de la ciencia política y la sociología. Sin embargo, en 


algunos aspectos el argumento va más allá de lo que las pruebas disponibles pueden 
demostrar plenamente. Sin este esfuerzo teórico añadido, las implicaciones del 
argumento se verían limitadas innecesariamente, lo que disminuiría la 
importancia del estudio. Los esfuerzos teóricos de esta naturaleza desempeñan 
evidentemente un papel crucial en las ciencias sociales, pero su utilidad última 
depende del uso que pueda hacerse de ellos y, obviamente, de las pruebas a las que 
se sometan. Dado este énfasis en las aspiraciones ampliamente teóricas y la 
considerable amplitud de las afirmaciones presentadas en el libro, he intentado 
realizar varias pruebas parciales de la utilidad del argumento teórico del libro. 
Estas pruebas son necesariamente algo selectivas y parciales. Al fin y al cabo, no se 
puede demostrar definitivamente que las teorías sean correctas. Solo se pueden 
refutar definitivamente, pero cuando las teorías superan varias pruebas, incluso 
parciales, eso contribuye a su plausibilidad. Las pruebas que se ofrecen en el libro 
pretenden contribuir en gran medida a ese objetivo. Estas pruebas parciales 
incluyen algunas centradas en las evidencias ofrecidas por la experiencia histórica 
a nivel macro y los indicadores agregados, así como otras que se basan en los datos 
proporcionados por el análisis de encuestas. En conjunto, añaden verosimilitud al 
argumento, pero la utilidad total de la teoría solo podrá establecerse 
adecuadamente mediante pruebas futuras de diversa índole. La repercusión del 
argumento en los trabajos en curso de los científicos sociales ya ha sido 
significativa; los resultados de dichos trabajos y de los futuros estudios de otros 
contribuirán en gran medida a evaluar la vía de explicación que este libro aspira a 
establecer. 

Así, las primeras versiones publicadas de los argumentos centrales del libro 
(Fishman, 2005, 2010, 2011 y 2012) ya han contribuido a conformar la agenda de 
investigación de otros científicos sociales que encontraron en esos argumentos 
ideas o hipótesis que merecen ser perseguidas. Por ejemplo, un equipo de 
académicos dirigido por Donatella della Porta, basándose en sus importantes 
contribuciones al campo de los estudios sobre los movimientos sociales, ha 
publicado dos valiosos trabajos que proporcionan una importante confirmación 
independiente del impacto duradero de los escenarios de transición en la dinámica 
de las protestas sociales y otros fenómenos relacionados (Della Porta et al., 2017a y 
2018). Esos trabajos se analizan en los capítulos cinco y siete. Otros trabajos 
académicos significativos sobre la protesta social han proporcionado una 
confirmación independiente adicional de la utilidad de los argumentos enfatizados 
aquí (Accornero y Ramos Pinto, 2015; Baumgarten, 2017). Ya hay trabajos en curso 
sobre eventos de protesta3 y seguramente seguirán otros. Concibo todas las 
ciencias sociales como una invitación a su comprobación o incluso de réplica por 
parte de otros, y ese es en gran medida el caso que aquí nos ocupa. 


La organización del libro 


El libro consta de ocho capítulos y un prefacio igual que una breve introducción 
nueva para la edición española. Tras la presentación del estudio en este capítulo, el 
capítulo dos examina la esencia de las transiciones a la democracia de los dos 


países de la península ibérica. Se ha escrito mucho sobre ambas transiciones, 
incluyendo estudios de especialistas en los países y trabajos de comparativistas. Me 
baso en gran medida en la literatura disponible sobre las trayectorias portuguesa y 
española de la dictadura a la democracia, pero, en ciertos aspectos, intento ir más 
allá de las afirmaciones existentes, destacando la importancia de algunos 
elementos poco destacados de los dos casos para los resultados que aquí se 
investigan. El objetivo central del capítulo es identificar los elementos de las 
trayectorias de democratización de los dos países que tienen relevancia causal para 
los legados que se analizan en el resto del libro. 

El capítulo tres es, en cierto modo, la pieza central. Presenta la esencia de mis 
afirmaciones sobre la práctica democrática en Portugal y España, mostrando lo 
diferente que es el patrón predominante en los dos casos. Gran parte de la 
discusión se centra en el nexo entre la protesta social y el poder institucional, pero 
de forma paralela también se aborda el trato que los actores de bajos ingresos y 
socialmente marginales reciben de los representantes elegidos en los dos países. El 
capítulo se ocupa de los actores políticos en general, por así decirlo, incluidos los 
ciudadanos de a pie, los grupos organizados y los políticos profesionales. También 
aborda la importancia de la acción y los entendimientos dentro de dos 
instituciones que tienen especial importancia para la sustancia y el futuro de la 
democracia: los medios de comunicación y el sistema educativo, y argumenta que 
los entendimientos subyacentes y las formas de práctica omnipresentes dentro de 
estas dos instituciones y en el sistema político en general son, en realidad, más 
inclusivos de lo que exigen las normas institucionales formales en Portugal y, con 
frecuencia, menos de lo que implican las normas institucionales formales en 
España. En esencia, el capítulo defiende que los legados históricos que surgen de la 
década de 1970 han condicionado culturalmente la práctica de la democracia en 
ambos países, generando resultados sustancialmente más inclusivos y 
antijerárquicos en Portugal. 

El capítulo cuatro se centra en las pruebas sobre los efectos de este patrón de 
variación en la práctica democrática. Este esfuerzo puede verse como una prueba 
parcial, o una serie de pruebas parciales, de la utilidad de la teoría. Defiendo la 
relevancia de la práctica democrática para una serie de resultados socioeconómicos 
en los dos casos, haciendo hincapié en la llamada paradoja del empleo ibérico, que 
lleva mucho tiempo interesando a economistas, politólogos y sociólogos. Sugiero 
que los resultados sistemáticamente superiores de Portugal a la hora de 
proporcionar empleo a quienes lo buscan son, en gran medida, un efecto indirecto 
del contraste nacional en la práctica democrática. Examino también otros 
resultados relacionados con el estado de bienestar y las políticas públicas. Además, 
proporciono pruebas extraídas de dos esfuerzos de colaboración que hicieron uso 
de datos de encuestas. He unido fuerzas con expertos en sociología cultural y en el 
estudio de la ciudadanía, investigando conjuntamente los contrastes entre los dos 
países en un estudio sobre gustos culturales y otro sobre formas de práctica 
ciudadana. Estos esfuerzos de colaboración, que han dado lugar a la publicación de 
artículos en coautoría, nos proporcionan resultados de gran importancia para la 
exploración de este libro, resultados que pueden considerarse como dos pruebas 
parciales adicionales del enfoque. Ambas se basan en datos de encuesta y 
descubren que la cohorte de edad nacida, educada y socializada bajo la democracia 


—después de que las dos vías de transición hayan puesto en marcha los 
entendimientos y prácticas culturales que condicionan los sistemas educativos— 
muestra efectos fuertemente congruentes con el argumento central del libro. 
Resulta especialmente significativo el éxito demostrable del sistema educativo 
posrevolucionario de Portugal a la hora de generar mayores capacidades culturales 
y formas de práctica cívica entre quienes tienen al menos educación secundaria. Al 
analizar las diferencias entre los dos casos en diversas variables de resultado, 
destaco la importancia explicativa de la práctica democrática como variable 
interviniente, pero también identifico y discuto brevemente la importancia de los 
legados institucionales económicos y formales de los caminos de los dos países 
hacia la democracia. El análisis del libro sobre los legados duraderos hace hincapié 
en los culturales, pero no se limita a ellos. El material y los resultados que se 
analizan en este capítulo proceden en su totalidad de realidades sociopolíticas ya 
existentes —y sobre las que se disponía de datos— cuando formulé las versiones 
iniciales del argumento que finalmente dio lugar a este libro. Desde el punto de 
vista de una concepción verdaderamente rigurosa de la comprobación de la teoría, 
estas pruebas parciales podrían considerarse defectuosas o inadecuadas, ya que los 
datos que se presentan en estas pruebas estaban disponibles cuando formulé 
inicialmente el argumento sobre la práctica democrática. Por esa razón, considero 
que estas pruebas parciales son menos sólidamente satisfactorias desde el punto de 
vista de la comprobación de la teoría que los temas de los capítulos quinto, relativo 
alos efectos de la práctica democrática en la política de la crisis después de 2010, y 
sexto, al conflicto político en España sobre el estatus de Cataluña. 

Por ello, trato por separado estos dos casos de prueba recientes. La crisis 
económica —y especialmente el difícil giro que tomó en el sur de Europa a partir de 
2010— planteó a los científicos y actores sociales múltiples y nuevos retos. La 
magnitud de esos retos para los ciudadanos y residentes de los países del sur de 
Europa fue de proporciones verdaderamente históricas, mucho mayor que el 
impacto de la gran recesión en Estados Unidos, Alemania y muchos otros países 
que resultaron más afortunados que Portugal, España, Grecia y otros de la zona más 
afectada de Europa. Aunque no es comparable en ningún sentido, el nuevo reto al 
que se enfrentaban los científicos sociales era también relevante. En mi caso, ya 
había elaborado una teoría exhaustiva de las diferencias políticas históricamente 
arraigadas entre la democracia portuguesa y la española, y la nueva crisis planteaba 
la cuestión de si esta gran conmoción erosionaría —o reafirmaría— los contrastes 
que había identificado y sobre los que había escrito y publicado artículos 
previamente. En cierto sentido, la crisis fue una prueba a gran escala de la teoría 
cuya evidencia examino en el capítulo cinco. En el capítulo cinco examino la 
evidencia ofrecida por esta prueba. 

El capítulo seis ofrece otro tipo de prueba parcial de la teoría, examinando las 
implicaciones del movimiento independentista catalán, y el conflicto sobre sus 
objetivos, para los argumentos sobre España. Á diferencia de los otros capítulos 
sustantivos, el análisis del caso catalán deja de lado a Portugal por razones bastante 
obvias. En el caso portugués no existe un equivalente real al amargo conflicto sobre 
el estatus de Cataluña dentro —o fuera— de España. Las cuestiones que se abordan 
en este capítulo tienen que ver con desarrollos y conductas bastante recientes en el 
momento de la publicación (en 2019 en la edición inicial en inglés) de este libro. 


Por esta razón, el tratamiento empírico del caso catalán es, por necesidad, más 
exploratorio o provisional que el análisis empírico que se encuentra en otros 
capítulos sustantivos. No obstante, la importancia del conflicto catalán para el 
estado de la democracia en España y para evaluar el argumento de este libro parece 
ineludible. Además, retomar el caso catalán nos permite abordar —y sopesar la 
importancia de— una clara asimetría entre los casos portugués y español: mientras 
que la política portuguesa está marcada por la identidad nacional unitaria y en gran 
medida incuestionable del país, la política española está fuertemente condicionada 
por el conflicto sobre la identidad nacional y la existencia de múltiples 
sentimientos nacionales dentro de las fronteras del país. El capítulo aporta pruebas 
sólidas para la afirmación central de que la práctica democrática española 
contribuyó significativamente a la gravedad de la crisis, moldeando la conducta de 
múltiples actores en lados opuestos del conflicto. 

El séptimo capítulo aborda la gran cuestión de cómo cambian —o se 
reproducen— las culturas. Basándome en el material de la comparación entre 
Portugal y España y en la bibliografía pertinente, examino el papel de la memoria 
colectiva, de los agravios tanto antiguos como nuevos, de los choques exógenos y de 
los sentimientos generados endógenamente y de la reselección de actores 
relevantes como los partidos políticos capaces de disputar seriamente las 
elecciones nacionales. Además, hago un amplio uso del trabajo de campo sobre las 
conmemoraciones, las protestas y la vida política institucional en ambos casos 
ibéricos, tratando de extraer lecciones útiles para este libro, sus lectores y la 
literatura más amplia. También abordo el modo en que la práctica democrática se 
constituye culturalmente y los mecanismos que contribuyen a su reproducción o 
transformación. 

El último capítulo trata de identificar el significado teórico más amplio de los 
argumentos del libro para varias áreas de estudio y pensamiento. También trata de 
especificar el alcance comparativo del argumento, es decir, su aplicabilidad o 
relevancia para casos que carecen de las historias específicas de los dos casos de la 
península ibérica. Introduzco en la discusión varios casos de Europa y América, 
argumentando que elementos significativos de la constelación de factores causales 
que se encuentran en uno —o en otro— de los dos casos aquí estudiados pueden 
encontrarse también en países que carecen de las trayectorias históricas exactas de 
Portugal y España. Vinculo este esfuerzo por ampliar el alcance del argumento más 
allá de la península ibérica con las afirmaciones metodológicas que se encuentran 
en la obra de Max Weber y, más recientemente, de Charles Ragin (1987 y 2008). 
También vuelvo a las afirmaciones centrales sobre Portugal y España, abordando 
posibles tratamientos alternativos de las diferencias entre ellos y evaluando las 
implicaciones del análisis para nuestra comprensión de las dos vías hacia la 
democracia. Un examen de la importancia del argumento para la comprensión 
teórica de la democracia y para las afirmaciones metodológicas a favor del enfoque 
histórico de las ciencias sociales cierra el análisis académico antes de las 
reflexiones fimales sobre las implicaciones para los actores democráticos 
contemporáneos. 


Capítulo 2 
Ep ajes de la transición: contrastes fundamentales entre Portugal y 
spaña 


Introducción 


La Tercera Ola se puso en marcha a mediados de la década de los setenta con dos 
experiencias nacionales de autotransformación que enviaron mensajes 
extraordinariamente diferentes sobre la democratización, y la propia democracia. 
Al evaluar la importancia de las transiciones portuguesa y española para una 
comprensión global de la democracia contemporánea, la mayoría de los estudiosos 
se han centrado en el mensaje enviado a los actores de otros países. Los mensajes 
externos transmitidos por estos dos casos parecían, como mínimo4, ofrecer 
sugerencias sobre cómo los actores podían transformar un régimen 
antidemocrático en uno democrático. En primer lugar, por el impacto de la 
Revolución de los Claveles de Portugal, el inicio mundial de la ola, en el 
desmantelamiento del régimen dictatorial en la vecina España (Sánchez Cervelló, 
1993), y luego por el efecto demostración de ambas transiciones en los actores 
políticos de países gobernados por autócratas, los dos casos contribuyeron a la 
difusión de la democracia en todo el mundo (Weyland, 2013). En cierto sentido, 
podría considerarse que Portugal ofreció a los gobernantes antidemocráticos una 
prueba de los riesgos que suponía no reformar su propia casa mediante un proceso 
de democratización iniciado por el régimen, mientras que España proporcionó a 
los gobernantes antidemocráticos la esperanza de que podrían evitar las represalias 
por su conducta represiva si participaban en la realización de la reforma 
democrática. 

Sin cuestionar la importancia mundial del mensaje externo de la península 
ibérica para las fuerzas políticas de los países potencialmente democratizables, 
hago hincapié en cambio en el mensaje interno de las dos transiciones para los 
actores de cada país. Las imágenes de cambio generadas por estos dos procesos de 
transformación política y las concepciones de la política democrática que 
fomentaron fueron lo suficientemente diferentes como para que el impacto 
interno de las vías de transición sea al menos tan importante desde el punto de 
vista analítico como la influencia externa, tanto en su momento como 
posteriormente. En este capítulo trato de identificar las principales características 
de los dos casos que ejercieron efectos duraderos en lo que sucedió internamente 
dentro de las dos nuevas democracias. Hago hincapié en los elementos de la 


transición que tienen implicaciones para la comprensión cultural de la política y, 
en relación con ello, para las formas duraderas de práctica históricamente 
arraigadas en las dos transiciones, en sentido amplio. 

Por supuesto, hubo una tercera transición de régimen en el sur de Europa a 
mediados de la década de los años setenta, el colapso del gobierno militar y el 
retorno al gobierno representativo en Grecia en 1974. La transición griega fue en 
cierto modo intermedia entre las otras dos, tanto en el tiempo histórico como en 
ciertos aspectos de su transformación. Retomo el caso griego en la conclusión de 
este libro con la esperanza de especificar las diferencias analíticas entre ese caso de 
democratización y las transiciones en Portugal y España como parte de un esfuerzo 
más amplio para elaborar implicaciones comparativas y teóricas de los casos de la 
península ibérica. También ofrezco allí una conceptualización limitada de los 
elementos de la práctica democrática en Grecia tras la desaparición de la Junta 
Militar de los Coroneles en 1974. El énfasis de este capítulo recae en un análisis de 
los procesos gemelos de cambio democrático enormemente diferentes en los casos 
de la península ibérica, destacando las formas en que ese contraste inicial entre 
Portugal y España sentó las bases para la divergencia ibérica, bastante 
recalcitrante, en la inclusión política. 

Desde su inicio, las transiciones española y portuguesa fueron 
fundamentalmente diferentes por varios motivos. En ciertos aspectos —que se 
abordarán más adelante en este capítulo—, esas diferencias siguieron aumentando 
en magnitud durante el desarrollo de las dos vías de cambio, así como durante los 
primeros años cruciales de la democracia en los que se configuraron los dos 
sistemas nacionales de partidos. La interpretación más concisa posible del 
contraste entre los casos es bastante obvia: la longeva dictadura portuguesa fue 
derrocada a finales de abril de 1974, mientras que el régimen español se reformó a 
sí mismo (bajo la presión de la oposición) tras la muerte del dictador Francisco 
Franco en noviembre de 1975. Sin embargo, esa simple formulación pasaría por 
alto gran parte de la importancia de entender los legados duraderos de estos dos 
caminos hacia la democracia. Los dos casos son extraordinariamente diferentes en 
varios puntos: la identidad de los actores centrales y sus formas de interacción 
entre sí; la amplitud y la profundidad de la transformación; los lugares en los que se 
produjeron los procesos cruciales; los tipos de demandas que salieron a la luz 
durante las transiciones; los efectos generados en la sociedad y la economía; el 
carácter y la capacidad de supervivencia de las dimensiones culturales del cambio; 
y —en un punto de crucial importancia— el papel del aparato estatal en la vía de 
cambio, por nombrar solo algunos de los muchos puntos de contraste. 

No obstante, hubo al menos dos elementos de similitud en las vías de cambio 
experimentadas por los países vecinos en la década de 1970. En primer lugar, 
ambas transiciones implicaron central y necesariamente la convocatoria de 
elecciones libres y justas, primero para los órganos encargados de redactar las 
nuevas constituciones y, después, para la selección de los titulares de los cargos que 
debían gobernar bajo esas nuevas constituciones. Este punto de similitud convirtió 
a ambos países en democracias; de hecho, todas las transiciones a la democracia lo 
comparten. Los elementos de diferencia los convirtieron en diferentes tipos de 
democracias. Pero hay otro elemento de similitud que merece ser mencionado 
aquí, ya que subraya la utilidad teórica de esta comparación aparejada. En su 


importante estudio comparativo de las movilizaciones de los trabajadores en los 
dos escenarios de democratización, Rafael Durán Muñoz (2000) encuentra que el 
contenido inicial de las demandas formuladas por los trabajadores en el contexto 
de la transición fue prácticamente idéntico en los dos casos, aunque esas primeras 
demandas condujeron finalmente a formas muy distintas de acción colectiva de los 
trabajadores. La movilización del descontento social llegó a ser transgresora en 
Portugal —desafiando las estructuras de propiedad y las formas de control 
existentes—, pero en España se bloqueó sistemáticamente la posibilidad de seguir 
ese camino a pesar de la naturaleza compartida de las demandas iniciales. Esta 
evidencia directa de las similitudes subyacentes sirve para confirmar la utilidad de 
comparar casos que difieren fuertemente entre sí en su modo de transición a pesar 
de la existencia previa de muchos e importantes paralelos entre las dos sociedades. 
La yuxtaposición entre las numerosas similitudes subyacentes y la divergencia 
radical entre los casos en el camino emprendido hacia la democracia es lo que hace 
que esta comparación sea tan interesante, tanto para entender los dos casos en 
profundidad como a efectos de desarrollo de la teoría más amplia. 


Antecedentes de la transición 


Antes de pasar a examinar las dos transiciones como tales, es importante 
identificar y tomar nota de ciertos antecedentes importantes de la democratización 
en ambos países. Ninguno de los dos casos de cambio de régimen puede 
entenderse plenamente sin tener en cuenta elementos cruciales de su historia que 
reflejan algunos elementos de contraste entre los países incluso antes de la 
coyuntura crítica de la propia transición. Podría pensarse que cualquier guiño 
analítico a elementos de variación previo a los caminos polarmente opuestos de los 
vecinos ibéricos hacia la democracia, en cierto modo socava la afirmación de que 
las trayectorias de democratización constituyeron un punto de inflexión histórico o 
coyuntura crítica, situando los casos firmemente en nuevas vías de desarrollo 
diferenciadas. Sin embargo, un importante trabajo metodológico sobre el enfoque 
histórico comparativo aboga firmemente por la incorporación de antecedentes 
críticos en los análisis de la dependencia de trayectoria (Slater y Simmons, 2010). 
Slater y Simmons muestran cómo las dinámicas causales que actúan durante las 
coyunturas críticas operan de la manera en que lo hacen en parte debido a su 
interacción con ciertas variables antecedentes. En su formulación, los 
antecedentes críticos ponen en marcha condiciones o procesos que permiten que 
una nueva y gran bifurcación histórica genere caminos fundamentalmente 
divergentes. Dicho de otra manera, sin su interacción causal con condiciones o 
procesos históricamente previos, los fenómenos históricos de gran envergadura 
que consideramos coyunturas críticas no podrían producir sus poderosos efectos. 
La comparación de las dos transiciones a la democracia en la península ibérica 
confirma la utilidad de este enfoque. No podemos comprender plenamente el 
contraste entre los casos sin incorporar a nuestro análisis la importancia de ciertos 
antecedentes. 

Tanto en Portugal como en España, los regímenes que gobernaron mediante 


la represión autoritaria hasta mediados de los años setenta llevaban décadas en el 
poder. El sistema autoritario de derechas de Portugal, formalizado en última 
instancia como Estado Novo, llegó al poder inicialmente en 1926, sustituyendo a la 
Primera República, que había estado sometida a la polarización, a una grave 
inestabilidad gubernamental y a un conflicto civil que alcanzó en dos ocasiones la 
categoría de breves mini guerras civiles (Wheeler, 1978; Schwartzman, 1989). La 
dictadura franquista de España comenzó con el intento de derrocar la Segunda 
República, socialmente progresista pero polarizada, en julio de 1936, iniciando una 
larga y brutal guerra civil entre los partidarios de la República y los partidarios del 
levantamiento militar nacionalista y antidemocrático de Franco. En el transcurso 
de la guerra, las áreas de las zonas leales a la República experimentaron una 
revolución social o —en algunos contextos— una profundización del autogobierno 
nacionalista-regional (Casanova, 2010; Jackson, 1965). Las fuerzas políticas que se 
movilizaron en apoyo de la sublevación militar de Franco se extendieron desde el 
partido fascista de España, la Falange (Payne, 1961), hasta los ultramonárquicos del 
movimiento carlista, los corporativistas antidemocráticos y otros sectores 
extremadamente conservadores cuyo antagonismo con la agenda progresista de la 
República les llevó a apoyar su derrocamiento violento. En el bando republicano, 
socialistas, republicanos, católicos progresistas, comunistas, nacionalistas 
regionales, anarquistas, trotskistas y otros lucharon junto a los elementos leales del 
ejército y voluntarios extranjeros. La guerra civil española sirvió de campo de 
batalla entre prácticamente todas las principales tendencias ideológicas que se 
encontraban en la Europa de entreguerras. La victoria de las fuerzas de Franco, con 
la ayuda de la intervención militar del régimen nazi de Alemania y del gobierno 
fascista de Italia, dio paso a décadas de represión derechista. Una vez finalizada la 
guerra, al menos s5o.o00 personas fueron ejecutadas y muchas miles más 
encarceladas (Casanova y Gil Andrés, 2014), un episodio de represión tan grave 
que el historiador Paul Preston ha conceptualizado los primeros años del 
franquismo como "el Holocausto español” (Preston, 2012). 

Los sistemas de gobierno antidemocrático de ambos países eran similares en 
ciertos aspectos. Ambos obtuvieron apoyo e inspiración política de una serie de 
fuentes antidemocráticas que incluían, entre otras, corrientes antiliberales del 
corporativismo, tendencias ultraconservadoras dentro del pensamiento católico y 
el propio fascismo clásico (Linz, 1964; Schmitter, 1979; De Lucena, 1979; Makler, 
1979). Ninguno de los dos regímenes entró formalmente en la Segunda Guerra 
Mundial, pero Franco formó una División Azul de voluntarios partidarios del 
régimen que lucharon con las potencias del Eje junto a los nazis en el frente ruso. 
La dictadura española proporcionó la base empírica para la conceptualización 
pionera de Juan Linz de tales sistemas como regímenes autoritarios caracterizados 
por un pluralismo interno limitado entre los leales al régimen a pesar de su 
carácter represivo y la falta de responsabilidad electoral (Linz, 1975). Linz 
diferenciaba los regímenes autoritarios de los totalitarios no en función de su 
grado de represión —de hecho, sostenía que algunos sistemas autoritarios eran más 
duramente represivos que los sistemas totalitarios menos represivos— o de los 
espacios disponibles para la participación, sino de otras maneras. Linz teorizó que 
los regímenes totalitarios se comprometían a impedir la disidencia dentro de su 
centro de poder monista mientras aspiraban a movilizar a la sociedad en general a 


favor de grandes fines ideológicamente definidos. Por el contrario, los regímenes 
autoritarios permitían algunas formas de desacuerdo y una diversidad política 
limitada dentro del propio centro de poder entre aquellos que históricamente 
apoyaban al régimen represivo, y también permitían algunas libertades para tipos 
de asociaciones no políticas o directamente apolíticas. Las aspiraciones de los 
regímenes autoritarios eran más limitadas que las de los totalitarios (a pesar de la 
presencia de tendencias totalitarias dentro de algunos regímenes autoritarios en 
sus primeros años), pero ante la oposición o los sentimientos contrarios al 
régimen, los regímenes autoritarios podían resultar al menos tan represivos como 
los sistemas totalitarios, si no, en algunos casos, más (Linz, 1975). A pesar de la 
monumental equivocación de interpretación de su obra por parte de quienes ven 
erróneamente en ella una justificación de los sistemas autoritarios, la tipología 
ideal-típica weberiana de Linz (Fishman, 2007) ha demostrado ser crucial para la 
capacidad analítica de los estudiosos (y de los actores políticos) para entender la 
capacidad de algunos regímenes autoritarios —pero no de otros— para 
transformarse. 

Los dos sistemas autoritarios de la península ibérica resultaron ser distintos 
en cuanto a su capacidad para transformarse, pero en ambos casos el régimen 
dictatorial llegó a su terminación en las transiciones de mediados de los años 
setenta; mientras que el régimen portugués sufrió una crisis de fracaso en 1974, el 
español se vio sometido en última instancia a un tipo de crisis diferente, de 
obsolescencia (Fishman, 19908). Ambas sociedades experimentaron un rápido 
crecimiento económico en los años sesenta y principios de los setenta, lo que llevó 
alos dos países a un nivel de desarrollo en el que la democracia es la norma5 (Boix 
y Stokes, 2003; Przeworski et al., 2000), pero en los albores de la década de los 
setenta no parecía nada evidente que los dos antiguos regímenes pudieran 
transformarse en democracias. Además, el sistema portugués estaba totalmente 
comprometido con el mantenimiento de su presencia colonial en varios grandes 
territorios africanos y en pequeños puestos de colonización en otros lugares. 
Mucho después de los acontecimientos de la década de 1970, las transformaciones 
ampliamente globales de la Tercera Ola en las décadas que siguieron a sus inicios 
portugueses hicieron que el giro hacia la democracia en estos casos iniciales 
pareciera de algún modo inevitable, pero de hecho las dos vías de cambio de la 
península ibérica estuvieron plagadas de difíciles desafíos, momentos de profunda 
incertidumbre y ejemplos significativos de oposición al camino finalmente 
seguido. 

La dictadura autoritaria portuguesa6 se mantuvo durante seis años después de 
que Marcelo Caetano sustituyera al antiguo gobernante António Salazar, 
incapacitado médicamente en 1968. Caetano introdujo inicialmente reformas 
liberalizadoras limitadas, pero, ya sea por la presión de los incondicionales de la 
derecha dentro del Estado Novo, por sus propios instintos o por la lógica impuesta 
por el compromiso del régimen de mantener el dominio colonial en África, esa 
apertura no tuvo éxito. El fracaso de los esfuerzos de reforma condujo a un 
renovado endurecimiento de la represión. Así, el régimen se mostró incapaz de 
reformarse a pesar de la presencia de formas limitadas de competencia electoral 
controlada y de la existencia de un ala liberal interna que había aspirado a un mayor 
cambio (Fernandes, 2005). Sin embargo, su empeño en mantener la presencia 


colonial del país en varios territorios africanos y en puestos menores en otros 
lugares pronto conduciría a una crisis masiva que socavó gravemente las 
capacidades del Estado durante el periodo revolucionario. Precisamente de la 
forma elaborada por la teoría paradigmática de revolución social de Skocpol 
(Skocpol, 1979), el esfuerzo portugués por ocupar lo que resultó ser una posición 
insostenible en el sistema mundial —como última potencia colonial europea 
importante— acabó generando las tendencias dentro del aparato del Estado que 
condujeron a la Revolución de abril de 1974. La apuesta colonial anacrónica del 
país puede parecer especialmente desconcertante dado el atraso económico y la 
relativa pobreza de Portugal en el siglo XX, pero su histórico papel en la exploración 
mundial y el imperialismo ayuda a explicar esta paradoja. Sin las difíciles guerras 
coloniales a las que se enfrentó el país en África, no se puede entender la ruta 
portuguesa hacia la democracia. 

Las tendencias internas de la sociedad portuguesa también desempeñaron un 
papel importante en el desarrollo de la Revolución, una vez que el Movimiento de 
los Capitanes convirtió la condición previa de la guerra colonial en una aguda crisis 
de Estado tras el golpe de abril de 1974. Estas tendencias incluían el crecimiento 
del catolicismo progresista del Vaticano II, el desarrollo de formas de solidaridad 
de clase y de oposición política a la dictadura y la difusión de ideologías radicales 
dentro de estratos cruciales como los rangos medios del Ejército. Sin embargo, 
ninguno de estos antecedentes internos habría generado los efectos que 
finalmente prevalecieron si no fuera por la crisis del Estado inducida por las 
guerras coloniales en África y el golpe de los capitanes del 25 de abril. 

El régimen franquista de España tampoco pudo reformarse hacia la 
democracia antes de la muerte del longevo dictador en noviembre de 1975; un 
cambio fundamental en la naturaleza del régimen nunca fue plausible durante el 
largo gobierno de Franco como caudillo. Aunque la muerte de Franco parecía abrir 
nuevas posibilidades, el reto al que se enfrentaban las fuerzas prodemocráticas en 
1975 era considerable. No había ninguna crisis evidente de fracaso —equivalente a 
las guerras coloniales de Portugal en África o a la humillación de los coroneles 
griegos en su enfrentamiento militar con Turquía por Chipre— a la que la oposición 
pudiera apelar en un esfuerzo por deslegitimar el régimen para sus propios 
partidarios. En lugar de ello, el régimen quedó obsoleto (Fishman, 19904), incluso 
para muchos de sus antiguos partidarios, en función de varios procesos de cambio 
en la sociedad española bajo el régimen autoritario. El régimen de Franco había 
tratado de legitimarse presentando su fórmula autoritaria represiva como la única 
forma de salvar al país del conflicto y el desorden. Obviamente, el régimen era 
intrínsecamente ilegítimo para todos los firmes partidarios de los principios 
democráticos y para los defensores de las prioridades sociales progresistas, pero 
un llamamiento democratizador dirigido exclusivamente a aquellos que llevaban 
mucho tiempo activos en la oposición no fue suficiente para poner fin al régimen 
autoritario. En el contexto español, a falta de un colapso endógeno del sistema 
existente, y dado que la fuerza de la oposición era insuficiente para desalojar 
directamente al régimen, la esperanza de una transición democrática descansaba 
en parte en conseguir el apoyo a la democratización de algunos sectores que habían 
apoyado el franquismo. No había un camino plausible hacia la democracia sin 
conseguir el apoyo de al menos algunos antiguos partidarios del régimen de 


Franco. Socavar la fórmula de legitimidad del régimen afirmando su obsolescencia 
histórica era una vía hacia ese objetivo. 


Gráfico 1 
Crecimiento del PIB per cápita. UE-15, España y Portugal (1961-1974) (% anual)* 
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*La información sobre la UE-15 no se indica por separado en las estadísticas. Se utiliza la media calculada de los 15 Estados miembros y hasta 
1971 no incluye los datos de Alemania e Irlanda. 
Fuente: Banco Mundial-Indicadores del Desarrollo Mundial. 


Al menos tres grandes procesos de cambio en la sociedad española 
contribuyeron a este fin durante los años sesenta y principios de los setenta. Uno 
de los procesos subyacentes fue principalmente económico. Como muestran los 
datos presentados en el gráfico 1, la economía española creció rápidamente, al igual 
que la portuguesa, durante los años sesenta y principios de los setenta. Como 
resultado, ambos países de la península ibérica experimentaron un gran descenso 
de la población rural y agrícola, un aumento transformador de la renta per cápita, 
una urbanización masiva y un crecimiento de la clase media. Desde el punto de 
vista de las teorías que consideran que el desarrollo económico es muy beneficioso 
para las perspectivas de la democracia (Przeworski et al., 2000; Boix y Stokes, 
2003), estos avances parecían bastante beneficiosos. Otros cambios que 
adquirieron una importancia fundamental como antecedentes de la transición 
fueron los sociopolíticos y culturales (Pérez-Díaz, 1993; Maravall, 1978; Linz y 
Stepan, 1996). Los dos elementos que destaco son, en primer lugar, el crecimiento 
de un movimiento obrero notablemente eficaz en oposición al régimen y, en 
segundo lugar, el replanteamiento cultural de la conflictiva historia de España. 

Durante la década de 1960 se formó una poderosa oposición obrera a pesar de 
la represión a la que estaba sometida (Maravall, 1978; Fishman, 1990b). A partir de 
los años cincuenta, los opositores de izquierdas tomaron la decisión estratégica de 
alejarse del uso de la lucha armada por parte de los maquis en las zonas montañosas 
aisladas tras la Guerra Civil. En su lugar, decidieron emplear todos los espacios 
institucionales disponibles en el contexto autoritario con la esperanza de utilizarlos 
para movilizar una resistencia civil de masas. Esto contribuyó al crecimiento de 
varios tipos de resistencia civil, incluidos los movimientos vecinales (Castells, 
1983) y, sobre todo, un movimiento obrero cada vez más eficaz. Los activistas 
obreros de la oposición en Comisiones Obreras (Sartorius, 1977) y otros 
movimientos sindicales lideraron importantes oleadas de huelgas y también 


ganaron con frecuencia elección a cargos representativos dentro del Sindicato 
Vertical del régimen que había sido concebido como un vehículo institucional del 
sistema franquista para desplazar el conflicto de clase e industrial. La respuesta del 
régimen franquista al crecimiento de la oposición laboral masiva fue 
profundamente contradictoria: en algunos momentos y contextos, elementos del 
régimen intentaron incorporar a los activistas obreros dentro del sistema 
autoritario proporcionándoles ciertos instrumentos institucionales limitados para 
la representación de los intereses de los trabajadores dentro del sindicato oficial 
del régimen. Pero, al mismo tiempo, el régimen llevó a cabo importantes campañas 
de represión, encarcelando a algunos de los mismos activistas obreros, 
reprimiendo a menudo las huelgas con violencia coercitiva y bloqueando muchas 
aspiraciones de los representantes de los trabajadores situados dentro del 
Sindicato Vertical que incorporaba tanto a los empresarios como a los empleados 
en la misma estructura obligatoria. 

En términos generales, estas contradicciones promovieron dos consecuencias 
bastante diferentes, que resultaron favorables para el éxito de la transición 
democrática de los años setenta. El carácter intrínsecamente contradictorio de la 
política laboral del régimen fortaleció el movimiento obrero de oposición y 
fortificó su resistencia política al sistema franquista (Fishman, 1990b: 117-120). Al 
mismo tiempo, los esfuerzos (inconsistentes) del régimen por encontrar vías 
institucionales para incorporar la genuina realidad social del ámbito de las 
relaciones laborales dentro de las estructuras oficiales promovieron una forma de 
pensar en ciertos sectores del sistema franquista que enfatizaba la virtud de ajustar 
las formas legales a la práctica real (Fishman, 1990b). Así, el crecimiento de una 
fuerte oposición laboral presionó al régimen hacia el cambio, construyó una base 
social cada vez más amplia para el activismo de la oposición y sirvió de motivación 
para un importante desarrollo cognitivo: la búsqueda por parte de algunos 
elementos del régimen de vías para adecuar las fórmulas legales a la práctica social. 
Todo ello supuso un gran coste humano para los implicados; una proporción muy 
elevada de los activistas del movimiento obrero de oposición sufrieron 
detenciones, pasaron por la cárcel y experimentaron otros tipos de represión, en el 
peor de los casos mortales. 

Un antecedente amplio y bastante complejo de la transición española fue 
principalmente de naturaleza cultural, aunque los análisis y cálculos políticos 
desempeñaron un papel en su génesis y evolución. Las interpretaciones 
predominantes del pasado del país y, sobre todo, las formas de pensar en la Guerra 
Civil de 1936-1939 y contar su significado cambiaron significativamente durante 
los largos años de dictadura autoritaria y, especialmente, durante la última década y 
media de gobierno de Franco. La reinterpretación que surgió fue, en cierto sentido, 
completamente antimaniquea y, en su mayor parte, trató de superar las divisiones 
del pasado. Como ha demostrado la importante investigación de Paloma Aguilar 
(2002 y 2008) —autora de la más extensa investigación sobre este tema—, la 
comprensión cada vez más predominante de la guerra llegó a verla como un 
desastre colectivo en el que tanto la culpa de lo sucedido como los costes pagados 
por el conflicto armado eran ampliamente compartidos. Esta forma de ver el 
pasado no era incompatible con la consideración de la Segunda República como 
moral y políticamente superior a la dictadura franquista, pero implicaba que los 


españoles debían tratar de superar la extrema polarización de la guerra, buscando 
nuevas vías de reconciliación. Hubo variaciones en la tendencia general de 
reinterpretación que podían desarrollarse y se desarrollaron; esta tendencia era 
internamente variada, tal y como ha conceptualizado Ann Swidler la cultura 
(Swidler, 1986 y 2001) como un repertorio de construcciones y narrativas. El 
repertorio cambió debido al trabajo cultural que sirvió de antecedente crucial para 
la transición, pero sus usos durante la transición fueron una cuestión política. 

Muchos eminentes analistas consideran que la energía cultural empleada en 
reinterpretar el pasado es un componente vital de la dinámica que condujo a la 
transición democrática. Para el teórico de la sociología Víctor Pérez-Díaz, el 
replanteamiento de las divisiones del pasado y de la propia Guerra Civil fue un 
elemento de transformaciones más amplias de la sociedad civil que prepararon a 
España para la transición y para la convivencia política entre la izquierda, la 
derecha y el centro en democracia (Pérez-Díaz, 1993). Los teóricos Juan Linz y 
Alfred Stepan, en una importante obra que hace hincapié en las dimensiones 
estrictamente políticas de las transiciones democráticas, sostienen que: “A través 
de la “labor cultural” de la sociedad civil antes de la transición y de la labor cultural 
de la sociedad civil y de casi todos los elementos de la sociedad política durante la 
transición, España había transformado las lecciones de la Guerra Civil en un factor 
positivo que ayudó a la transición” (Linz y Stepan, 1996: 88). Un analista 
importante que emplea la teoría de juegos, Colomer (1995), sugiere que el miedo a 
la Guerra Civil desempeñó un papel en muchas decisiones de la época de la 
transición. De hecho, el creciente énfasis en la reconciliación —y en una línea 
relacionada, en la búsqueda de consenso— surgió como un tema importante en los 
debates públicos y en la cobertura de la prensa contemporánea durante fases 
importantes del camino de España hacia la democracia (Edles, 1998; Sánchez- 
Cuenca, 20144). Sin embargo, tal y como defiende el marco teórico de Swidler 
(2001) sobre los repertorios culturales, en este caso los actores políticos hicieron 
uso de aquellos elementos de las nuevas construcciones del pasado que servían a 
sus estrategias. El repertorio se empleó de forma selectiva. Además, la 
interpretación del pasado siguió evolucionando. Vuelvo a este tema en la sección 
final de este capítulo, examinando el debate académico sobre los legados de las dos 
transiciones, pero primero pasaré a analizar el contenido de las dos vías ibéricas 
hacia la democracia. 


La democratización a través de la revolución social 
en Portugal 


Al analizar los dos procesos de cambio, comenzaré por el caso portugués, aunque 
solo sea porque fue cronológicamente el primero. La Revolución de los Claveles del 
25 de abril de 1974 fue en sus inicios una operación militar dirigida por veteranos 
de las cada vez más infructuosas guerras coloniales en África7. Lo más importante 
es que fueron los capitanes y no los generales o coroneles quienes dirigieron la 
rebelión. El hecho de que el golpe fuera dirigido por subordinados jerárquicos o, 
para ser más exactos, por intermediarios jerárquicos, iba a tener enormes 


consecuencias para lo que siguió y para la construcción cultural de su significado. 
El desafío a las jerarquías —iniciado cuando los capitanes pasaron por encima de la 
cadena de mando y se hicieron cargo de los soldados en varios cuarteles, dirigiendo 
columnas de tanques para marchar sobre Lisboa— comenzó a extenderse mientras 
el golpe estaba en marcha y siguió haciéndolo durante mucho tiempo después. Poco 
después de que las fuerzas dirigidas por los capitanes rebeldes llegaran a Lisboa el 
25 de abril, un general de brigada leal al Estado Novo ordenó sin éxito a la tripu- 
lación de un tanque y a otros soldados bajo su mando que dispararan contra los 
insurgentes; estos soldados desobedecieron la orden del general, profundizando la 
erosión de la ¡jerarquía militar. 

Multitudes de civiles se lanzaron a las calles, uniéndose a los tanques y a los 
soldados en la rebelión, mucho antes de haber conseguido la rendición del dictador 
Marcelo Caetano en el cuartel militar donde se refugiaba en el Largo do Carmo, una 
pequeña plaza de la vieja Lisboa. Las columnas de tanques que los capitanes de 
abril sacaron a las calles de Lisboa derrocaron no solo la dictadura de derechas que 
había gobernado el país durante casi cincuenta años, sino también la jerarquía 
institucional y la disciplina de las Fuerzas Armadas. Desde el principio de la 
Revolución portuguesa, los capitanes se unieron a otros actores para desafiar las 
jerarquías existentes, en muchos casos desobedeciendo directamente a los que 
estaban por encima de ellos en la línea de mando institucional. De esta y otras 
maneras, los implicados en el levantamiento —incluidos los civiles que salieron a la 
calle para apoyar a los capitanes y celebrar— cuestionaron las concepciones 
convencionalmente restrictivas de la naturaleza de la política y las instituciones. Al 
final de la jornada del 25 de abril, el Estado Novo autoritario había sido derrotado; 
en el proceso de alcanzar rápidamente ese objetivo, los capitanes y sus aliados 
habían iniciado un amplio proceso de transformación que reedificaría rasgos 
centrales de la cultura, la sociedad y la economía, junto con el sistema político. 

El rápido y exitoso derrocamiento del régimen autoritario por parte del 
Movimiento de las Fuerzas Armadas (MFA) y sus aliados, incluidos los civiles que 
se echaron a la calle en apoyo a la rebelión, pronto socavó la capacidad tanto del 
ejército como de la policía de emplear la represión estatal para contener la 
movilización social dentro de los límites legales existentes. El camino portugués 
hacia la democracia estuvo marcado de forma decisiva por la ubicación de los 
actores inicialmente centrales dentro del aparato del Estado como tal, en lugar de 
dentro de los órganos políticos del régimen en funciones (Fishman, 1990a), una 
diferencia crucial con España. Desde el punto de vista analítico, resulta útil 
distinguir de este modo entre estados y regímenes, aunque en algunos casos 
puedan estar muy estrechamente entrelazados. Un régimen puede entenderse 
como "la organización formal e informal del centro del poder político y de sus 
relaciones con la sociedad en general” (ibíd.: 428); la distinción entre sistemas 
políticos democráticos y antidemocráticos se refiere al tipo de régimen. El Estado 
puede entenderse como "una estructura (normalmente) más permanente de 
dominación y coordinación que incluye un aparato coercitivo y los medios para 
administrar una sociedad y extraer recursos de ella” (ibíd.). 

Esta distinción ha resultado muy útil para muchos estudiosos del cambio 
político sistémico. En contextos de transformación macropolítica, las estructuras 
del Estado pueden quedar en gran medida intactas cuando se altera 


fundamentalmente un régimen, o también pueden ser objeto de una reformulación 
básica o, en circunstancias inusuales, de un colapso total. La ubicación de los 
actores cruciales implicados en los procesos de cambio macropolítico también 
puede variar según los casos; en algunos, como el de España, importantes líderes 
políticos del propio régimen autoritario desempeñaron un papel decisivo en los 
inicios de la transición. Por el contrario, en el caso portugués fueron actores 
estatales que habían ocupado cargos esencialmente apolíticos de importancia 
intermedia —en concreto, capitanes del Ejército— los que desempeñaron el papel 
más importante en la desaparición del autoritarismo. La ubicación portuguesa de 
los promotores de la transición dentro del Estado adquirió una gran importancia 
sobre todo por el rechazo del golpe a las líneas de mando institucionales existentes. 
El desafío a la jerarquía y, en relación con ello, las crecientes divisiones políticas 
en el seno de las Fuerzas Armadas, erosionaron de forma decisiva la disciplina y la 
capacidad institucional de los militares y la policía después del 25 de abril. En este 
sentido, el camino portugués hacia la democracia fue totalmente distinto al de 
Grecia, varios meses después, en 1974. En Grecia, la dirección institucional de las 
Fuerzas Armadas reafirmó las líneas de mando jerárquicas, destituyendo a la Junta 
que había gobernado el país desde 1967, y devolviendo a ese país al régimen 
democrático. 

La Revolución de los Claveles de Portugal, y sus antecedentes cruciales en la 
difícil guerra colonial del país en África (Bermeo, 2007), habían generado una 
clásica crisis de Estado, la precondición central para una revolución social exitosa 
en la influyente formulación de Theda Skocpol (1979). Varios trabajos académicos 
excelentes sobre la Revolución portuguesa establecen claramente la importancia 
causal de esta precondición para el giro hacia la revolución social (Bermeo, 1986; 
Hammond, 1988; Durán Muñoz, 2000; Palacios Cerezales, 2003; Ramos Pinto, 
2013). En este nuevo y radicalmente cambiado contexto, un gran número de grupos 
sociales subalternos impulsaron sus demandas —y sus proyectos de transformación 
— que iban considerablemente más allá de lo que hubiera sido posible en 
circunstancias normales. En el proceso, cambiaron la sociedad portuguesa y a sí 
mismos. Con la grave erosión de la capacidad coercitiva y la voluntad de ejercerla 
de la policía y las Fuerzas Armadas, tanto los viejos como los nuevos movimientos 
pudieron transformar las circunstancias sociales de muchas maneras 
fundamentales. Los trabajadores ocuparon fábricas y otras empresas, lo que en 
muchos casos condujo a su nacionalización. Los trabajadores agrícolas ocuparon 
las grandes explotaciones y allí, también, anularon su estructura de propiedad. Los 
vecinos urbanos se movilizaron para cambiar el entorno en el que vivían y, en 
muchos casos, ocuparon viviendas vacías o construyeron otras nuevas en terrenos 
de propiedad ajena (Hammond, 1988; Ramos Pinto, 2013). Los implicados 
modificaron no solo su entorno social, sino también su autoconcepto y, en algunos 
casos, su identidad colectiva. Su sentido de eficacia y relevancia política aumentó 
junto con su éxito (Bermeo, 1986; Hammond, 1988; Ramos Pinto, 2013). 

Este nuevo contexto alentó a los grupos sociales subordinados o 
desfavorecidos —y a quienes buscaban su apoyo— a ver la democracia como un 
instrumento que permitía a todos los sectores de la sociedad, incluidos los pobres, 
buscar soluciones a sus preocupaciones y demandas. Los vecinos de barrios de 
bajos ingresos se encontraban entre los nuevos actores emergentes que dieron 


forma a la dirección política del país en el periodo nuevo (Ramos Pinto, 2013). En 
este contexto, incluso los partidos de la derecha desarrollaron una sensibilidad 
social. El partido más derechista de importancia electoral, el Partido do Centro 
Democrático Social (CDS), articuló su llamamiento a los votantes en las primeras 
elecciones, celebradas el 25 de abril de 1975, en torno al lema “Queremos 
responder”. Los carteles electorales del partido mostraban representaciones de 
ciudadanos portugueses pobres —personas con medios económicos muy limitados 
— junto a este eslogan8. La movilización social que hizo posible la revolución 
condicionó los llamamientos políticos de todo el espectro ideológico. El mayor 
partido a la derecha del centro portugués, llamado inicialmente Partido Popular 
Democrático (PPD) antes de cambiar su nombre por el de Partido Social 
Demócrata (PSD), se definió como socialdemócrata y buscó sin éxito ser admitido 
en la Internacional Socialista. El impacto político del giro social de la revolución 
fue bastante amplio. Décadas más tarde, los datos de encuesta sobre el amplísimo 
compromiso de la opinión pública portuguesa con las políticas económicas 
redistributivas señalan la congruencia de la realidad contemporánea con aquellos 
inicios democráticos (Villaverde Cabral, Vala y Freire, 2003). 

Gran parte de lo que ocurrió durante la revolución adoptó la forma de una 
inversión parcial de las jerarquías. Este proceso generó amplias purgas desde 
abajo, generalmente alegales (Costa Pinto, 2001 y 2006). Como ha puntualizado el 
antropólogo José Sobral, "era el mundo entero al revés”9. Los partidarios y 
presuntos partidarios del derrotado Estado Novo fueron expulsados de los puestos 
de autoridad en los ministerios, las empresas privadas, los medios de 
comunicación y los centros educativos. En las escuelas secundarias y 
universidades, los estudiantes y los profesores de izquierdas se reunieron en 
asambleas y expulsaron a quienes se consideraban vinculados al antiguo orden 
autoritario. El desafío a las jerarquías existentes también reconfiguró las 
relaciones de género. La revolución incorporó rápidamente cuestiones relativas a 
la mujer en su programa de cambio (Ferreira, 1998), implementando nuevas 
garantías para las trabajadoras, facilitando así una mayor conciliación entre la vida 
laboral y la familiar. La participación de las mujeres en la población activa aumentó 
rápidamente, convirtiendo a Portugal en el único país del sur de Europa en el que la 
presencia de mujeres en la fuerza de trabajo superó el nivel medio de la Unión 
Europea (Fishman, 2010). 

La revolución social reestructuró rápidamente la economía y una amplia gama 
de fenómenos culturales. Llegó a articular el socialismo como su objetivo 
económico, pero su carácter social fue anterior y más amplio. Las 
nacionalizaciones generalizadas de la época abarcaron todo el sistema financiero 
del país junto con muchas otras cosas. A través de la propiedad de muchas 
empresas por parte de los bancos e instituciones de ahorro portuguesas, el alcance 
global de la nacionalización fue en realidad más amplio de lo que indica una simple 
contabilidad de las empresas directamente nacionalizadas por el Estado. Aunque 
gran parte de la economía permaneció en manos privadas, la rápida expansión del 
sector estatal y el compromiso ideológico con el socialismo por parte de los 
partidos y fuerzas políticas que gozaban de un apoyo mayoritario (Jalali, 2007; Lisi, 
2015) colocaron a Portugal en la posición de intentar construir simultáneamente 
una democracia representativa más o menos convencional y una economía 


socialista (dejando mucho espacio para el sector privado). Una empresa crucial, el 
mayor banco del país, la Caixa Geral de Depósitos, ya era de propiedad pública 
desde antes, lo que hacía innecesaria su nacionalización en el nuevo contexto. 

La Revolución portuguesa entrelazó varias formas de transformación: social, 
política, económica y cultural (Fishman, 2018a). De todas formas, no hay que 
perder de vista la unidad fundamental del proceso como fenómeno histórico. Al fin 
y al cabo, cada forma de transformación condicionó —y a su vez fue condicionada 
por— las demás10. El proceso de renovación cultural de la revolución se vio 
profundamente afectado por el hecho de que tuvo lugar junto con la inversión 
parcial de las jerarquías sociales y la expansión del terreno de la acción política 
mucho más allá de los límites de las instituciones oficiales. La dimensión política 
de cambio estuvo condicionada, a su vez, por los procesos sociales, económicos y 
culturales en marcha. Pero el componente político del conjunto de 
transformaciones, con su esencia definitoria en la crisis del Estado, condicionó 
claramente todo lo demás, haciendo posible el vuelco de las jerarquías, las 
nacionalizaciones generalizadas y el cambio cultural fundamental. Sin embargo, 
aunque estas dimensiones o ámbitos de cambio estaban estrechamente 
interconectados en la mentalidad y las acciones de muchos actores de la época, es 
útil y razonable separarlos analíticamente. Esto parece razonable, en parte, porque 
los actores de la época no estaban de acuerdo en cuanto a la prioridad relativa que 
daban a cada una de estas dimensiones de transformación. Además, la formulación 
de distinciones analíticas —por ejemplo, entre los componentes políticos y 
culturales del proceso de cambio portugués— es necesaria para examinar y 
comprender las similitudes y diferencias entre este caso y otras instancias 
nacionales de democratización que carecieron de procesos tan profundos de 
transformación social y cultural. Pasamos ahora a considerar primero las 
dimensiones políticas del cambio y luego las culturales. 


La política de abril y sus consecuencias 


Los capitanes que iniciaron el extraordinario camino de Portugal hacia la 
democracia eran veteranos de la cada vez más infructuosa guerra colonial en África 
que pretendían poner fin no solo a esa contienda, sino también al autoritario 
Estado Novo, que seguía empeñado en preservar el dominio colonial. Justo después 
de la medianoche del 25 de abril de 1974 comenzó el levantamiento, cuando los 
miembros del Movimiento de las Fuerzas Armadas (MFA) emitieron Grandola, la 
ahora famosa canción popular de José Afonso, a través de Radio Renasenca, 
enviando una señal a los implicados en la planificación del intento de golpe de 
Estado democratizador de que las operaciones estaban ya en marcha. Los capitanes 
y otros implicados en el movimiento reunieron apoyo en los cuarteles de Santarém 
y otros puntos fuera de Lisboa, organizando columnas de tanques y soldados para 
marchar hacia la cercana capital. Cuando las fuerzas dirigidas por los capitanes del 
MFA llegaron a Lisboa, solo encontraron una resistencia dispersa. La negativa de 
algunos soldados rasos a seguir las órdenes de los comandantes leales al régimen 
dictatorial y el apoyo masivo de los civiles que salieron a la calle en apoyo a la 


rebelión pronto establecieron el dominio del movimiento de los capitanes. El 
gobernante autoritario en funciones, Marcelo Caetano, huyó al cuartel militar 
situado en el borde del Largo do Carmo, una plaza de la vieja Lisboa, pero al final 
del día se había rendido y las instituciones del antiguo régimen colapsaron. 

Lo que siguió fue un proceso políticamente complejo que implicó nuevas 
formas de movilización y participación junto con la construcción de nuevas 
instituciones —primero dentro de las propias Fuerzas Armadas y luego en el sis- 
tema político emergente—. Las autoridades militares que sustituyeron las 
estructuras represivas del Estado Novo se comprometieron rápidamente a un 
programa de democratización a través de elecciones, descolonización y desarrollo. 
Sin embargo, su definición institucional como nuevo centro de poder político no 
estaba del todo clara, al igual que el equilibrio político de poder dentro del Ejército, 
lo que provocó conflictos e incertidumbre dentro de las Fuerzas Armadas durante 
el periodo revolucionario en curso. El papel del MFA en la trayectoria del cambio 
estuvo acompañado, a lo largo de todo el proceso, por movilizaciones populares de 
gran carga política, tanto en la calle como dentro de numerosas instituciones. Entre 
los actores cruciales del nuevo contexto se encontraban oficiales militares de 
diversas posiciones en la jerarquía de las Fuerzas Armadas, así como civiles que se 
movilizaron de forma espontánea o en acciones lideradas por partidos y 
asociaciones políticas. Este conjunto de actores dio lugar a una gran proliferación 
de nuevas demandas y prácticas, a la vez que construyó nuevas estructuras y 
enfoques para resolver los asuntos políticos. Con el colapso del antiguo orden, y en 
ausencia de reglas claras o incluso de una línea de mando inequívoca para actuar 
dentro del orden revolucionario emergente, prácticamente todo lo político estaba 
sujeto a la discusión y al potencial de redefinición. Los conflictos políticos sobre la 
dirección del cambio, la velocidad de la transformación y el alcance del proceso 
más amplio pronto envolvieron al Movimiento de las Fuerzas Armadas y, en un 
sentido más amplio, a los militares en general, así como a los sectores politizados 
de la ciudadanía que cada vez estaban más involucrados en el proceso. Los 
conflictos políticos también se desarrollaron en las escuelas y universidades, en las 
oficinas de los periódicos y las emisoras de radio, en los barrios y en las empresas. 

La Revolución portuguesa implicó claramente una dinámica de cambio tanto 
de abajo arriba como de arriba abajo, enraizada en los proyectos espontáneos o 
débilmente organizados de los civiles y en los planes formulados por las nuevas 
autoridades revolucionarias, así como en los partidos políticos organizados con sus 
propias jerarquías internas. Sin embargo, no se puede ignorar un punto central: las 
instituciones y los detentadores del poder del antiguo orden autoritario estuvieron, 
en esencia, totalmente ausentes del proceso de cambio. Los acontecimientos clave, 
la toma de decisiones y la formulación de demandas se produjeron en los cuarteles 
militares, en los salones de actos, en las calles, en las sedes de los partidos y en las 
instituciones secundarias —como los medios de comunicación y las escuelas— que 
habían sido totalmente ajenas al poder político en el antiguo orden. La acción 
política se desarrolló en nuevos lugares y adoptó nuevas formas. Una vez elegida la 
nueva Asamblea de la República por los votantes, los manifestantes empezaron a 
llevar sus causas a la entrada de ese órgano representativo, anticipando así una 
característica central de la práctica democrática posrevolucionaria de Portugal. En 
un momento dado, en el otoño de 1975, los trabajadores en huelga llegaron a 


asediar el Parlamento, pero en lugar de provocar una crisis o el uso de la coerción 
oficial, este incidente dio lugar a una negociación y a un acuerdo (Maxwell, 1995: 
156). A partir de la revolución, los manifestantes portugueses a menudo lograron 
sus objetivos a través de la conversación con los titulares del poder institucional —o 
bien de forma directa o bien a través de declaraciones públicas (Fishman y 
Everson, 2016)—. Las imágenes de la época transmiten, tal vez más eficazmente 
que las palabras, la profunda imbricación de la movilización civil y militar en el 
derrocamiento del antiguo orden y en el proceso que siguió. Todo ello fue muy 
diferente a lo que ocurrió en España tras la muerte de Francisco Franco un año y 
medio después de la liberación por golpe de Portugal (Schmitter, 1975). 

El proceso político que condujo desde el golpe de Estado del 25 de abril de 
1974 hasta la plena democratización de Portugal fue bastante complejo y estuvo 
frecuentemente sujeto a reorientaciones —de un modo u otro— como resultado de 
acciones políticas o militares de elementos de las Fuerzas Armadas. Nuevos 
intentos de golpe, movilizaciones en la calle y luchas por el control dentro de las 
nuevas instituciones revolucionarias empujaron el proceso de cambio inicialmente 
hacia la izquierda —y luego de vuelta hacia el centro, particularmente después del 
resultado de las elecciones de abril de 1975 y el breve enfrentamiento militar entre 
radicales y moderados en noviembre de 1975—. Las divisiones políticas en el seno 
de las Fuerzas Armadas se extendían desde los ultramarxistas militantes muy a la 
izquierda del Partido Comunista hasta los comunistas ortodoxos, los socialistas, los 
socialdemócratas y los conservadores. La dirección definitiva del cambio, que al 
final fusionó la revolución social en curso con la construcción de instituciones 
representativas relativamente convencionales elegidas a través de elecciones 
democráticas libres, parecía poco clara en varios puntos del camino (Maxwell, 
1995; Manuel, 1995; Linz y Stepan, 1996). Algunos estudiosos del periodo destacan 
el riesgo de que el proceso pudiera haber terminado en una nueva dictadura de una 
u otra forma, dadas las preferencias ideológicas de algunos participantes clave. Es 
indudable que algunos sectores activos en la revolución se opusieron a las garantías 
y libertades liberales estándar necesarias para el funcionamiento de la vida 
democrática. Consideraban que la democracia representativa liberal era 
intrínsecamente antagónica al programa social de la revolución, adoptando la 
perspectiva de aquellas revoluciones sociales que han terminado en formas de 
gobierno no democráticas. Sin embargo, los que perseguían tales fines eran una 
minoría; perdieron ante los defensores tanto de la revolución social como de la 
democracia. Las luchas clave durante la Revolución portuguesa incluyeron 
conflictos en muchos lugares institucionales, como los medios de comunicación, 
los centros educativos y otros contextos. 

En última instancia, el resultado del conflicto en curso dentro de las Fuerzas 
Armadas, en las manifestaciones que competían en las calles, en las urnas y dentro 
de instituciones como los medios de comunicación, dio un claro predominio a las 
fuerzas que favorecían la fusión de los objetivos sociales de la revolución con el 
compromiso político de construir una democracia representativa anclada en la 
garantía de las libertades liberales convencionales. Como dijo Mário Soares, 
destacando la complementariedad de las manifestaciones y las urnas, “todo se 
discutió en las calles. Nos manifestamos en la calle. Ganamos en la calle, no solo en 
las elecciones”11. La Asamblea Constituyente elegida el 25 de abril de 1975 — 


precisamente un año después del inicio de la Revolución de los Claveles— redactó 
un documento rector del nuevo sistema político que se situaba bien a la izquierda 
de otras constituciones occidentales, pero que al mismo tiempo garantizaba todas 
las libertades políticas y civiles cruciales de las democracias liberales. La nueva 
Constitución incluía sólidas garantías sociales de muchos tipos, un determinante 
institucional de mucho de lo que vino después, y en su versión inicial, antes de las 
enmiendas posteriores, comprometía al país con la construcción de una economía 
socialista (Magalhaes, 2013; Brito y Carreira Silva, 2010). De hecho, el teórico 
social Boaventura de Sousa Santos ha argumentado que la nueva formación política, 
a diferencia de otras democracias occidentales, no debería ser conceptualizada 
como un Estado capitalista hasta la reforma constitucional de 1989, que permitió la 
reprivatización de las empresas nacionalizadas durante la revolución (De Sousa 
Santos, 1990). 

Los componentes centrales del desarrollo político durante la revolución 
incluyeron algunos bastante convencionales —como el desarrollo de un nuevo 
sistema de partidos (Jalali, 2007; Lisi, 2015)— y otros bastante poco 
convencionales, como la importante presencia de las manifestaciones y la presión 
popular en las calles como influencia predominante en la dirección del cambio. El 
dominio electoral inicial del Partido Socialista (PS), liderado por Mário Soares, y el 
papel desempeñado por los partidos a su derecha e izquierda, contribuyeron 
claramente a establecer el equilibrio de poder que se reflejó en la redacción de la 
Constitución y, posteriormente, en el gobierno del país. Pero lo que ocurría en las 
calles y en el interior de instituciones típicamente secundarias, como los medios 
de comunicación y el sistema educativo, también desempeñó un papel crucial en la 
configuración de la dirección del cambio y el carácter del nuevo orden. En una 
observación muy reveladora, Mário Murteira, un economista que fue ministro en 
varios gobiernos durante el periodo revolucionario, comentó a un entrevistador 
que: “Varias veces, cuando mantenía conversaciones importantes con [el primer 
ministro] Vasco Goncalves, en su despacho, nos asomábamos a la ventana para ver 
a los que pasaban en las manifestaciones. Al final, y en gran medida, éramos más 
espectadores de un gran movimiento popular que actores” (Silva et al., 2007). La 
Revolución de Abril y sus consecuencias pusieron en marcha no solo nuevos 
acuerdos institucionales, sino también nuevas formas de hacer política y de pensar 
en política, como subrayan claramente las palabras de Murteira. 


El impacto cultural de abril y sus consecuencias 


Desde el principio, la Revolución de los Claveles fue tanto un episodio de 
transformación cultural fundamental como de rápido cambio político y económico. 
Las multitudes de civiles y las columnas de tropas que llenaron Largo do Carmo y 
otras calles y plazas de Lisboa el 25 de abril de 1974 contribuyeron a remodelar 
tanto la vida cultural como la política, como preludio a los esfuerzos de metapolítica 
que configuraron nuevos y amplios espacios para hacer política en los meses 
siguientes. Desde sus primeros momentos, la revolución creó nuevos símbolos, 
formas de discurso, entendimientos, significados y prácticas. El inicio del golpe 


revolucionario con la emisión por la radio de una canción folclórica de protesta 
prohibida que expresaba de forma elocuente la esencia igualitaria y republicana de 
la democracia fue algo más que un mero dispositivo operativo; también transmitió 
el significado de lo que estaba empezando. La adopción popular de los claveles 
rojos —el primer día de la revolución—, como forma de celebración y como símbolo 
para ser colocado en los fusiles de los soldados y los cañones de los tanques, inició 
un periodo de creatividad generalizada de cierto tipo. La revolución fue una época 
de efervescencia cultural a través de dinámicas de abajo arriba y arriba abajo que 
generaron nuevas formas de entender la identidad portuguesa y la esencia de la 
política. El despertar cultural produjo rápidamente numerosas formas de 
expresión para representar y transmitir tales concepciones. La poesía y la canción, 
los carteles y los grafitis, los discursos innovadores y los cambios en las prácticas 
transmitieron el mensaje de que había llegado el momento de pensar y actuar de 
formas significativamente nuevas. 

Los carteles políticos fueron uno de los medios preferidos para expresar las 
esperanzas imperantes de rehacer el país. El Diário de Notícias de Lisboa, uno de 
los periódicos más antiguos del país, publicó un volumen conmemorativo de esos 
carteles unos treinta años después de los acontecimientos de 1974.. Tal y como se 
relataba en ese volumen: “Al dejar de temer quién les escuchaba, las más variadas 
formas de arte llegaron a las ciudades, pueblos y campos de Portugal, en muchos 
casos de forma espontánea, tratando de expresar una nueva forma de vivir. Así se 
imaginaba que a través del éxito del Movimiento de las Fuerzas Armadas se podría 
construir el futuro” (Diário de Notícias, 2004: 6). Producido por Sérgio 
Guimaraes, uno de los carteles más recordados de 1974 mostraba simplemente a 
una joven colocando un clavel rojo en el cañón de una ametralladora sostenida por 
los soldados. Un cartel producido en junio de ese año por el Movimiento 
Democrático de Artistas Plásticos hacía muy explícita la conexión entre cultura y 
política. Su mensaje fue “Flor, Libertad, Fuego, Imaginación, Fuerza, Unidad, Arte, 
Revolución” (ibíd.: 20 y 26). La artista Maria Helena Vieira da Silva realizó varias 
versiones del que se convirtió en el cartel más emblemático de la revolución. En él 
aparecía la gente manifestándose en Lisboa junto al mensaje: "La poesía está en la 
calle” (ibíd.: 11 y 110). La vinculación discursiva y representativa de la revolución 
con la poesía y las manifestaciones públicas ha perdurado de muchas maneras en la 
democracia posrevolucionaria portuguesa. Por supuesto, los carteles y la poesía no 
fueron las únicas formas de expresión cultural. El volumen del Diário de Notícias 
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también tomó nota de una de las muchas canciones revolucionarias: “La canción 
es un arma' aseguraba la letra de una pieza musical de la época” (ibíd.: 6). 

Las innovaciones culturales de los artistas y cantautores, así como de los 
activistas políticos que forjaron nuevas formas de pensar, hacer y hablar de la 
acción cívica, no fueron las únicas. Las nuevas autoridades revolucionarias y los 
líderes de los partidos políticos también se esforzaron por activar nuevas 
capacidades culturales, normalmente vinculando el cambio cultural al objetivo de 
la activación cívica. Un componente importante de este esfuerzo más o menos de 
arriba abajo de la dirección de la revolución fue la campaña de dinamización 
cultural que comenzó en el otoño de 1974.. Sectores del Ejército, acompañados por 
artistas, músicos o activistas civiles, viajaron a zonas rurales del país, intentando 
llevar el cambio cultural, las nuevas capacidades y las perspectivas políticas a 


comunidades relativamente tradicionales (Vespeira de Almeida, 2007; Bermeo, 
1986: 39). El esfuerzo fue bastante controvertido. Muchos portugueses vieron la 
campaña como un intento de sectores revolucionarios dentro del Ejército de 
empujar al país más hacia la izquierda de donde lo llevaban sus propios instintos. 
La campaña también fue vista por sus críticos como un intento de erosionar la 
religiosidad y otros compromisos o perspectivas tradicionales. Dada la persistencia 
en aquella época de bajos niveles de educación en zonas rurales, y en muchos casos 
de analfabetismo absoluto, el esfuerzo por promover la dinamización y el cambio 
cultural también tuvo sus fuertes partidarios, pero finalmente se abandonó. La 
simple afirmación de la campaña de que: “La cultura es la libertad del pueblo” — 
palabras transmitidas por uno de sus carteles (Diário de Notícias, 2004: 16)— sirve 
para subrayar la importancia de la innovación y las iniciativas culturales para la 
revolución, aunque este esfuerzo de activación desde arriba fue relativamente 
efímero. Por el contrario, gran parte de lo que la revolución hizo en el ámbito 
cultural fue el resultado de iniciativas más de abajo arriba que de arriba abajo. 

Tanto el sistema educativo como los medios de comunicación atrajeron la 
atención —y el interés— de activistas y líderes revolucionarios comprometidos con 
el objetivo del cambio cultural. Las preocupaciones y el impacto de la revolución 
afectaron a numerosos lugares y formas de la vida cultural. La revolución dio lugar a 
esfuerzos para crear nuevos artefactos culturales y formas de expresión, pero 
también reconfiguró en la esfera cultural tanto supuestos como formas de práctica 
que se daban por sentados y que sustentaban la vida política. Las revoluciones 
suelen dedicar gran atención a la educación, promoviendo a menudo pedagogías 
innovadoras o transformadoras (Ewing, 2005), y Portugal no fue una excepción a 
esta regla general. La perspectiva de la revolución en materia de educación 
coincidía con los objetivos de la campaña de dinamización cultural y también 
promovía formas organizativas flexibles e inclusivas para el sistema escolar, 
potenciando tanto a los alumnos como a los profesores (Stoer, 1982; 1983 y 1986). 
Un boletín que el MFA publicó en el otoño de 1974 transmitía esta perspectiva 
sobre la educación con gran claridad: "Tenemos que ganar la batalla cultural, que 
no es solo lo que enseñan los libros. La escuela debe salir a la calle y la calle debe 
entrar en la escuela, a través de las bandas de música, el folclore, las orquestas, las 
canciones, la danza, la poesía, el teatro, el circo, el cine, la artesanía y las artes 
plásticas” (citado en Stoer, 1986: 155). Como sugiere claramente este documento, 
la nueva energía cultural generada por la Revolución de los Claveles incluía formas 
distintas de ver y hacer uso de la producción cultural, e inducía a entender de forma 
inclusiva los límites entre las instituciones formales —como las escuelas— y el 
mundo externo a ellas. Este cambio en la comprensión de los límites entre las 
instituciones formales y el mundo exterior a ellas fue uno de los efectos más 
importantes de la revolución social. La renovación cultural, que la transición 
revolucionaria de Portugal hizo posible, afectó no solo a los discursos, los símbolos 
y los productos culturales, sino también a las prácticas y a las concepciones 
subyacentes vinculadas a ellas. 

Las nuevas concepciones y formas de práctica vinculadas a los esfuerzos de 
activación cultural en el sistema escolar y en las zonas rurales del país estuvieron 
principalmente asociadas a movilizaciones políticas situadas de una u otra manera 
en el lado izquierdo del espectro político. Las batallas políticas del periodo 


revolucionario fueron en este sentido difíciles de desligar de las contiendas 
culturales de diversa índole. El sistema educativo no fue el único terreno 
institucional en el que surgió esta mezcla de contención política y cultural. 
También en los medios de comunicación, las batallas por el control del contenido 
de las noticias y el sesgo editorial de los periódicos, las emisoras de radio y otros 
medios adquirieron gran importancia durante el periodo revolucionario. El 
argumento de que no solo los periodistas, sino también los tipógrafos y otros 
miembros del personal técnico de los medios de comunicación debían desempeñar 
un papel en las decisiones sobre el contenido editorial y de las noticias de las 
emisoras de radio o de los periódicos, se empleó para reforzar la mano de las 
organizaciones situadas a la izquierda de los socialistas dentro del ámbito 
periodístico. Su visión obrerista, ampliamente criticada en sa momento como una 
forma de censura de facto de las noticias, fue derrotado, pero el punto de vista más 
moderadamente de izquierdas de que los periodistas debían participar en la 
fijación de la política editorial y el contenido de las noticias sí tendió a prosperar. 
Ello garantizaba la pluralidad de perspectivas en los medios de comunicación y 
protegía a los periodistas profesionales de la manipulación política de su trabajo 
por parte de los propietarios de los medios. Tanto en los medios de comunicación 
como en el sistema educativo, el periodo revolucionario mantuvo un conjunto de 
supuestos y formas de práctica que rechazaban las concepciones tradicionales y 
jerárquicas de cómo debían funcionar esas instituciones. Las concepciones 
relativamente antijerárquicas que afirmaban la autonomía de profesores y 
periodistas y que valoraban el pluralismo político y cultural pasaron a predominar 
durante la revolución. Los supuestos culturales que conforman la práctica no solo 
en el sistema político en general, sino también en instituciones cruciales como los 
medios de comunicación y las escuelas, mostraron las marcas de la síntesis 
portuguesa entre, por un lado, los compromisos sociales de la revolución y, por 
otro lado, las garantías democráticas y liberales de la democracia pluralista y 
representativa. 


La transición a través de la reforma 
marcada por el régimen en España 


Aunque el camino de España hacia la democracia estuvo fuertemente condicionado 
por los procesos previos de cambio o resistencia arraigados en la sociedad civil, y 
por la continua presión de la oposición política, la mayoría de las decisiones 
cruciales que dieron forma a la transición y a la nueva democracia se tomaron 
dentro de los organismos oficiales. Las instituciones que dejó el régimen de Franco 
tomaron la decisión crucial, un año después de la muerte del dictador, de aprobar 
el plan de Adolfo Suárez de celebrar elecciones verdaderamente competitivas para 
un Parlamento encargado de redactar una nueva Constitución democrática. Y el 
Parlamento elegido por los votantes el 15 de junio de 1977 tomó el resto de las 
decisiones importantes, a menudo tras reuniones de alto nivel entre líderes 
políticos de partidos enfrentados y en un proceso que finalmente condujo a un 
referéndum popular sobre la nueva Constitución en diciembre de 1978. El papel de 


la ciudadanía española en las urnas en junio de 1977 y diciembre de 1978 fue 
crucial, pero el epicentro del proceso de cambio se situó firmemente en las 
instituciones oficiales, que mantuvieron su propia legalidad formal y su 
continuidad a lo largo de la transición. En el nuevo Parlamento elegido en junio de 
1977, los partidos liderados por veteranos políticos del régimen de Franco —la 
Unión del Centro Democrático (UCD), el partido de orientación reformista del 
presidente Adolfo Suárez, y Alianza Popular (AP), el partido más conservador 
liderado por Manuel Fraga Iribarne— tenían la mayoría de los 350 escaños. Tanto 
Suárez como Fraga habían ocupado cargos de alto nivel dentro del sistema 
franquista, al igual que muchos otros miembros importantes de UCD y AP; no solo 
las instituciones franquistas como tales, sino también los líderes políticos del 
antiguo régimen, desempeñaron un papel central en la transformación del sistema 
en una democracia. 

Por supuesto, el proceso de democratización implicó mucho más que las 
acciones y decisiones de esos individuos e instituciones. Los partidos de la 
oposición, los movimientos sociales, los actores de la sociedad civil y los votantes 
de a pie participaron en actividades de importancia decisiva durante los años de la 
transición, configurando los resultados de numerosas maneras (Radcliff, 2011). 
Pero en la arquitectura general del proceso de cambio, los titulares del poder 
dentro de las instituciones oficiales, como el Parlamento, los gobiernos 
municipales, etc., trataron de establecer barreras claras e impermeables entre el 
funcionamiento interno de esas instituciones y la dinámica de cambio en marcha 
en la sociedad en general. Además, a través de los procesos de arriba abajo y abajo 
arriba que se describirán más adelante, se contuvo de forma significativa el 
impacto de las presiones sociales desde abajo en la evolución del sistema. Los 
políticos españoles hicieron gala de una gran habilidad y, en algunos momentos, de 
auténtica valentía para desmantelar una dictadura represiva y sustituirla por una 
democracia. Pero el proceso de cambio dejó un conjunto de asimetrías que 
perduraron en los legados culturales de la transición, limitando así en gran medida 
el espacio para la inclusión de facto en el lado informal de la elaboración de 
políticas y el establecimiento de la agenda pública en la nueva democracia. 

Defiendo que las características generales de la transición española marcada 
por el régimen y el impacto de las presiones de la sociedad civil en ese proceso de 
cambio fueron mutuamente constitutivas; coevolucionaron durante el camino 
hacia la democracia, ya que los actores tanto dentro como fuera de las instituciones 
oficiales, como la Cámara legislativa del país, se adaptaron a las estrategias y formas 
de poder de unos y otros (Fishman, 2017). En ese sentido, aunque la interpretación 
de la transición como una dirigida por las élites capta algunas características 
importantes de este caso, esa conceptualización, identificada sobre todo con el 
politólogo Richard Gunther (1992), pasa por alto muchas facetas relevantes. 
Aunque la democratización conduce en principio a la creciente relevancia de las 
preferencias de los ciudadanos en la política, y por ello a la imposición del 
principio central de la igualdad política entre esos ciudadanos, a pesar de todos sus 
éxitos en el desmantelamiento de un régimen autoritario de larga duración, la 
transición española también generó unos supuestos culturales cada vez más 
asimétricos sobre la política democrática que redujeron el terreno de la igualdad 
política a algo bastante cercano al mínimo requerido para la democracia 


representativa. Bajo el nuevo sistema, estos supuestos culturales han tendido a 
aislar a los titulares de cargos políticos de las presiones desde abajo, marcando así 
los límites de la inclusión política efectiva de forma más acusada de lo necesario —o 
beneficioso— para la supervivencia de las instituciones representativas. Una 
conceptualización más compleja y amplia de la transición española —el análisis 
paradigmático de Linz y Stepan en su importante volumen sobre la transición y la 
consolidación democráticas— capta muchos de los retos y contornos más 
importantes del proceso de cambio en España, y siguen apareciendo nuevos 
trabajos de gran relevancia académica (Sánchez-Cuenca, 2014) que contribuyen a 
lo que sabemos como científicos sociales. Sin embargo, sugiero que todas las 
implicaciones de la transición española para los límites de la inclusión política en 
la nueva democracia solo pueden entenderse adecuadamente incorporando las 
dinámicas culturales a nuestro análisis de la propia transición y sus legados. 

Sostengo que, en el caso español, el creciente predominio de los supuestos 
culturales asimétricos sobre la democracia y la vida política normal tiene su origen 
en la propia transición; las transiciones española y portuguesa, diametralmente 
opuestas, fueron notablemente disimilares no solo en la identidad de los actores 
principales, sino también en los supuestos culturalmente emergentes sobre la vida 
política normal que se establecieron en los dos caminos hacia la democracia. El 
énfasis cultural en España sobre la reconciliación histórica había servido de 
antecedente decisivo y se le dio un peso adicional durante la propia transición 
(Edles, 1998), facilitando las necesarias negociaciones sobre la nueva 
Constitución, pero al final —y en la práctica— la comprensión predominante de 
este y otros objetivos relacionados acabó generando resultados asimétricos, 
aislando al poder institucional de los ciudadanos insatisfechos que se sentían 
excluidos del poder y estableciendo principios notablemente diferentes para el 
tratamiento de las memorias de los dos bandos de la Guerra Civil. Estas asimetrías 
no disminuyeron durante la transición, como cabía esperar, sino que aumentaron, 
contribuyendo a una forma predominante de práctica democrática que ha 
establecido importantes límites a la inclusión política, con numerosas y 
desafortunadas consecuencias que se manifiestan en los resultados sociales 
finales. 


La política de la transición española 
marcada por el régimen 


Los retos políticos a los que se enfrentaron los líderes de la transición española 
marcada por el régimen fueron de gran envergadura y no podrían haberse superado 
sin una importante habilidad política y —cuando fue necesario— un verdadero 
coraje por parte de muchos de los principales actores. Sobre la base de un riguroso 
programa de investigación, el politólogo Ignacio Sánchez-Cuenca ha argumentado 
de forma persuasiva que la transición española debe ser vista sobre todo como un 
caso de suicidio institucional por parte del sistema que dejó Franco (Sánchez- 
Cuenca, 20144). Además, muestra que el consenso surgió como tema principal solo 
en una segunda fase de la transición, una vez que la legislatura franquista había 


votado a favor de la propuesta de Ley para la Reforma Política de 1976 del 
presidente Adolfo Suárez con su promesa de convocar elecciones libres y 
competitivas para una nueva Asamblea con poderes constituyentes. La historia de 
esta vía de cambio tiene sus enigmas, analizados cuidadosamente por Sánchez- 
Cuenca: siguiendo el plan del propio dictador fallecido, los primeros pasos 
institucionales del cambio tras su muerte, en noviembre de 1975, condujeron al 
retorno de la monarquía —con Juan Carlos I sucediendo a Franco en la jefatura del 
Estado— y a la continuidad del conservador Carlos Arias Navarro al frente del 
Gobierno. Con Franco fuera de la ecuación del poder, los gobernantes comenzaron 
a trabajar en la modificación del sistema. Paradójicamente, la cautelosa e 
inadecuada propuesta de Arias Navarro de una reforma política muy limitada no 
obtuvo la aprobación mayoritaria en la legislatura franquista, pero el plan mucho 
más ambicioso y plenamente democratizador de su sucesor —Adolfo Suárez— logró 
la necesaria aprobación de la legislatura franquista, que votó en noviembre de 1976 
el fin de sus poderes antidemocráticos y la convocatoria de elecciones libres para 
un nuevo órgano representativo. Cómo y por qué ocurrió esto —el tema de una 
importante investigación reciente de Sánchez-Cuenca— es un componente 
importante de la historia de la transición, pero la vía política del cambio también 
requirió la acción de otros, fuera del centro de poder autoritario del régimen. 

La conceptualización de la transición española por parte de Linz y Stepan 
como una reforma pactada/ruptura pactada capta dos elementos adicionales de 
importancia en el escenario general de la transición de varios años, que se extiende 
más allá de la crucial primera fase teorizada por Sánchez-Cuenca. El énfasis 
linziano en el componente de esta ruptura pactada del modelo español comprende 
al menos dos hechos importantes de este caso nacional: no solo que el compromiso 
con unas nuevas elecciones plenamente competitivas supuso una clara ruptura con 
el pasado, sino también que los reformistas del régimen tenían una necesidad de 
legitimación que solo podía emanar de sus actos democratizadores y de la voluntad 
de la oposición tanto de aceptar el nuevo marco como de acordar su participación. 
La oposición esperaba una auténtica y clara ruptura con el pasado en la identidad 
del órgano gubernamental que ejercía el control sobre la convocatoria de 
elecciones competitivas para el proceso constituyente del nuevo régimen 
democrático. La suposición de los antiguos opositores al régimen autoritario era 
que una clara ruptura en la identidad de las autoridades que supervisaban el 
proceso cambiaría la naturaleza de la democratización. La importante investigación 
realizada por Braulio Gómez Fortes (2009) sobre esta cuestión ha confirmado esta 
intuición. Sin embargo, la huelga general convocada por la oposición en noviembre 
de 1976, con la esperanza de empujar al Gobierno a aceptar tal trayectoria de 
acción, no logró generar el apoyo necesario para desalojar el enfoque reformista 
dirigido por el régimen y sustituirlo por el marco de la ruptura. La incapacidad de 
la oposición para desplazar al Gobierno reformista existente, y el conocimiento de 
que muchos actores dentro de los restos del régimen franquista trataban de 
impedir cualquier democratización genuina, llevaron finalmente a la oposición 
mayoritaria a participar en el proceso de reforma iniciado y marcado por el 
Gobierno de Suárez. Esto dio a la reforma un aire de legitimidad y una cierta 
pretensión de ofrecer una clara ruptura con el pasado reflejada en el cambio al 
sistema electoral como instrumento de asignación de posiciones de poder 


institucional (dentro de las reglas establecidas por el Gobierno en funciones). 

Una acción clave del Gobierno de Suárez hizo más que ninguna otra para 
establecer una clara línea de demarcación simbólica y práctica con el pasado 
franquista. En abril de 1977, Suárez legalizó el prohibido Partido Comunista (PCE), 
el partido mejor organizado de la oposición democrática y diana de gran parte de la 
propaganda del régimen franquista. Á pesar de que el PCE fue sobre todo una 
fuente de moderación dentro de la zona republicana durante la larga Guerra Civil, 
favoreciendo una amplia alianza sociopolítica que incorporara a tantos sectores 
como fuera posible dentro de la coalición republicana y oponiéndose a la 
revolución social anticapitalista que tuvo lugar en gran parte de la zona leal a la 
República durante la guerra, el régimen de Franco había concentrado los esfuerzos 
de gran parte de su comunicación política en demonizar a los comunistas. La 
legalización del PCE por parte de Suárez iba en contra de las garantías que había 
ofrecido a algunos de los actores del régimen cuyo apoyo había necesitado para 
impulsar la reforma dentro de las instituciones franquistas en 1976. Al tomar esta 
decisión crucial, una de sus principales preocupaciones y de su círculo de asesores 
era la posible reacción de las Fuerzas Ármadas españolas, las herederas 
institucionales de las fuerzas victoriosas de Franco durante la Guerra Civil. Una vez 
legalizado el PCE, esa preocupación resultó ser acertada; la respuesta de los jefes 
militares fue muy crítica (Molinero e Ysás, 2017: 196-208; Gómez Rosas, 2007: 
130-135). La aproximación a una ruptura simbólica con el pasado en el camino 
desde la sucesión de Franco en noviembre de 1975 hasta las elecciones libres de 
junio de 1977 fue un momento en el que la situación más temida por los reformistas 
del régimen era el potencial golpista de los sectores del núcleo duro en el Ejército 
más que el potencial socialmente progresista de la movilización democrática en las 
calles. 

Un determinante clave de la dirección tomada por la transición española — 
que se refleja fuertemente en la historia de la legalización del PCE— fue la 
continuidad tanto de las capacidades como de la identidad institucional del aparato 
de Estado durante todo el proceso de cambio de régimen (Fishman, 19904). Las 
instituciones estatales vinculadas al régimen de Franco se mantuvieron 
firmemente en su lugar, con su legalidad, jerarquías internas y mentalidades 
esencialmente inalteradas. Sin la distinción analítica entre Estado y régimen12, 
esta característica fundamental de la transición española y de sus fuertes contrastes 
con Portugal sería muy difícil de comprender. A lo largo de la transición española, 
altos cargos del Gobierno, como el ministro del Interior de Adolfo Suárez, Rodolfo 
Martín Villa, y su predecesor con Arias Navarro, Manuel Fraga, hicieron un uso 
eficaz de la policía para evitar que las manifestaciones y huelgas de la oposición 
sobrepasaran los límites legalmente establecidos. Según relata Martín Villa, 
durante su mandato como ministro del Interior de Adolfo Suárez: "Todos los días a 
primera hora de la mañana me reunía con los ayudantes para ver qué 
manifestaciones iban a tener lugar en toda España”13. Esto le permitió preparar 
unidades policiales para evitar que las manifestaciones empujaran el proceso de 
cambio más allá de los cauces institucionales diseñados por los reformistas del 
régimen. 

Mientras que en Portugal las multitudes en la calle ayudaron a mover el 
proceso de cambio de ese país en direcciones que reflejaban las preocupaciones y 


presiones sociales expresadas desde abajo, en España esas presiones fueron 
estrictamente controladas y, en el mejor de los casos, contenidas dentro de los 
límites legales por el Gobierno y la policía. En ocasiones, el mantener las 
manifestaciones bajo control podía resultar un asunto algo violento. De hecho, 
como muestran los datos recogidos por el politólogo Ignacio Sánchez-Cuenca, cada 
año de la transición española hubo al menos veinte víctimas mortales del uso de la 
fuerza coercitiva por parte del Estado, algunas de ellas en el contexto de 
manifestaciones, otras en controles policiales o en otras circunstancias. Durante el 
crucial periodo de tiempo que transcurrió entre la muerte de Franco y las primeras 
elecciones democráticas de junio de 1977, el 71,1% de esas víctimas fueron 
ciudadanos de a pie y no miembros de organizaciones terroristas o delincuentes 
(Sánchez-Cuenca, 20144: 86-87). El incidente más grave ocurrió en Vitoria, en el 
País Vasco, en marzo de 1976, durante la etapa de Manuel Fraga como ministro de la 
Gobernación. La policía armada que intentaba desalojar a los trabajadores en 
huelga de una iglesia en la que celebraban una asamblea mató a cinco de los 
participantes e hirió a muchos otros. 

El impacto de la continuidad y la capacidad represiva del aparato del Estado en 
la transición no se limitó al uso de la policía armada por parte de los gobiernos 
reformistas. El temor de los actores prodemocráticos a las acciones potencialmente 
obstaculizadoras de la democracia por parte de las facciones del núcleo duro de los 
militares aún no reconstruidos —es decir, los sectores de los militares opuestos a la 
reforma democratizadora— tendió a empujar a los activistas hacia la moderación y 
la autolimitación en la formulación de demandas. Estos temores estuvieron 
presentes en uno u otro grado a lo largo de la transición, pero se agudizaron 
especialmente tras los primeros años decisivos del proceso. El gravísimo intento 
de golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, más de dos años después de la 
aprobación en referéndum de una nueva Constitución democrática, acentuó 
evidentemente tales temores, pero no los hizo nacer. El ambiente previo al golpe, 
en el que los enemigos abiertos de la democratización buscaban formas de hacer 
retroceder la reforma política movilizando el apoyo a sus opiniones en periódicos 
como El Alcázar, había sentado las bases para tales preocupaciones mucho antes 
de febrero de 1981. Muchos actores políticos albergaban el temor a los sectores 
antidemocráticos del núcleo duro, lo que tendía a contribuir, al menos en cierta 
medida, a la autolimitación en la formulación de demandas por parte de la 
izquierda y su base social (Fishman, 1990b); esta dinámica fue uno de los 
elementos del escenario de la transición española que contribuyó a sus 
considerables asimetrías. El impacto de estos temores se dejó sentir de forma 
desproporcionada en la izquierda. 

Una interpretación común del camino de España hacia la democracia hace 
mucho hincapié en la búsqueda de consenso. Una variante de este enfoque —el 
argumento de que la esencia del modelo español de democratización residía en los 
acuerdos o arreglos entre las élites políticas, es decir, en un proceso de arriba abajo 
de pactos en búsqueda de consenso— se formula de forma más clara y sucinta en el 
influyente trabajo del politólogo Richard Gunther (1992). A pesar de que esta 
perspectiva capta elementos importantes y muy reales de la transición española, 
una gran cantidad de trabajos académicos han demostrado que es insuficiente 
como teorización global de lo ocurrido. Muchas investigaciones han mostrado 


cómo las presiones desde abajo contribuyeron de forma significativa tanto al inicio 
como al avance del proceso de transición hacia la democracia (Maravall, 1982; 
Foweraker, 1989; Fishman, 1990b; Threlfall, 2008; González Martín y Martín 
García, 2009; Herrera y Markoff, 2011; Radcliff, 2011). Incluso en la propia 
construcción de la moderación, los procesos de abajo arriba con sus raíces en las 
realidades sociales situadas lejos de las élites y los centros de poder a nivel nacional 
desempeñaron un papel importante. Esta dinámica de abajo arriba incluía la 
reticencia de muchos trabajadores a apoyar las huelgas una vez que las condiciones 
económicas se deterioraban (Fishman, 1990b). Pero quizás lo más importante es 
que la investigación más definitiva sobre este tema muestra claramente que la 
búsqueda de consenso fue una característica de la segunda fase de la transición, 
después de la celebración de las elecciones nacionales en 1977, y no de la fase 
inicial, cuando se convenció a las Cortes franquistas para que votasen el final de su 
existencia como tal (Sánchez-Cuenca, 2014). Los primeros pasos de la transición 
española estuvieron condicionados tanto por los reformistas del régimen como por 
la oposición democrática, pero no actuaron de forma consensuada en gran parte de 
ese primer periodo de transformación del régimen, a pesar de las reuniones 
ocasionales que se programaron para generar el espacio mínimo de acuerdo 
necesario para la celebración de elecciones. 

El giro hacia el consenso tras las elecciones de 1977 dio lugar a una serie de 
acuerdos alcanzados por la dirección nacional de la mayoría de los principales 
partidos políticos; en algunos casos, se sumaron a ellos organizaciones de la 
sociedad civil, como sindicatos y/o asociaciones empresariales. El periodo 
caracterizado por la política de consenso generó los primeros esbozos del nuevo 
sistema de partidos del país y la elaboración de la nueva Constitución (Gunther el 
al., 1986; Linz y Stepan, 1996). La política de esta etapa facilitó acuerdos en 
muchos puntos difíciles de alcanzar, entre ellos la provisión de marcos de 
autonomía especiales para la periferia nacional del país en el País Vasco, Cataluña y 
Galicia; una amplia gama de asuntos religiosos y educativos; acuerdos económicos; 
y acuerdos sobre las reglas de juego institucionales básicas. Una extensa amnistía 
para los actos políticos cometidos en el pasado fue un asunto de amplio acuerdo, 
una cuestión que la mayoría de la élite política —y muchos activistas de base de la 
oposición democrática— consideraron que debía asumirse para reducir el peligro 
de los esfuerzos del núcleo duro por restaurar el régimen autoritario. La decisión, 
ampliamente consensuada, de conceder la amnistía —que incluía tanto las 
infracciones de la legalidad por parte de la oposición al franquismo como los 
numerosos actos de represión del régimen— podría considerarse un gran logro 
para las fuerzas prodemocráticas (Aguilar, 1997), pero también proporcionó a los 
implicados en la represión de la oposición durante los largos años de la dictadura la 
garantía de no pagar nunca un precio en el futuro por esa conducta. Como debería 
ser obvio, muchos de los protegidos por esta garantía conservaron posiciones de 
poder e importancia. Muchos otros asuntos se resolvieron también mediante 
acuerdos ampliamente consensuados entre socialistas, comunistas, nacionalistas 
vascos y catalanes, veteranos reformistas del régimen de Franco y otros. 

Algunos puntos de la interpretación académica del periodo que enfatiza el 
consenso —como mínimo desde junio de 1977 hasta la aprobación de una nueva 
Constitución en diciembre de 1978— quedan abiertos al debate. Pero tanto si la 


tendencia a buscar el consenso reflejaba una preferencia cultural ampliamente 
compartida por el acuerdo como forma de evitar un nuevo descenso a una 
polarización destructiva que recordara el pasado conflictivo del país, (Edles, 1998) 
como si simplemente reflejaba una necesidad pragmática de llegar a acuerdos en el 
contexto de un equilibrio de poder dividido generado por las primeras elecciones 
(Sánchez-Cuenca, 20144), los efectos prácticos, al menos a corto plazo, fueron 
esencialmente los mismos. Los líderes políticos en Madrid alcanzaron un gran 
número de acuerdos amplios que permitieron al país instalar con éxito una nueva 
democracia, pero lo hicieron de una manera que tuvo al menos dos grandes costes: 
en primer lugar, los acuerdos generaron, como mínimo, una buena dosis de 
escepticismo o pérdida de entusiasmo entre quienes habían querido que sus 
representantes políticos persiguieran una versión más fuerte de los objetivos 
apoyados por los electorados que les votaron —ya fueran de izquierda, de derecha o 
de centro—; y, en segundo lugar, dentro del universo de las fuerzas políticas 
democráticas, la sustancia del consenso implicó renuncias especialmente grandes 
por parte de quienes se situaban a la izquierda del centro político. La política del 
consenso generó divisiones internas y descontento dentro de los partidos políticos 
y sus electores, contribuyendo así a una profunda remodelación del sistema de 
partidos en 1982. 

Así, las señas políticas de la transición española establecieron fuertes puntos 
de contraste con Portugal mucho antes de que se celebraran las primeras 
elecciones libres de la nueva era en junio de 1977. Desde la perspectiva de una 
conceptualización ahistórica de la democracia, cabría esperar que tales diferencias 
se amainaran una vez que los ciudadanos obtuvieran el derecho a elegir libremente 
a sus representantes en elecciones libres y competitivas. Sin embargo, sostengo 
que los elementos de contraste importantes en realidad crecieron en magnitud en 
ciertos aspectos tras la celebración de elecciones libres, cuando los representantes 
políticos recién elegidos se pusieron a trabajar. Se puede considerar que algunos de 
estos elementos en la redacción de las nuevas constituciones por parte de los 
representantes elegidos son resultado directo de las normas establecidas por lo que 
Gómez Fortes ha formulado como “los poderes convocantes”, a saber, los militares 
rebeldes en Portugal y los reformistas del régimen en España (Gómez Fortes, 
2009). Sin embargo, defiendo que gran parte de la dinámica en juego y la herencia 
de este periodo que han dado forma a la vida política actual en los dos países se 
sitúan fuera del terreno institucionalmente definido de la política convencional. 
Fue en el trabajo y en las implicaciones culturales de las dos transiciones donde 
cobró vida y se mantuvo toda la magnitud de la división ibérica en la inclusión 
política. Por esta razón, nuestra comprensión de las transiciones debe incorporar 
la dimensión cultural, tema al que nos referiremos a continuación. 


Las dimensiones culturales de la transición 
española marcada por el régimen 


La transición española no contó con el enorme despliegue de innovación cultural 
de Portugal, con su elaboración de nuevos símbolos y tipos de expresión, así como 


con el replanteamiento de las prácticas en múltiples frentes, a partir de abril de 
1974. El caso mayor de la península ibérica —el español— no tuvo un gran 
acontecimiento sewelliano (Sewell, 1996) que condujera a la rápida 
reconfiguración de la expresión y la práctica cultural, así como de los supuestos 
subyacentes, como ocurrió en Portugal en el contexto de la revolución. La obra 
maestra teórica de Sewell sobre cómo la caída de la Bastilla en Francia generó 
rápidamente una reconstrucción revolucionaria de las estructuras culturales —y, en 
consecuencia, de las realidades políticas— en ese país (ibíd.) resulta 
extraordinariamente sugerente para entender el caso portugués. No obstante, en la 
transición española hubo múltiples fenómenos culturales que condicionaron el 
cambio político y otros que posteriormente fueron generados por la propia 
transformación política del país. Estos fenómenos culturales incluyeron la 
evolución de las orientaciones implícitas subyacentes que en alguna medida 
condicionaron todo lo demás, los cambios en las formas de representar y discutir el 
pasado de España y su vida política actual, la construcción de nuevos supuestos y 
argumentos sobre cómo debería ser la vida democrática normal, y la creación de 
prácticas que establecieron límites claros entre los centros institucionales de 
poder y las expresiones del sentimiento político fuera de dichas instituciones. 
Tanto en el grueso de lo ocurrido durante la transición como en las consecuencias 
generadas, el camino de España hacia la democratización tuvo sus dimensiones 
culturales. En su importante estudio sobre los símbolos culturales, el discurso y los 
rituales de la transición, la socióloga cultural Laura Desfor Edles sostiene que la 
búsqueda de la reconciliación fue tratada como algo culturalmente sagrado durante 
el periodo crucial de la política del consenso, lo que animó a los líderes políticos a 
buscar acuerdos entre ellos. Sin embargo, ella puntualiza que, tras la aprobación de 
la Constitución en diciembre de 1978, en la máxima expresión de un amplio 
consenso, la efervescencia de los símbolos centrales retrocedió y pasaron a darse por 
sentados (Edles, 1998: 147). A esta afirmación sobre el eclipse de los símbolos 
centrales del consenso y la reconciliación, debemos añadir la evidencia de 
Sánchez-Cuenca de que el consenso solo llegó a predominar después de que se 
celebraran las elecciones democráticas de junio de 1977. Tanto si nos centramos 
principalmente en los acuerdos políticos como en los mensajes culturales o en las 
interconexiones entre ambos, está claro que el tema de la reconciliación y el 
consenso predominó durante un periodo decisivo de la transición española, pero 
no fue una constante. 

Esto plantea la cuestión de si hubo alguna constante cultural entre los sectores 
políticamente dominantes durante la transición española. Defiendo que un 
desarrollo clave tuvo que ver con la construcción de un sentido de la política que 
diferenciaba tajantemente entre la presión social en la calle y la toma de decisiones 
dentro de las instituciones oficiales, conceptualizando las manifestaciones como 
potencialmente desestabilizadoras y peligrosas. En un discurso que justificaba la 
legalización del PCE en abril de 1977, Suárez razonaba: “Sinceramente, ¿no es 
preferible contar en las urnas lo que de otro modo tendríamos que medir sobre la 
base imprecisa de la agitación en la calle?”14 (Linz y Stepan, 1996: 97). La 
legalización del PCE fue una decisión crucial que proporcionó la tan necesaria 
autenticidad democrática plena (Fishman, 2016) a un proceso de reforma iniciado 
y marcado por veteranos del régimen franquista, pero, al hacerlo, articuló una 


oposición innecesariamente dicotómica entre la expresión institucionalizada de las 
preferencias de los votantes en las urnas y la movilización de los ciudadanos en la 
calle. El planteamiento de la movilización en la calle como agitación o, peor, 
desorden, opuesto a la lógica de la democracia electoral, conceptualizó la política 
en la calle como antagónica a la esencia de la democracia representativa, en lugar 
de entenderla como su complemento. 

No se trata de un planteamiento aislado. El artículo 77 de la Constitución 
española prohíbe explícitamente que los ciudadanos españoles presenten 
peticiones a las cámaras legislativas mediante manifestaciones. Se permite, por 
supuesto, la presentación de peticiones por escrito, pero el texto constitucional, 
aprobado en la máxima expresión de un amplio consenso ideológico, descarta 
explícitamente la presentación de peticiones mediante manifestaciones. Los 
supuestos sobre la política que predominaron durante el breve periodo de la 
política del consenso incluían la construcción de una frontera muy estricta entre el 
ámbito de las instituciones oficiales y la esfera de la movilización pública en la 
calle. De esta manera, la transición española favoreció el desarrollo de una visión 
de los procesos políticos que establecía fuertes líneas de demarcación, incluso de 
separación, entre las instituciones oficiales y su entorno, al tiempo que reafirmaba 
implícitamente las jerarquías establecidas en relación con dichas demarcaciones. 
Antes de los pasos decisivos a la democracia en 1977, las acciones y palabras de 
Manuel Fraga —el ministro de la Gobernación de Arias Navarro y fundador de 
Alianza Popular— en relación con los asesinatos de Vitoria en marzo de 1976 
enviaron un mensaje aún más fuerte que cuestionaba la legitimidad política de la 
protesta en la calle. En una rueda de prensa celebrada tras la acción policial que 
acabó con la vida de cinco trabajadores, Fraga comentó: “El que no haya aprendido 
la lección de Vitoria, él verá lo que hace” (Sánchez-Cuenca, 20144: 91). La amenaza 
era implícita pero inequívoca. También se le suele atribuir a Fraga durante su etapa 
como ministro de Gobernación la advertencia de que “¡La calle es mía!”, pero aún 
se discute si realmente hizo ese segundo comentario15. En cualquier caso, todo 
esto estaba muy lejos de las afirmaciones y suposiciones de la transición 
portuguesa sobre el papel de las manifestaciones de protesta en la política. 

Los principales actores de la transición española evitaron, en general, los 
esfuerzos de arriba abajo para transformar la cultura del país de forma integral, con 
el fin de promover tanto la participación cívica como la autorrealización individual 
de los ciudadanos. Estos objetivos, históricamente ligados a algunas concepciones 
republicanas de la democracia, se plasmaron en los esfuerzos educativos de la 
Segunda República española y en la campaña de dinamización cultural de la 
Revolución portuguesa a partir del otoño de 1974. Sin embargo, ambos intentos de 
activación cultural condujeron al conflicto con los sectores conservadores de la 
Iglesia católica, exactamente el tipo de resultado que las principales fuerzas de la 
transición española pretendían evitar. Durante el periodo de toma de decisiones 
consensuadas en España, cuando se estaba redactando la nueva Constitución, las 
fuerzas políticas de la izquierda y la derecha llegaron a un acuerdo sobre un pacto 
educativo (Maravall, 1995; Fernández Mellizo-Soto, 2001) que preservaba un 
espacio significativo para las formas tradicionales de educación católica, limitando 
cualquier posibilidad de una refundación culturalmente transformadora del 
sistema educativo público. En este entorno, el Partido Socialista pasó a ver la 


política educativa principalmente como un vehículo para promover nuevas 
oportunidades económicas para los trabajadores y los sectores de menores 
ingresos (ibíd.). El objetivo clásicamente republicano de buscar la transformación 
y el crecimiento cultural a través del sistema educativo fue esencialmente 
abandonado por ser políticamente peligroso y potencialmente polarizador. 

Hay terreno posible de debate sobre la existencia o no de procesos relevantes 
de transformación cultural de abajo arriba durante este periodo tras las primeras 
elecciones de junio de 1977. Hay muchas pruebas de que el giro predominante 
hacia la moderación por parte de los activistas de izquierdas no fue simplemente 
una imposición desde arriba impulsada por acuerdos a nivel de las élites, sino que 
también se generó por procesos arraigados en la experiencia vivida por la base 
durante los años de la transición (Fishman, 1990b). Debido a varias cuestiones 
relacionadas con objetivos económicos y políticos, representaciones culturales del 
país y su historia y formas de hacer política, muchos activistas de izquierdas que 
habían participado en la oposición al régimen de Franco cambiaron algunas 
opiniones y prácticas, adoptando posiciones más moderadas en el nuevo universo 
político creado por la democratización. Muchos activistas interiorizaron el 
argumento a favor de la moderación. Al mismo tiempo, muchos partidarios del 
régimen de Franco llegaron a aceptar los derechos políticos de la oposición y de los 
ciudadanos de a pie. Los estudios de opinión pública que abarcan todo el periodo 
de la transición muestran muchas pruebas de una evolución de las actitudes 
públicas, con un descenso tanto de las opiniones de la derecha antidemocrática 
como de las perspectivas de la izquierda radicalmente opuesta al statu quo 
existente (Linz et al., 1981). Pérez-Díaz (1993) ha conceptualizado este proceso 
como uno enraizado en la transformación y el refuerzo de la sociedad civil 
española. 

El cambio de perspectivas en la izquierda incluyó la creciente tendencia a 
abandonar los símbolos y las aspiraciones vinculadas al sueño de restaurar la 
derrotada Segunda República. La monarquía y su bandera pasaron a ser aceptadas 
por amplias mayorías de la opinión pública, a pesar de las reticencias iniciales de 
muchos socialistas y otros sectores de la izquierda para los que la bandera de la 
República seguía teniendo un poder simbólico, sobre todo en las primeras etapas 
de la transición. En este sentido, el cambio de actitudes que tuvo lugar durante la 
transición sirvió como condición previa crucial para la consolidación de lo que 
muchos han llamado el Pacto del Olvido (Encarnación, 2014; pero véase en 
contraste Juliá, 2003), es decir, la decisión tácita de evitar reabrir políticamente el 
desenlace de la Guerra Civil. Ese pacto tácito fue ampliamente considerado como el 
rechazo a una política cultural de rehabilitación de los símbolos o héroes 
republicanos y de devaluación de los franquistas. La pregunta obvia que nos plantea 
el denominado Pacto del Olvido es si simplemente sirvió para consolidar la 
democracia en un país con un pasado conflictivo o, por el contrario, si puso en 
marcha entendimientos fundamentalmente asimétricos (Aguilar y Payne, 2018) 
con consecuencias en los límites de la vida política que diferencian a España de, al 
menos, algunas otras democracias. En un sentido muy real, la cuestión más 
importante sobre el implícito Pacto del Olvido —y los procesos culturales a los que 
estaba vinculado— se refiere al efecto de esta apuesta y de las tendencias culturales 
más amplias en las que se insertaba sobre las formas predominantes de práctica 


democrática e inclusión política. Este interrogante tan complejo ayuda a motivar 
este libro, pero antes de pasar a examinar la práctica democrática contemporánea y 
sus consecuencias en los países de la península ibérica, es importante completar 
esta consideración de la transición examinando su cola, coda o, si se prefiere, su 
epílogo, en cada caso. En lo que sigue defiendo que, en ambos casos de la península 
ibérica, algunos procesos políticos que estuvieron directamente condicionados por 
las transiciones, pero que tuvieron lugar después de que la democracia ya estuviera 
claramente implantada, sirvieron para acentuar o reorientar parcialmente ciertos 
legados de las transiciones. 


Las codas de las transiciones y sus efectos 


Sostengo que antes de que el escenario estuviera completamente preparado para la 
forma de política democrática que actualmente prevalece en Portugal y España, 
ambas transiciones produjeron una coda o epílogo que acabó cerrando los 
procesos que habían comenzado en el contexto de la democratización. Algunas 
conceptualizaciones de la consolidación democrática (Schmitter, 1995 Y 1999; 
Morlino, 1998) incluyen tales cuestiones en su planteamiento, pero, siguiendo el 
uso más generalizado (Linz y Stepan, 1996; Schedler, 2001), entiendo que esta se 
refiere simplemente al proceso que más o menos asegura la supervivencia de la 
propia democracia, debilitando a los oponentes y fortaleciendo a los partidarios de 
un gobierno libre y representativo, dejando el proceso que analizo aquí fuera de los 
límites de la consolidación como tal. Me parece útil pensar en la cola o epílogo de 
una transición como su coda, y ahora me ocuparé de este tema. Entiendo que la 
coda de la transición española consiste en la rápida y profunda transformación del 
nuevo sistema de partidos en las elecciones de 1982, la tercera votación nacional 
sobre la composición de las cámaras legislativas y el gobierno del país tras la 
muerte de Franco. En cambio, considero la reprivatización en 1989-1990 de las 
empresas nacionalizadas durante la Revolución portuguesa (Asensio Menchero, 
2001; Freire de Souza y Cruz, 1995) como la coda de esa transición. En ambos 
casos, estos procesos estuvieron fuertemente condicionados por el resultado 
inicial puesto en marcha por la transición, pero al mismo tiempo las codas 
cambiaron importantes resultados de la época de la transición de manera que han 
condicionado la naturaleza de la política contemporánea. La política democrática 
en la España y el Portugal del siglo XXI no sería lo que es en ninguno de los dos 
casos sin estos dos reajustes de los acuerdos iniciales de las transiciones. 

En el caso español, las elecciones parlamentarias de 1982 diezmaron a la 
gobernante UCD (Hopkin, 1999) —el partido forjado por el presidente del 
Gobierno reformista Adolfo Suárez—, que obtuvo el primer puesto en las elecciones 
de 1977 y 1979, y debilitaron enormemente a los comunistas del PCE, que 
perdieron más de la mitad de su apoyo electoral (Gunther et al., 1986). Como han 
señalado muchos analistas de la transición, los partidos más identificados con la 
política de consenso fueron las víctimas de la rápida y profunda refundición del 
sistema de partidos del país. Las graves divisiones internas tanto de la UCD como 
del PCE resultaron decisivas para generar este gran cambio electoral. Sin embargo, 


lo que no se suele señalar es cómo este profundo cambio modificó los fundamentos 
políticos y culturales básicos de la nueva vida democrática del país. El PSOE creció 
de forma espectacular en apoyos, atrayendo a algunos votantes y a unos cuantos 
líderes del partido que ya estaba prácticamente destruido, la UCD de centro- 
derecha. Los socialistas obtuvieron una fuerte mayoría absoluta de escaños en el 
Congreso de los Diputados, concretamente 203 de un total de 350 diputados, y se 
convirtieron de facto en el partido natural de gobierno del país durante más de diez 
años. La UCD, profundamente dividida, fue superada por su rival de derechas, AP, 
como principal alternativa a los socialistas y el primer partido a su derecha. Un 
nuevo partido fundado por Suárez, el Centro Democrático y Social (CDS), intentó 
ocupar el espacio político entre AP y los socialistas y resultó ser algo más duradero 
que los diezmados restos de UCD. Los comunistas perdieron más de la mitad de su 
electorado y se quedaron con solo cuatro diputados, una pérdida de 19 escaños. Al 
final, AP pasó a llamarse Partido Popular (PP) y atrajo a muchos antiguos 
miembros de la UCD, lo que le permitió competir eficazmente con los socialistas, 
especialmente tras ganar el poder en marzo de 1996. El nuevo sistema de partidos 
seguía permitiendo la alternancia en el poder, pero en ciertos aspectos clave era 
fundamentalmente diferente del primer sistema de partidos posfranquista, y 
sostengo que el cambio tuvo importancia para los legados de la transición que 
perduraron después de 1982. 

La transformación más importante en los fundamentos de la política 
generado por el nuevo sistema de partidos fue el cambio en la identidad y la 
naturaleza del partido principal situado a la derecha del centro político. Tanto la 
UCD como AP —más tarde el PP— tuvieron su origen en sectores del régimen 
franquista que participaron en el diseño del nuevo sistema democrático; ambos se 
califican como lo que Loxton y Mainwaring (2018) llaman partidos sucesores. Sin 
embargo, los dos partidos tenían perspectivas bastante diferentes en un conjunto 
importante de asuntos que conllevan consecuencias relevantes para la esencia de la 
política democrática. Mientras que la UCD de Adolfo Suárez era una firme 
defensora del compromiso, mostrando una reiterada disposición a ceder terreno 
tanto en cuestiones simbólicas como materiales, AP era una defensora de la 
autoridad y el orden, y de una comprensión más bien tradicional de la esencia 
nacional, considerando esos principios como elementos importantes de los 
sistemas políticos duraderos. Las diferencias entre los dos partidos salieron a la 
superficie muchas veces durante la transición, a veces en cuestiones relacionadas 
con la cultura política. AP se resistió a importantes puntos de los acuerdos 
consensuados del periodo de transición, aunque su cúpula directiva apoyó 
finalmente la aprobación de la nueva Constitución (con algunas disensiones 
internas dentro del partido). En la cuestión crucial del nacionalismo subestatal — 
especialmente en el País Vasco y Cataluña—, mientras que Suárez y la UCD se 
mostraron dispuestos a ceder un importante terreno simbólico para lograr 
compromisos viables, AP se mostró reacia a hacerlo. Manuel Fraga, fundador y 
líder de AP, se opuso al uso del término nacionalidades históricas en el tratamiento 
de la periferia multinacional de España en la Constitución, argumentando que: "El 
concepto de 'nacionalidades' es, sin duda, una bomba de relojería para la unidad 
nacional y la fortaleza del Estado” (Edles, 1998: 120). En otra ocasión, durante el 
proceso de elaboración de la Constitución, Fraga había afirmado que: “En medio de 


consensos fáciles, AP tiene el difícil papel de actuar como la conciencia de España” 
Gibíd.: 112). 

Después de la coda de 1982, el principal espacio de la derecha en el sistema de 
partidos ya no estaba ocupado por un partido que defendía las virtudes del 
compromiso entre antiguos adversarios, sino por un partido que temía tales 
compromisos como una vía potencial para la violación de un sentido tradicional de 
la esencia española. La España de la transición había levantado fuertes barreras 
entre las instituciones oficiales y su entorno sociopolítico externo, pero durante 
varios años también promovió la inclusión de un amplio abanico de partidos en el 
ámbito del diálogo y el compromiso dentro del mundo de las élites compuesto por 
los participantes en las instituciones representativas. La coda de la transición 
reforzó una antigua forma de pensar y hablar de la política que valoraba diversas 
posiciones conservadoras, sobre todo la presunta virtud de la firmeza en la defensa 
de un sentido unitario de la identidad nacional, rechazando la concepción que 
muchos vascos y catalanes tenían de España como un Estado plurinacional. La 
concepción predominante de la política democrática durante la transición 
propiamente dicha diferenciaba claramente entre las instituciones representativas 
y la expresión de las perspectivas ciudadanas fuera de sus muros, pero al mismo 
tiempo, antes de la transformación del sistema de partidos de 1982, esa visión 
dominante también valoraba la disposición a alcanzar compromisos, a ceder 
terreno y a acoger dentro de las instituciones oficiales a los adversarios políticos. 

Con la reselección en la coda de la transición de los principales actores 
organizados, la frontera impermeable entre las instituciones representativas y el 
mundo político externo adquirió propiedades más asimétricas que en sus primeros 
días, excluyendo en la práctica futuros compromisos de la magnitud de los logrados 
durante la transición, tendiendo así a fijar el desequilibrio simbólico en el 
tratamiento de los dos bandos durante la Guerra Civil. Este cambio también generó 
efectos en el lado izquierdo del espectro político —como se desarrolla más adelante 
—, lo que dio lugar a una forma de práctica política significativamente menos 
inclusiva de lo que parecía probable durante la transición. La transición, junto con 
la redefinición del sistema de partidos de 1982, tuvo este efecto combinado. En lo 
que queda de este capítulo, también me ocupo de los efectos de esta coda en los 
socialistas y en un enfoque de la democracia compartido por los dos partidos 
principales. Por último, paso a considerar brevemente cómo la coda de la 
transición portuguesa —el cambio de la Constitución en 1989, que pretendía 
establecer la reprivatización de las nacionalizaciones de la revolución— acabó 
cambiando el carácter del legado de la transición de una manera que preservaba su 
carácter social, al tiempo que ponía fin, o como mínimo reducía enormemente, su 
naturaleza socialista. 

Para los socialistas españoles, la remodelación del sistema de partidos en 
1982 tuvo al menos tres efectos: en primer lugar, cambió la estructura de la 
competición electoral a la que se enfrentaba el partido, debilitando a sus 
principales competidores de la izquierda y de su derecha inmediata. Esto parecía 
obligar a los socialistas a buscar aliados a su derecha, o al menos a cooperar, en 
cualquier asunto que requiriera institucionalmente una fuerte “supermayoría” de 
votos en el Parlamento. Al mismo tiempo, liberaba al partido de la necesidad de 
competir enérgicamente por el apoyo en el centro y centro-izquierda del espectro 


ideológico. En segundo lugar, el nuevo sistema de partidos cambió el equilibrio de 
poder interno en el PSOE, sumando tanto a miembros como a algunos dirigentes 
que anteriormente habían militado en UCD, reforzando así el sector más moderado 
del partido. En tercer y último lugar, el cambio electoral convirtió rápidamente al 
PSOE en un partido natural de gobierno, a pesar de su relativamente baja afiliación 
(Morlino, 1998). Dada la gran cantidad de cargos ganados por los socialistas en el 
nuevo clima electoral, esta última consideración fortaleció la mano de los titulares 
de los cargos en los asuntos internos del partido y debilitó la influencia de los 
militantes del partido más o menos motivados ideológicamente. Estos tres puntos 
tendieron a desplazar al PSOE al menos un poco hacia la derecha. En el nuevo 
entorno producido por las elecciones de 1982 habría poca presión dentro de las 
instituciones de toma de decisiones para retomar y replantear asuntos que 
quedaron fuera de la agenda de la transición en aras de promover la reconciliación 
y el consenso. La coda de la transición aumentó las probabilidades de que los 
legados duraderos de la transición que se manifiestan en la práctica democrática 
fuesen relativamente excluyentes, al dejar fuera de la conversación y los procesos 
centrales de la política a determinados sectores descontentos. 

La coda de la transición portuguesa, tal y como yo la concibo, fue de naturaleza 
completamente diferente, pero en ciertos aspectos cruciales también representó 
un reajuste del acuerdo inicial de la transición. Una importante característica 
inicial del sistema implantado por la Revolución de los Claveles de Portugal fue su 
compromiso bastante explícito con el socialismo, junto con la democracia. Gran 
parte de la economía fue nacionalizada y la Constitución prohibía explícitamente la 
reprivatización de las empresas nacionalizadas. Como resultado, gran parte del 
contenido social de la revolución se ancló inicialmente en el compromiso 
constitucional con la propiedad pública y en la gestión política del sector estatal de 
la economía. Las consecuencias de este modelo se abordarán en el capítulo cuarto, 
pero por ahora basta con decir que este importante legado de la revolución 
disminuyó la presión sobre los responsables políticos para desarrollar el estado de 
bienestar del país. Sin embargo, en 1989 los dos partidos más importantes —el 
entonces gobernante PSD, de centro-derecha, y los socialistas del PS, de centro- 
izquierda— se unieron para modificar la Constitución, cambiándola para permitir 
la reprivatización de las nacionalizaciones posteriores al 25 de abril (Asensio 
Menchero, 2001; Freire de Souza y Cruz, 1995). En un sentido real, en la coda de la 
transición los legados y compromisos sociales de la revolución se trasladaron de la 
esfera de la propiedad empresarial al terreno del estado de bienestar (Fishman, 
2010). 

El proceso de reprivatización iniciado en 1989 avanzó rápidamente, 
devolviendo las masivas nacionalizaciones de la época revolucionaria a manos 
privadas en una medida que, entre otras cosas, añadió importantes fondos al erario 
público (Freire de Souza y Cruz, 1995). El crecimiento del estado de bienestar 
durante la década de 1990 tuvo lugar bajo gobiernos tanto de centro-izquierda 
como de centro-derecha, gozando de un amplio apoyo multipartidista. El 
crecimiento de las medidas antipobreza y redistributivas continuó después del 
cambio de siglo. Cuando pregunté a Mário Soares, en la primera de las dos 
entrevistas que le hice, si estos dos acontecimientos podían considerarse una 
especie de intercambio político de facto entre los dos principales partidos del país, 


me respondió que el complejo ámbito de acuerdo era "tácito pero no explícito”16. 
Los dirigentes del PSD nunca han compartido esa valoración, pero el fondo de sus 
acciones es congruente con la afirmación de que los compromisos sociales de la 
revolución se trasladaron de la propiedad de las empresas al ámbito del desarrollo 
del estado del bienestar. Este punto es de crucial importancia para entender la 
elaboración de políticas en el Portugal posrevolucionario porque ayuda a explicar 
por qué la fase sólida del desarrollo del estado del bienestar en Portugal no 
comenzó hasta la década de 1990. Es cierto que la propia revolución produjo 
inmediatamente un aumento significativo del gasto social por parte del Estado 
portugués (Esping-Andersen, 1994), pero un programa sostenido de desarrollo del 
estado del bienestar esperó a la reorientación del carácter social de la revolución en 
1989-1990. 

De ello se desprende que, a muchos efectos, las comparaciones de los 
resultados de las políticas públicas en los dos casos ibéricos tienen más sentido si 
se centran en el periodo posterior a 1990, una vez que las dos codas de las 
transiciones estaban activadas. Esto no es un argumento en contra de las 
comparaciones que incluyen el periodo 1975-1990. Está claro que esa década y 
media tiene mucha relevancia sustantiva y teórica. Pero hasta que ambas codas 
entraron en vigor en 1990, no había ninguna razón para esperar que las variables 
de resultado enlos dos países adoptaran una forma estable y sostenible. Los legados 
completos y sorprendentemente sostenibles de los caminos ibéricos polarmente 
opuestos hacia la democracia salieron a la luz en la década de 1990, una vez que los 
actores de ambos países tuvieron la oportunidad de reajustar ciertos aspectos de los 
acuerdos iniciales de las transiciones. Antes de examinar la esencia de esos 
legados, centrándonos primero en el contraste en la práctica democrática y luego 
en sus consecuencias en un conjunto amplio de resultados sociopolíticos, pasamos 
a considerar brevemente los debates en las evaluaciones académicas de las dos 
transiciones y sus legados. 


Debate académico sobre los legados de las transiciones 


El análisis de este libro sobre las herencias culturales de las transiciones 
democráticas en la península ibérica está construido sobre la base ofrecida por 
algunas tendencias o intuiciones defendidas en trabajos anteriores, pero también 
va más allá de la literatura previa en varios aspectos. La decisión de centrarme en 
un contraste sostenido entre las dos historias de la península ibérica ha permitido 
identificar y poner de manifiesto aspectos de los legados perdurables que no se 
habían especificado en trabajos anteriores. Mientras que muchos españoles han 
desarrollado una tendencia a pensar que algunos elementos de las dificultades 
democráticas de su país pueden estar vinculados de algún modo a la transición 
posfranquista, el esfuerzo por vincular la dinámica actual de la política democrática 
portuguesa a los orígenes revolucionarios del sistema ha sido, hasta hace poco, 
mucho menos común. 

La intuición de que la a menudo celebrada transición democrática española 
dejó a su paso legados que han resultado desafortunados ha sido articulada incluso 


por algunos analistas que mantienen una visión generalmente bastante positiva del 
camino del país hacia la democracia. Así, en su primer análisis de la transición 
española basado en la teoría de juegos, Josep María Colomer sugirió que, una vez 
concluida con éxito la transición, algunas de sus principales tendencias produjeron 
“estancamiento, exclusiones, falsificación de voluntades políticas y desinterés. Las 
virtudes de la transición se han convertido en vicios de la democracia” (Colomer, 
1990: 306). A diferencia de Colomer, los críticos de la transición han visto más 
vicios que virtudes en el propio proceso de democratización. Una voz destacada de 
esa fuerte crítica es el analista de políticas y salud pública Vicenc Navarro. Navarro 
ha sugerido que las deficiencias del proceso de transición están en cierto modo 
relacionadas con las debilidades de las políticas de bienestar social del país, pero al 
hacerlo no ha especificado los mecanismos implicados (Navarro, 2006). Otros 
autores se han centrado en el importantísimo terreno de las herencias culturales. 
Por ejemplo, el astuto periodista Guillem Martínez ha reunido recientemente a un 
grupo de escritores para explorar la cultura de la transición, produciendo un 
volumen de ensayos muy crítico que aborda una amplia gama de temas de la vida 
colectiva del país. El enfoque de los ensayos se extiende más allá de la esfera 
política, incluyendo discusiones sobre la música, la crítica literaria y el cine 
(Acevedo et al., 2012). A pesar del valor de estas reflexiones, las críticas e 
intuiciones generales son insuficientes. Como intento mostrar aquí y en análisis 
anteriores (Fishman, 2005, 2010 y 2017), la comparación sistemática de Portugal y 
España facilita enormemente la tarea académica de especificar los mecanismos que 
pueden explicar los resultados reflejados en las preocupaciones de muchos 
escritores. 

En cambio, en Portugal, hasta hace muy poco, no se ha apreciado la relación 
entre el camino revolucionario del país hacia la libertad política y la dinámica 
actual de su democracia. Hay una gran cantidad de literatura centrada en la 
revolución del país y en su democracia contemporánea, pero la relación entre 
ambas ha recibido mucha menos atención académica. Algunos entusiastas de la 
revolución han tendido a ver la vida democrática institucional como una traición y 
un retroceso de las conquistas revolucionarias. En esta línea, el premio nobel José 
Saramago ha lamentado que "cuando digo que no queda nada [de la revolución] es 
que ni siquiera queda el espíritu de la revolución”17. Al mismo tiempo, muchos 
analistas académicos de la política democrática del país se han empeñado en 
establecer comparaciones fructíferas con otros sistemas políticos democráticos sin 
tratar los orígenes revolucionarios del sistema político portugués como una 
variable que requiere un tratamiento teórico y empírico sostenido. Este libro 
pretende mostrar no solo cómo la vida política de ambos países puede ser 
entendida a través de un prisma que enfatice los legados del camino recorrido 
hacia la democracia, sino también cómo las experiencias de cada país pueden ser 
mejor comprendidas al situarlas comparativamente junto a las experiencias del 
otro caso de la península ibérica. Esta comparación aparejada es de gran utilidad 
para el desarrollo de la teoría, tal y como Tarrow (2010) ha argumentado que suele 
ser el caso con diseños de comparación de este tipo. 

Sin embargo, hay un tema sobre el que se ha desarrollado una amplia 
literatura académica sobre los legados de la democratización: la memoria histórica, 
la justicia transicional y el olvido. Algunos analistas de la transición española, y de 


los antecedentes históricos de la misma, en principio tratan la concepción 
predominante de la Guerra Civil casi en su totalidad como un hecho cultural previo, 
puesto en marcha antes de la transición y —para algunos analistas— una condición 
previa necesaria para el éxito de la democratización. Los defensores del Pacto del 
Olvido —es decir, la decisión tácita de evitar los esfuerzos por asignar culpa alguna 
por las largas décadas de represión y de evitar la reapertura de las heridas de la 
Guerra Civil— han presentado esta concepción compartida por muchos actores 
como un componente crucial que contribuyó al camino del país desde la dictadura a 
la democracia. La relativa reticencia de las instituciones españolas a buscar la 
justicia transicional o incluso una Comisión de la Verdad encargada de sacar a la luz 
las violaciones de los derechos humanos cometidas por la dictadura se considera, 
desde este punto de vista, un elemento necesario de una constelación más amplia 
de factores constitutivos del camino del país hacia la democracia. Sin embargo, este 
punto de vista ha sido objeto de crecientes críticas. Como han señalado algunos 
analistas, la tendencia a evitar la asignación de culpa por las transgresiones éticas 
graves del régimen franquista y de las fuerzas que lo llevaron al poder durante la 
Guerra Civil solidificó importantes asimetrías en el tratamiento del pasado 
(Druliolle, 2015; Escudero Alday, 2016; Aguilar Fernández y Payne, 2018). En 
efecto, estas asimetrías establecieron unas precondiciones culturales para la vida 
en democracia diferentes a las que se dan en la mayoría de las democracias 
(Acevedo et al., 3012) debido a la exclusión tácita de cierto tipo de iniciativas 
judiciales y políticas —incluyendo la mayoría de las que se encajan bajo el amplio 
epígrafe de justicia transicional—. Se mantuvieron durante décadas los recuerdos 
simbólicos del pasado franquista, como el Valle de los Caídos y numerosos 
nombres de calles en Madrid y otras grandes ciudades, pero los veteranos de la 
lucha por la supervivencia de la República —y las víctimas de la represión 
franquista— carecieron de formas equivalentes de reconocimiento, salvo en 
determinados entornos muy localizados. 

Esta pauta de asimetría relativamente duradera plantea al menos dos 
cuestiones importantes. En primer lugar, ¿la perspectiva sobre el pasado que 
produjo el Pacto del Olvido se estableció por completo antes de la transición como 
resultado de los esfuerzos de la sociedad por lidiar culturalmente con los recuerdos 
y las consecuencias de la Guerra Civil, o se construyó, al menos parcialmente, 
durante la transición como un subproducto cultural de las estrategias políticas —y 
de la correlación de fuerzas entre adversarios políticos— durante ese periodo? En 
segundo lugar, ¿era realmente necesario este enfoque del pasado para que la 
democracia tuviera éxito en España? Aunque ninguna de estas cuestiones puede 
ser abordada aquí de forma muy extensa, ambas merecen un breve tratamiento. 

La primera de estas cuestiones plantea un asunto bastante complejo. Es 
evidente que parte del trabajo cultural que repensaba la Guerra Civil de forma que 
promoviera la reconciliación había tenido lugar antes de los inicios de la 
transición; esta es una clara conclusión del trabajo más importante sobre este 
tema, el de Paloma Aguilar (2002). No obstante, incluso en los trabajos 
relativamente tempranos sobre esta cuestión hay una fuerte evidencia —por 
ejemplo, en los estudios de Aguilar— de que los actores hicieron un uso estratégico 
de los recuerdos de la contienda y, en ocasiones, cambiaron su posición sobre el 
manejo del pasado en función de la naturaleza en curso de la trayectoria de la 


transición. Este punto es aún más claro en el nuevo e importante trabajo de Aguilar 
y Payne (2018) que documenta el cambio en el manejo del pasado por parte de 
actores clave durante la transición y en los primeros años de la nueva democracia. 
Así, por ejemplo, tras las primeras elecciones democráticas de junio de 1977, el 
PSOE abandonó su perspectiva anterior sobre el tratamiento del pasado y renunció 
esencialmente a su largo compromiso con los símbolos y los recuerdos de la 
Segunda República. La transición remodeló sustancialmente las perspectivas de los 
actores cruciales sobre el pasado y sobre cómo tratarlo. Es difícil evitar la 
conclusión de que el cambio de puntos de vista sobre el pasado habría tomado otra 
dirección si las condiciones y las limitaciones políticas hubieran seguido un 
camino fundamentalmente diferente durante la transición. Así, aunque algunos 
elementos de la memoria colectiva del país sobre su historia reciente pueden 
considerarse como un antecedente cultural, existente antes de que comenzara la 
transición, el tratamiento plenamente desarrollado y marcadamente asimétrico del 
pasado que había llegado a ser dominante cuando los socialistas ganaron el poder 
en las elecciones de 1982 fue, al menos en parte, resultado del camino español 
hacia la democracia. En este sentido, la perspectiva cultural fue por lo menos en 
parte una consecuencia de la trayectoria política más que una causa inmutable de 
ella. Además, un importante analista del Pacto del Olvido ha destacado que la 
tendencia al olvido del PSOE creció en magnitud después de que el partido ganara 
el poder en 1982 (Encarnación, 2014,). 

La segunda cuestión es algo más fácil de responder. Como ya se ha sugerido 
anteriormente, muchas de las prácticas y supuestos que orientaron el tratamiento 
del pasado en España salieron a la luz después de que la nueva democracia se 
consolidara durante el primer mandato del Gobierno socialista de Felipe González, 
elegido en 1982. En ese sentido, la decisión de algunos en la izquierda de dejar 
atrás numerosos símbolos del periodo franquista puede ser más una característica 
de una democracia ya consolidada que un trago amargo necesario para producir ese 
resultado. Desde una perspectiva comparativa, un punto de referencia útil es la 
transición chilena. Esa transición, tras la derrota del régimen de Pinochet en un 
plebiscito en 1988, se llevó a cabo en circunstancias tan difíciles como la transición 
española posfranquista. Al fin y al cabo, Pinochet seguía siendo un actor al que 
había que enfrentarse y conservaba ciertos recursos institucionales (Valenzuela, 
1990). No obstante, los defensores chilenos de la democracia pudieron tomar 
medidas para hacer frente a las violaciones de derechos humanos del régimen de 
Pinochet incluso antes de que el dictador fuera detenido en Londres diez años 
después de ceder el poder (Valenzuela, 2006). Chile hizo mucho más que España 
para perseguir la justicia transicional (Aguilar, 2013) y su transición no fue menos 
exitosa como resultado de ese punto de contraste (Aguilar y Payne, 2018). 

Sobre la base de estas consideraciones, sostengo que la perspectiva cultural 
sobre el pasado no debe ser vista como una condición fija e inmutable de la 
sociedad española antes del retorno a la democracia en 1977. La trayectoria de la 
transición analizada en este capítulo influyó en la continua reinterpretación y uso 
del pasado. Si, por el contrario, las condiciones políticas hubieran abierto el 
camino a un escenario de democratización muy distinto, la probabilidad de que se 
tomara rápidamente otra dirección en el trabajo cultural de interpretación del 
pasado habría sido muy grande, como claramente sugiere el extraordinario 


ejemplo de Portugal. Al estudiar las dos transiciones ibéricas, su comparación 
aporta numerosas ideas sobre lo que ocurrió en cada caso. Además, en el caso 
español, la coda de la transición en 1982 parece haber contribuido a la dinámica 
que produjo profundas desigualdades en el tratamiento del pasado. Es decir, que la 
transformación sísmica en el sistema de partidos ese año, en alguna medida 
resultado de decisiones e iniciativas poco previsibles de políticos profesionales, 
tuvo un papel importante en este desenlace. En este sentido, los elementos 
históricamente contingentes del camino de España hacia la democracia, más que 
los requisitos sistemáticos de la democratización, dieron lugar a la parte más 
excluyente de la historia de este capítulo. Este libro pone de manifiesto los factores 
que produjeron tanto ese resultado como una serie de elementos de práctica 
democrática que están relacionadas con esa asimetría, y analiza las consecuencias 
sistemáticas de este patrón. 


Capítulo 3 : . he 
La práctica democrática en acción 


Introducción 


En esencia, este es un libro sobre la diferencia en la forma de entender y practicar 
la democracia entre dos países que habían sido extremadamente similares en 
numerosos aspectos antes de sus divergentes caminos hacia la democracia en la 
década de 1970. En este capítulo nos aproximamos a la esencia de la cuestión —la 
propia práctica democrática— para examinar las evidencias de la gran diferencia 
entre los casos en la inclusión de los outsiders sociales y políticos en la 
conversación institucionalmente central del sistema. La afirmación principal es 
que gran parte de lo que ocurre en la política sigue una lógica que no está escrita en 
las normas formales de las instituciones oficiales y que ni siquiera puede 
discernirse en el conjunto tácito pero firme de normas y sanciones de las 
instituciones informales (Helmke y Levitsky, 2006). Los elementos de la práctica 
democrática que examinamos aquí están, en cambio, arraigados en supuestos más 
o menos generales sobre la política democrática que condicionan innumerables 
formas de conducta, incluidas las que se manifiestan en circunstancias que los 
actores nunca habían esperado encontrar. De hecho, el modo en que los actores 
políticos entienden y hacen uso de las libertades democráticas, y la forma que 
adoptan sus interacciones con otros así comprometidos, tienen relevancia para una 
gama extraordinariamente amplia de comportamientos y resultados políticos. A 
diferencia de las reglas claras de las instituciones, las orientaciones culturales que 
conforman las formas predominantes de la práctica democrática son bastante 
generales. Al carecer de las sanciones por no aplicación de las normas claramente 
establecidas, su efecto puede ser algo menos constante —con algunas excepciones a 
los patrones generales como resultado de esta ausencia y como reflejo de la amplia 
gama, parecido a un repertorio, de materias culturales que dan forma a la conducta 
—, pero el alcance de su relevancia es más amplio y abarca más tipos de acción que 
en el caso de las normas explícitas con sus claros límites de aplicabilidad. 

Antes de pasar a la sustancia de las afirmaciones de este capítulo sobre la 
práctica democrática en acción, es necesario hacer una breve nota explicativa para 
los lectores que se preocupan por la metodología de las ciencias sociales18. Lo que 
sigue en este capítulo es, desde un punto de vista estrictamente metodológico, una 


teoría que presenta varias afirmaciones interrelacionadas y amplias sobre los 
entendimientos subyacentes, y la conducta relacionada, de los actores políticos que 
constituyen la democracia española y portuguesa. Como tal, pretende facilitar las 
explicaciones, las predicciones y los esfuerzos por dar sentido a las realidades 
empíricas que se extienden mucho más allá de las observaciones de la investigación 
utilizadas directamente para formularla. Sin embargo, hay muchos tipos de teorías 
en las ciencias sociales y esta se basa en un largo trabajo empírico y en un proceso 
de teorización que ha implicado la inducción. Al igual que muchas teorías que se 
basan en una amplia investigación empírica (Stinchcombe, 1968), el argumento 
sobre la práctica democrática que aquí se presenta es el resultado de un largo y 
amplio programa de investigación empírica utilizado para sentar las bases de la 
formulación de las afirmaciones teóricas presentadas. Es decir que hay una gran 
cantidad de evidencias empíricas, e innumerables horas de investigación, que 
sirven de base para esta teorización. El alcance teórico global de las afirmaciones 
hechas en este libro implica una constelación de factores tan amplia que habría 
sido imposible someter absolutamente todos sus elementos a una prueba 
plenamente rigurosa antes de cerrar el argumento. Sin embargo, introduje 
cambios apropiados cuando nuevos descubrimientos de mi trabajo de 
investigación me hicieron ver que algunos supuestos anteriores habían sido 
insuficientes19. En los capítulos cuatro, cinco y seis ofrezco varias pruebas 
parciales de las afirmaciones teóricas centrales del libro. 

A lo largo de varias décadas de vida política posterior a las transiciones, las 
formas de práctica democrática a las que ahora nos referimos han demostrado su 
capacidad para orientar la interacción y los resultados políticos en circunstancias 
constantemente cambiantes. Al examinar —e ilustrar— la práctica democrática en 
los dos países, me baso principalmente en ejemplos reales de conducta política, así 
como en declaraciones de los actores políticos sobre su comportamiento y el de 
otros. En la medida en que ha sido posible hacerlo, hago uso de casos ilustrativos 
de práctica democrática que nos proporcionan pruebas sobre ambos países o con 
evidencias que pueden encajarse con el análisis de circunstancias y acciones más o 
menos paralelas en el otro caso nacional. También recurro a datos de las encuestas 
para proporcionar información crucial de carácter sistemático sobre las 
perspectivas subyacentes de los actores. Ninguno de los casos o incidentes que 
relato sería suficiente, por sí solo, para establecer la validez de mis afirmaciones 
sobre el contraste entre los países en la práctica democrática y la inclusión política. 
Sin embargo, en su conjunto, las pruebas presentadas en este capítulo construyen 
un argumento muy sólido, haciendo uso de numerosos tipos de evidencias y 
fuentes. En última instancia, la teoría solo podrá ser evaluada en su totalidad 
cuando otros investigadores la someten a pruebas diversas o una reconsideración 
global. Sin embargo, ofrezco varias pruebas parciales en los tres capítulos 
siguientes. Por el momento, me centraré en presentar la teoría y en defender su 
plausibilidad. Comenzamos la discusión de los casos con un ejemplo bastante 
agudo del contraste, de hecho, uno tan agudo que su impacto inicial en algunos 
lectores puede llevarlos a cohibirse intelectualmente de la misma manera que, 
históricamente, muchos americanos blancos inicialmente se cohibieron en una 
negación tácita cuando se encontraron por primera vez con la evidencia visual del 
trato brutal experimentado durante mucho tiempo por muchos afroamericanos. 


Este primer ejemplo ayuda a establecer la forma en que la conducta política puede 
estar marcada por lógicas específicas de cada país que reflejan sus marcos de 
referencia cognitivos más que las normas institucionales de cada caso. 


El incidente en la frontera: junio de 2002 


Poco más de veinticinco años después de las elecciones democráticas del 15 de 
junio de 1977 y veintiocho años después de la liberación de Portugal de la 
dictadura, el 25 de abril de 1974, tuvo lugar un pequeño pero dramático incidente 
en la frontera que separa ambos países. Á finales de junio de 2002, cuando se 
produjeron los hechos en cuestión, la frontera se había vuelto mucho menos visible 
que en el pasado. El acuerdo europeo de Schengen sobre viajes y control de 
fronteras había eliminado los puestos de control fronterizos en la mayoría de las 
fronteras entre estados soberanos de la Unión Europea, y el 1 de enero de 2002 la 
entrada en circulación de los billetes de euro (Fishman y Messina, 2006) — 
acompañada de la eliminación de las monedas nacionales dentro de la zona del 
euro— había puesto fin a la necesidad de cambiar de moneda al cruzar la frontera. 
Fronteras como la ibérica entre España y Portugal perduran de dos maneras: por 
un lado, en las estructuras jurídicas y las acciones de los estados soberanos, y, por 
otro lado, en los marcos cognitivos de la población en general, es decir, las 
construcciones culturales y las formas de conducta relacionadas con ellas que 
siguen tratando las fronteras nacionales como demarcaciones muy reales20. Pero 
las barreras fronterizas han perdido la relevancia que anteriormente tuvieron. 

Un fin de semana de finales de junio de 2002, más de doscientos 
manifestantes portugueses organizados por el Bloco de Esquerda (BE) se dirigieron 
a la ciudad española de Sevilla con la intención de participar en una manifestación 
que se celebraría en esa ciudad durante la cumbre de la Unión Europea que 
marcaría el final de la presidencia española de la UE, un estatus que rota entre los 
estados miembros. Francisco Loucá, diputado del BE en el Parlamento portugués, 
se encontraba entre los ciudadanos portugueses que viajaban hacia Sevilla. Á pesar 
de la ausencia de controles fronterizos entre los dos países, en este caso la policía 
española estacionada cerca de la frontera intentó bloquear la entrada en España de 
los vehículos que transportaban a los manifestantes. Alegando consideraciones de 
seguridad nacional, las autoridades españolas denegaron la entrada en su país. 
Loucá se bajó del autobús fletado en el que viajaba e insistió en que la policía 
permitiera a los manifestantes seguir adelante, señalando que todos eran 
ciudadanos europeos con derecho a circular a través de las fronteras nacionales. Lo 
que sucedió a continuación fue captado por cámaras de vídeo y mostrado 
repetidamente en la televisión portuguesa en los días siguientes. El diputado fue 
golpeado físicamente por la policía española, que consiguió impedir que los 
portugueses siguieran adelante. 

Este incidente en la frontera fue ampliamente cubierto en Portugal, donde 
rápidamente se convirtió en un tema de discusión política en los periódicos, la 
televisión, los foros de Internet, el Parlamento y más allá. El presidente del 
Parlamento portugués, la Asamblea de la República —miembro del principal 


partido de centro-derecha del país, el PSD—, anunció sus planes de cancelar un 
viaje oficial programado a España como forma de protesta por lo ocurrido. En 
España, la respuesta pública al incidente fue casi inexistente. El PSOE y otros 
partidos de la oposición al Gobierno conservador del PP no optaron por plantear la 
cuestión de forma relevante. Aunque podría haber sido útil desde un punto de vista 
puramente electoral, pensando en futuros viajes a las urnas —por no hablar de los 
principios en juego—, ninguno de los partidos de la oposición trató de convertir 
estos acontecimientos en una cuestión de auténtico debate público. Uno de los 
pocos artículos periodísticos extensos sobre el incidente publicado en España fue 
un artículo de opinión en el periódico barcelonés La Vanguardia, escrito por 
Mário Soares, ex primer ministro y expresidente de Portugal21. A principios de 
julio, el Parlamento Europeo votó una moción de condena a la acción de la policía 
española, pero esta reprimenda solo se hizo notar débilmente en España, donde el 
periódico de mayor relevancia, El País, dedicó solo un párrafo a la condena 
parlamentaria europea, colocando la noticia en la página 20 de la edición 
impresa22. El entonces ministro de Asuntos Exteriores español, Josep Piqué, acabó 
presentando una disculpa oficial a los portugueses, pero esa declaración, de uno de 
los pocos políticos españoles de centro-derecha que había participado activamente 
en la oposición de izquierdas al franquismo, fue una excepción al patrón más 
amplio de aparente indiferencia dentro de España. Muchos españoles 
políticamente activos permanecieron totalmente ignorantes del incidente en la 
frontera23. 

Cuando entrevisté a Lougá cuatro años después del incidente, el diputado 
portugués subrayó la enormidad de la diferencia de respuesta entre las fuerzas 
políticas de los dos países24. A la media hora de la acción policial, Lougá recibió 
una llamada telefónica del jefe de Gabinete del presidente de Portugal, Jorge 
Sampaio, expresando su apoyo y ofreciéndose a contactar inmediatamente al 
embajador de España en Lisboa. Poco después, Joío Bosco Mota Amaral, 
presidente de la Asamblea de la República de Portugal, llamó a Loucá para 
expresarle su solidaridad. Mota Amaral se apresuró a poner en marcha una 
votación del órgano parlamentario para condenar la acción policial española, y la 
votación fue unánime a favor de la condena. Todos los partidos presentes en el 
órgano representativo votaron en apoyo de los derechos de los manifestantes. 
Cierto tiempo después del incidente, y tras una larga espera, Lougá acabó 
recibiendo una comunicación del presidente del Parlamento español, el Congreso 
de los Diputados en Madrid, pero según me indicó en la entrevista, el mensaje 
ofrecía una justificación más que una condena de la acción policial25. 

Se podrían construir dos lecturas algo diferentes del incidente en la frontera y 
de la forma en que se discutió —o se ignoró— en las democracias vecinas de la 
península ibérica. Se podría atribuir la marcada diferencia en el tratamiento 
público del incidente por parte de los medios de comunicación, los líderes 
políticos y el público en general de los dos países a lo que podrían llamarse las 
anteojeras de la identidad nacional. Según esta lógica, tanto los medios de 
comunicación como las principales fuerzas políticas de los dos países habrían 
evidenciado simplemente una preocupación por sus nacionales y un profundo 
desinterés por los nacionales de su vecino ibérico. Incluso si aceptáramos esta 
interpretación como reflejo de la única dinámica en funcionamiento —dejando de 


lado la incómoda cuestión del comportamiento policial inadecuado—, seguiría 
representando, en cierto sentido, una prueba de las formas de práctica democrática 
específicas de cada país. El interés de múltiples actores portugueses por el 
incidente y el desinterés de sus homólogos españoles por lo sucedido —en unos 
hechos que, al fin y al cabo, tuvieron lugar en territorio español e implicaron una 
actuación muy cuestionable de la policía española en el lugar de los hechos— no 
puede atribuirse a limitaciones legales, imperativos institucionales o incentivos 
materiales de ningún tipo fácilmente discernibles. El gran contraste entre los 
actores portugueses y españoles a la hora de tratar un desafortunado incidente en 
su frontera solo puede explicarse invocando factores culturales cognitivamente 
arraigados que llevaron a esos actores a ver el incidente de forma diferente y, en 
consecuencia, a responder a él con preocupación o aignorarlo. Por tanto, incluso la 
interpretación de este caso basada en las anteojeras nacionales asume que la 
decisión política de llevar el incidente a la esfera pública, o de ignorarlo, está 
arraigada en concepciones culturales y prácticas que varían según el país. Sin 
embargo, hay otra interpretación de la práctica democrática de este caso que se 
basa mucho menos en la identidad nacional y en las anteojeras que esas 
identidades a veces pueden introducir. Este punto de vista alternativo considera 
que la práctica democrática portuguesa está mucho más orientada que su homóloga 
española a los derechos y acciones de los manifestantes, entendiendo que 
constituyen un componente importante de la vida pública democrática. 

Me baso en varios tipos de evidencia —incluyendo datos de encuestas, 
cobertura periodística y televisiva, entrevistas cualitativas, documentos relevantes 
y literatura secundaria, y una investigación de observación sostenida— para 
delinear los patrones generales de la práctica democrática en los dos países. Sobre 
la base de esta amplia gama de evidencias, así como de la sustancia de este caso de 
junio de 2002, sostengo que el contraste nacional en la gestión política del 
incidente en la frontera está, de hecho, conectado con una diferenciación global 
entre los países vecinos en su configuración predominante de práctica 
democrática, que está históricamente arraigada en el camino de cada país hacia la 
democracia. La práctica democrática posrevolucionaria de Portugal es altamente 
inclusiva en múltiples aspectos: proporciona una audiencia y un lugar en la 
conversación principal del sistema político26 a los actores de poco poder, ya sean 
sectores de bajos ingresos y socialmente marginales, partidos relativamente 
pequeños u otros situados en posiciones convencionalmente consideradas como 
subordinadas, y, de manera crucial, entiende que el ámbito político legítimo abarca 
tanto la protesta en la calle como el quehacer oficial de las instituciones 
representativas. Por el contrario, la forma predominante de práctica democrática 
en España ha estado segmentada institucional y jerárquicamente de manera que ha 
limitado las interacciones y la conversación entre los titulares de los cargos 
institucionales y la larga lista de outsiders políticos del sistema, incluidos los 
manifestantes, los sectores de bajos ingresos o socialmente marginales y los 
nacionalistas subestatales, especialmente en Cataluña y el País Vasco27. 

De hecho, sostengo que en el caso español las concepciones y prácticas que 
limitan dichas interacciones suponen, para muchos actores, la existencia de una 
línea de demarcación nítida entre el núcleo institucional formal del sistema y los 
actores políticos situados en otras ubicaciones. Por razones arraigadas en la 


historia del paso del país de la dictadura a la democracia, los actores políticos 
dominantes en España tienden a dar por sentada la existencia de una clara 
demarcación política entre lo que ocurre dentro de las instituciones oficiales y la 
expresión de los sentimientos populares fuera de los límites de dichos organismos 
oficiales. Como reflejo, para muchos actores fuera del núcleo institucional de 
mayor poder, los que están dentro de ese núcleo parecen distantes e inaccesibles. 
Al mismo tiempo, los principales actores españoles tienden a ver su propio mundo 
político en términos jerárquicos, validando como apropiado el poder 
considerablemente mayor de quienes están en la cima de las estructuras 
institucionales. 

A pesar de los esfuerzos de algunos militantes o líderes dentro del PSOE, y de 
otros partidos o movimientos de izquierdas, por forjar conexiones entre la protesta 
social y el poder institucional, la perspectiva de muchos actores poderosos, incluso 
dentro de la izquierda, y de prácticamente todos los actores situados más a la 
derecha ha dado por sentada la conveniencia de mantener una marcada separación 
entre la política de la calle y el quehacer de las instituciones oficiales. En 
consecuencia, en la práctica, los manifestantes suelen mantenerse a distancia del 
poder institucional en España, pero en Portugal se entiende que forman parte del 
núcleo principal de la política democrática. Además, en una lógica relacional 
coincidente, muchos activistas implicados en los movimientos de protesta 
españoles tratan de mantener una distancia considerable de separación con el 
poder institucional (Flesher Fominaya, 2007) en lugar de intentar entablar una 
conversación con él, ya sea a través de un diálogo directo o de un intercambio 
indirecto de declaraciones públicas que pretenden implicar a la otra parte 
(Fishman y Everson, 2016). A pesar de que España es líder mundial en la protesta 
pública (Fishman, 2004: 10-15; Jiménez, 2011), cuando las manifestaciones 
consiguen un efecto verdaderamente tangible en la toma de decisiones de las 
autoridades gubernamentales, este efecto tiende a reflejar o bien el impacto de las 
movilizaciones en la opinión pública a nivel de masas (Jiménez, 2007: 414-417) O 
bien su capacidad de disrupción y por tanto el coste para las autoridades de no 
ceder (Fishman y Everson, 2016). Los dos mundos de la política —en la calle y 
dentro de las instituciones representativas— se han mantenido casi totalmente 
separados el uno del otro en España. Tanto los que participan en las protestas 
sociales como los que ostentan el poder dentro de las instituciones tienden a 
asumir la existencia de líneas de demarcación nítidas entre sus dos mundos. 
Aquellos que intentan empujar la política en otras direcciones —promoviendo el 
diálogo y la conversación entre los mundos, en gran medida separados, de la 
política española— tienden a encontrar una fuerte resistencia cultural a sus 
esfuerzos. Como demuestran muchas de las evidencias que se analizarán en este 
capítulo, el contraste entre países puesto de manifiesto por el incidente de la 
frontera es, de hecho, el reflejo de una diferencia muy amplia entre los dos países 
en cuanto a la forma en que los actores políticos ven la conexión —o la separación— 
entre las manifestaciones y la vida política institucionalizada. Este condicionante 
es paralelo a la diferencia más amplia entre los países en el tratamiento de los 
outsiders sociales y políticos. 

Los manifestantes portugueses a los que se les impidió la entrada en España 
en junio de 2002 se situaban claramente a la izquierda de las principales fuerzas 


institucionales de ese país; el diputado que fue golpeado era líder de un partido 
entonces pequeño que solo tenía tres escaños en el Parlamento del país. No 
obstante, los derechos de los manifestantes fueron considerados como una 
cuestión de importancia política por actores de todo el espectro ideológico de 
Portugal. En cambio, en España, sus derechos —y la conducta coercitiva de la 
policía— fueron considerados en gran medida irrelevantes por los principales 
actores políticos, incluso de la izquierda. Los esfuerzos de la policía por dispersar o 
contener a los manifestantes, y el uso de la fuerza oficial en estos asuntos, apenas 
sorprenden a los actores políticos españoles, aunque en ocasiones se quejen de 
ello. En cambio, en Portugal, las manifestaciones se entienden como un 
componente normal de la política democrática y no como un problema de orden 
público. El incidente de la frontera puso de manifiesto una profunda y amplia 
diferencia entre los países vecinos en cuanto a las concepciones no escritas sobre la 
política democrática y a las formas de conducta vinculadas a esas concepciones. 
Esas diferencias son claramente visibles en la relación entre las manifestaciones 
de protesta y el poder institucional en los dos sistemas políticos, pero no se limitan 
a esa cuestión. Las diferencias son más amplias y tienen consecuencias de gran 
alcance para la profundidad democrática. 


Manifestaciones en los dos sistemas políticos 


Las manifestaciones son una herramienta bastante común de expresión —y 
participación— política en ambos países. Sin embargo, la interconexión entre las 
manifestaciones de protesta y la política que se desarrolla dentro de las 
instituciones oficiales adopta formas muy diferentes en los dos casos de la 
península ibérica. Por lo tanto, la capacidad de la protesta en la calle para 
reconfigurar los resultados políticos también varía entre los dos países. El 
contraste entre las democracias vecinas en el nexo entre la protesta social en la 
calle y los centros de poder oficialmente constituidos en las instituciones de 
representación y gobierno se manifiesta en la conducta de múltiples actores y en 
las interacciones entre ellos. Las élites políticas de todo el país, los líderes de 
menor nivel, los activistas de base y los actores de al menos dos instituciones 
secundarias —los medios de comunicación y las escuelas— dan evidencias del 
amplio patrón de diferencias entre los dos casos. Estas se pueden percibir tanto en 
las palabras como en las acciones de los implicados. Quizá la prueba más directa y 
poderosa sea la del muy tangible destino espacial de las manifestaciones en los dos 
países. Mientras que muchas marchas de protesta portuguesas terminan en las 
escaleras del Parlamento —en ocasiones llevando sus demandas al interior para ser 
escuchadas por los representantes de los partidos presentes en la Asamblea de la 
República—, en España los manifestantes tienen prohibido hacerlo. La prohibición 
original española de este tipo de conductas está incorporada en el artículo 77 de la 
Constitución del país; posteriores elaboraciones legales han consolidado esta 
exclusión. Cuando los manifestantes han conseguido llevar sus reivindicaciones a 
las escaleras del edificio del Parlamento en Madrid, eso ha conllevado superar las 
barreras policiales28. En el caso español, las normas institucionales formales han 


servido para reflejar y reforzar las concepciones culturales generadoras de la forma 
de práctica democrática predominante en el país. 

En el caso portugués, abundan las evidencias que reafirman la idea implícita y 
predominante en la democracia lusa de que las manifestaciones y el Parlamento 
son formas complementarias de expresión política que juntas —y junto con otras 
formas de participación que se discutirán más adelante— constituyen la vida 
democrática del país. La concepción de la protesta pública que predomina en la 
élite política portuguesa y su lugar en la política democrática institucional fue 
transmitida muy claramente por una exposición oficial organizada por la Asamblea 
de la República en abril de 2006 para conmemorar el trigésimo aniversario de la 
Constitución. En esa exposición, y en el catálogo que la Asamblea publicó en su 
momento, el propio texto constitucional aparecía junto con fotografías de acciones 
políticas relevantes, entre las que destacaban las manifestaciones de protesta con 
sus críticas alas decisiones tomadas por las autoridades institucionales. Muchos de 
los manifestantes que expresaban su desacuerdo con políticas gubernamentales de 
un tipo u otro eran, desde una perspectiva convencional, actores socialmente 
marginales o relativamente carentes de poder. Entre los manifestantes celebrados 
por la exposición oficial en el Parlamento se encontraban estudiantes 
universitarios que se oponían a las tasas de matrícula y a los cambios aprobados en 
el plan de estudios de sus universidades, trabajadores que se oponían a los planes 
de privatización de empresas, activistas de los derechos de los homosexuales que 
pedían cambios en la definición oficial de la familia, jubilados que denunciaban la 
insuficiencia del sistema de pensiones y niños que se manifestaban contra el uso 
del trabajo infantil. Todos estos tipos de protesta fueron celebrados oficialmente 
por el Parlamento del país y fueron presentados como intrínsecamente vinculados 
a la Constitución. Lo equivalente no ha ocurrido en la España posfranquista, en 
donde las élites políticas han tendido a promover una clara demarcación entre la 
labor oficial de los órganos representativos y la expresión de la desaprobación 
ciudadana en la calle. Cuando los manifestantes intentan llevar sus quejas a las 
puertas del Parlamento del país, el Congreso de los Diputados en Madrid, o a los 
parlamentos regionales de las comunidades autónomas del país, el resultado final 
ha sido a menudo enfrentamientos violentos entre los manifestantes y la policía 
encargada de proteger la estricta separación entre esos dos mundos de la política. 

Los movimientos de protesta españoles han intentado desafiar cada vez más 
esta estricta separación, especialmente tras la ocupación de plazas públicas 
céntricas en Madrid, Barcelona y otras grandes ciudades en mayo de 2011 por el 
movimiento del 15M. Sin embargo, la demarcación se ha mantenido. En el otoño 
de 2012, en medio del periodo de severa austeridad analizado en el capítulo cinco, 
los manifestantes intentaron llevar sus quejas a las proximidades del Parlamento 
español en al menos cuatro ocasiones. Una declaración inicial del Gobierno 
prometió prohibir tales intentos, declarando que: “Era ilegal manifestarse cerca 
del Parlamento”29. Esta postura inicial de la delegada del Gobierno en Madrid, 
Cristina Cifuentes, pronto se modificó hacia un enfoque algo más conciliador que 
permitía a los manifestantes concentrarse en la plaza de Neptuno, a tan solo una 
manzana y media del edificio del Parlamento30. Sin embargo, cuando la 
manifestación tuvo lugar el 25 de septiembre, los enfrentamientos entre la policía y 
los manifestantes se saldaron con 64 heridos y 35 detenciones. La policía acabó 


pasando por debajo de la barrera destinada a separar el Parlamento de los 
manifestantes y procedió a desalojar la plaza donde se había autorizado la actividad 
de protesta. En la operación se utilizaron balas de goma31. Cuando el presupuesto 
se sometió a debate parlamentario en octubre de ese mismo año, los manifestantes 
volvieron a intentar acercarse al edificio parlamentario. El entonces presidente del 
PP de la Comunidad de Madrid (posteriormente imputado por cargos de 
corrupción, en la primavera de 2017) declaró que: “Es inaceptable intimidar al 
Parlamento”32. Algunos diputados de la izquierda respondieron que no se sentían 
intimidados. De hecho, el diputado Gaspar Llamazares, entonces líder de Izquierda 
Unida (TU), abandonó el Parlamento para sumarse a la manifestación, pero en este 
gesto de apoyo no le acompañaron los parlamentarios del PSOE, algo más proclives 
al establishment33. En los capítulos quinto y séptimo vuelvo a tratar las cuestiones 
que estos acontecimientos plantean. 

En inusuales ocasiones también se han producido enfrentamientos entre la 
policía y los manifestantes en Portugal34, pero tales acontecimientos han sido 
infrecuentes y, como veremos a continuación, están en clara tensión con la 
comprensión predominante entre los actores políticos portugueses sobre cómo 
debe funcionar la democracia. La concepción ampliamente compartida por los 
portugueses que ve las manifestaciones como un componente normal de la vida 
pública —considerándolas totalmente compatibles con el orden público y con el 
buen funcionamiento de las instituciones democráticas— queda claramente 
plasmada en otro suceso de 2012. En septiembre de ese año, en una de las muchas 
manifestaciones contra la austeridad que tuvieron lugar en Lisboa, una joven 
manifestante fue célebremente fotografiada abrazando a un policía encargado de 
asegurar el orden durante la protesta. Al ser preguntada posteriormente por su 
gesto de afecto, la joven manifestante respondió que seguramente “no era la 
primera persona del mundo que abrazaba a un policía”35. Este comentario 
transmite que la ausencia de una peligrosa línea de demarcación entre la policía y 
los manifestantes es de alguna manera un presupuesto implícito asumido por esta 
manifestante y un gran número de portugueses. La democracia posrevolucionaria 
portuguesa ha conseguido evitar o al menos reducir la magnitud de una serie de 
demarcaciones interrelacionadas que segmentan culturalmente la vida pública en 
España. Es importante señalar que la marcada separación entre la protesta pública 
y las instituciones representativas en el caso español no se limita a Madrid y puede 
encontrarse también en algunos contextos36 de la periferia plurinacional del país. 
En Barcelona se produjo un incidente similar el 15 de junio de 2011, 
aproximadamente tres semanas después de que la policía autonómica catalana 
utilizara una fuerza considerable para desalojar Placa Catalunya, la plaza central de 
la ciudad, donde acampaban los manifestantes implicados en el movimiento de los 
indignados. El 15 de junio, los manifestantes se concentraron frente al Parlamento 
autonómico catalán cuando los diputados se preparaban para entrar en el edificio. 
Se produjo un enfrentamiento y varios meses después, el 3 de octubre, fueron 
detenidos 22 de los manifestantes que habían participado en la protesta de junio 
ante el Parlamento catalán acusados de un delito contra las instituciones del 
Estado37. El hecho de que la forma española predominante de práctica 
democrática haya configurado gran parte de la vida pública en el contexto catalán a 
pesar de la gran relevancia de la identidad específica catalana tiene una 


importancia teórica que se analizará en el capítulo seis y en la conclusión. 

Las declaraciones de destacados líderes políticos y de los partidos ayudan a 
establecer el claro contraste entre Portugal y el modelo español. En 2008, Mário 
Soares, el líder político más importante de la democracia posrevolucionaria 
portuguesa, afirmó que “en Portugal existe el derecho a la indignación”. Explicó 
que, en su opinión, la democracia representativa “es compatible con la democracia 
participativa y estoy a favor de que los ciudadanos expresen sus demandas en la 
calle”38. En 2002, el socialista Jorge Sampaio, entonces presidente de la República, 
hizo un llamamiento a la agitación democrática durante una visita presidencial a la 
ciudad de Beja, en el Alentejo, en junio de ese año39. Los políticos portugueses de 
centro-derecha también han hecho llamamientos a la participación pública y han 
articulado un sentido expansivo e inclusivo de la democracia. En el aniversario del 
25 de abril de 2007, el líder local del PSD de centro-derecha en Maia, un municipio 
al norte de Oporto, señaló: "La democracia solo existe realmente cuando asegura a 
todos, sin excepción, la posibilidad de ejercer en absoluta plenitud sus derechos y 
deberes... la mejor manera de conmemorar y respetar el espíritu del 25 de abril es 
crear mecanismos para consolidar una democracia verdaderamente 
participativa”40. El enfoque inclusivo de la práctica democrática en Portugal no se 
limita a los partidos y acciones políticas situados a la izquierda del espectro político 
del país, sino que abarca a muchos políticos y ciudadanos de centro- derecha. 

Las declaraciones y acciones de los líderes políticos españoles — 
especialmente los situados a la derecha del centro político del país— han sido muy 
diferentes. De hecho, en España muchos políticos de la derecha han tratado de 
poner en duda la legitimidad de las fuerzas políticas y las acciones vinculadas a la 
protesta social en la calle. En uno de los ejemplos más claros de esta tendencia 
general, la entonces líder del PP de Madrid, Esperanza Aguirre, sugirió en 2011 que 
el movimiento a gran escala de los indignados del 15M debía ser visto como 
precursor del totalitarismo41. Un movimiento masivo de protesta social pacífica que 
ayudó a dar forma al surgimiento poco después del movimiento Occupy Wall Street 
en Estados Unidos (Romanos, 2016a y 2016b) y que consiguió amplio apoyo entre 
el público español, fue denunciado por un político de la corriente principal de la 
derecha como peligrosamente asociado al totalitarismo. Un esfuerzo similar por 
deslegitimar la protesta pública quedó claramente reflejado en febrero de 2012 en 
las declaraciones del jefe de Policía de Valencia, ciudad gobernada entonces por el 
PP, cuando se refirió a manifestantes estudiantiles como “el enemigo”42. Esta 
calificación de la protesta, y la visión subyacente de la política a la que está 
vinculada, también ha llevado a intentos de disminuir las oportunidades para la 
expresión de la protesta: en marzo de 2011, el PP pidió a los jueces que impidieran 
la celebración de una manifestación prevista contra la corrupción en Valencia. El 
PP denunció que la manifestación, que pretendía pedir la dimisión del presidente 
de la Comunidad Valenciana, incurría en graves insultos “contra la autoridad que 
ejerce su posición de poder”43. Posteriormente, las investigaciones oficiales sobre 
la corrupción en la Comunidad Valenciana dieron lugar a numerosas detenciones y 
juicios. Aunque los conservadores españoles utilizan a veces las manifestaciones 
públicas para sus propios fines, la hostilidad general de muchos en el centro- 
derecha hacia las voces populares de protesta en la calle ha condicionado 
fuertemente la práctica de la democracia en España. Sin embargo, la pronunciada 


demarcación entre la protesta pública y el mundo oficial de las instituciones 
representativas es una característica más amplia de la democracia española 
posfranquista; no se limita a la derecha. A continuación, nos centraremos en dos 
comparaciones de las protestas y el descontento en los dos países, primero en casos 
relacionados con la vivienda y, en segundo lugar, en protestas de los camioneros 
ante el aumento del coste del combustible. 


Descontento y protesta por la any en relación con el coste de los 
combustibles: una comparación entre los dos países 


En las áreas metropolitanas de Lisboa y Madrid se han construido grandes 
concentraciones de viviendas formalmente ilegales en zonas cercanas a sus límites 
municipales. Miles de personas, en su mayoría inmigrantes de África, América 
Latina o Europa del Este, viven en viviendas informales levantadas sin sanción o 
permiso oficial en terrenos de propiedad ajena. Estas estructuras y sus residentes 
se concentran en barrios como Cova da Moura, en el municipio de Ámadora, a las 
afueras de Lisboa, y, en el gran Madrid, en la amplia zona de la Cañada Real, que 
abarca territorios de los municipios de Coslada, Rivas y un extremo del propio 
Madrid. La ilegalidad formal de las viviendas en cuestión, muchas de ellas 
chabolas, pero otras mucho más sólidas desde el punto de vista estructural y de 
presentación estética, ha dado lugar en ambos países a diversos esfuerzos oficiales 
de demolición. Los residentes de estos barrios informales se han enfrentado a la 
realidad o, al menos, a la amenaza implícita de la pérdida de sus viviendas tanto en 
Portugal como en España. Lo han hecho como outsiders políticos con medios 
económicos limitados, y además muchos de ellos carecen de ciudadanía en su país 
de residencia. Entre ellos, muchos son miembros de minorías raciales y/o 
religiosas. Se trata de personas que viven en una situación de mayor o menor 
marginalidad social. A continuación, se exponen los elementos centrales de sus 
luchas y del lugar que ocupan en los dos sistemas políticos, antes de abordar 
brevemente otros casos de movimientos y protestas relacionados con la vivienda. 

A finales de enero de 2006, justo cuando la opinión pública portuguesa estaba 
asimilando los resultados de las elecciones presidenciales celebradas dos días 
antes, se produjo un importante incidente en la mañana del 24 de enero en el 
municipio de Amadora. Aquella mañana, las tres cadenas de televisión nacionales 
interrumpieron repentinamente sus programas habituales y ofrecieron a los 
telespectadores una cobertura en directo de los acontecimientos que se estaban 
produciendo en ese momento en un barrio pobre del municipio, en las afueras de 
Lisboa44. Acompañados por algunos simpatizantes, los residentes de unas 
viviendas informales que iban a ser demolidas, en su mayoría inmigrantes de 
origen africano, se resistían a la destrucción de sus casas. Los periodistas que 
cubrían estos acontecimientos en las cadenas de televisión entrevistaron a los 
implicados, permitiéndoles exponer tranquilamente su situación a la audiencia 
televisiva nacional. Una pequeña organización de defensa de derechos de los 
inmigrantes, Solidariedade Imigrante, ayudó a movilizar apoyo a los implicados, 
enmarcando la cuestión en el derecho básico a la vivienda. La organización de 


derechos de los inmigrantes llevó el caso de los residentes de Amadora al 
Parlamento del país en una marcha de protesta celebrada varias semanas después. 
En la Asamblea de la República, los manifestantes pidieron audiencia a todos los 
grupos parlamentarios presentes en el Parlamento y la recibieron. Incluso los 
parlamentarios situados a la derecha del espectro político consideraron a estos 
inmigrantes, y a los manifestantes que apoyaban su causa, como participantes 
legítimos en el sistema político del país, que merecían ser escuchados por los 
representantes elegidos en la Asamblea. Solidaridade Imigrante también llevó el 
caso de los afectados por los planes de demolición a los gobiernos municipales 
implicados y a los juzgados. Á pesar del número relativamente pequeño de 
miembros de Solidariedade Imigrante y de los limitados recursos de quienes se 
enfrentaban a la pérdida de sus hogares, los inmigrantes económicamente 
desfavorecidos que viven en viviendas informales fueron tratados tanto por los 
diputados como por los periodistas como miembros legítimos de la conversación 
pública del país sobre la política. Ni el enfoque de los recursos de poder, 
generalmente de utilidad para la explicación política (Korpi y Shalev, 1979; Huber y 
Stephens, 2012; Stephens, 1979) ni otros enfoques que carecen del énfasis de este 
libro en la práctica democrática pueden, en solitario, ofrecer una predicción 
adecuada de la recepción recibida por estos manifestantes (Fishman, 2017). En 
cambio, los legados culturales analizados aquí sí ofrecen pistas muy sólidas para 
entender lo sucedido en este caso. 

Se puede decir mucho más sobre la voluntad de los cargos elegidos 
portugueses de atender a las necesidades y preocupaciones de los manifestantes en 
materia de vivienda, pero antes de pasar a examinar esas pruebas, es útil analizar 
primero la experiencia de los homólogos madrileños de los inmigrantes de 
Amadora. En 2008, los vecinos de la Cañada Real y sus simpatizantes solicitaron 
una audiencia a los responsables gubernamentales, con la esperanza de que se 
pusiera fin a las demoliciones o, como mínimo, que se sustituyeran las viviendas 
existentes para satisfacer las necesidades de los afectados por la destrucción de sus 
casas. Sin embargo, el sacerdote católico progresista, Javier Baeza, y otras personas 
implicadas en los esfuerzos por apoyar a quienes se enfrentaban a la pérdida de sus 
hogares en la Cañada vieron en varias ocasiones sus esfuerzos frustrados por hablar 
con los cargos electos y encontrar soluciones para los afectados. Un grupo 
importante de familias inmigrantes que habían perdido sus casas en la Cañada Real 
no tuvieron otra alternativa que vivir durante más de un mes dentro de la iglesia 
parroquial de Baeza45. Los inmigrantes residentes en viviendas informales de 
Amadora y otros lugares de la gran Lisboa fueron mucho más afortunados. En 
2008, el responsable de la política nacional de vivienda de Portugal, Joáo Ferráo, 
inició esfuerzos para mejorar las condiciones de vida de los residentes en Cova da 
Moura y otros barrios críticos46. Estos esfuerzos incluían un plan para formalizar 
el estatus de los residentes, asegurando para ellos derechos oficiales de propiedad 
sobre sus viviendas. Aunque ese objetivo no se consiguió finalmente, se 
produjeron muchas mejoras en el barrio y los residentes de las viviendas en 
cuestión fueron tratados por Ferráo y otros responsables del Gobierno como 
participantes de pleno derecho en el proceso47. 

Esta diferencia en el tratamiento de las preocupaciones y protestas de los 
inmigrantes que habitan en viviendas informales es paralela a otras experiencias 


de movimientos relacionados con la vivienda en los dos países. Los residentes del 
barrio lisboeta de Amendoeiras que vivían en viviendas ocupadas durante la 
revolución (Ramos Pinto, 2013: 220) perdieron el control de sus viviendas en 2005 
con un cambio legal que interpretaron como una privatización del estatus de 
propiedad de las viviendas en beneficio a los propietarios prerrevolucionarios. Los 
vecinos respondieron con una campaña de protestas. Sus preocupaciones fueron 
atendidas en negociaciones con todos los partidos políticos presentes en el 
Parlamento, y en conversaciones con Joáo Ferráo. El voto unánime del Parlamento 
y las iniciativas de Ferráo hicieron que las viviendas volvieran a tener un estatus 
que permitía a los residentes tanto un mayor control sobre sus casas como la 
opción de comprarlas a un precio aceptable. Estas protestas por la vivienda 
condujeron a concesiones por parte de los representantes elegidos y a la 
devolución de las viviendas a un estatus más parecido al que los residentes habían 
obtenido inicialmente durante las ocupaciones de la época revolucionaria48. 
Mientras que los manifestantes portugueses por la vivienda buscaban el 
intercambio de perspectivas y la conversación (Fishman y Everson, 2016) con los 
representantes electos —con la esperanza de lograr concesiones significativas en el 
proceso—, los manifestantes españoles por la vivienda, mucho más escépticos en 
cuanto a la posibilidad de obtener una audiencia y concesiones reales de los 
titulares del poder, tendían a centrar sus campañas más en la opinión pública y la 
sociedad civil que en las instituciones electas. Los líderes y activistas del 
emblemático movimiento barcelonés V de Vivienda lograron mucho apoyo en favor 
de la asequibilidad de la vivienda en medio de la burbuja inmobiliaria en 2006 y 
2007, pero en ese momento se mostraron reacios a buscar y mantener 
negociaciones con los cargos electos49. 

Como sugiere la experiencia de V de Vivienda, el modelo español de práctica 
democrática, con su demarcación y distancia entre los mundos de la protesta social 
y el poder gubernamental, ha predominado a menudo incluso en Cataluña, con su 
identidad e historia política nacionalmente distintas. Las experiencias 
sorprendentemente diferentes del movimiento okupa en la capital catalana, 
Barcelona, y en Lisboa, también confirman la fuerte relevancia del modelo español 
predominante para gran parte de la vida política en Cataluña y la diferencia 
fundamental con el Portugal posrevolucionario. En Barcelona, las relaciones entre 
el movimiento okupa y las autoridades municipales —en una ciudad en la que la 
izquierda política ha tendido a controlar la administración municipal— se han 
caracterizado por una relativa escasez de acuerdos negociados y por batallas 
campales entre la policía y los participantes en las ocupaciones50. En cambio, en 
Lisboa, el movimiento okupa y las autoridades municipales suelen esperar resolver 
sus puntos de desacuerdo mediante la negociación y el entendimiento. Cuando en 
agosto de 2002 los okupas de la capital portuguesa fueron desalojados de un 
edificio ocupado, se quejaron de que esta acción violaba su acuerdo negociado con 
las autoridades municipales. Los titulares del poder municipal ofrecieron una 
versión diferente, pero ambas partes de la disputa orientaron sus reclamaciones a 
la expectativa de llegar a un entendimiento a través de la conversación51. En este 
sentido cabe destacar que la historia de los okupas y de otros movimientos 
relacionados con la vivienda muestra claramente que el modelo español de práctica 
democrática no se limita a las élites. Tanto las élites institucionales como sus 


adversarios en los movimientos de protesta consideran que sus dos mundos 
políticos están muy separados el uno del otro. La segmentación institucional de la 
práctica democrática española no se ha limitado a la perspectiva de las élites. 

El claro patrón de diferencia entre España y Portugal en las interacciones —o 
la falta de ellas— entre los manifestantes y los titulares de cargos públicos, tiene un 
eco temáticamente lejano en la política que rodea a un tipo de protesta muy 
diferente que afectó a ambos países en junio de 2008. Ante el rápido aumento del 
coste del combustible de ese año, los camioneros emprendieron campañas de 
protesta en ambos países, tratando de interrumpir el transporte comercial como 
forma de presionar a los gobiernos para que tomaran medidas para reducir el 
impacto económico del aumento de los costes en sus propios bolsillos. Estas 
protestas son algo difíciles de situar en un espectro convencional de izquierda- 
derecha, pero expresaban las auténticas preocupaciones económicas de los 
implicados. Los camioneros se esforzaron por utilizar las presiones desde abajo 
para cambiar las políticas públicas. En ambos países, las protestas se saldaron 
trágicamente con una muerte —por una coincidencia impresionante en el mismo 
día de ¡junio—, pero no corrió paralela a esa similitud la respuesta de los líderes 
políticos electos. Cuando el 10 de junio de 2008 un camionero portugués que 
participaba en un piquete para detener el transporte fue atropellado y muerto por 
otro vehículo, el primer ministro José Sócrates expresó inmediatamente su pesar, 
lamentando la pérdida de la vida del manifestante. Anteriormente, había emitido 
una declaración en la que indicaba que el Gobierno intentaría tomar medidas para 
aliviar el impacto económico del aumento del coste del combustible en los 
camioneros y las empresas relacionadas52. Ese mismo día, el 10 de junio, un 
camionero que participaba en un piquete en Granada murió atropellado por un 
vehículo que intentaba atravesar la línea de huelguistas. En ambos países y el 
mismo día, un camionero en huelga fue asesinado mientras participaba en los 
piquetes de apoyo a la huelga. A pesar de la similitud de las circunstancias, la 
respuesta de las autoridades públicas —en aquel momento socialistas en ambos 
países— fue muy diferente. 

Mientras que el primer ministro portugués expresó públicamente su pesar, 
las autoridades españolas respondieron a la situación con declaraciones más 
centradas en la cuestión del orden público como tal. En lugar de lamentar 
especialmente la pérdida de la vida de un trabajador en huelga, se refirieron al 
conjunto más amplio de enfrentamientos entre piquetes y no huelguistas. El PP 
acusó al Gobierno socialista de Zapatero de ser pasivo y de dejación de funciones. 
Zapatero, en ese momento el jefe de Gobierno español más de izquierdas desde los 
años treinta, declaró que las Fuerzas de Seguridad del Estado actuarían con más 
medios y firmeza y con tolerancia cero hacia los piquetes que participaban en las 
protestas. El ministro del Interior y destacado dirigente socialista Alfredo Pérez 
Rubalcaba aseguró que las carreteras españolas estaban completamente limpias53. 
Un periódico online de tendencia centro-derecha, El Confidencial, informó de que 
un dirigente de los camioneros en huelga respondió a la gestión de la protesta por 
parte del ministro del Interior con un lamento de que el trato oficial a los 
huelguistas era peor que el de la época de Franco54. Este episodio subraya cómo 
incluso el PSOE está a veces sujeto a una tendencia a enmarcar los eventos de 
protesta de una manera que los contempla más como una amenaza al orden público 


que como una contribución a la democracia. 


Datos de encuesta sobre las perspectivas segmentadas de la izquierda 
española sobre la práctica democrática 


Nuestro análisis de evidencias cualitativas sobre la práctica democrática en 
Portugal y España ha proporcionado sólidos fundamentos para argumentar la 
existencia de importantes diferencias entre los dos casos, pero las pruebas de esta 
naturaleza dejan algunas preguntas importantes sin responder. Las pruebas 
cualitativas pueden proporcionarnos una visión crucial de los procesos y 
mecanismos causales que son muy difíciles de extraer de lo que Brady, Collier y 
Seawright llaman observaciones de bases de datos (2010). Las evidencias 
cualitativas también pueden ofrecer información decisiva sobre fenómenos, casos 
y Cuestiones teóricamente decisivos, pero las pruebas de esta naturaleza no pueden 
responder a preguntas sobre la distribución de características —es decir, la 
frecuencia con que se dan— dentro de una población (Small, 2009; Brady, Collier y 
Seawright, 2010; Spillman, 2014). Con el propósito de la formación de conceptos y 
teorías, las pruebas cualitativas pueden resultar a menudo más útiles que las 
pruebas cuantitativas estándar, pero los datos cuantitativos procedentes de 
encuestas por muestreo y otras fuentes similares siguen siendo completamente 
esenciales para la empresa científica social en general. Mi examen de una amplia 
gama de fuentes cualitativas ha mostrado muchas pruebas de la tendencia de 
amplios sectores de la derecha española a minimizar la legitimidad y el papel de la 
protesta pública en la democracia. También he encontrado algunas pruebas de la 
tendencia de (al menos algunos) socialistas españoles a tratar la protesta en la calle 
más como una forma desafortunada de desorden que como un complemento 
bienvenido y legítimo al trabajo que se realiza dentro de las instituciones 
representativas de la democracia. Las evidencias que he aportado sobre otras 
fuerzas de la izquierda española son más limitadas, pero han sugerido la existencia 
de perspectivas bastante diferentes de las que predominan en una medida u otra 
dentro de las grandes fuerzas políticas mayoritarias, el PP y (en menor medida) el 
PSOE. Dada la existencia de evidencia cualitativa sobre la existencia de divisiones 
dentro de la izquierda sobre sus perspectivas fundamentales relativas a la práctica 
democrática, es evidente que hay mucho que ganar examinando datos de encuesta 
sobre esta cuestión. 

Afortunadamente, una encuesta realizada a los líderes de localidades obreras 
industriales de varias regiones españolas proporciona pruebas muy relevantes. La 
encuesta se llevó a cabo en 1990-1991 entrevistando a líderes de partidos, 
sindicatos y reputación en 49 municipios predominantemente industriales con 
una población superior a los 25.000 habitantes (Fishman, 2004). Diseñé la 
encuesta como parte de un esfuerzo de investigación centrado en gran medida en la 
contribución de las organizaciones políticas o sindicales vinculadas a la clase 
trabajadora a la calidad de la democracia española. Por diseño teórico, el estudio se 
focalizó en las principales organizaciones y líderes de la izquierda, en ese momento 
el PSOE, IU, Comisiones Obreras (CC 00) y la Unión General de Trabajadores 


(UGT). Hay que añadir que muchas de las élites sindicales y de reputación 
entrevistadas eran también miembros del partido más afín a su opción sindical. 
Las personas entrevistadas fueron incluidas en la muestra bien por su posición de 
liderazgo institucional en partidos o sindicatos, o bien porque sus nombres fueron 
mencionados en una extensión de la muestra en forma de bola de nieve diseñada 
para incluir a otros líderes reconocidos en las localidades en cuestión. Aunque el 
objetivo principal de la encuesta era identificar los determinantes sociopolíticos de 
la tendencia de los líderes locales a enmarcar los intereses locales en discursos 
generalizadores o globalizadores capaces de atraer a grandes públicos extralocales, 
el cuestionario que diseñé principalmente para ese objetivo también incluía un 
ítem que sirve muy bien a nuestros propósitos actuales. A cada uno de los 
encuestados se le ofrecían seis posibles respuestas a la siguiente pregunta: 


Muchas veces en el movimiento obrero —igual que en otros sectores sociales, como los 
empresarios, por ejemplo— se plantean y se llevan a cabo acciones que en alguna medida son 
ilegales. Estas acciones pueden incluir manifestaciones no autorizadas, el incumplimiento de 
normas laborales, encierros, etc., y en algunas ocasiones pueden incluir el tomar de rehén a un 
jefe. Me gustaría preguntarle su opinión sobre lo que el Estado puede y debe hacer para 
responder a acciones ilegales del movimiento obrero. Si el Estado detiene a los implicados y les 
procesa, ¿le parece o no razonable? 


A continuación, se proporcionó a los entrevistados una lista de posibles 
respuestas, cada una de las cuales se incluyó en una tarjeta impresa que se mostró a 
los encuestados y que también fue leída en voz alta. Este punto es fundamental y 
subraya una ventaja crucial del formato cerrado de las entrevistas de encuesta: nos 
permite estar seguros de que las respuestas elegidas se prefieren realmente a las 
otras alternativas enumeradas, dado que los entrevistados escucharon y leyeron 
todas las alternativas antes de optar. Con las respuestas abiertas nunca se puede 
saber con certeza si una determinada respuesta es realmente preferida a las 
alternativas teóricas o si, por el contrario, se articuló simplemente porque se le 
ocurrió al entrevistado más rápidamente que las alternativas teóricas. El texto de 
las seis respuestas que se ofreció a los entrevistados como posibles respuestas es el 
siguiente: 


1. Sí es razonable. El Estado tiene el derecho y deber de hacerlo; si no, las leyes no tienen 
sentido. 

2. Siempre que se trate de una democracia, es razonable. 

3. En teoría es razonable, pero muchas veces el Estado hace cumplir la ley cuando va en 
contra de nuestros intereses y no la hace cumplir cuando va en contra de los intereses del 
capital. Así que tenemos derecho a insistir que la ley se cumpla de manera justa. 

4. Solo es razonable si se trata de algo muy grave, como tomar de rehén a un jefe, por 
ejemplo. 

5. Puede ser que el Estado tenga derecho a hacerlo, pero no me interesan los derechos del 
Estado sino los intereses y necesidades de los trabajadores. 

6. No es razonable. Lo que el Estado debería hacer es responder a las necesidades e 
intereses de los trabajadores y no detenerlos. 


Tabla 1 


Perspectivas de los líderes locales obreros en ciudades industriales españolas. Actitudes hacia la 
detención de sindicalistas por incumplimiento de normas 
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Las respuestas de los entrevistados proporcionan una visión crucial del 
fundamento segmentado de la práctica democrática en la España posfranquista. 
Como muestran los datos presentados en la tabla 1, las perspectivas de los 
miembros del PSOE entrevistados eran notablemente diferentes de las de otros 
líderes entrevistados en los 4,9 municipios de la muestra. Estos otros entrevistados 
eran líderes locales de la clase trabajadora que eran miembros de otros partidos o 
de ningún partido. Para los propósitos de este libro, la pregunta puede entenderse 
como una forma de captar el modo en que los encuestados sopesan el mérito y la 
importancia relativos de la reclamación legal realizada por el Estado frente a las 
demandas articuladas desde abajo por los militantes obreros. En términos 
generales, las respuestas se dividen en tres grandes categorías. Las dos primeras 
respuestas dan una gran prioridad a la reivindicación legal del Estado para hacer 
cumplir la ley, y no se esfuerzan por encontrar formas de reconocer la legitimidad 
complementaria de las presiones desde abajo, al tiempo que reafirman el principio 
de la aplicación de la ley. Las dos segundas respuestas tratan de establecer algún 
tipo de equilibrio, aceptando el principio de la aplicación de la ley por parte del 
Estado, al tiempo que intentan complementar ese principio con una sensibilidad 
hacia las preocupaciones y las acciones de quienes ejercen la presión desde abajo. 
Las dos últimas respuestas manifiestan un desinterés total o una hostilidad hacia la 
pretensión del Estado de hacer cumplir las leyes, conceptualizando la defensa de 
los intereses de los trabajadores como algo fundamentalmente inconsistente con la 
aceptación de la legitimidad weberiana del Estado. Desde una perspectiva muy 
general, la ubicación de los encuestados en estos tres grandes grupos pone de 
manifiesto la segmentación de la izquierda española en tres importantes 
categorías: un amplio segmento del PSOE que no ve la necesidad de buscar 
complementariedades entre las preocupaciones de los militantes obreros y el 
principio del poder del Estado, priorizando completamente la visión estatista; un 
segmento sustancial del conjunto de dirigentes obreros situado fuera del PSOE (y, 
dado el entorno de las entrevistas, situado claramente a su izquierda) que rechaza 
completamente el principio de la legitimidad del Estado actual, priorizando solo la 
presión social desde abajo; y un grupo intermedio que busca encontrar 
complementariedades entre los dos principios implicados. 

Estas respuestas sugieren claramente que la base subyacente en los 
compromisos y entendimientos interiorizados de los líderes de la muestra —y del 
universo político más amplio que representan— no es favorable a la construcción 
de una conversación democrática nacional entre la protesta en la calle y el poder 


político ejercido por los cargos electos. Las respuestas elegidas por un amplio 
sector de los miembros del PSOE entrevistados son fuertemente congruentes con 
lo que he descrito como la forma predominante de práctica democrática en España, 
con su insistencia en una demarcación nítida y jerárquicamente ordenada entre la 
expresión del descontento en la calle y el funcionamiento oficial de las 
instituciones representativas. La respuesta más elegida por los encuestados del 
PSOE en el estudio prioriza plenamente el cumplimiento del orden legal por parte 
del Estado —la primera de las seis respuestas ofrecidas— sin insistir siquiera, como 
se estipula en la segunda respuesta, en que este principio debe estar supeditado a la 
condición democrática del sistema. Teniendo en cuenta que la encuesta se realizó 
menos de 15 años después del fin de la represión autoritaria y de la restauración de 
los derechos democráticos en 1977, el hecho de que el sector mayor y el más 
legalista entre los entrevistados socialistas no insistiera en la limitación del 
principio normativo de la legitimidad del Estado a los sistemas democráticos, es 
decir, optando por la segunda alternativa, es bastante notable. Más de una cuarta 
parte de los dirigentes locales del PSOE incluidos en la muestra, el 26,3% para ser 
exactos, eligieron así una respuesta que refleja una fuerte identificación con el 
poder del Estado, independientemente de la condición del sistema político como 
democracia, o no. Si esta hubiera sido la respuesta más común de un partido de 
derechas, la elección podría ser esperable, pero, a falta de datos sobre las 
perspectivas de los dirigentes locales del PP en esta cuestión, nos quedamos con el 
hecho de que la visión altamente estatista es sostenida por un amplio segmento del 
PSOE. El 18,3% adicional de los afiliados al PSOE que insisten en la prioridad de la 
aplicación de la ley, añadiendo solo la contingencia de este principio a la existencia 
de la democracia, aumenta el peso dentro del PSOE de quienes priorizan 
claramente el poder del Estado sobre el interés en acoger la presión social desde 
abajo. Muchos otros en el PSOE y de los demás encuestados sí intentan establecer 
un equilibrio entre algún tipo de simpatía hacia las presiones sociales desde abajo y 
una aceptación simultánea del principio de legitimidad del Estado en la aplicación 
de la ley. En ocasiones importantes, esta tendencia más inclusiva ha resultado 
dominante en el PSOE, pero la encuesta sugiere la facilidad con la que los que 
buscan esa síntesis pueden encontrar una resistencia cultural —incluso dentro de 
su propio partido— por parte de los líderes que mantienen una concepción 
estrecha y excluyente de la política democrática. También encontramos en los datos 
de esta encuesta la base cultural para una resistencia de espejo a ese mismo tipo de 
síntesis dentro de las organizaciones a la izquierda del PSOE. En este caso, la 
resistencia proviene de aquellos que se inclinan por rechazar por completo la 
legitimidad del Estado, una visión congruente con el esfuerzo de algunos activistas 
por evitar cualquier contacto o diálogo con quienes ocupan posiciones de poder 
político. El carácter segmentado de la práctica democrática española tiene fuertes 
raíces culturales. 

El análisis que propongo de las formas predominantes de la práctica 
democrática en Portugal y España se ha centrado hasta ahora principalmente en las 
diferencias entre los países en dos elementos de variación: las interacciones entre 
los titulares de cargos institucionales y quienes expresan su descontento desde 
abajo —especialmente en forma de manifestaciones de protesta— y las perspectivas 
de los actores políticos sobre dichas presiones. Hemos podido examinar esas 


perspectivas de diversas formas, entre ellas las declaraciones públicas de los 
actores políticos, las entrevistas cualitativas que he llevado a cabo, las respuestas a 
una encuesta sistemática a líderes locales y los despliegues culturales de relevancia 
pública, como la conmemoración por el Parlamento portugués del trigésimo 
aniversario de la aprobación de su Constitución en 1976. A continuación, pasamos 
a analizar nuevos tipos de evidencias, como el historial de iniciativas 
institucionales participativas en los dos países, las perspectivas de las élites 
parlamentarias en España y las evidencias ofrecidas por la práctica dentro de dos 
instituciones secundarias cruciales: los medios de comunicación y el sistema 
educativo. 


La política en las instituciones: presupuestos participativos y pruebas sobre 
las élites parlamentarias 


El presupuesto participativo y otras innovaciones institucionales participativas o 
deliberativas han capturado la imaginación —y las esperanzas— de muchos actores 
políticos y estudiantes de política en los casos de la península ibérica, y en una 
larguísima lista de otros países. Los primeros éxitos del presupuesto participativo 
en Porto Alegre (Brasil) (Baiocchi, 2005) sirvieron de fuente de inspiración a los 
actores políticos tanto en Portugal como en España. En varios aspectos, se puede 
considerar que esta y otras iniciativas similares tienen muchos puntos en común 
con las formas de presión social desde abajo basadas en manifestaciones. Es cierto 
que algunos analistas de las iniciativas participativas y deliberativas las consideran 
más una herramienta de control o cooptación que un verdadero instrumento de 
poder popular que vaya más allá de lo que generan las elecciones estándar para los 
órganos representativos (Lee, 2015). Sin embargo, para los estudiosos de la 
profundidad democrática y para muchos actores políticos, las plataformas 
participativas como el presupuesto participativo parecen ofrecer un instrumento 
institucional para captar las preocupaciones expresadas por la presión social desde 
abajo y para convertir esa presión en resultados significativos sobre asuntos de 
importancia material, como la fijación de prioridades presupuestarias. De hecho, 
algunas de las declaraciones de destacados líderes políticos portugueses 
mencionadas en este capítulo articulan los argumentos a favor de la creación de 
complementariedades entre las formas de democracia representativa y 
participativa. Cabe destacar que un argumento crucial a favor de los enfoques 
participativos se centra directamente en la inclusión de los actores de bajos 
ingresos en la toma de decisiones, un punto que destaca con fuerza Baiocchi (2005) 
en su análisis de Porto Alegre. Además, la literatura sobre la profundidad 
democrática se divide operativamente entre trabajos que se centran en iniciativas 
institucionales participativas como las del presupuesto y otros que centran su 
atención en los movimientos de protesta. Desde varias perspectivas, tiene sentido 
examinar el historial de las instituciones participativas en Portugal y España, 
comprobando si lo que encontramos añade algo útil a la caracterización de este 
capítulo sobre las formas predominantes de práctica democrática en los dos países. 

Las iniciativas de presupuesto participativo se introdujeron en ambos casos 


de la península ibérica poco después del cambio de milenio, en el año 2000, pero 
la experiencia de dichas iniciativas ha sido bastante diferente en los dos casos. En 
ambos países, los defensores de esta iniciativa participativa vieron el nuevo 
enfoque presupuestario como una forma de aumentar la participación de los 
ciudadanos de a pie en las decisiones que afectan a sus vidas y como un 
instrumento potencialmente capaz de hacer avanzar la democracia representativa 
contemporánea hacia el ideal clásico de gobierno por el pueblo. La primera gran 
iniciativa de la península ibérica tuvo lugar en España en la ciudad andaluza de 
Córdoba a partir de 2001 (Baiocchi y Ganuza, 2017). En su importante análisis de 
esta y otras iniciativas, Baiocchi y Ganuza —ambos grandes expertos académicos en 
las instituciones participativas— subrayan cómo Córdoba se convirtió rápidamente 
en un punto de referencia fundamental para los defensores de una mayor 
participación ciudadana en España y en otros lugares de Europa. Desde muchos 
puntos de vista, Córdoba puede considerarse un contexto especialmente 
prometedor para un experimento de presupuesto participativo. El municipio 
estaba gobernado por una formación política ideológicamente predispuesta a 
favorecer este tipo de iniciativas, IU, que ocupaba la alcaldía en el momento en que 
se introdujo esta nueva institución. IU se mantuvo en esa posición de liderazgo 
municipal hasta después de que se abandonara el presupuesto participativo. 
Además, el Gobierno regional de Andalucía era del PSOE de una forma entonces 
estable. El contexto ideológico e institucional parecía, al menos superficialmente, 
más favorable al presupuesto participativo en Córdoba que en muchas otras 
ciudades españolas. Sin embargo, la experiencia fue relativamente efímera. 

En 2007 se abandonó este experimento por las razones que analizan 
cuidadosamente Baiocchi y Ganuza. Ambos autores muestran cómo las 
asociaciones de vecinos, funcionarios municipales y otros actores acostumbrados a 
las tomas de decisiones preexistentes a nivel municipal, primero redujeron el 
alcance de la participación efectiva de las bases y luego, finalmente, lograron cerrar 
la iniciativa del presupuesto participativo en 2007 (Baiocchi y Ganuza, 2017: 
90-97). Las asociaciones de vecinos jugaron un papel especialmente importante, 
defendiendo el modelo convencional de democracia representativa frente a este 
nuevo esfuerzo por ampliar la participación ciudadana, y el ejercicio de poder, 
durante las largas extensiones de tiempo entre elecciones. Así formulan la 
perspectiva de estos actores: “Las asociaciones afirmaban que la política 
tradicional requería representantes que gobernaran y tomaran decisiones. Era 
responsabilidad de estos representantes controlar la agenda política y supervisar 
su aplicación. Una vez tomadas estas decisiones, los ciudadanos elegirían a los 
políticos más eficaces” (ibíd.: 96). En una ciudad gobernada entonces por TU, las 
asociaciones de vecinos, activas desde hace tiempo en la defensa de los intereses de 
la población urbana, se opusieron activamente a los esfuerzos por fusionar la 
democracia representativa tradicional con nuevos mecanismos participativos 
destinados a incorporar las voces de abajo en la toma de decisiones. El 
Ayuntamiento al final ofreció su apoyo a las preocupaciones de las asociaciones de 
vecinos. En la práctica política a nivel municipal, actores situados en la izquierda 
consiguieron frenar la aplicación de un enfoque participativo de los presupuestos 
que pretendía empoderar a los ciudadanos de a pie. El entendimiento implícito 
interiorizado de estos actores sobre la vida política normal hizo fracasar la 


iniciativa. 

¿Hasta qué punto es generalizable, dentro de España, la experiencia de 
Córdoba? Otros muchos municipios españoles han puesto en marcha 
experimentos participativos de uno u otro tipo y siguen surgiendo nuevas 
iniciativas. Las investigaciones futuras seguirán centrándose en esta importante 
cuestión. Pero una importante investigación realizada por los politólogos Joan Font 
y Clemente Navarro ofrece conclusiones potencialmente preocupantes. Font y 
Navarro (2013) encuentran que en España los ciudadanos que realmente han 
participado en dichas instituciones tienen una visión más crítica de su 
funcionamiento que sus homólogos de la ciudadanía española que carecen de dicha 
experiencia. Los trabajos comparativos y teóricos tienden a asumir que el 
entusiasmo de los ciudadanos por la participación aumentará con la experiencia 
real, pero el examen sistemático de los datos disponibles realizado por Font y 
Navarro los lleva a conclusiones bastante diferentes para el caso español, un 
resultado empírico que establece una divergencia entre España y otros casos 
nacionales. Por supuesto, España es un país de tamaño moderado y muy variado 
internamente; se pueden encontrar excepciones locales a muchos patrones 
generales del país. Pero resulta claro que hay algo en el funcionamiento cotidiano 
de las posibles instituciones participativas que parece apagar el entusiasmo 
potencial de la mayoría de los participantes. Las implicaciones de la investigación 
de Font y Clemente parecen muy congruentes con el análisis de Baiocchi y Ganuza. 

El caso portugués también ha sido escenario de muchas iniciativas de 
prepuesto participativo, algunas de las cuales fracasaron, al menos temporalmente. 
Sin embargo, con el tiempo los experimentos de este tipo se han hecho más 
comunes y han tenido cada vez más éxito. En su importante análisis de las 
experiencias portuguesas con los presupuestos participativos, Lopes Alves y 
Allegretti (2012) destacan la importancia analítica de identificar y explicar los 
casos de inestabilidad en estas iniciativas. Señalan varias deficiencias en el 
historial general portugués de presupuestos participativos, entre ellas el carácter 
inicialmente arriba/abajo de muchas iniciativas y la ausencia de documentos 
normativos generados internamente capaces de definir el alcance y los 
comportamientos de los instrumentos o instituciones en cuestión. Sin embargo, su 
análisis también especifica importantes componentes positivos del historial 
portugués. Las iniciativas de participación presupuestaria que obtienen un estatus 
de codecisión —dotando a los nuevos órganos de participación de auténticas 
funciones decisorias— han tendido a consolidarse, en algunos casos en ciudades 
importantes como Lisboa. Pero lo que quizá sea más importante es que en el caso 
portugués un cambio de partido de gobierno a nivel municipal no ha ejercido 
ningún efecto significativo sobre la continuidad de las iniciativas participativas 
preexistentes. Aunque los estudios sobre otros países han planteado a menudo la 
hipótesis de un impacto importante del cambio partidista en el control del 
gobierno municipal sobre la interrupción de las iniciativas de presupuesto 
participativo, su análisis de los datos para Portugal no muestra tal efecto. De hecho, 
observan que: "Un gran número de experiencias de presupuesto participativo son 
promovidas por autoridades locales gobernadas por mayorías conservadoras” 
(2012: 7). En el caso portugués, la introducción de formas razonablemente sólidas 
de participación presupuestaria ha sido tratada como políticamente normal por los 


actores políticos desde posiciones ideológicas de izquierda a derecha. Numerosos 
políticos y ciudadanos de todo el espectro ideológico han acogido este tipo de 
profundización democrática como totalmente congruente con su concepción de la 
democracia. La experiencia española hasta la fecha parece claramente menos 
prometedora. 

En Portugal, el crecimiento y la consolidación de iniciativas de este tipo en 
muchas ciudades y pueblos, a menudo con importantes poderes de decisión, se ha 
complementado con el desarrollo de los presupuestos participativos a nivel 
nacional. Se invita a los ciudadanos a ofrecer propuestas y a votar las alternativas, 
ya sea a través de la página web nacional del presupuesto participativo o en 
reuniones locales. En septiembre de 2017, la primera votación participativa 
nacional concedió fondos públicos a 38 proyectos, entre ellos uno que se denominó 
“Cultura para todos”. Los promotores de este proyecto, miembros de una 
asociación cultural con sede en la pequeña ciudad de Óbidos, habían propuesto 
ofrecer cheques culturales a los jóvenes de 18 años y vales de libros a quienes 
donasen libros usados a las bibliotecas públicas. La victoria de su proyecto en la 
votación participativa a nivel nacional tuvo una amplia repercusión en la prensa 
nacional y se difundió por Internet en el sitio web oficial55. La concepción 
portuguesa de la práctica democrática ha favorecido el desarrollo de iniciativas que 
incorporan a los ciudadanos de a pie en la toma de decisiones presupuestarias y ha 
vinculado de forma muy explícita esta tendencia a un enfoque inclusivo de la esfera 
cultural. 

Al mismo tiempo, en España hay datos de encuestas relativamente recientes 
que confirman elementos importantes de la evaluación de este libro sobre la forma 
predominante de entender y practicar la democracia en el país. Una fuente 
importante sobre las perspectivas de los titulares del poder institucional español se 
encuentra en el amplio programa de encuestas sobre las élites parlamentarias 
dirigido por el sociólogo Xavier Coller con la colaboración de Antonio Jaime, 
Leonardo Sánchez, Fabiola Mota, Guillermo Cordero y otros (Coller, Jaime y Mota, 
2016; Cordero, Jaime-Castillo y Coller, 2016). Aunque en algunos aspectos su 
visión de las élites del país es relativamente positiva, toman nota de las tendencias 
jerárquicas y no inclusivas en el reclutamiento de candidatos a cargos 
parlamentarios y en las relaciones internas de los grupos parlamentarios. En un 
resumen de sus conclusiones más importantes (Coller, Jaime y Mota, 2018: 10) 
destacan, entre otros puntos, los niveles extremadamente pronunciados de 
disciplina de partido dentro de los grupos parlamentarios y el carácter del 
reclutamiento de candidatos que tiende a ser al mismo tiempo descentralizado y no 
inclusivo. Así, incluso las iniciativas descentralizadoras han tendido a dejar el 
poder político en manos de élites relativamente excluyentes y jerarquizadas. 


La práctica dentro de dos instituciones secundarias: los medios de 
comunicación y las escuelas 


A continuación, pasamos a analizar las evidencias sobre la práctica en dos 
instituciones secundarias que tienen una especial relevancia teórica para las 


preocupaciones de este libro: los medios de comunicación y el sistema educativo, 
especialmente en la enseñanza secundaria. Estas instituciones tienen una 
relevancia especial para nosotros por dos razones muy diferentes. En primer lugar, 
tanto los medios de comunicación como el sistema escolar tienen inmensas 
implicaciones para el cumplimiento de las múltiples promesas de la democracia. 
Una cobertura informativa de alta calidad e inclusiva es esencial para que los 
ciudadanos se informen plenamente sobre los asuntos públicos como condición 
previa para una participación cívica activa. El sistema educativo público también 
tiene un papel vital que desempeñar en la democracia; solo un compromiso activo 
de las escuelas y los profesores con el desarrollo de las capacidades cívicas de los 
estudiantes puede crear una ciudadanía ampliamente competente y comprometida. 
Las familias y las organizaciones voluntarias pueden activar el potencial cívico de 
muchos ciudadanos, pero no de todos los ciudadanos. Las escuelas activas, 
comprometidas con la creación de capacidades ciudadanas, son esenciales para que 
la competencia ciudadana llegue a aquellos individuos y grupos que quedan 
relativamente al margen de estas y otras fuentes de activación política. Pero si estas 
dos instituciones secundarias tienen un papel vital que desempeñar en la 
facilitación de una forma inclusiva de práctica democrática en la política en 
general, también son el escenario de sus propias formas internas de práctica. 
Sostengo que son precisamente aquellas entidades educativas y periodísticas en las 
que las prácticas institucionales internas son más participativas y antijerárquicas 
las que contribuyen con mayor fuerza a la inclusión política en el conjunto de la 
sociedad. En otras palabras, estas dos instituciones secundarias son contextos clave 
en los que se manifiesta —y se reproduce— la brecha ibérica de la práctica 
democrática. 

En The Civil Sphere, el distinguido sociólogo cultural Jeffrey Alexander 
articuló de forma muy persuasiva la importancia de los medios de comunicación: 
“El hecho de que se produzcan movimientos de protesta no garantiza, por sí 
mismo, que vayan a ser representados públicamente en los medios de 
comunicación, y mucho menos que vayan a ser representados de una manera 
civilizada que suscite la simpatía del público por el movimiento y la posible 
identificación con él” (Alexander, 2006: 296). Muy en consonancia con el resto de 
la práctica democrática posrevolucionaria e inclusiva de Portugal, los periodistas 
portugueses se han comprometido a informar de las voces de todos los actores 
democráticos, incluidos los de medios económicos o poder político muy limitados. 
Como dijo la periodista y académica portuguesa Estrela Serrano: “Es legítimo que 
el “ciudadano común” sienta que la libertad de expresión y el derecho a la 
información deben implicar, también, su propio acceso a los medios de 
comunicación. De hecho, del equilibrio y la variedad de voces que se expresen en 
los medios de comunicación depende, también, la calidad de la democracia” 
(Serrano, 2006: 193). El doble compromiso con la inclusión y la imparcialidad es 
común entre los periodistas portugueses, lo que ayuda a explicar la cobertura 
obtenida por los inmigrantes que luchaban por salvar sus viviendas informales en 
Amadora y otros manifestantes con recursos de poder relativamente limitados en 
el caso portugués. Sin embargo, en España la cobertura informativa a menudo no 
cumple con este riguroso estándar portugués, tendiendo a veces a limitar la 
información sobre las voces de descontento. 


Las importantes investigaciones de Víctor Sampedro sobre la cobertura 
periodística en España de movimientos sociales como los ecologistas gallegos de 
Nunca Mais, los insumisos antiguerra que se resistieron al servicio militar 
obligatorio —y otros—, encuentran que el tratamiento de estos manifestantes en la 
prensa ha sido desigual y a menudo sorprendentemente limitado, proporcionando 
información sobre las tácticas disruptivas de los movimientos, pero a menudo no 
sobre sus preocupaciones y demandas de fondo (Sampedro, 1997; 2004). El 
análisis de Jaume Asens sobre la cobertura de la prensa del movimiento okupa de 
Barcelona ha arrojado resultados similares (Asens, 2004). Enric Bastardes, líder 
de la Federación española de Sindicatos de Periodistas cuando lo entrevisté, 
explicó que el desinterés de los directivos de los medios de comunicación por las 
voces de la protesta, y la falta de voluntad de la mayoría de los periodistas de base 
para desafiar a esos directivos, produjeron conjuntamente el tipo de cobertura que 
las manifestaciones reciben en España56. Algunos periodistas han denunciado 
presiones desde arriba para manipular o limitar la cobertura de las noticias. Se 
quejan de exigencias jerárquicas por parte de los directores de sus periódicos o 
televisiones57. Los periodistas portugueses, por el contrario, informan de las 
noticias de forma relativamente no partidista e inclusiva, como se ha sugerido 
anteriormente. ¿A qué se debe esta diferencia? 

Entrevisté a periodistas de base y a ejecutivos de la prensa en Portugal para 
abordar esta cuestión58 y todos contaron esencialmente la misma historia. Los 
periodistas se sienten libres de informar de la manera que consideren oportuna e 
insisten en su derecho a hacerlo. Los directores de los medios de comunicación 
solicitan regularmente la opinión de los periodistas de base y se someten a sus 
instintos como reporteros. Este modelo de práctica participativa y no jerárquica 
dentro de los medios de comunicación portugueses es congruente con la estructura 
institucional de los medios de comunicación, en la que los periodistas eligen a sus 
representantes en los consejos de redacción de cada entidad informativa. Sin 
embargo, la práctica en sí misma es aún más participativa e inclusiva de lo que 
dictan las normas institucionales formales. Los consejos de redacción elegidos 
oficialmente solo tienen funciones de consulta. Sin embargo, incluso en los casos 
en los que no existen tales consejos —como en el caso de Radio Renasenca, donde 
Arsenio Reis, un periodista radiofónico al que entrevisté en colaboración con 
Manuel Villaverde Cabral, había trabajado antes de pasar a la radio TSF— los 
periodistas insisten en el derecho a decidir cómo informar de las noticias. 

Los periodistas que entrevisté en Portugal señalaron que esta práctica de 
control de facto de los reporteros sobre el contenido completo de las noticias 
comenzó durante la revolución, y ha continuado. Cuando entrevisté a José Manuel 
Fernandes, entonces redactor jefe del periódico Público portugués, el principal 
periódico diario de calidad del país, él subrayó que los periodistas de su periódico 
se sentían totalmente cómodos discrepando operativamente con personas como él 
en posiciones de autoridad. Añadió que es importante que los periodistas escuchen 
a la gente con poco poder y que informen de las noticias en consecuencia. Al 
explicar59 el enfoque generalmente inclusivo y políticamente independiente de la 
información en RTP, la cadena estatal de televisión portuguesa, António Luís 
Marinho, en aquel momento director de Noticias e Información, atribuyó estas 
cualidades a las presiones de los periodistas y del público60. En cambio, los 


periodistas españoles suelen tener una autonomía todavía más limitada en la 
práctica que en la teoría. En algunos medios de comunicación, los comités de 
redacción electivos destinados a representar a los periodistas han quedado vacíos 
debido a la falta de voluntad de los periodistas de presentarse a la elección a dichos 
puestos61. La diferencia entre los dos países en la práctica periodística es mayor 
que el contraste entre ellos en la estructura formal de las instituciones destinadas a 
salvaguardar la profesionalidad y la autonomía de los reporteros. Por lo tanto, la 
conducta real de los periodistas y sus superiores dentro de los medios de 
comunicación proporciona una fuerte evidencia de la divergencia ibérica en la 
práctica democrática y, al mismo tiempo, contribuye a mantenerla. 

La práctica institucional dentro de las escuelas públicas de los dos países 
también varía considerablemente en formas que exceden lo que uno podría esperar 
basándose en una lectura estricta de las regulaciones institucionales formales 
actuales en los dos casos (Fishman y Lizardo, 2013). En el análisis teóricamente 
más elaborado y holístico hasta la fecha del sistema educativo portugués, el 
sociólogo de la educación Stephen Stoer ha argumentado que la revolución dejó 
como legado dentro de las escuelas un ethos participativo que influye en los 
profesores, estudiantes y administradores: "Una pedagogía radical que trató de 
fomentar la libertad personal y la autonomía de los estudiantes” (Stoer, 1982: 17). 
Un destacado sociólogo español de la educación, cuyo trabajo se centra en la 
práctica dentro de las escuelas, ha argumentado que en España la práctica y el 
entendimiento relativamente jerárquico se vio reforzado dentro del escenario de 
democratización del país (Fernández Enguita 1987 y 1993). Su investigación y la de 
otros sociólogos (Doz Orrit, 1995; Morgenstern de Finkel, 1995; O'Malley, 1995) ha 
defendido que incluso cuando las reformas institucionales oficiales han 
pretendido promover una pedagogía innovadora y de capacitación, la práctica real 
dentro de las escuelas ha ido sustancialmente a la zaga de dichas iniciativas de 
reforma. Una vez más, la práctica dentro de una institución secundaria crucial 
confirma los argumentos más amplios de este libro. 

Mis entrevistas dentro de las escuelas españolas y portuguesas confirmaron 
con fuerza el contraste señalado en la literatura. Luis Costa, profesor de Educación 
Cívica y de Educación Física en la ciudad portuguesa de Quelluz, a las afueras de 
Lisboa, sobre el funcionamiento de los órganos electivos dentro de las escuelas, 
reflexionó: "Hay mucha discusión, mucho desacuerdo, muchas horas. Se necesita 
mucho tiempo para llegar a un consenso; intentamos llegar a un consenso”62. 
También relató que explicaba a los alumnos sus derechos y las formas de 
manifestarse para defender sus derechos. También informaba a los alumnos de las 
manifestaciones programadas en Lisboa63. Una concepción expansiva de la 
práctica democrática era intrínseca a su práctica educativa. La comprensión de la 
educación como un esfuerzo innovador de creación de capacidades es ampliamente 
compartida por los profesores portugueses. Hablando de sus alumnos, Sara, 
profesora de Filosofía en un instituto de Lisboa, explicó: “Intentamos abrir sus 
mentes para que piensen por sí mismos, no como sus padres. El profesor es alguien 
que intenta desarrollar las capacidades de los alumnos y no se limita a transmitir 
información”64. Muchos profesores españoles también se sienten llamados a 
desempeñar ese papel —como demostraron mis entrevistas en España—, pero otros 
colegas suyos tienen una concepción más tradicional centrada en los contenidos de 


sus responsabilidades curriculares como profesores. Aunque lo más importante es 
que incluso los profesores españoles a los que les gustaría activar las capacidades 
de los alumnos de forma creativa pueden encontrar resistencia por parte de sus 
colegas o de los administradores, lo que hace que esta práctica sea difícil de 
mantener en muchos contextos. Elvira, una profesora madrileña comprometida 
con los esfuerzos innovadores para despertar las capacidades de los estudiantes, 
informó en nuestra entrevista que pudo perseguir ese objetivo con éxito en una 
escuela en la que había enseñado gracias al apoyo de sus colegas, pero no en otra en 
la que faltaba ese apoyo65. En un caso más desalentador, una profesora que 
pretendía ser innovadora, en la escuela pública más prestigiosa de una capital de 
provincia, lamentó que tanto las actitudes jerárquicas como la rigidez profesional 
de algunos profesores y administradores se interpusieran en sus intentos de 
despertar las capacidades culturales de los alumnos66. Ninguno de los profesores 
portugueses a los que entrevisté informó de tales impedimentos o desalientos. 

Otros tipos de evidencias apuntan en la misma dirección. Las investigaciones 
sobre el profesorado ofrecen una confirmación sistemática de los contrastes 
fundamentales entre los dos países en la práctica de las escuelas. TALIS, una 
encuesta transnacional de profesores patrocinada por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), encuentra una gran diferencia 
en la forma de evaluar a los profesores. Los profesores portugueses son mucho más 
propensos que sus homólogos españoles a informar de que los comentarios de los 
alumnos (82,7% en Portugal frente al 54,9% en España) y de los padres (73,3% 
frente al 59,7%) desempeñan un papel importante en sus evaluaciones 
profesionales. La inclinación portuguesa por escuchar atentamente las voces de los 
estudiantes no se ha limitado a las evaluaciones formales de los profesores. En 
noviembre de 2016, el ministro de Educación portugués, Tiago Brandáo Rodrigues, 
celebró una gran reunión orientada al debate con estudiantes en Leiria, una ciudad 
del centro de Portugal. Después de esta sesión de escucha denominada “La voz de 
los estudiantes”, el ministro prometió posteriormente repetir la experiencia con 
regularidad y recibió el estímulo de la OCDE al respecto67. El posible impacto de 
esta práctica de inclusión en, al menos, algunos de los estudiantes implicados 
queda patente en las palabras de un alumno presente en la asamblea de Leiria, 
relatadas por el ministro: “No queremos ciudadanos formateados, queremos 
ciudadanos del mundo”68. 

La práctica institucional, tanto en las escuelas como en los medios de 
comunicación, ha sido más participativa, desjerarquizada e inclusiva en Portugal 
que en España. Este patrón de contraste es, en parte, un reflejo de los caminos 
altamente divergentes hacia la democracia en los dos casos, tal como se analizó en 
el segundo capítulo. Pero este contraste entre los sistemas escolares y los medios 
de comunicación ejerce claramente efectos de retroalimentación en los dos 
sistemas democráticos, tendiendo a reforzar y reproducir el patrón más amplio de 
diferencia entre España y Portugal. Los legados de los dos caminos hacia la 
democracia no se limitan a los contrastes institucionales formales; se reflejan en la 
práctica real dentro de las instituciones formales. La diferencia entre los dos países 
en su forma predominante de práctica democrática no se limita a la política en el 
sentido más estricto del término, sino que se refleja y se experimenta en una gama 
más amplia de entornos sociales. Lo que ocurre dentro de las escuelas, las 


organizaciones mediáticas y otras instituciones o lugares secundarios tiene la 
capacidad de incidir e influir en el significado, la práctica y el alcance inclusivo de 
la democracia en los dos países. 

Sin embargo, no basta con establecer la gran diferencia entre los países 
vecinos en cuanto a la conducta y el entendimiento de los actores clave. También es 
crucial analizar las consecuencias de la brecha ibérica en la práctica democrática 
para las políticas públicas y los resultados sociales reales. Lo haremos en el 
siguiente capítulo, examinando el empleo, los resultados distributivos, el gasto 
público, las prácticas cívicas a nivel individual y los gustos culturales. El contraste 
en las formas predominantes de práctica democrática resulta tener un impacto en 
numerosos resultados sociales importantes. 


Capítulo 4 e sa : 
Cómo la práctica democrática impacta 


Introducción 


Las grandes diferencias que identifico entre Portugal y España en cuanto a la forma 
en que los actores entienden la democracia, hacen uso de sus libertades e 
interactúan con otros implicados en la acción política serían una adición 
superficial y relativamente insignificante al estudio de la democracia si no 
encontráramos evidencias de que tales contrastes tienen consecuencias reales para 
muchos otros resultados relevantes. En este capítulo pasamos a considerar una 
serie de ámbitos de impacto, mostrando cómo la práctica democrática es 
importante para una amplia gama de resultados. Nos centramos aquí en algunos 
resultados identificables mucho después del final del periodo de transición y 
consolidación, pero antes de que un importante choque exógeno —la Gran 
Recesión de 2007-2009 y la crisis del euro iniciada por esta— planteara nuevas 
cuestiones sobre la naturaleza de la democracia en los casos de la península ibérica 
y del resto del sur de Europa. El impacto de la brecha ibérica de práctica 
democrática en la política de crisis, sobre todo a partir de 2010, es el tema del 
capítulo cinco; el capítulo seis examina el impacto de la práctica democrática 
española en la crisis catalana. Aquí nos ocupamos del desempleo, la desigualdad 
económica, el gasto social, la vivienda, la práctica cívica y los gustos culturales. 
Todas estas son cuestiones sobre las que existen datos concretos, lo que nos 
permite examinar la naturaleza de las diferencias entre los países y buscar 
explicaciones coherentes con los datos disponibles. También retomamos y 
analizamos las posibles objeciones al argumento aquí expuesto. En dos de los temas 
tratados en este capítulo —los gustos culturales y la práctica de la ciudadanía— llevé 
a cabo investigaciones en plena colaboración con expertos académicos en el área en 
cuestión. En este capítulo incluyo un análisis de los resultados de esas 
colaboraciones y de las principales conclusiones que produjeron. 


La paradoja ibérica del empleo 


La diferencia entre los dos casos de la península ibérica que ha atraído el mayor 
interés académico es, sin duda, la paradoja ibérica del empleo. El desempleo ha 
sido mayor en España que en Portugal durante prácticamente todo el periodo 
posautoritario. Solo durante un breve tiempo a finales de 2006 y principios de 
2007 —en un periodo insostenible de rendimiento por encima de lo normal de la 
economía española en el contexto de una peligrosa burbuja inmobiliaria y de la 
construcción (Fishman, 2012b; Royo, 2013; Buendía, 2018)— se invirtió la posición 
relativa de los dos países, pero esa inversión excepcional de posiciones resultó ser 
de poca duración. Durante el año siguiente, el desempleo portugués descendió, 
mientras que el español inició un rápido ascenso hasta niveles muy superiores al 
20%. Como muestran los datos del gráfico 2, la ventaja de Portugal en materia de 
empleo ha sido prácticamente constante y, por lo general, de una magnitud 
considerable. De hecho, el punto de partida de la disparidad se remonta a la 
situación anterior a la cobertura que ofrecen los datos de Eurostat que aquí se 
presentan. 


Gráfico 2 
Desempleo. España y Portugal (1987-2017) (% de la población activa) 
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Fuente: EUROSTAT-Base de datos-Empleo y desempleo-une_rt_a-. 


Esta pauta de diferencia sostenida y considerable en la tasa de desempleo es, 
obviamente, una cuestión de gran importancia. Al fin y al cabo, el impacto positivo 
del empleo no se limita a la remuneración que proporciona un puesto de trabajo, ni 
a la relación entre la tasa de empleo y otros resultados económicos agregados 
favorables. El trabajo puede proporcionar a los empleados cierta medida de 
realización, dignidad e integración social. Además, un alto nivel de desempleo 
prolongado —como en el caso español— puede producir un daño estructural 
duradero para la economía (Dutt y Ros, 2007). A pesar de las numerosas 
similitudes entre ambos países, durante el periodo posterior a la transición, 
Portugal ha conseguido en ocasiones tener una de las tasas de desempleo más bajas 
de Europa, mientras que el desempleo en España ha sido sistemáticamente alto, 
excepto durante el breve periodo de tiempo al final de la insostenible burbuja 
económica. La gran burbuja de la construcción de los años inmediatamente 
anteriores a la Gran Recesión en efecto enmascaró los problemas subyacentes de la 
economía española (Fishman, 2012b). El interés generalizado de los estudiosos por 
explicar este puzle tiene un amplio fundamento. Economistas reconocidos 
(Blanchard y Jimeno, 1995; Bover, García-Perea y Portugal, 2000; Silva Lopes, 


2003) junto con sociólogos y politólogos (Bermeo, 1998; Cameron, 2001; Esping- 
Andersen, 2000; Fishman, 2010; Glatzer, 2000) se han visto atraídos por el 
análisis del puzle de la brecha ibérica del empleo. Los economistas que han 
contribuido a esta literatura han buscado mayoritariamente explicaciones 
centradas en los costes laborales y los pagos de indemnizaciones por desempleo, 
siendo generalmente más elevados estos costes en una España más desarrollada 
económicamente que Portugal, especialmente antes de la década de 1990. Una de 
las versiones del argumento de los economistas también defendía que los 
sindicatos españoles eran más fuertes que sus homólogos portugueses —a pesar del 
menor porcentaje de afiliación en España—, lo que supuestamente desincentivaba 
a los empresarios a crear puestos de trabajo. Sin embargo, el equipo de 
economistas más distinguido que ha escrito sobre el tema, el de Blanchard y 
Jimeno, reconoció que su enfoque no podía explicar gran parte del contraste entre 
Portugal y España. 

Las dificultades con la explicación económica ortodoxa, y su premisa de que el 
alto desempleo español es principalmente atribuible a los costes laborales o a las 
denominadas rigideces del mercado laboral, son considerables. En España, las 
comunidades autónomas con las mejores tasas de empleo, el País Vasco y Navarra, 
tienen los sindicatos más fuertes y algunos de los salarios más altos de toda España, 
junto con un régimen legal del mercado laboral que es exactamente igual al del 
resto del país. Sin embargo, sus tasas de desempleo están muy por debajo del resto 
del país y a menudo se han situado cerca del nivel de Portugal69. Desde una 
perspectiva más amplia, la investigación comparativa sobre el impacto de la 
regulación del mercado laboral en el empleo ha planteado considerables dudas 
sobre la supuesta existencia de un gran efecto negativo de los derechos legales ante 
despidos sin causa adecuada (Esping-Andersen y Regini, 2000). Además, la 
disparidad de los niveles de desempleo entre los países vecinos ha resultado ser 
sorprendentemente sostenido durante largos periodos de tiempo, incluso cuando 
la variación entre España y Portugal en algunos supuestos factores explicativos ha 
disminuido considerablemente en magnitud. De hecho, en los veintinueve años 
transcurridos entre 1970 y el año 1999 —cuando los dos países se incorporaron al 
euro y perdieron su autonomía monetaria— el nivel de vida medido por el consumo 
privado per cápita ajustado a la paridad del poder adquisitivo pasó en Portugal del 
55,2% de la media de la UE-1570 al 74,4% de la media de la UE-15, mientras que en 
España, durante el mismo periodo de tiempo, el progreso del nivel de vida fue 
mucho menor, pasando del 77,0% de la media de la UE-15 en 1970 al 79,2% en 
1999 (Barreto et al., 2000: 372). Incluso con la casi aproximación de los niveles de 
vida en los dos países en 1999, el desempleo seguía siendo más del doble en España 
en ese año. Además, a pesar de una larga serie de reformas del mercado laboral 
agresivamente liberalizadoras en España, y de las amplias posibilidades de 
contratación de trabajadores con contratos temporales que carecen de las 
supuestas rigideces de los contratos permanentes, el desempleo se ha mantenido 
obstinadamente alto en España. El contraste con las tasas de desempleo en 
Portugal ha sido muy duradero, lo que sugiere la necesidad de encontrar algún tipo 
de explicación sociopolítica que vaya más allá del estrecho enfoque en los costes 
laborales relativos o la regulación de los contratos laborales. 

Sostengo que la disparidad entre los casos en materia de desempleo es un 


ejemplo de una larga lista de resultados que reflejan la diferencia de los dos países 
en cuanto a la apertura relativa de los titulares del poder institucional a la presión 
social desde abajo. Es decir, que el contraste de los dos países en sus prácticas 
democráticas predominantes ha tendido a influir en una larga serie de decisiones 
políticas con efectos que, en promedio, han sido más favorables para los 
trabajadores y los potenciales desempleados en Portugal que en España. La 
disparidad entre los casos comenzó durante el propio periodo de transición cuando 
—enfrentados a circunstancias económicas muy difíciles en ambos países— los 
policy makers (es decir, el conjunto de expertos y de políticos con cargos 
institucionales de relevancia que conjuntamente formulan y toman decisiones 
sobre políticas públicas) responsables de la política económica pusieron 
abiertamente un mayor énfasis en la lucha contra la inflación en el caso español 
(Pérez, 1997; Royo, 2000; Ban, 2016) y un mayor peso en los esfuerzos por 
mantener el empleo en Portugal (Constancio, 2008). Ambos países se enfrentaban 
a una destrucción de empleo efecto de una importante recesión mundial, una 
inflación creciente y una intensificación de ambos fenómenos en función de las 
transiciones de régimen político. La crisis del petróleo de 1973-1974 había 
contribuido tanto a la inflación como a la recesión a escala mundial y los efectos se 
vieron agravados, al menos en cierta medida, en los casos de la península ibérica 
por las incertidumbres relacionadas con el cambio de régimen. Sin embargo, en los 
años siguientes los países vecinos desarrollaron respuestas políticas divergentes 
que reflejaban el contraste subyacente entre ellos en cuanto a las sensibilidades 
políticas predominantes. Enfrentados a fuertes presiones sociales desde abajo y 
percibiendo la necesidad de responder de alguna manera económicamente viable a 
esas presiones, los policy makers portugueses tuvieron fuertes razones para cultivar 
sus contactos profesionales con los mejores neokeynesianos estadounidenses. Fue 
Portugal quien sufrió la mayor tasa de inflación, especialmente en 1974, pero los 
policy makers del país priorizaron el empleo sobre el control de la inflación. Quizás 
el economista portugués más importante del periodo, el neokeynesiano 
profesionalmente reconocido José da Silva Lopes, que llegó a ser tanto ministro de 
varios gobiernos del país como gobernador del Banco de Portugal, ofreció pistas 
muy significativas en una importante entrevista con la periodista Sónia Lourengo. 
En dicha entrevista, Silva Lopes subrayó tanto la relevancia de la presión social 
desde abajo durante este periodo como la importancia operativa de sus repetidos 
esfuerzos por buscar y obtener el asesoramiento de expertos neokeynesianos 
estadounidenses, especialmente en MIT (Silva et al., 2006: 41-62). 

Los intercambios recurrentes entre, por un lado, economistas portugueses 
como Silva Lopes y otro destacado neokeynesiano, Vitor Constancio, y, por otro 
lado, importantes keynesianos estadounidenses como Robert Solow, Paul Krugman 
y otros, han influido mucho tanto en las recomendaciones concretas ofrecidas a los 
políticos portugueses como en la autoestima profesional de los economistas lusos 
implicados en la toma de decisiones políticas. Por el contrario, los economistas que 
trabajaban en el departamento de investigación del Banco de España se orientaban 
hacia paradigmas neoclásicos y monetaristas más ortodoxos71, un enfoque que ha 
influido en la formulación de políticas por parte de los dos principales partidos 
españoles (Pérez, 1997; Ban, 2016). La fuerte orientación de los policy makers en 
temas de la política económica española hacia el ordoliberalismo alemán tenía 


fuertes raíces en la historia de España (Ban, 2016). Así, aunque la inflación era más 
alta en Portugal que en España durante el periodo de transición, los policy makers 
portugueses optaron por dar prioridad a la lucha contra el aumento del desempleo, 
mientras que sus homólogos españoles tendieron a enfatizar el esfuerzo por 
contener la inflación, aunque al hacerlo acentuaran la destrucción de empleo 
iniciada por la crisis económica. El impacto económico de este punto de contraste 
se hizo evidente con la nueva crisis económica inducida por la crisis del petróleo de 
1979. En ambos países, los policy makers creían estar sirviendo a los intereses de 
sus países a largo plazo, pero lo hicieron de maneras muy diferentes y, en 1980, el 
desempleo español era significativamente mayor que el de Portugal, iniciando el 
puzle del empleo ibérico. 

Mientras que la mayoría de los economistas orientados a la formulación de 
políticas públicas en España daban por sentado que una mayor confianza en los 
mecanismos de mercado —como los inducidos por un mercado laboral fuertemente 
desregulado— resolvería en última instancia los retos económicos del país72, 
muchos de sus homólogos portugueses estaban convencidos de las ventajas de 
buscar formas de intervención y estímulo económico del Estado, capaces de 
promover el empleo y el crecimiento. En ambos casos nacionales, las perspectivas 
que predominaban dentro del conjunto de policy makers relevantes eran 
congruentes no solo con su comunidad epistémica científica, sino también con la 
predisposición de los líderes políticos a buscar formas de abordar —o, 
alternativamente, de ignorar en gran medida— las demandas sociales expresadas 
desde abajo. Hay que destacar también un gran contraste estructural, 
especialmente en los primeros años de la paradoja del empleo: los policy makers 
portugueses tenían a su disposición una gran base de recursos de la que carecían 
sus homólogos en la mayoría de las economías occidentales, incluida la española. 
Las nacionalizaciones del periodo revolucionario habían producido un gran sector 
estatal de la economía y un compromiso constitucional con la construcción de una 
economía socialista. La reprivatización estaba explícitamente prohibida hasta que 
se modificó la Constitución en 1989 para hacerla posible. El sector público incluía 
todo el sistema financiero portugués y también gran parte de la industria. Como ha 
subrayado Nancy Bermeo, el Estado portugués pudo utilizar su control de las 
empresas nacionalizadas para mantener los niveles de empleo en gran parte de la 
economía durante tiempos económicamente difíciles a finales de los años setenta y 
principios de los ochenta (Bermeo, 2001: 333-334). El sector financiero 
totalmente estatalizado también se utilizó enérgicamente para ampliar el crédito a 
las empresas en crisis con el fin de estimular la economía y limitar el aumento del 
desempleo. 

El uso agresivo de la expansión del crédito para mantener a las empresas en 
funcionamiento y minimizar cualquier posible despido de empleados durante la 
crisis económica fue, de hecho, un elemento importante de la intervención del 
Estado portugués durante la revolución y en los años inmediatamente posteriores 
(Mateus, 1998: 110). La fuerte dependencia inicial con el uso de este enfoque fue 
obviamente posible en gran medida por el control total del Estado sobre el sector 
financiero, una posición estructural que el Estado mantuvo hasta que las 
nacionalizaciones de la época revolucionaria fueron devueltas a manos privadas 
después de que la Constitución fuera modificada en 1989. La revolución permitió 


estructuralmente al Estado intervenir en la dinámica del mercado de un modo que 
no estaba al alcance de los policy makers españoles. En general, la búsqueda de la 
expansión económica, o al menos de la estabilidad, a través de la expansión del 
crédito era más adecuada para circunstancias excepcionales —que los actores 
podían esperar superar pronto— que para tiempos ordinarios, pero para ciertos 
propósitos cuidadosamente enfocados, como abordar las necesidades y las 
aspiraciones de crecimiento de las pequeñas y medianas empresas (pymes), el uso 
del crédito para promover el desarrollo era de interés continuo para algunos policy 
makers bien situados en Portugal. Este enfoque reflejaba una opinión común entre 
los estudiosos del desarrollo, muchos de los cuales han defendido que los sistemas 
financieros nacionales ejercen una influencia significativa en las tasas de 
crecimiento y empleo de los países en parte en función de su mayor o menor 
tendencia a atender las aspiraciones crediticias de las pymes (Stallings, 2006). De 
hecho, cuando uno de los principales responsables de la política económica de 
Portugal, Silva Lopes, fue nombrado para un puesto de liderazgo en el Banco 
Europeo de Reconstrucción y Desarrollo en 1991, abogó por el uso de préstamos 
bancarios con garantías estatales para las pymes en los países que entonces estaban 
en transición en Europa del Este, una recomendación que iba en contra de los 
instintos más convencionales de otros en puestos de liderazgo en el Banco con sede 
en Londres (Silva et al., 2006: 59-60). Sus instintos, y los de otros policy makers 
portugueses, iban en contra del pensamiento de libre mercado de los economistas 
neoliberales, que daban por sentado que la competición inducida por un mercado 
relativamente no regulada —en lugar de la intervención estatal en los mercados— 
generaría resultados económicos óptimos, tales como tasas sólidas de crecimiento 
y empleo. 

Los policy makers de Portugal, predispuestos por las presiones sociales desde 
abajo a buscar formas de promover activamente el empleo, se vieron favorecidos 
institucionalmente por las características del sistema bancario del país. Durante 
casi quince años, todo el sistema financiero fue estatal, pero incluso después de las 
privatizaciones de 1989-1990, el mayor banco del país, la Caixa Geral de Depósitos 
(CGD), siguió en manos públicas, facilitando su uso (o el de su filial, el Banco 
Ultramarino) para satisfacer las necesidades de crédito de las pymes. Emilio Rui 
Vilar, presidente del grupo Caixa Geral entre 1989 y 1995 —justo cuando la 
privatización del resto del sector financiero aumentó la importancia de la Caixa 
Geral para la elaboración de políticas innovadoras en favor del empleo— señaló la 
importancia de una de las principales filiales del gran banco: “Intentamos 
especializar el Banco Ultramarino en los créditos a las medianas y pequeñas 
empresas”73. Rui Vilar entendió que, para ser eficaz en esta estrategia, la Caixa 
Geral y su filial más especializada tendrían que desarrollar competencias 
especiales: “Los bancos necesitan conocer mejor la forma de gestionar las 
pequeñas empresas, su situación real. Nos esforzamos por encontrar formas útiles 
de determinar la solvencia de las pequeñas empresas. Formamos a los jóvenes para 
que fueran más capaces de obtener información precisa de las empresas”74. Más o 
menos al mismo tiempo que este esfuerzo portugués por utilizar un gran banco de 
propiedad pública para atender las necesidades de crédito de las pymes, el 
Gobierno socialista español optó por reprivatizar dos bancos que habían sido 
nacionalizados como medida de emergencia temporal. En España, los policy 


makers tendían a confiar en los grandes bancos del país para gestionar las 
necesidades de crédito en función directa de la lógica del mercado; los socialistas 
mantenían estrechas relaciones con los grandes bancos (privados) en esa época 
(Pérez, 1997). 

Los contrastes entre los policy makers portugueses y españoles en su gestión 
del sistema bancario plantean obviamente la cuestión de si este punto de diferencia 
se refleja de alguna manera en la experiencia de las pymes en los dos países. 
Afortunadamente, disponemos de datos de Eurostat sobre este punto precisamente 
para mediados de los años noventa. En 1996-1997, la ratio de fondos internos de 
las pequeñas empresas manufactureras era del 21,2% en Portugal y del 67,2% en 
España, mientras que la media de la Unión Europea era del 40,9% (Eurostat, 2001: 
161). Esto significa que las pequeñas empresas manufactureras españolas se veían 
obligadas a depender de fondos generados internamente para el 67,2% de sus 
necesidades, mientras que las empresas equivalentes de Portugal solo necesitaban 
cubrir internamente el 21,2% de sus necesidades de financiación y podían recurrir 
a fuentes de financiación externas, tales como los créditos bancarios, para el 78,8% 
restante. Con respecto a este indicador clave, tanto Portugal como España daban 
valores atípicos en el contexto de la Unión Europea, pero estaban situados en los 
extremos opuestos de la distribución europea. La predisposición de los policy 
makers y de las instituciones financieras portuguesas a atender las necesidades 
específicas de financiación de las pequeñas empresas, en lugar de confiar en que 
los mercados no regulados y los bancos privados se ocupasen de estos asuntos 
automáticamente, se reflejó con fuerza en estos datos. No es de extrañar que las 
pymes españolas se hayan quejado con frecuencia de que los bancos tienden a ser 
insensibles a sus legítimas necesidades de crédito, con consecuencias reales para 
su actividad económica?75. 

Dada la importante contribución de las pymes a la creación de empleo, el gran 
contraste entre los casos de la península ibérica en cuanto a las necesidades de 
crédito de dichas empresas parece estar relacionado con el historial superior de 
Portugal en el ámbito del empleo. Los policy makers portugueses de los dos 
principales partidos adoptaron también otras medidas para ayudar a las pymes, 
considerando este asunto como una política activa del mercado laboral favorable al 
empleo. El uso de los fondos estructurales de la Unión Europea desempeñó un 
papel importante en su estrategia. Paulo Pedroso, exministro de Trabajo del PS 
portugués, explicó: “Nosotros pusimos los fondos estructurales en la política 
nacional sobre el mercado laboral. Ellos [los españoles] no lo hicieron”76. Pedroso 
precisó que los gobiernos tanto del PS como del PSD habían utilizado los fondos 
estructurales para conceder subvenciones directas o préstamos a las pequeñas 
empresas. Esta política funcionaba principalmente a través del Ministerio de 
Economía y de Innovación y se consideraba una forma de perseguir el objetivo de la 
creación de empleo77. La preferencia de los policy makers españoles por utilizar 
los fondos estructurales para fines como las infraestructuras públicas tenía sus 
virtudes —como se destaca en el análisis de Boix (1998) sobre la formación bruta de 
capital interno en forma de infraestructuras públicas—, pero en cuanto al impacto 
de los dos enfoques sobre el empleo, el modelo portugués parece haber sido mucho 
más eficaz. 

La intervención directa del Estado en la dinámica económica —ya sea a través 


de las políticas de crédito, la gestión de las empresas públicas u otros medios— se 
hizo algo más difícil para los portugueses después de las reprivatizaciones de 
1989-1990, pero el cambio a gran escala que conceptualizo en el capítulo dos como 
la coda de la transición portuguesa resultó ser el punto de partida de una nueva fase 
de la política social portuguesa, centrada en la construcción de un estado de 
bienestar activo y redistributivo. En este objetivo, así como en la gestión del papel 
directo del Estado en la economía, los policy makers del país intentaron aplicar 
políticas favorables al empleo. Antes de pasar a analizar el estado de bienestar 
portugués y cómo sus objetivos redistributivos se han visto influidos por la práctica 
democrática inclusiva del país, examinaremos primero la cuestión parcialmente 
relacionada de cómo la dinámica de género ha contribuido a que Portugal tenga un 
historial superior de creación de empleo. 

El trabajo de Gosta Esping-Andersen (1999) sobre el empleo en las 
economías posindustriales proporciona la base teórica clave para entender cómo la 
rápida incorporación de las mujeres a la población activa en Portugal después del 
25 de abril ayudó a producir el rendimiento superior del país en la creación de 
empleo. Esping-Andersen sostiene que, en las economías posindustriales, un alto 
equilibrio de empleo requiere la externalización a la economía de una gran 
cantidad de trabajo tradicionalmente no remunerado de la familia. Con altos 
niveles de empleo de las mujeres, los hogares disponen de más fondos, pero menos 
tiempo que en el modelo tradicional de empleo del hombre como sostén de la 
familia. Numerosas tareas, como el cuidado de los niños y de la familia, la 
preparación de la comida y muchas otras, pueden ser realizadas externamente 
como parte de la economía de servicios o dentro de la familia, según el modelo 
operativo. Por esta razón, un aumento del empleo de las mujeres genera un gran 
efecto multiplicador, añadiendo más puestos de trabajo nuevos que los que son 
tomados por las nuevas incorporaciones a la población activa. Esping-Andersen 
ofrece un amplio apoyo empírico para demostrar que las diferencias entre países 
en el empleo agregado y en la presencia de mujeres en la población activa son 
plenamente congruentes con la teoría. En su análisis son posibles dos tipos de 
equilibrio de alto empleo: un modelo basado en el estado de bienestar con un 
importante empleo en el sector público de los cuidadores vinculados al estado de 
bienestar, o un modelo de mercado en el que todo el empleo relevante del sector de 
los servicios es proporcionado por el mercado privado. 

De manera crucial, el camino socialmente revolucionario de Portugal hacia la 
democracia generó rápidamente un importante aumento de la participación de las 
mujeres en la población económicamente activa. La transición a la democracia en 
España, marcada por el régimen, no produjo tal efecto. Los datos de la OCDE 
publicados en 2000 muestran que el nivel medio de participación femenina en la 
población activa entre 1970 y 1973, justo antes de las transiciones, era del 24,8% 
del total de la población activa en España, del 26,0% del total en Portugal y de una 
media del 33,3% en los países que finalmente formarían la UE-15 (OCDE, 2000: 
37). Durante el siguiente segmento temporal cubierto, 1974-1979, el nivel de 
presencia femenina en la población activa de Portugal había aumentado mucho 
hasta llegar al 38,6%, mientras que el nivel de España había aumentado solo 
ligeramente hasta el 27,9% y el nivel medio de la UE-15 había crecido hasta el 
35,7%. Con el paso revolucionario del autoritarismo a la democracia, Portugal 


había pasado rápidamente de ser un rezagado relativo en este importante indicador 
a una nueva posición situada por encima del nivel medio de la UE-15. Portugal era 
el único país del sur de Europa que superaba el nivel medio europeo en esa primera 
fecha posterior a la transición a la democracia. En esta medida clave, vinculada por 
Esping-Andersen al éxito nacional en la creación de empleo, Portugal —a 
diferencia de su vecina España— se había convertido en un líder europeo. 

Algunos estudiosos han tendido a suponer que este cambio se generó sobre 
todo por un efecto de sustitución impulsado por la participación de los varones 
portugueses en las guerras coloniales en África78, pero los datos disponibles —tal 
como se presentan aquí— parecen más coherentes con la afirmación de que la 
propia revolución fue el principal motor del fuerte y rápido aumento de la 
participación de las mujeres en la población económicamente activa. El trabajo de 
Virginia Ferreira (1998) ayuda a explicar por qué la revolución generaría este 
efecto. Las demandas sociales de las mujeres que surgieron en el contexto de la 
revolución condujeron a nuevas garantías legales para las trabajadoras. Los logros 
sociales de la revolución —que reflejan la capacidad de los actores anteriormente 
subordinados de ser escuchados por los que ostentan el poder— condujeron a 
medidas que tendían a facilitar la compatibilidad del trabajo y la familia, de forma 
muy parecida a lo que la socialdemocracia escandinava trató de hacer a través de 
una serie de medidas del estado de bienestar (Esping-Andersen, 1999). Además, la 
revolución creó rápidamente un aumento de la demanda interna debido a los 
grandes incrementos salariales instituidos en 1974 y a la congelación de los 
precios, todo lo cual debió crear mucha demanda económica nueva precisamente 
para el tipo de servicios externalizados que destaca el argumento de Esping- 
Andersen. Por lo tanto, el rápido aumento de las mujeres en la población activa con 
la transición democrática en Portugal, pero no en España, proporciona otra 
explicación de cómo la diferencia en las vías históricas hacia la democracia 
contribuyó a la paradoja del empleo (Fishman, 2010). En 2017, después de una 
espera de más de cuarenta años, los dos países habían convergido finalmente en 
este indicador79, tras un largo proceso de mejora de la tasa de participación 
femenina en el mercado laboral en España. Sin embargo, el sólido argumento 
económico de Dutt y Ros (2007) sobre el daño estructural duradero impuesto por 
un largo periodo de alto desempleo sugiere que la temprana incapacidad de España 
para igualar el éxito de Portugal en este indicador puede haber contribuido 
significativamente a la ventaja inicial portuguesa en la creación de empleo y —como 
resultado— a efectos duraderos de naturaleza ahora estructural. 

Desde el punto de vista de mi preocupación por las consecuencias sociales de 
la diferencia entre países en la práctica democrática, cabe una conclusión 
importante. Las preocupaciones de los trabajadores y de los sindicatos sobre la 
creación y protección de empleo fueron tratadas como una prioridad importante 
por los policy makers portugueses; en cambio, desde una fecha temprana, sus 
homólogos españoles dieron mayor prioridad a la lucha contra la inflación. Como 
se ha señalado anteriormente, esta diferencia llevó a los responsables de la política 
económica portuguesa a cultivar conexiones continuas con neokeynesianos 
estadounidenses técnicamente distinguidos y relativamente favorables a los 
trabajadores, mientras que los responsables de la política española buscaron en 
cambio orientación en paradigmas más ortodoxos y neoliberales. Luís Ángel Rojo, 


un distinguido responsable de la política económica española que ocupó el cargo de 
gobernador del Banco de España durante ocho años, expresó el pensamiento 
dominante en los círculos políticos españoles de forma sucinta cuando en 2010 
celebraba que la trayectoria económica de su país, en su análisis, mostraba los 
beneficios de haber sostenido la confianza en la creciente desregulación, la 
liberalización del mercado y la integración europea (Rojo, 2010). En ese momento, 
mientras algunos países ya se recuperaban de la Gran Recesión, España iniciaba un 
profundo descenso hacia una extensión masiva que destruía el empleo. Incluso 
bajo gobiernos del PSOE, el pensamiento económico neoliberal desempeñó un 
papel importante en la toma de decisiones, lo que provocó crecientes tensiones 
entre el partido y los sindicatos (Royo, 2000; Astudillo, 2001; Burgess, 2004; 
Hamann, 2012). De hecho, en España, la recurrente dependencia de policy makers 
en una oleada tras otra de liberalización del mercado laboral fue durante un tiempo 
considerable una cuestión de relativo consenso bipartidista. Una anomalía de la 
política económica española es la recurrente desregulación del mercado laboral, a 
pesar de que este enfoque no ha resuelto ni el pobre historial de creación de 
empleo del país ni la incapacidad de la economía para producir mejoras 
importantes de productividad (Fishman, 2012b). 

En cambio, en Portugal, como ha demostrado el importante trabajo de Miguel 
Glatzer (2000), durante el periodo de la década y media que estudió, las propuestas 
liberalizadoras de desregulación del mercado laboral tendieron a ser abandonadas 
en última instancia por las élites políticas en respuesta a la presión de los 
sindicatos. Las conclusiones de Glatzer —sobre la tendencia de los policy makers 
portugueses a abandonar los esfuerzos de desregulación de los mercados laborales, 
mientras que los policy makers españoles típicamente siguieron adelante con 
dichas iniciativas— son muy congruentes con el argumento de este libro sobre la 
práctica democrática. Después de todo, los sindicatos se opusieron firmemente a 
estos esfuerzos de desregulación neoliberal en ambos países, pero según el análisis 
empírico de Glatzer, su oposición tuvo mucho más éxito en Portugal que en España. 
Más recientemente, Jorge Sola (2013) ha realizado una importante investigación 
sobre las explicaciones por las repetidas reformas liberalizadoras del mercado 
laboral en España. Sola señala que, desde el punto de vista de las expectativas 
teóricas del enfoque de los recursos de poder, no se habrían esperado tales 
reformas bajo los gobiernos del PSOE, pero que, sin embargo, se produjeron. Esta 
tendencia tendría cierta lógica si el enfoque predominante español, que ha 
promovido remedios promercado para el déficit de empleo del país, hubiera 
resultado exitoso, pero dada la obstinada condición del país como un caso atípico y 
poco exitoso en el ámbito del desempleo, la repetida inclinación de los policy 
makers a ignorar las presiones desde abajo y seguir adelante con la desregulación 
parece anómala (Fishman, 2012b). En general, no se puede garantizar que las 
presiones desde abajo lleven siempre a decisiones políticas acertadas, pero en los 
casos de la península ibérica y en el ámbito específico de la política de empleo, el 
historial portugués de hacer caso a menudo de las presiones sociales desde abajo 
(al tiempo que los responsables políticos buscaban asesoramiento técnicamente 
distinguido sobre cómo hacerlo) ha tenido mucho más éxito que la tendencia 
española a ignorar dichas presiones. En el ámbito del empleo, la tendencia 
históricamente arraigada de Portugal hacia la inclusión política ha dado lugar a un 


resultado mucho mejor que la dinámica mucho menos inclusiva de la democracia 
española. 

El análisis de economía política de Sebastián Etchemendy (2011) ofrece una 
perspectiva interesante sobre asuntos relacionados. En su estudio comparativo de 
la política de liberalización económica en varios casos latinoamericanos, así como 
en España y Portugal, Etchemendy sostiene que los enfoques nacionales de la 
liberalización siguieron patrones bastante diferentes en los dos casos de la 
península ibérica. España —en su análisis— se ha caracterizado por ajustes 
dirigidos por el Estado y los gobiernos, mientras que Portugal se ha caracterizado 
por una dependencia más neocorporativista de la concertación que ha incorporado 
alos sindicatos en la formulación de políticas. Desde mi punto de vista, el contraste 
fundamental entre los casos identificado por Etchemendy se explica mejor por la 
tendencia generalizada portuguesa a la conversación en la esfera política 
yuxtapuesta a la menor inclinación española a adoptar esa práctica. Evidentemente, 
en España también se produjo cierta concertación en determinados contextos 
críticos (Fishman, 1990b; Royo, 2002; Hamann, 2012), pero la mayor dependencia 
sistémica de las conversaciones entre los sindicatos y el Gobierno que Etchemendy 
documenta para Portugal se ajusta al patrón más amplio identificado en este libro. 
Un punto de diferenciación que se manifiesta en el ámbito político económico es 
totalmente congruente con la división ibérica en la inclusión política, un fenómeno 
fundamentalmente cultural. 


La democracia ibérica y el desarrollo 
del estado del bienestar 


Una diferencia subyacente y en cierto modo persistente entre los casos ibéricos es 
relevante para la construcción del estado de bienestar: España ha disfrutado de un 
nivel de desarrollo económico algo superior al de Portugal durante todo el tiempo 
que abarca nuestro análisis —y también mucho antes (Prados de la Escosura, 2017; 
Freire Costa, Lains y Miranda, 2016)—. La diferencia no es grande cuando se 
yuxtapone con el rango mundial de distribución del PIB per cápita y además 
disminuyó en magnitud durante gran parte del periodo de vida política 
democrática después de las transiciones —especialmente hasta que los dos países 
perdieron su autonomía en la elaboración de la política monetaria con la 
incorporación al euro en 1999—. No obstante, manteniendo todo lo demás 
constante, esta variable debería producir un estado de bienestar algo más robusto 
en España, dada la demostrada tendencia media del desarrollo económico a 
promover el crecimiento del estado de bienestar80. 

Hay fuertes razones teóricas y comparativas para esperar que la democracia 
haya fomentado el desarrollo del estado de bienestar en ambos casos de la 
península ibérica y los datos muestran claramente dicho efecto, aunque el patrón 
histórico de crecimiento ha sido complejo. La literatura comparativa sobre este 
tema proporciona algunas razones para esperar dicho patrón. El importante libro 
de Huber y Stephens sobre la democracia, las constelaciones de poder y la 
desigualdad en América Latina y la península ibérica encuentra que el efecto 


significativo de la democracia sobre la distribución económica es claramente 
discernible solo después de aproximadamente veinte años de vida democrática 
(Huber y Stephens, 2012). En mi análisis, algunos efectos surgieron con bastante 
rapidez después de la transición democrática, pero otros han tardado en 
manifestarse plenamente por razones que se analizarán más adelante. El impacto 
inicial de la propia democratización fue más fuerte en Portugal que en España, 
según el análisis comparativo de Esping-Andersen (1994), pero tras el primer y 
rápido aumento del gasto social en el Portugal revolucionario esa pauta se invirtió 
rápidamente. Durante la década de 1980 el gasto social creció más rápidamente en 
España y el país superó a Portugal en las dimensiones y efectos de su estado de 
bienestar (Maravall, 1993; Guillen et al., 2003). 

No es difícil entender por qué el crecimiento del estado de bienestar fue más 
robusto en España durante la década de 1980. Durante este periodo de tiempo, 
gran parte de la política social portuguesa se centró en la intervención del Estado 
en la economía a través del gran sector nacionalizado, explícitamente vinculado al 
objetivo ideológico de construir el socialismo (De Sousa Santos, 1990). Este 
ambicioso proyecto planteó a los policy makers numerosos retos. El desarrollo del 
estado de bienestar, una cuestión que estaba en gran medida separada del esfuerzo 
por conseguir que la economía funcionara con éxito con un sector estatal grande y 
recientemente nacionalizado, no atrajo toda la atención que recibiría más tarde. 
Con el consenso bipartidista PS-PSD de finales de la década de 1980 a favor tanto 
de la reprivatización del importante sector nacionalizado como del giro hacia la 
construcción de un estado de bienestar ampliado, los compromisos sociales de la 
revolución se trasladaron del ámbito de la propiedad de las empresas y la 
intervención directa en la economía a la esfera más convencional del desarrollo del 
estado de bienestar (Fishman, 2010). 

Durante la década de 1990, posterior a las reprivatizaciones, el gasto social 
portugués a través del estado de bienestar aumentó rápidamente bajo los gobiernos 
del PS de centro-izquierda y del PSD de centro-derecha. En España, el gasto social 
a través del estado de bienestar siguió creciendo a principios de los años noventa, 
pero luego se estancó bajo los gobiernos primero del PSOE y luego del PP. Durante 
la década de los noventa, el gasto social creció mucho más en Portugal que en 
España. Tomando como base el nivel de gasto de 1990 en cada país y controlando 
por los cambios en los niveles de precios, en 1998 el gasto social había aumentado 
un 89% en Portugal y un 22% en España. Con el nuevo énfasis político (y 
esencialmente postsocialista) en la búsqueda de objetivos sociales a través del 
desarrollo del estado de bienestar, el país ibérico más pequeño estaba en camino 
de la creación de un estado de bienestar más robusto y más redistributivo que el de 
España. Esta diferencia entre los países se manifiesta en una serie de indicadores 
relevantes. 

Un primer paso útil para comparar el compromiso político con los gastos 
sociales en los dos casos es examinar el porcentaje del PIB recaudado en los 
ingresos fiscales totales. Este indicador es relevante por varias razones 
estrechamente relacionadas: como debería ser obvio, la capacidad de los estados 
para realizar un gasto social redistributivo de forma sostenida está delimitada por 
su recaudación fiscal. La capacidad política de los gobiernos para recaudar dinero 
de los individuos y organizaciones que disponen de recursos establece los límites 


de su capacidad para proporcionar recursos a los que carecen de ellos. Así, la 
voluntad política de los gobiernos para recaudar impuestos puede verse en parte 
como un reflejo de su atención social a los sectores de bajos ingresos y socialmente 
marginales. Huber y Stephens (2012: 66-68) ofrecen una clara evidencia empírica 
y un sólido razonamiento para la proposición de que incluso los impuestos en 
principio no redistributivos ofrecen el potencial de conseguir efectos 
significativamente redistributivos a través del impacto del gasto social. Por lo 
tanto, hay buenas razones para tratar este indicador como uno de verdadera 
importancia. Nos basamos en los datos de Eurostat sobre los ingresos fiscales 
totales de las administraciones públicas —la medida más amplia disponible— para 
incluir los impuestos recaudados por las entidades regionales y locales. Como 
muestran los datos del gráfico 3, durante los veinte años transcurridos entre 1995 y 
2015, los ingresos fiscales representan por término medio un porcentaje mayor del 
PIB en Portugal que en España. El patrón ha sido razonablemente consistente 
durante los 231 años que abarcan estos datos. Como porcentaje del PIB, la fiscalidad 
española superó a la portuguesa solo en cuatro de esos 21 años; los cuatro años de 
superación española coinciden con la insostenible burbuja española de la 
construcción y —como resultado— con un aumento del crecimiento económico por 
encima de la tendencia promedia, acompañado de un descenso temporal del 
desempleo crónicamente alto de España. Los ingresos fiscales en España fueron 
temporalmente más altos de lo normal durante el apogeo de la burbuja, pero esa 
situación resultó insostenible. 


Gráfico 3 


Ingresos fiscales totales (administraciones públicas). UE-15, España 
y Portugal (1995-2016) (% del PIB) 


30 


25 


0 
1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 20132014 2015 2016 
Año 


draacdanaos Zona euro (15 países) ----- España 
Fuente: EUROSTAT-Base de datos-Estadística de ingresos fiscales-gov_10a_taxag. 


Portugal 


Una vez que la crisis puso fin a la burbuja económica de España en 2008 
(Royo, 2013), la ventaja de Portugal en la recaudación de impuestos se reafirmó. En 
la mayoría de los años a partir de 2008, el país más pequeño recaudó entre un 2 y 
un 3% más del PIB en impuestos que España. Esta diferencia agregada se 
manifiesta también en el nivel de impuestos específicos. En el momento de 
escribir este libro, tanto el impuesto sobre el valor añadido como el tipo de 
impuesto sobre la renta aplicable a las rentas más altas fueron más elevados en 
Portugal. Volveremos a este tema en el próximo capítulo en el contexto de nuestro 


análisis de la política de la crisis económica en los dos países, pero por ahora el 
punto crucial es que la ventaja portuguesa en la recaudación de impuestos existió 
tanto antes como después del apogeo de la burbuja económica de España. La 
diferencia entre países en este indicador no es enorme, pero proporciona al estado 
del bienestar portugués una base algo más sólida que la de su homólogo español. 
También es importante señalar que la ventaja de Portugal sobre España en materia 
de impuestos no parece depender del partido en el poder en ninguno de los dos 
países; el patrón predominante de diferencia se ha manifestado bajo gobiernos 
tanto de izquierda como de derecha en ambos países. 

Los datos disponibles sobre el gasto público en medidas de protección social 
—el núcleo del estado de bienestar— son aún más relevantes para nuestros 
propósitos. Sin embargo, el análisis de este indicador plantea a los investigadores 
varias decisiones complejas. Los totales del gasto social pueden calcularse con o sin 
la indemnización por desempleo, y con o sin otros componentes como por ejemplo 
el gasto público en educación. El subsidio de desempleo es, sin duda, una forma de 
protección social de importancia crucial y, por ello, parece merecer ser incluido en 
las mediciones agregadas de la protección social que ofrece un determinado estado 
de bienestar nacional. Sin embargo, la cantidad gastada en indemnizaciones por 
desempleo en un año determinado depende tanto de las circunstancias económicas 
como de las preferencias políticas subyacentes. Además, los estados que tienen 
éxito en sus esfuerzos políticos para disminuir el desempleo reducen obviamente 
sus gastos en indemnizaciones por desempleo. Esa reducción del gasto refleja el 
éxito de la política de reducción del desempleo y no significa una falta de 
compromiso político para atender las necesidades de los trabajadores. Por lo tanto, 
también hay una fuerte justificación para excluir la compensación por desempleo 
de las medidas agregadas del gasto social. Examinaremos los datos en ambos 
sentidos. Existen otras opciones igualmente complejas a la hora de configurar la 
base de las comparaciones transnacionales del gasto social. Los datos de Eurostat 
presentan la financiación de la educación como un asunto separado, no incluido en 
las medidas agregadas del gasto social. Sin embargo, Huber y Stephens (2012) 
defienden con firmeza la afirmación de que el gasto en educación es una 
herramienta política de importancia central de los gobiernos que tratan de 
remediar la desigualdad social. Examinaremos los datos sobre el gasto en 
educación inmediatamente después de nuestro examen de los indicadores de 
Eurostat sobre la protección social. 

Como muestran los datos del gráfico 4, cuando incluimos la compensación 
por desempleo en las medidas agregadas de protección social, para los años 
examinados el estado de bienestar español fue inicialmente algo más generoso, 
pero los gastos portugueses convergieron con los de España a finales de los noventa 
y en 2001 los dos sistemas de bienestar eran esencialmente iguales en el porcentaje 
del PIB dedicado a la protección social. En 2003, bajo gobiernos de derechas de 
ambos países, el estado de bienestar portugués ya se mostró algo más generoso en 
la provisión de protección social. Después de esa fecha, Portugal mantuvo su 
ventaja en el gasto social o, en el peor de los casos, mantuvo la paridad con el estado 
de bienestar español; durante varios años, durante la crisis económica, el mayor 
nivel de desempleo de España generó un mayor gasto en indemnizaciones por 
desempleo, lo que elevó a España a la paridad con Portugal en el gasto total en 


protección social. Sin embargo, como muestran los datos presentados en el gráfico 
5, cuando excluimos las indemnizaciones por desempleo de nuestra medida de 
protección social, la ventaja de Portugal en otras formas de gasto social emerge con 
claridad. En este indicador, excluyendo los pagos por desempleo, el estado de 
bienestar de Portugal había demostrado su mayor fuerza en 2001 y mantuvo de 
forma sostenida la ventaja en el gasto social como porcentaje del PIB a partir de 
entonces. Esta ventaja —manifestada en circunstancias económicas y políticas muy 
divergentes, incluyendo épocas de crecimiento y de contracción económica— 
representó normalmente algo más del 2% del PIB anual. 


Gráfico 4 


Gasto de las administraciones públicas en protección social (con desempleo). 
UE-15, España y Portugal (1995-2016) (% del PIB)* 
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*La información sobre la UE-15 para los años 2006 hasta 2016 no se indica por separado en las estadísticas. Se utiliza la media calculada de los 15 
Estados miembros. 
Fuente: EUROSTAT-Base de datos-Gasto público por función-gov_10a_exp. 


Gráfico 5 


Gasto de las administraciones públicas en protección social (sin desempleo). 
UE-15, España y Portugal (1995-2016) (% del PIB) 
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*El gráfico refleja los resultados del gasto público en protección social menos la parte del gasto público en desempleo. 
Fuente: EUROSTAT-Base de datos-Gasto público por función-gov_10a_exp. 


Gráfico 6 


Gasto de las administraciones públicas en educación. 
UE-15, España y Portugal (1995-2016) (% del PIB) 
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Así, durante un mínimo de quince años, los gastos estatales de Portugal en 
protección social fuera del ámbito de las indemnizaciones por desempleo han 
representado un porcentaje del PIB sistemáticamente superior a los gastos de 
España en esas formas de protección social. Si, como se inclinan algunos 
estudiosos, conceptualizamos el gasto estatal en educación como un gasto social 
vinculado a las preocupaciones generales del estado de bienestar, la ventaja de 
Portugal sobre España aumenta considerablemente en magnitud. Como muestran 
los datos del gráfico 6, Portugal ha dedicado sistemáticamente un porcentaje del 
PIB al gasto en educación significativamente mayor que España. En la mayoría de 
los años, la diferencia entre países en el gasto en educación representa al menos el 
2% del PIB. Cuando añadimos la ventaja de Portugal en el gasto en educación a su 
mayor nivel de gasto social en asuntos distintos de la indemnización por 
desempleo, queda claro que una vez que los líderes políticos portugueses centraron 
su atención en la construcción del estado de bienestar —después de las 
reprivatizaciones de 1989-1990— construyeron de hecho un sistema de provisión 
social más sólido que su homólogo español. 

La pregunta obvia que plantean estos datos sobre el gasto es si los efectos del 
gasto público han sido realmente ventajosos para los sectores de bajos ingresos y 
socialmente marginales de la sociedad portuguesa. Hay varias maneras de abordar 
esa cuestión de importancia central, pero la más básica es examinar los datos de 
Eurostat sobre el porcentaje de la población en riesgo de pobreza en ambos países 
después de las transferencias del gasto público, el tema abordado por los datos 
presentados en gráfico 7. Al principio del periodo cubierto por estos datos de 
Eurostat, la pobreza era más común en Portugal que en España, incluso después de 
las transferencias del gasto público. Más adelante analizaremos por qué esto era así 
cuando hablemos de las consecuencias duraderas de la introducción 
históricamente retrasada del acceso universal a la educación en Portugal en la 
década de 1950 (Candeias el al., 2007). Pero durante la segunda mitad de la década 
de 1990 Portugal inició nuevos esfuerzos para abordar el problema de los ingresos 


gravemente bajos, reduciendo su tasa de pobreza después de las transferencias 
mediante el gasto social. En 2005, Portugal había conseguido reducir su tasa de 
pobreza después de las transferencias a un nivel inferior al de España. Este éxito en 
la reducción de la pobreza se ha mantenido en términos comparativos —cuando el 
país se compara con otros casos como el de España—, aunque en 2013 y 2014, bajo 
la influencia combinada de la crisis económica y la austeridad impuesta 
externamente, Portugal experimentó un aumento en su tasa de pobreza después de 
las transferencias. 

El éxito de Portugal en la reducción de la pobreza a partir de mediados de los 
años noventa se puso en marcha inicialmente con un programa de apoyo a la renta 
lanzado por el Gobierno socialista elegido en octubre de 1995 y luego modificado 
por los gobiernos posteriores. Los socialistas y los partidos a su izquierda apoyaron 
plenamente un importante programa de reducción de la pobreza. Además, en su 
mayor parte, los partidos a la derecha del centro portugués aceptaron el objetivo de 
alivio de la pobreza mediante el pago de ayudas a la renta. Los partidos portugueses 
discrepaban sobre varios elementos específicos de este enfoque político —por 
ejemplo, en lo que respecta a los requisitos de trabajo y al gasto presupuestario 
total dedicado a estas cuestiones—, pero en términos generales los partidos estaban 
de acuerdo en que el Estado debía dedicar recursos significativos a la ayuda a la 
renta de los pobres. En la democracia posrevolucionaria de Portugal, el objetivo de 
aliviar la pobreza mediante el gasto público recibió un apoyo político más amplio 
que en la vecina España, y los datos del gráfico 7 muestran los efectos de este punto 
de contraste. 


Gráfico 7 


Porcentaje en riesgo de pobreza después de las transferencias sociales. 
UE-15, España y Portugal (1995-2016) (% de la población)* 
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*La información sobre la UE-15 para los años 2006 hasta 2016 no se indica por separado en las estadísticas. Se utiliza la media calculada de 
los 15 Estados miembros. 
Fuente: EUROSTAT-Base de datos-Estadísticas de distribución de la renta-ilc_li02. 


Así, durante más de una década, y en circunstancias económicamente muy 
diversas, el estado de bienestar portugués ha mostrado una mayor capacidad que su 
homólogo español para reducir la pobreza. La diferencia entre países en los efectos 
reales no es enorme, pero es lo suficientemente grande como para ser perceptible 
de forma consistente. Un punto importante al que volveremos más adelante 


merece ser mencionado: durante casi todo el periodo en el que Portugal tuvo una 
clara ventaja en la reducción de la pobreza, los dos países fueron gobernados por 
partidos situados de forma similar en la dimensión izquierda-derecha de la 
variación. El PSOE gobernó en España desde 2004. hasta finales de 2011, cuando 
fue sustituido por un Gobierno del PP, que permaneció en el poder más allá de 
finales de 2015, cuando terminan nuestros datos. En Portugal, el PS ganó el poder 
en unas elecciones celebradas a finales de febrero de 2005 y luego perdió frente a 
una coalición de derechas del PSD y el CDS a mediados de 2011, el mismo año en 
que los socialistas españoles perdieron el poder. El PS recuperó entonces el poder 
gubernamental en Lisboa en noviembre de 2015, tras las elecciones celebradas a 
principios de octubre de ese año, pero este cambio se produjo justo antes de la 
finalización de los datos aquí examinados. Los dos países fueron gobernados por el 
mismo lado de la división política partidista durante algo más de diez años del 
periodo de once años en el que Portugal manifestó un historial superior en la 
reducción de la pobreza. Los países vecinos fueron gobernados por lados opuestos 
del espectro político durante algo menos de uno de esos once años. Á pesar del 
considerable poder explicativo del enfoque de las constelaciones de poder de Huber 
y Stephens (2012) —con su destacado enfoque en la ubicación ideológica de los 
partidos en el poder—, estos resultados sugieren claramente que otros factores, 
como los que aquí se destacan, también contribuyen a las diferencias de resultados 
entre Portugal y España. En el capítulo final analizo formas de combinar el enfoque 
explicativo de este libro con marcos más convencionales como el de Huber y 
Stephens. 

Por muy importantes que sean los resultados sobre la reducción de la pobreza, 
es útil mirar más allá de los esfuerzos por reducir la desigualdad económica o la 
pobreza como tal. Muchas de las demandas políticas de los sectores de bajos 
ingresos o socialmente marginales en una democracia no están directamente 
relacionadas con los ingresos, sino que se refieren a otras cuestiones, como la 
vivienda, por ejemplo. Defiendo que una serie de preocupaciones sociales distintas 
del nivel de ingresos, y ubicadas en la periferia del estado de bienestar, también 
atrajeron un mayor interés de los policy makers en Portugal que en España. Como 
sugiere el material analizado en el capítulo tres, esto es especialmente cierto en el 
ámbito de las políticas y regulaciones sobre la vivienda. Las evidencias de la mayor 
atención de los policy makers portugueses a las necesidades de vivienda de los 
actores de bajos ingresos y socialmente marginales no se limitan a los casos 
específicos mencionados en el capítulo anterior. Gran parte de las viviendas que se 
encuentran en Lisboa y Oporto —las dos ciudades históricamente más grandes del 
país— se han dedicado a unidades de alquiler bajo de propiedad pública. Los 
controles sobre los alquileres en las viviendas de propiedad privada también han 
sido más estrictos que en España y, cuando han surgido propuestas para reducir los 
controles de los alquileres, la asociación nacional de inquilinos del país ha sido 
incluida en las negociaciones políticas de alto nivel81. En cambio, en España, como 
han documentado los estudios de José Adelantado y Ricard Gomá (2000), los 
gobiernos de los dos principales partidos políticos han elaborado políticas más 
orientadas a promover la construcción de nuevas unidades y la propiedad 
individual o familiar que a ofrecer opciones de alquiler bajo en respuesta a las 
demandas sociales al respecto. Estos estudiosos señalan que a finales de la década 


de 1990 España tenía el nivel más bajo de gasto público en vivienda de la Unión 
Europea, pero el nivel más alto de propiedad privada de viviendas (ibíd.: 34,6). El 
enfoque más social de Portugal en la cuestión de la vivienda tuvo un impacto en la 
carga financiera de los hogares: en 2010, los datos de Eurostat sobre la distribución 
de los gastos domésticos entre numerosas partidas revelan que los hogares 
portugueses destinaron el 15,6% de sus gastos totales a la vivienda. Esta cifra era un 
8% inferior a la media del conjunto de los estados miembros de la Unión Europea y 
un 4,6% inferior ala de España82. 

Es evidente, pues, que la mayor sensibilidad social de los policy makers 
portugueses no se limita a las cuestiones que configuran directamente la 
distribución de la renta. De hecho, el impacto de la brecha ibérica en la práctica 
democrática sobre los resultados en la sociedad se manifiesta en terrenos 
relativamente alejados de la distribución de los recursos materiales —como 
veremos en breve—, pero antes de dedicar nuestra atención a tales asuntos es 
conveniente que examinemos primero las posibles objeciones al argumento 
expuesto hasta ahora. A pesar de todas las evidencias presentadas, hay elementos 
de la realidad empírica y de los argumentos académicos de otros estudiosos que 
podrían plantear dudas sobre las afirmaciones presentadas aquí, y ahora pasamos a 
considerar esas posibles objeciones. 


Contrapuntos: posibles objeciones al argumento 


La realidad empírica es de manera invariable, al menos, algo más compleja que las 
claras líneas de argumentación proporcionadas por las teorías que tratan de 
identificar y conceptualizar las principales líneas de causalidad de los resultados en 
la sociedad. Este es el supuesto teórico y metodológico del enfoque weberiano de 
las ciencias sociales, que suscribo plenamente (Fishman, 2007). Ni hay que decir 
que los asuntos que se abordan en este libro no son una excepción a esta 
proposición general: es posible encontrar éxitos importantes españoles y carencias 
portuguesas en asuntos de amplia preocupación social. El objetivo de teorías como 
la que se presenta en este libro debería ser identificar y explicar las regularidades 
probabilísticas. Si se encuentran excepciones a los patrones probabilísticos 
predichos, estas no invalidan necesariamente una teoría, pero es necesario sopesar 
los contrapuntos empíricos junto con las evidencias que apoyan el argumento 
central para evaluar una teoría. En esta sección intento identificar las principales 
objeciones posibles que creo que los lectores deberían poder considerar en su 
evaluación del argumento de este libro. 

La matización más importante que hay que introducir se refiere a los logros 
reales del estado de bienestar español. Como establece claramente el importante 
análisis comparativo de Huber y Stephens (2012), el éxito de España tras el 
franquismo en la contención de la desigualdad de ingresos y en la atención de 
muchas necesidades sociales básicas ha sido significativo. De hecho, ambos casos 
de la península ibérica abordaron las necesidades sociales —y persiguieron 
objetivos redistributivos— con mayor profundidad y éxito que los casos 
latinoamericanos con los que Huber y Stephens comparan a España y Portugal. 


Durante al menos algunos periodos de tiempo, España consiguió reducir la 
desigualdad, medida por el coeficiente de Gini, más que Portugal, y el sistema 
sanitario público español ha sido considerado por muchos un punto de referencia 
mundial. El éxito de los socialistas españoles en la consecución de estos objetivos 
refleja claramente al menos cierta preocupación del PSOE por el tipo de objetivos 
sociales que persiguen la mayoría de los partidos socialdemócratas o laboristas. 

Además, como establece de forma persuasiva el excelente análisis de Chhi- 
bber y Torcal (1997), allí donde el PSOE consiguió gobernar a nivel autonómico 
implementó políticas que atendían a los intereses sociales de los trabajadores y, en 
consecuencia, el partido recibió un fuerte apoyo del voto de clase por parte de los 
trabajadores. En los contextos autonómicos en los que los socialistas no 
consiguieron el poder, el voto de clase fue menor. Sin embargo, si ciertas 
preocupaciones convencionales de los trabajadores españoles fueron atendidas por 
los gobiernos socialistas, otros agravios no fueron tratados con receptividad. El 
modelo español predominante de práctica democrática limitaba la atención 
gubernamental a las voces públicas de descontento de todo tipo, y eso dejaba en 
especial desventaja a los sectores poco organizados o socialmente marginales. Así 
pues, las dinámicas institucionales destacadas por la teoría de los recursos y de las 
constelaciones de poder —con su énfasis en la fuerza de los partidos de izquierda y 
los sindicatos— proporcionaron una base para algunas políticas redistributivas y de 
orientación social, no solo en Portugal sino también en España. Sin embargo, 
muchas de las preocupaciones de los sectores de bajos ingresos y socialmente 
marginales fueron admitidas más plenamente en la agenda pública de Portugal que 
en la de España. Los recursos organizativos —en particular los de los trabajadores, 
los pobres, los inmigrantes y otros sectores socialmente subordinados— llegaron 
más lejos en sus logros en Portugal que en España. Ambos casos han tenido sus 
triunfos, pero en conjunto, la incorporación de las demandas articuladas por los 
sectores de bajos ingresos o de relativamente poco poder ha sido 
considerablemente mayor en Portugal, como sugieren claramente los datos y 
evidencias presentados en este capítulo. 

Los logros reales del estado de bienestar español pueden considerarse una 
matización parcial del argumento principal de este libro, que no invalida el 
argumento, sino que lo refina de forma que reconozca claramente la existencia de 
logros sociales significativos en este caso. Sin embargo, hay al menos una posible 
objeción que podría considerarse que introduce cuestiones significativas sobre el 
argumento central de este libro. Los datos sobre la desigualdad, y concretamente 
sobre el coeficiente de Gini, están disponibles de forma menos consistente para 
Portugal que para España, pero los datos de los años inmediatamente posteriores al 
cambio de milenio en el año 2000 apuntan a un aumento de la desigualdad en el 
caso portugués y a un coeficiente de Gini más alto que el de España, lo que indica la 
existencia de más desigualdad para esos años en el país ibérico más pequeño. De 
hecho, en su importante examen ampliamente comparativo de los costes sociales 
de la desigualdad, Wilkinson y Pickett (2010) identifican a Portugal como un caso 
de desigualdad relativamente alto. Esto plantea la razonable pregunta de cómo un 
país con un sistema político relativamente atento a las demandas de los sectores de 
bajos ingresos y socialmente marginales pudo experimentar un aumento de la 
desigualdad al menos durante los años posteriores al cambio de milenio. La 


magnitud del aumento está aún abierta al debate dada la escasez de datos 
disponibles y la tendencia de los datos más recientes a mostrar un patrón muy 
diferente que se analizará en el próximo capítulo. No obstante, la paradoja es real y 
merece nuestra atención. 

Ofrezco dos explicaciones principales para el aumento de la desigualdad en 
Portugal durante los primeros años después del cambio de milenio. La primera y 
más importante está relacionada con la conexión entre la desigualdad educativa y la 
de ingresos. En su exhaustivo análisis de la desigualdad en los casos de América 
Latina y la península ibérica, Huber y Stephens (2012) examinan estas dos formas 
de desigualdad. Su preocupación empírica por la desigualdad educativa se deriva de 
su énfasis en cómo las desigualdades de capital humano basadas en la educación 
condicionan fuertemente el nivel de desigualdad de ingresos dentro de una 
sociedad. Observan la considerable desigualdad de Portugal en el año 2000 en la 
distribución del capital humano y el nivel educativo (Huber y Stephens, 2012: 
128-132). Lo que hay que añadir a esta importante observación tiene que ver con 
una variable antecedente crítica: el problema subyacente se puede vincular 
directamente a la fecha muy tardía de la introducción del acceso universal a la 
educación en la década de 1950 bajo el Estado Novo autoritario (Candeias et al., 
2007). El patrón de desigualdad en los logros educativos en el año 2000 en Portugal 
era esencialmente un legado del periodo autoritario. Además, la expansión de la 
educación posprimaria de base amplia llegó incluso después de la década de 1950 
(Vieira, 2007). El acceso generalizado a la educación fue un desarrollo mucho más 
tardío en Portugal que en España, y en el año 2000 muchos ciudadanos 
portugueses de edad avanzada seguían limitados por ese viejo legado histórico, que 
se remonta al periodo autoritario. La expansión posrevolucionaria de la educación 
marcó fuertemente a los nacidos después de 1974, pero entre los nacidos bajo el 
régimen autoritario el acceso a la educación estaba muy débil y desigualmente 
distribuido. Por lo tanto, el esfuerzo por disminuir la desigualdad relativa de 
ingresos en Portugal implicó navegar con el viento en contra generado por la 
introducción históricamente tardía de un amplio acceso a la educación. 
Paradójicamente, el fuerte énfasis de la revolución en la mejora de la educación 
introdujo inicialmente la base de un nuevo tipo de desigualdad, especialmente a lo 
largo de líneas generacionales. La dinámica en cuestión es la de la curva de 
Kuznets: en ciertos niveles de desarrollo, el crecimiento y la mejora de la sociedad 
pueden aumentar la desigualdad porque las mejoras llegan a algunos sectores de la 
población antes que a otros, pero esa relación infeliz entre desarrollo y desigualdad 
se invierte más tarde a medida que el desarrollo avanza. Con el relevo generacional, 
esta vieja herencia histórica acabará por superarse por completo y las evaluaciones 
más recientes de los resultados educativos de Portugal han sido muy positivas83. 

Una segunda explicación paradójica de las dificultades de Portugal después de 
2000 con la desigualdad de ingresos medida por el coeficiente de Gini también 
merece nuestra atención. Esping-Andersen (2007) ha demostrado que cuando 
hombres y mujeres participan en la población activa en un número elevado, la 
desigualdad de ingresos en los hogares puede aumentar como resultado de la 
homogamia matrimonial o de pareja. Es decir, que la unión de dos ingresos 
relativamente altos en un hogar y de dos ingresos relativamente bajos en otro 
genera más desigualdad de ingresos en los hogares que la que existiría con un solo 


perceptor de ingresos en cada hogar. Dado que Portugal disfrutó durante mucho 
tiempo de una tasa de participación femenina en la población activa superior a la 
de España, este factor puede haber contribuido en cierta medida a las dificultades 
portuguesas para reducir el coeficiente de Gini del país. Con el reciente aumento 
de la presencia de las mujeres en la población activa española, esta base sociológica 
de la diferencia entre países ha desaparecido prácticamente. Así pues, hay 
explicaciones históricamente delimitadas para las dificultades temporales de 
Portugal en la reducción de la desigualdad de ingresos. Si esas dificultades 
reaparecen o persisten en el futuro, habrá que buscar explicaciones que tengan su 
origen en las instituciones políticas y económicas del país. Acudo a los datos más 
recientes sobre la desigualdad de ingresos cuando, en el próximo capítulo, 
examinemos la política de la crisis económica. 

Pasamos ahora a un argumento académico reciente sobre los contrastes entre 
Portugal y España que propone una interpretación fundamentalmente diferente de 
la presentada en este libro. En un libro titulado The Lefi Divided: The Development 
and Transformation of Advanced Welfare States, la politóloga Sara Watson ha 
argumentado que la economía política de Portugal —y el desarrollo de su estado de 
bienestar— debería considerarse un ejemplo de capitalismo de bienestar liberal, 
mientras que el caso español, según su análisis, es un ejemplo de capitalismo de 
bienestar protector. Watson defiende que la base de este contraste radica en la 
estructura inicial de los sistemas de partidos en los dos casos a partir de los años 
setenta y, en relación con ello, en la naturaleza de la competición entre centrales 
sindicales dentro del movimiento obrero; en su análisis, la presencia de una fuerte 
izquierda comunista en Portugal y su estrecha vinculación con el movimiento 
sindical proporcionó a los socialistas incentivos para moverse hacia el centro del 
espectro político, mientras que el estatus más débil de los comunistas en España 
canalizó la dinámica competitiva del sistema hacia una búsqueda, tanto por parte 
del centro-derecha como de la izquierda moderada, del apoyo electoral de los 
trabajadores. El libro de Watson pone su énfasis central explicativo y teórico en las 
supuestas consecuencias del grado de ocupación o no del espacio político a la 
izquierda de los socialistas, y de las dinámicas competitivas relacionadas entre los 
sindicatos en el sistema de relaciones laborales: "Cuando el movimiento obrero 
está dividido, y una parte sustancial de él está estrechamente vinculada a un partido 
de extrema izquierda, es probable que empuje el centro de gravedad político de un 
país hacia la derecha” (Watson, 2015: 37). Watson sostiene que, como 
consecuencia, los portugueses desarrollaron instituciones de economía política y 
bienestar que sometieron a los trabajadores a una dosis bastante fuerte de 
dinámicas de mercado, mientras que los españoles desarrollaron instituciones y 
políticas que tendían a proteger a los trabajadores de los efectos de las dinámicas 
de mercado. 

Las afirmaciones de Watson han sido analizadas en una larga recensión 
académica por el politólogo portugués Rui Branco en la revista Análise Social 
(Branco, 2017). Al evaluar el argumento del libro recensionado, Branco destaca la 
relevancia de dos índices de protección laboral: el índice de la OCDE sobre 
protección laboral frente al despido muestra que Portugal es, en promedio, mucho 
más protector de los trabajadores fijos que España para el periodo 1985-2000. La 
puntuación media de Portugal para ese periodo de tiempo es de 4,74. mientras que 


la media de España es de 3,10 (Branco, 2017: 208). Es decir, que este índice da un 
resultado inverso a lo esperado por el argumento del libro The Left Divided. Para 
los trabajadores con contratos temporales, Portugal es, según ese índice, en 
promedio ligeramente menos protector que España —3,23 frente a 3,56—, pero esta 
diferencia media, de nuevo para el periodo de 1985-2000, es mucho menor que 
para los trabajadores permanentes. En conjunto, el sistema portugués de garantías 
legales ha sido más protector que el de España, no menos. Además, como señala 
Branco, con el tiempo el sistema español se inclinó cada vez más por adoptar 
cambios liberalizadores orientados al mercado. Branco también examina otro 
índice, la medida de seguridad laboral de Allard (2005). Este es el índice que 
Watson elige utilizar en su libro para evaluar la aplicabilidad de su teoría a otros 
casos fuera de la península ibérica. Este índice es algo más favorable al argumento 
de The Left Divided que el índice de la OCDE, pero sigue sin confirmar la 
afirmación de que el sistema portugués ha sido menos protector de los trabajadores 
que el español. La puntuación media de Portugal en el índice Allard para el periodo 
1975-1990 es de 3,58, mientras que la media de España es de 3,46 (Branco, 2017: 
209). Por lo tanto, en este segundo índice Portugal fue, en promedio, ligeramente 
más protector con los trabajadores que España; Portugal fue menos protector que 
España según el índice Allard solo durante un breve periodo inmediatamente 
después de las transiciones. La relación entre los dos casos se invirtió después 
(ibíd.). Así, en los índices disponibles de protección del empleo, el argumento de 
que Portugal está más orientado al mercado y España es más protectora de los 
trabajadores parece carecer de apoyo empírico. 

A la muy útil revisión de Branco de las evidencias relevantes, añado un punto 
teórico de importancia central. En los primeros años de la democracia 
posrevolucionaria portuguesa, muchos de los objetivos sociales que los actores 
perseguían se canalizaron políticamente a través de la gestión del importante 
sector público de la economía que había sido nacionalizado durante la revolución. 
La idea del socialismo estaba muy viva en la izquierda portuguesa durante esos años 
y estaba consagrada en la Constitución, junto con una amplia gama de garantías 
sociales que la establecieron como la constitución más orientada a lo social en el 
mundo democrático (Magalhaes, 2013; Vieira y Da Silva, 2010). Los objetivos 
distributivos, junto con los de rendimiento macroeconómico, podrían perseguirse 
en parte a través de la gestión política de los activos económicos estratégicos del 
Estado. Por supuesto, la gestión del amplio sector estatal y la búsqueda de 
resultados macroeconómicos positivos en una economía nacional de estas 
características plantearon importantes desafíos a los policy makers y a otros actores 
políticos. Esto, a su vez, ayuda a explicar los esfuerzos políticos de esa época para 
contener las demandas salariales con el fin de mejorar la viabilidad de una 
economía con un importante sector socializado. En varios lugares del texto, el 
análisis de Watson reconoce estos puntos, pero el argumento no incorpora esas 
observaciones en su teorización general del caso. Desde mi punto de vista, es 
insostenible calificar como liberal, y en ese sentido fuertemente orientada al 
mercado, una economía política con un gran sector estatal recientemente 
nacionalizado y en la que la idea del socialismo ayudó a estructurar la gestión 
política de los activos económicos del Estado. Los objetivos sociales de la izquierda 
portuguesa en ese periodo inicial posrevolucionario se perseguían mediante un 


enfoque que se oponía al liberalismo y la hegemonía de soluciones de mercado más 
fundamentalmente que la oposición al neoliberalismo ofrecida por la 
socialdemocracia con su tendencia a fomentar el estado de bienestar. 

Esto no quiere decir que todas las afirmaciones de Watson estén equivocadas o 
fuera de lugar. De hecho, The Lefi Divided presenta puntos válidos, como el hecho 
de que la compensación por desempleo era inicialmente mucho más generosa en 
España que en Portugal, antes de que los casos evolucionaran hacia la convergencia 
en esa materia. Sin embargo, como interpretación global de las diferencias entre 
los dos casos de la península ibérica, las afirmaciones centrales de ese libro chocan 
con una gran cantidad de evidencias de que, en general, las intervenciones del 
Estado en la economía en defensa de los objetivos sociales han sido más fuertes, 
más generalizadas y más persistentes históricamente en Portugal que en España. 
No se puede esperar que ninguna teoría explique absolutamente todos los 
elementos de la realidad empírica, pero las teorías deben evaluarse en función de 
la amplitud de la cobertura explicativa que ofrecen, es decir, la gama de resultados y 
de circunstancias históricas para las que resultan útiles. Según este criterio, la 
capacidad ofrecida por la teoría de la práctica democrática de este libro para 
explicar una amplia gama de resultados diferenciales entre Portugal y España — 
desde los primeros años posteriores a la transición, cuando Portugal tenía un gran 
sector nacionalizado, hasta los años de construcción del estado de bienestar y la 
crisis económica— parece situar la teoría de este libro en una base muy sólida. Cabe 
repetir que un ejemplo importante de la diferencia entre países es la mayor 
tendencia de los policy makers involucrados en la política económica portuguesa a 
dar prioridad al empleo como objetivo económico. En este y otros aspectos, los 
actores clave portugueses han mostrado una tendencia mucho mayor que sus 
homólogos españoles a reconocer y atender las demandas sociales de los 
trabajadores y los sectores socialmente marginales. El gasto social es mayor en 
Portugal; la diferencia es especialmente clara si incluimos el gasto en educación 
como medida destinada a generar beneficios sociales. Como resultado, Portugal ha 
tenido más éxito que España en la reducción de la pobreza y, como veremos en el 
próximo capítulo, la tendencia más amplia con respecto a la desigualdad en los dos 
países sigue ahora este mismo patrón. Antes de examinar el rendimiento de los dos 
sistemas durante la Gran Recesión y la crisis del euro en el capítulo cinco, pasamos 
a examinar dos resultados no económicos de importancia. 


Activación de las capacidades culturales y la práctica cívica: el amplio 
impacto de la práctica democrática 


Sostengo que el impacto de la brecha ibérica en la práctica democrática sobre 
importantes resultados sociales no se limita a cuestiones relacionadas con la 
distribución de los recursos materiales o las oportunidades económicas —como el 
tema clave del empleo—, sino que también abarca la formación de capacidades 
culturales y cívicas entre los ciudadanos. La teoría democrática se ocupa de los 
procesos que generan la capacidad de agencia entre los ciudadanos (O”Donnell, 
2010) —es decir, su habilidad para evaluar críticamente las circunstancias políticas 


y actuar sobre esa base— y que pueden proporcionar una igualdad efectiva entre los 
ciudadanos en esta dimensión orientada a la práctica (Somers, 2008). Para que los 
ciudadanos influyan de verdad en las dinámicas políticas cruciales —como los 
procesos de establecimiento de la agenda, la elaboración de políticas públicas y la 
formación de opinión— que se desarrollan en los largos intervalos entre las 
campañas electorales, necesitan capacidades cívicas y culturales bien 
desarrolladas. Aquí nos encontramos con la posibilidad de que haya bucles de 
retroalimentación positivos y negativos a gran escala: si una práctica democrática 
inclusiva como la que se da en Portugal fomenta la formación de capacidades 
ciudadanas, en parte a través del papel intermediario de la práctica dentro de 
instituciones secundarias como el sistema escolar, una consecuencia será que las 
tendencias inclusivas de la práctica democrática nacional probablemente se vean 
reforzadas y  fortalecidas por esas capacidades ciudadanas  avivadas. 
Afortunadamente, tanto las capacidades culturales como las cívicas pueden 
estudiarse sistemáticamente mediante el uso de datos de encuesta y otras fuentes. 
La importancia teórica de este tema se corresponde con la viabilidad metodológica 
de su estudio con los datos existentes. 

Recurrí a la colaboración con expertos académicos en estos dos temas para 
comprobar silos procesos teorizados en este libro habían contribuido a perfilar las 
capacidades cívicas y culturales en la España y el Portugal democráticos. Los 
proyectos de investigación conjuntos con Omar Lizardo sobre los gustos culturales 
y con Manuel Villaverde Cabral sobre las prácticas de la ciudadanía dieron lugar a 
artículos en coautoría y a conclusiones que tienen importantes implicaciones para 
las cuestiones planteadas en este libro. Ambas colaboraciones se basaron en 
fuertes complementariedades. Lizardo, un destacado teórico en el campo de la 
sociología cultural, venía investigando sobre el fenómeno de los omnívoros, 
caracterizado por el consumo de productos culturales muy diferenciados, como los 
géneros musicales muy dispares. Los omnívoros culturales tienen gustos 
ampliamente inclusivos que los llevan a hacer uso de una amplia gama de productos 
culturales en lugar de concentrar su consumo en un pequeño conjunto de artículos 
o actividades con poca variedad interna y altamente preferidos. En su investigación 
sobre ese fenómeno, Lizardo había observado patrones inesperados en los datos 
sobre España y Portugal, patrones que las teorías existentes no podían explicar 
fácilmente. Villaverde Cabral, uno de los científicos sociales de mayor influencia 
de Portugal, había dirigido numerosas encuestas en ese país como parte de redes 
internacionales de investigación y había desarrollado una larga línea de estudios de 
investigación sobre la ciudadanía y la práctica cívica (Cabral, 2003; 2006; Cabral, 
Da Silva y Saraiva, 2008), al tiempo que ejercía como director de la Biblioteca 
Nacional del país. Sus datos empíricos mostraron áreas de gran fortaleza en la 
práctica cívica portuguesa que no habían sido teorizadas o explicadas en los 
trabajos existentes. En ambos casos, nuestras primeras conversaciones sobre las 
cuestiones teóricas y empíricas que mis colaboradores habían estado investigando 
y sobre el argumento de orientación histórica que yo había estado desarrollando 
nos llevaron a darnos cuenta rápidamente de que teníamos la base para trabajos de 
colaboración fructíferos. 

Ambos proyectos (Fishman y Lizardo, 2013; Fishman y Villaverde Cabral, 
2016) produjeron pruebas sólidas sobre los efectos a largo plazo de las formas de 


práctica institucional arraigadas en las vías hacia la democracia de los años setenta. 
Los dos estudios son bastante diferentes en numerosos aspectos —incluyendo la 
identidad de las variables dependientes que se analizan y la selección de casos para 
la comparación—. Sin embargo, hay un núcleo común en las conclusiones de los 
dos estudios, y esos puntos compartidos merecen ser comentados aquí junto con 
algunos de los principales resultados empíricos de las dos colaboraciones. En el 
nivel más básico, las dos investigaciones coinciden en mostrar mayores signos de 
vitalidad cívica y cultural en Portugal de los que cabría esperar. En el momento en 
que se recogieron los dos conjuntos de datos84, Portugal era el país menos 
desarrollado económicamente de Europa Occidental. Sin embargo, entre los 
jóvenes portugueses, los omnívoros culturales —típicamente asociados con altos 
niveles de desarrollo, educación y tolerancia política— eran aproximadamente tan 
comunes como en las sociedades más exitosas de la Europa nórdica. Portugal 
también destacó en la investigación sobre las prácticas de ciudadanía, en este caso 
gracias a sus altos niveles de compromiso en la esfera pública electrónica y también 
a una predisposición sorprendentemente alta, en algunos segmentos de la 
población, a conversar sobre política con otros con la esperanza de influir en sus 
preferencias. La explicación de estos puntos de vitalidad —no compartidos por 
España— es lo que hace que ambos estudios sean muy relevantes para las 
preocupaciones de este libro. 

Los dos estudios tienen un importante punto metodológico en común: en 
ambos casos examinamos el impacto de las cohortes de edad en las variables 
dependientes de interés. La participación de los ciudadanos en la vida política 
suele estar determinada, al menos en parte, por fenómenos que varían según la 
cohorte de edad (Van Deth, Montero y Westholm, 2007) y las disposiciones 
políticas de los jóvenes ofrecen un interés especial por diversas razones (García- 
Albacete, 2014,). Nuestros resultados muestran la importancia de diferenciar las 
cohortes de edad mediante una estrategia de codificación que permita a los 
investigadores captar los efectos de los principales procesos históricos de cambio. 
Al hacerlo, encontramos que los efectos del camino revolucionario de Portugal 
hacia la democracia se manifiestan con especial fuerza entre los jóvenes nacidos y 
educados en democracia en un sistema escolar que muestra los efectos continuos 
del camino distintivo del país hacia la libertad política. Es decir, que los efectos 
principales no se dan entre los que directamente vivieron la transformación rápida 
del país sino entre los que han nacido y se han educado en el mundo nuevo creado 
por esa transformación. Antes de pasar a los efectos de la práctica educativa 
posrevolucionaria de Portugal sobre la ciudadanía y los gustos culturales, es útil 
retomar un punto adicional de evidencia sobre la diferencia entre los dos sistemas 
escolares de la península ibérica. En el capítulo tres consideramos los contrastes 
entre los países vecinos en la práctica institucional dentro de los sistemas 
escolares, pero esa dimensión de diferenciación plantea una pregunta obvia: 
¿difieren realmente los dos sistemas escolares en lo que se enseña a los alumnos? 
Un estudio a escala europea sobre los alumnos de Historia de noveno curso que se 
llevó a cabo a mediados de los años noventa (Machado Pais, 1999) aporta valiosas 
evidencias sistemáticas sobre este punto. En una pregunta sobre si las discusiones 
en clase cubrían diferentes explicaciones sobre lo que ocurrió en el pasado, los 
estudiantes portugueses eran los más propensos a estar de acuerdo y los españoles 


de noveno grado los menos propensos a estarlo en el estudio europeo 
multinacional (ibíd.: 43). El enfoque inclusivo de la práctica educativa 
posrevolucionaria de Portugal no solo configuró las relaciones sociales del sistema 
escolar, sino también el contenido de la experiencia educativa. 

Los dos estudios colaborativos utilizan conjuntos de datos completamente 
diferentes e independientes, en ambos casos encuestas por muestreo realizadas en 
varios países después del cambio de milenio y antes del inicio de la crisis 
económica en 2007-8. Ambas investigaciones muestran claramente que los 
jóvenes portugueses nacidos y educados en democracia son, en ciertos aspectos, 
diferentes de sus mayores portugueses y de sus homólogos de la misma edad en 
otros países tales como España. Como muestran los datos de la tabla 2, cuando —en 
un estudio sobre los gustos musicales de españoles y portugueses— modelamos los 
predictores del número de géneros musicales consumidos por los encuestados, 
encontramos que el país es una variable predictiva significativa solo para los 
nacidos después de la democratización de ambos países en 1977. Los jóvenes 
portugueses eran sistemáticamente diferentes —y más omnívoros en sus gustos 
musicales— que los españoles de esa misma generación. Pero los encuestados 
portugueses de cohortes de edad nacidas anteriormente resultaron ser 
estadísticamente indistinguibles de sus homólogos españoles. La línea de base de 
los gustos culturales antes de la democratización en los dos países no mostró 
ningún signo de diferenciación sistemática y significativa entre los que fueron 
socializados y educados antes de las transiciones de la década de 1970. La 
democratización a través de procesos polarmente opuestos puso en marcha 
precisamente esa diferencia para los nacidos después de 1977, produciendo niveles 
más altos de aceptación omnívora de la diversidad cultural entre los jóvenes 
portugueses educados en el sistema escolar posrevolucionario. 


Tabla 2 


Estimaciones robustas del coeficiente de regresión de Poisson del efecto 
del país sobre el número de géneros musicales elegidos* 


escuchan música. 
**p<.05 (pruebas de dos colas). 
Fuente: Fishman y Lizardo (2013). 


El estudio sobre la práctica de la ciudadanía también encontró fuertes efectos 
de la edad que parecen operar a través del sistema portugués de enseñanza 
secundaria. En el nivel de implicación de los ciudadanos en las conversaciones 
políticas destinadas a influir en los demás, los datos portugueses muestran una 
ventaja considerable de los jóvenes con al menos estudios secundarios de instituto 
sobre la población general, una ventaja que no se produce en ninguno de los otros 
veinte países incluidos en el estudio85 (Fishman y Villaverde Cabral, 2016: 
542-543). Los graduados de las escuelas secundarias portuguesas en el periodo 
posterior a la transición son sustancialmente más propensos que la población 
portuguesa en general a participar en los esfuerzos de conversación para influir 


políticamente en sus conciudadanos. La prevalencia y la vitalidad de las 
conversaciones políticas informales entre los ciudadanos nos ofrecen un claro 
marcador de una democracia viva y, en el caso portugués, encontramos que los 
jóvenes educados en los institutos en democracia contribuyeron significativamente 
a este resultado. En otro tipo de práctica ciudadana —la participación en la esfera 
pública electrónica— encontramos una ventaja portuguesa que no se limita a los 
jóvenes nacidos en democracia. Esta ventaja portuguesa generalizada es totalmente 
congruente con la naturaleza inclusiva tanto del sistema político como del 
tratamiento de las noticias en los medios de comunicación. Así pues, los datos de la 
encuesta muestran fuertes indicios de la activación, con base histórica, de las 
capacidades culturales y de ciudadanía. 

Mis colaboradores y yo encontramos pruebas sólidas de que la práctica social 
en las instituciones secundarias fuertemente moldeadas por el camino 
revolucionario de Portugal hacia la democracia puede explicar en gran medida los 
patrones observados en los datos de encuesta. La naturaleza relativamente poco 
jerárquica e inclusiva de la práctica democrática posrevolucionaria de Portugal se 
refleja en la práctica institucional tanto en el sistema escolar como en los medios 
de comunicación, con efectos significativos para la formación de disposiciones 
culturales y cívicas. Las formas no jerárquicas de la práctica que encontramos en 
las entrevistas en profundidad contribuyen al carácter inclusivo de la democracia 
portuguesa a través de medios directos e indirectos que no se corresponden con el 
caso español. La activación de las capacidades culturales y cívicas por parte del 
sistema de enseñanza secundaria portugués proporciona al país más ciudadanos 
activos de los que tendría de otro modo. Y la información inclusiva de las noticias 
por parte de los periodistas que trabajan en medios de comunicación relativamente 
poco jerarquizados contribuye a producir una esfera pública que incluye múltiples 
voces y perspectivas. El contraste ibérico en las formas de práctica enraizadas en la 
historia sigue produciendo una amplia gama de consecuencias sociales, algunas de 
ellas mediadas por la práctica dentro de instituciones secundarias cruciales. 
Pasamos ahora a la evidencia sobre la política de la crisis en los países vecinos. 


Capítulo 5 

Cómo los marcos culturales que sustentan la práctica democrática 
condicionaron la política en tiempos de crisis: comprobando el 
argumento en la era de la austeridad 


Introducción 


La imposición externa de duras medidas de austeridad a las democracias del sur de 
Europa precisamente cuando gran parte del mundo luchaba por recuperarse de la 
Gran Recesión fue el tipo de choque exógeno que los científicos sociales suelen 
buscar cuando intentan explicar ejemplos de cambio en patrones de largo plazo. 
Cuando el contagio de la grave crisis de Grecia afectó fuertemente a la posición de 
Portugal y España en los mercados internacionales de bonos en la primavera de 
2010, provocando grandes presiones externas sobre los dos países para que 
adoptaran medidas de austeridad, podría haberse esperado que esta importante 
perturbación externa de las economías políticas de los países de la península 
ibérica borrara las diferencias existentes entre los dos países. Hay al menos una 
parte de verdad en tal pensamiento: la imposición de la austeridad planteó a las 
democracias del sur de Europa severas limitaciones a su autonomía para 
desarrollar y llevar a cabo las políticas de su elección. Las presiones del mercado 
internacional de bonos débilmente regulado (Fishman, 2011b y 2014.) y de las 
instituciones supranacionales (Sánchez-Cuenca, 2014b) produjeron ese efecto. 
Las democracias se vieron sustancialmente limitadas a la hora de aplicar políticas 
que muchos de los ciudadanos y de los representantes elegidos consideraban 
apropiadas para las circunstancias, con el asesoramiento, en muchos casos, de 
economistas muy distinguidos. Sin embargo, a pesar de la presencia de algunos 
efectos compartidos en Portugal, España y otros países de la periferia del euro, en 
el análisis que sigue sostengo que el manejo de la crisis y sus efectos en estos dos 
países siguieron caminos considerablemente diferentes, lo que confirma la 
utilidad del enfoque teórico introducido incluso en estas circunstancias extremas. 
Este capítulo aporta pruebas claras de que los efectos potencialmente 
regresivos86 de la crisis se vieron atenuados en Portugal por las cualidades 
inclusivas de ese sistema político, una condición que no comparte el caso español. 
Sin embargo, la evidencia disponible también muestra efectos significativamente 
negativos de la imposición de la austeridad en ambos casos. El trastorno en el 
funcionamiento normal de la democracia a nivel nacional fue muy real, aunque la 
magnitud de los efectos fue algo limitada en el caso portugués por los factores 
examinados en este capítulo. De manera crucial, nuestro análisis aquí también nos 


permite centrarnos en los mecanismos que pueden explicar el impacto de la 
división ibérica en la práctica democrática sobre los resultados distributivos. Como 
se verá más adelante, la presión social en la calle resultó ser decisiva en el caso 
portugués, cerrando una vía de ajuste regresivamente redistributiva que el 
Gobierno proausteridad en el poder en 2012 había intentado implementar. Los 
líderes políticos elegidos en los dos casos reaccionaron de forma muy diferente a 
las presiones de actores externos al sistema político institucional. Mientras que los 
actores españoles, tanto de la izquierda como de la derecha, fueron muy sensibles a 
las presiones de los actores económicamente poderosos, pero en el contexto de la 
crisis se mantuvieron relativamente cerrados a la influencia de los actores sociales 
que defendían los intereses de los trabajadores, los sectores de bajos ingresos y los 
pequeños empresarios, en Portugal el patrón fue muy diferente. En el caso 
portugués, la presión social en la calle sí fue relevante para la toma de decisiones de 
las élites gubernamentales, incluso bajo un Gobierno de derechas comprometido 
con la austeridad. Algunas cuestiones institucionales formales también influyeron, 
como veremos, pero en Portugal los resultados distributivos de la era de la crisis se 
vieron decisivamente limitados por la práctica democrática predominante en el 
país. 

Junto con el resto del mundo, los países del sur de Europa llevaban 
experimentando los efectos de la Gran Recesión durante aproximadamente dos 
años antes de la intensificación de la crisis en la franja meridional de la eurozona, 
justo cuando gran parte del mundo se estaba recuperando finalmente. La cuestión 
ampliamente comparativa de cómo esta recesión económica global reconfiguró las 
realidades políticas ha suscitado un gran interés (Bermeo y Bartels, 2014); las 
experiencias de España y Portugal durante ese periodo inicial de crisis económica 
mundialmente compartida merecen atención antes de que nos centremos en las 
consecuencias de la imposición de la austeridad en 2010 de una forma enfocada en 
algunos países —entre ellos, los de la península ibérica—. Con los partidos 
socialistas en el poder en ambos países cuando la crisis llegó inicialmente, no 
debería sorprender que la primera inclinación tanto del Gobierno de Sócrates en 
Lisboa como del Gobierno de Zapatero en Madrid fuera lanzar planes de estímulo 
keynesianos anticíclicos. Este esfuerzo inicial fue más exitoso de lo que se suele 
apreciar (Fernández-Albertos, 2012; Sánchez-Cuenca, 2012); fueron las presiones 
exógenas y no los fallos endógenos del estímulo lo que más tarde llevó a revertir las 
políticas españolas y portuguesas. No obstante, los esfuerzos ibéricos de gestión 
keynesiana de la crisis no fueron idénticos. El Plan E del Gobierno de Zapatero 
hacía hincapié en las obras públicas listas para ser lanzadas de inmediato 
(Fernández-Albertos), mientras que el plan anticrisis del Gobierno de Sócrates 
incluía de forma destacada medidas destinadas a atender las necesidades sociales, 
especialmente las de los sectores económicamente marginales (Castro Caldas, 
2013). En el periodo inicial de la crisis, antes de que comenzara la austeridad, el 
enfoque portugués incluía el aumento de las ayudas a la renta contra la pobreza y 
varios otros tipos de medidas sociales destinadas a estimular la economía y a 
satisfacer simultáneamente importantes necesidades de las familias y los 
individuos. La concesión de créditos a las pymes fue otra de las prioridades del 
paquete anticrisis del Gobierno portugués (Castro Caldas, 2013). El camino hacia la 
crisis también había sido sorprendentemente diferente en los dos casos; la 


imposición históricamente simultánea de la austeridad en los países vecinos en 
2010 no debe tomarse como prueba de que sus retos económicos fueran los 
mismos en ese momento (Blyth, 2013). 


La gestión de las finanzas durante la crisis: 
dimensiones políticas 


Los esfuerzos de los dos gobiernos de la primera época de la crisis por intervenir 
activamente en los procesos económicos no se limitaron a las políticas fiscales 
keynesianas. En el caso portugués, la antigua práctica nacional de tratar de 
estimular la economía en tiempos de crisis garantizando un flujo constante de 
créditos bancarios a las pymes se mantuvo incluso después de que los socialistas 
perdieran el poder frente a una alianza de centro-derecha en las elecciones 
celebradas en junio de 2011. A finales de septiembre de 2011, varios meses después 
de que la derecha tomara las riendas del Gobierno, uno de los máximos 
responsables del Ministerio de Economía subrayó la importancia del apoyo 
gubernamental a la financiación de las empresas y prometió medidas destinadas a 
ayudar a las pymes87. Apenas un mes antes, uno de los instrumentos más fiables 
del Estado portugués para perseguir ese fin, la gran entidad estatal Caixa Geral de 
Depósitos —el mayor banco del país— había declarado su compromiso de mantener 
el flujo de préstamos a las empresas88. En el caso español, las empresas privadas, 
especialmente las pequeñas y medianas, insistieron mucho en su frustración por el 
agotamiento del acceso al crédito durante la crisis89, cuestión que llevó a airear 
públicamente las divisiones dentro del Gobierno socialista. En una larga reunión 
entre miembros de alto nivel del Gobierno y dirigentes del sector bancario, el 
presidente Zapatero pidió alos banqueros un esfuerzo adicional en la concesión de 
créditos durante la crisis, pero los principales banqueros, defendiendo su propia 
trayectoria, insistieron en que las dificultades en los mercados de crédito eran una 
consecuencia del deterioro de las condiciones macroeconómicas y no una causa 
independiente. 

Desde la perspectiva promercado de muchos banqueros privados, la dificultad 
experimentada por muchas empresas para obtener crédito era un resultado lógico 
de las condiciones del mercado, cuyas consecuencias no deberían ser sustituidas 
por la intervención del Gobierno. Sin embargo, desde el punto de vista de los 
defensores de los esfuerzos gubernamentales por facilitar el acceso al crédito, tanto 
las decisiones de préstamo de los bancos privados como las de las entidades de 
titularidad pública están socialmente arraigadas en las estructuras institucionales o 
culturales de un modo que no es en absoluto natural, ni está dictado 
automáticamente por la dinámica del mercado. Como ha demostrado 
recientemente el importante análisis de Cornel Ban (2016), desacuerdos teóricos 
como este se reprodujeron dentro de los círculos políticos del propio Gobierno de 
Zapatero. En este contexto, Miguel Sebastián, ministro de Industria y Comercio, 
declaró públicamente que: “La paciencia del Gobierno con los bancos se está 
agotando”, una afirmación que resultó molesta para miembros destacados de la 
comunidad bancaria. Dos altos cargos del PSOE, influyentes en sus círculos 


políticos, respondieron rápidamente a Sebastián, ofreciendo garantías a los 
banqueros. El vicesecretario general del partido, José Blanco, señaló que: “El PSOE 
tiene una paciencia ilimitada con las entidades financieras”, mientras que Pedro 
Solbes, vicepresidente del Gobierno y Ministro de Economía, se refirió al asunto 
durante un viaje a Londres, reafirmando su paciencia con los bancos y su fe en 
ellos90. La presión externa sobre el Gobierno por parte de actores 
económicamente poderosos dio lugar a una respuesta rápida y generalmente 
comprensiva por parte de algunos de los principales pesos pesados del Gobierno. 
Su concepción de la práctica democrática era bastante proclive a atender las 
preocupaciones y sensibilidades de los actores poderosos de la economía. En gran 
medida por esa razón, la presión gubernamental sobre el sistema bancario privado 
no iba a asumir un papel importante en la respuesta de España a la crisis 
económica. Los defensores de las políticas ortodoxas acabaron ganando las batallas 
internas dentro del Gobierno de Zapatero en gran medida porque las presiones de 
los actores económicamente poderosos fueron tratadas con una importancia 
mucho más decisiva que las presiones de los trabajadores, los sectores de bajos 
ingresos y sus partidarios. 

El importante sistema de cajas de ahorro semipúblicas que estaban en gran 
medida sujetas al control de los actores políticos y sociales locales podría haber 
constituido un instrumento alternativo para canalizar los créditos a las pymes que 
necesitaban financiación para la crisis. Sin embargo, en la mayor parte de España, 
estas instituciones financieras resultaron ser parte del problema en lugar de una 
solución al mismo; sus esfuerzos crediticios se centraron en gran medida en los 
sectores inmobiliario y de la construcción, donde muchos préstamos de la era de la 
burbuja se echaron a perder, lo que llevó a la necesidad de reestructurar el sector. 
Un veterano de alto nivel del sistema de cajas de ahorros, Antoni Serra Ramoneda, 
que fue presidente de Caixa Catalunya durante dos décadas, ha publicado un 
revelador análisis crítico del funcionamiento de las cajas (Serra Ramoneda, 2011). 
Lamenta explícitamente el pobre historial de las cajas a la hora de conceder 
préstamos a las pymes fuera de los sectores inmobiliario o de la construcción. La 
única excepción importante que identifica Serra Ramoneda es la de las kutxas 
vascas, las cajas de ahorros más inequívocamente controladas políticamente de 
toda España (Serra Ramoneda, 2011: 14,7). Estas cajas vascas orientaron su política 
crediticia hacia las necesidades de financiación de las pymes, muchas de ellas 
industriales. En este sentido, las prácticas crediticias de las kutxwas eran 
congruentes con las preferencias políticas de las autoridades políticas vascas con su 
compromiso con diversas formas de coordinación público-privada en la economía 
(Royo, 2008: 145-179.). Dentro de España, solo en el País Vasco el sistema político 
abordó con éxito las preocupaciones de las pymes motivando a las instituciones 
financieras de control público a atender sus necesidades de crédito. Lo que se daba 
por sentado en Portugal —el uso de una institución financiera de titularidad pública 
para atender las necesidades crediticias de las pymes— fue una excepción en 
España, incluso durante una crisis económica en la que la necesidad de tales 
medidas parece haber sido especialmente aguda. En 2014, varios años después de 
la grave contracción del crédito que contribuyó a producir la crisis económica, una 
encuesta realizada a empresas españolas, en su mayoría pequeñas y medianas, 
mostró que el 75% de las empresas encuestadas no había experimentado ninguna 


mejora en su acceso a la financiación91. Este problema afectó a las pymes bajo 
gobiernos tanto del PSOE como del PP. 


Contagio de la crisis griega 


Las primeras grandes presiones para que los países de la península ibérica 
adoptaran severas medidas de austeridad se dejaron sentir en mayo de 2010 como 
consecuencia del contagio de la crisis griega. Los problemas económicos y de 
endeudamiento de Grecia se venían gestando desde hacía tiempo, pero se 
ocultaron en gran medida por las élites de gobierno y del sector financiero, que 
habían preparado y presentado datos oficiales que hacían que la situación 
financiera del país pareciera bastante mejor de lo que realmente era. El Gobierno 
del Partido Socialista (PASOK) de Georges Papandreu, elegido en octubre de 2009, 
hizo pública la situación financiera del país, hasta entonces oculta, poco después de 
sustituir a los conservadores de Nueva Democracia (ND) en el gobierno de Atenas. 
La magnitud verdadera de la deuda acumulada del país resultó ser sustancialmente 
más alta que en el resto de la eurozona, una situación que tenía una gran 
importancia debido a la necesidad entonces existente de un gasto deficitario de 
inspiración keynesiana para combatir los efectos de la Gran Recesión, de alcance 
internacional. Una vez conocida públicamente la magnitud de la deuda acumulada 
por el país, se necesitaban garantías de algún tipo para facilitar la financiación de 
nueva deuda en los mercados de crédito internacionales. Esto, a su vez, llevó al 
Gobierno griego a iniciar una serie de medidas de austeridad. En la primavera de 
2010, Grecia se enfrentó a graves problemas para financiar su deuda en los 
mercados internacionales de bonos y solicitó un rescate a la Unión Europea y a las 
instituciones internacionales. Esto introdujo presiones para intensificar la 
austeridad, una receta que resultó ser contraproducente. Los participantes en el 
mercado de bonos que habían subestimado los riesgos que suponía la tenencia de 
la deuda soberana de Grecia empezaron rápidamente a reevaluar la solvencia de la 
deuda soberana de la eurozona, no solo de Grecia sino también de otros países. La 
posición portuguesa y española en los mercados internacionales de bonos se 
deterioró rápidamente, ya que las agencias internacionales de calificación y los 
grandes inversores institucionales trataron de recalcular el riesgo de impago de la 
deuda soberana emitida por estos países. 

Aunque en los primeros años de la nueva moneda común europea los grandes 
actores financieros habían considerado que la amenaza de impago de los países de 
la eurozona era prácticamente nula —proporcionando así a todos los países de la 
eurozona unos tipos de interés por su deuda soberana solo marginalmente más 
altos a los pagados por Alemania—, la crisis griega puso en duda este supuesto. Con 
la introducción de serias preocupaciones sobre el riesgo de impago de la deuda 
soberana, España y Portugal se vieron rápidamente sometidos a fuertes presiones 
por parte de los mercados, y de los grandes actores institucionales supranacionales 
y transnacionales, para que redujeran drásticamente el gasto público, en medio de 
los esfuerzos de estos países por recuperarse de la crisis financiera de 2007-2008. 
En este contexto, los mismos actores del mercado que anteriormente habían 


subestimado los riesgos que planteaba la deuda soberana de Grecia cambiaron su 
preocupación y rápidamente empezaron a buscar otros estados soberanos cuya 
solvencia pudiera —o debiera— ser reevaluada críticamente. Las agencias privadas 
de calificación crediticia, que han tenido un claro historial de errores de cálculo del 
riesgo sistémico, y las grandes instituciones bancarias y de inversión con grandes 
sumas en juego, fueron los principales participantes en la cambiante dinámica del 
mercado internacional de bonos. En este nuevo contexto, la dirección y la 
magnitud, a menudo imprevisibles, de los movimientos del mercado pasaron a 
desempeñar un papel político. La mayoría de los gobiernos no pueden hacer uso 
del gasto deficitario sin tener acceso al mercado internacional de bonos y, por esa 
razón, el cambio de sentimiento dentro de los mercados de bonos cerró en efecto 
una respuesta política muy razonable en tiempos de crisis: la del estímulo 
keynesiano anticíclico. 

Cabría esperar que la mayoría de los analistas y responsables de las agencias 
de calificación crediticia y de los grandes bancos de inversión del sector financiero 
estuvieran más orientados hacia el análisis económico ortodoxo, favorable a las 
recomendaciones del neoliberalismo muy partidarias de impulsar el mercado, que 
a las formulaciones neokeynesianas favorables a la política fiscal anticíclica y a 
otras formas de intervención estatal en la dinámica del mercado. No cabe duda de 
que estos puntos de vista ortodoxos desempeñan un papel importante en el 
funcionamiento de las economías contemporáneas y en los debates que sustentan 
la competición electoral en las democracias. Sin embargo, es evidente que el 
pensamiento económico ortodoxo y neoliberal no es indiscutible en el mundo de 
las ideas políticas. Las estrategias keynesianas ofrecen otra perspectiva también 
muy importante. Esta perspectiva alternativa para perseguir la recuperación 
económica exigía claramente un gasto deficitario significativo en el esfuerzo por 
restaurar el crecimiento económico y también sugería la utilidad de otros tipos de 
intervención estatal en el funcionamiento de los mercados, como por ejemplo el 
énfasis recurrente de Portugal en mantener la disponibilidad de financiación 
adecuada para las pymes creadoras de empleo. Con la creciente relevancia del 
mercado internacional de bonos en la política de la crisis económica en 2010, 
surgió el peligro de que los participantes no elegidos en el mercado acabaran 
introduciendo restricciones políticamente asimétricas en el funcionamiento de las 
democracias a nivel nacional. Al fin y al cabo, un Gobierno que no puede vender 
con éxito bonos recién emitidos en los mercados de crédito no puede dedicarse al 
gasto deficitario keynesiano como herramienta anticíclica destinada a promover la 
reactivación económica. En efecto, los actores decisivos del mercado de bonos, que 
no tienen que responder ante el electorado, impusieron nuevas e importantes 
restricciones alos gobiernos. 

En el momento de este importante episodio de contagio del mercado, tanto 
Portugal como España estaban gobernados por socialistas de centro-izquierda, 
pero sus respuestas fueron significativamente diferentes. El Gobierno español de 
José Luis Rodríguez Zapatero, el más orientado a la izquierda desde la República de 
los años treinta, respondió con un cambio masivo en la política gubernamental, 
abandonando los esfuerzos de estímulo keynesiano anticíclico y reduciendo los 
salarios del sector público, así como el gasto público de todo tipo (Sánchez-Cuenca, 
2012; Ban, 2016). La adopción de medidas de austeridad a gran escala fue 


rápidamente recibida con elogios entusiastas por parte de Felipe González, que 
envió un famoso mensaje a Zapatero en el que decía que "gobernar es esto, tomar 
decisiones difíciles”92. Para los gobernantes españoles, cuyo marco cultural de 
comprensión de la vida política los llevaba a considerar que gobernar era hasta 
cierto punto aislarse de las presiones de abajo, tanto el mensaje de González como 
la magnitud del cambio de rumbo del Gobierno de Zapatero debieron tener una 
lógica considerable. Su marco cognitivo, con su fuerte congruencia con el enfoque 
predominante español de práctica democrática, ayudó a dar forma a la respuesta de 
España a las circunstancias cambiantes. 

Sin embargo, en Portugal, donde los gobernantes entendían desde su pers- 
pectiva cultural que gobernar implicaba hacer caso a las presiones desde abajo y a 
las voces de descontento, la respuesta inicial en mayo de 2010 fue mucho más 
limitada. El Gobierno portugués de José Sócrates se vio empujado a acercarse cada 
vez más a la perspectiva de austeridad que habían adoptado rápidamente sus 
homólogos españoles en mayo de 2010, pero el proceso fue largo y Sócrates y gran 
parte de su Gobierno se resistieron a lo que pueden considerarse como presiones 
desde arriba o, quizás mejor, como presiones externas. En abril de 2011, el 
Gobierno de Sócrates se vio finalmente obligado a solicitar un rescate, pero incluso 
en ese contexto intentó influir en la negociación del memorando de rescate de una 
manera que se esperaba que preservara algunos elementos del enfoque portugués 
de economía política (Rodrigues y Adao e Silva, 2015). Finalmente, ambos 
gobiernos socialistas de la península ibérica se vieron obligados a aceptar duras 
medidas de austeridad, y ambos perdieron el poder en las elecciones celebradas en 
2011, pero en el camino hacia ese resultado, y en la experiencia bajo la austeridad, 
la divergencia ibérica se reafirmó. 

Un argumento bastante corriente a favor del enfoque seguido por el Gobierno 
socialista de España en mayo de 2010, es decir, la rápida adopción de profundas 
medidas de austeridad, hace hincapié en el hecho de que Portugal se vio obligado a 
solicitar un paquete de rescate externo poco menos de un año después, mientras 
que España evitó ese resultado. Más de dos años después del giro de mayo de 2010 
del Gobierno de Zapatero, el Gobierno conservador del PP buscó y recibió un 
paquete de rescate más limitado centrado en el sector bancario, pero bajo la 
vigilancia de los socialistas ni se solicitó ni se recibió ningún rescate en España. 
Es, pues, cierto que el rápido cambio de España hacia la austeridad fue visto más 
favorablemente por las agencias de calificación privadas y los mercados de crédito 
que el cambio más reacio y lento de Portugal en la misma dirección, pero eso no 
significa necesariamente que las decisiones del Gobierno socialista de España 
produjeran mejores resultados a largo plazo que las de los socialistas portugueses 
bajo Sócrates. Es bastante discutible si Portugal necesitaba realmente un rescate en 
2011. Aunque algunos observadores asumieron que la crisis fue producida por un 
fracaso de las políticas e instituciones portuguesas, una cuidadosa revisión de las 
evidencias en ese momento llegó a una conclusión diferente (Fishman, 2011b). 

Si el Banco Central Europeo hubiera estado dispuesto a comprar la deuda 
soberana del país a niveles suficientes para disuadir a los especuladores 
financieros de hacer subir los tipos de interés de los bonos portugueses, es 
probable que se hubiera podido capear la crisis sin el giro hacia una profunda 
austeridad impuesta en los términos del rescate (ibíd.). Finalmente, el Fondo 


Monetario Internacional (FMD, uno de los principales actores institucionales en la 
presión transnacional a favor de la austeridad, admitió que sus cálculos habían sido 
erróneos. El FMI reconoció que el severo plan de austeridad que recomendó junto 
con sus socios de la Troika muy probablemente había empeorado la situación 
presupuestaria y económica de Portugal en lugar de mejorarla93. Teniendo en 
cuenta el funcionamiento real de los mercados internacionales, puede que fuera 
casi inevitable que el sistema político conformado por una forma de práctica 
democrática inclusiva fuera tratado con especial dureza por los analistas y 
operadores del mercado de bonos. Poco más de un año después, cuando en 2012 el 
Gobierno de derecha proausteridad de Lisboa cedió a la presión de las multitudes 
en la calle y abandonó un elemento especialmente regresivo de su paquete de 
políticas, dos importantes agencias de calificación observaron con preocupación el 
impacto de la presión social y sugirieron que el país bien podría verse obligado a 
pedir un segundo rescate94. Esa advertencia resultó ser inmecesariamente 
pesimista y también pasó por alto las grandes ventajas de la sensibilidad 
portuguesa a la presión social en la calle, como se defiende en este capítulo. A fin 
de cuentas, se pueden identificar ventajas significativas del enfoque portugués en 
la gestión de la crisis. 


Gobernando la derecha 


Tanto en España como en Portugal, los socialistas se vieron reducidos a 
aproximadamente el 28% de los votos en las elecciones generales celebradas 
durante la época de crisis en 2011. Los gobiernos resultantes de derechas o centro- 
derecha obtuvieron una mayoría absoluta de escaños parlamentarios en ambos 
países, lo que les permitió un considerable margen de maniobra para seguir sus 
propios instintos en la elaboración de políticas. Sin embargo, otros factores —entre 
ellos la divergente disposición de estos nuevos gobiernos a dejarse influir por las 
movilizaciones populares en la calle— mostraron el impacto de la brecha entre los 
países vecinos en la práctica democrática que da forma a la acción política en los 
dos casos. La respuesta de los gobiernos de derechas proausteridad a las presiones 
desde abajo —expresadas en manifestaciones masivas en la calle— proporciona 
algunas de las evidencias más sólidas de cómo los marcos culturales disímiles y las 
formas de práctica democrática relacionadas dieron forma a los resultados sociales 
en los dos casos. De hecho, la diferencia entre España y Portugal en la respuesta 
gubernamental a las presiones desde abajo ha desempeñado un papel importante 
en la producción de un contraste sustancial en el impacto distributivo de la 
austeridad. La conversación entre la calle y los pasillos del poder delimitó la 
política de austeridad en Portugal mucho más que en España. 

Esto no quiere decir que este componente de la práctica democrática nacido 
en los caminos prácticamente opuestos de ambos países hacia la democracia pueda 
explicar completamente todo el contraste transfronterizo en los efectos 
distributivos de la austeridad. Otros factores, algunos de ellos también heredados 
de los escenarios de democratización de la década de 1970, contribuyeron a 
configurar la forma precisa que adoptó la austeridad en cada caso. Uno de los prin- 


cipales legados institucionales de las transiciones de los años setenta, los 
componentes sociales de las dos constituciones y, en gran medida, las decisiones 
tomadas por los tribunales constitucionales de ambos países, también tendieron a 
atar las manos del gobierno proausteridad de Portugal más que las de su homólogo 
español. Después de todo, la Constitución portuguesa destaca en el análisis 
cuantitativo comparativo por estar más centrada en la provisión de garantías 
sociales que la mayoría de las constituciones democráticas (Magalhaes, 2003 y 
2013). En varias ocasiones, el Tribunal Constitucional de Portugal dictaminó que 
elementos importantes de las políticas de austeridad eran inconstitucionales. Este 
importante punto ha sido destacado por analistas como Fernandes (2017) y otros. 
Pero la mayor divergencia política entre los dos países durante el periodo más duro 
de la austeridad fue la que reflejó la capacidad mucho mayor de los movimientos de 
protesta portugueses para forzar cambios en las políticas gubernamentales. En 
ambos países, las estrictas medidas de austeridad propuestas por los gobiernos de 
derechas se enfrentaron a protestas masivas en 2012, pero solo en Portugal esas 
protestas alcanzaron un éxito importante. 

Durante el verano de 2012, el Tribunal Constitucional de Portugal declaró 
inconstitucional un importante elemento de la política gubernamental que 
proponía recortar sustancialmente los gastos del Estado mediante grandes 
reducciones en la remuneración de los trabajadores del sector público. El Tribunal 
dictaminó que este enfoque violaba la garantía constitucional de la igualdad de 
trato para todos, discriminando injustamente a los empleados públicos. El 
Gobierno respondió intentando recortar de hecho la remuneración de todos los 
asalariados, transfiriendo recursos del trabajo al capital. La propuesta presentada 
por el Gobierno a principios de septiembre de 2012 habría aumentado todos los 
impuestos sobre la nómina de la seguridad social portuguesa (TSU) deducidos de la 
paga de los trabajadores en un 7%, mientras que se reducía el impuesto sobre la 
nómina pagado por el empleador. Este importante cambio a favor de las empresas 
en el funcionamiento de la TSU del país habría reducido el salario de todos los 
empleados —públicos y privados— en un 7%. El impacto distributivo de este 
cambio habría sido grande y claramente regresivo, trasladando una gran parte de la 
renta nacional de los trabajadores a los empresarios. El Gobierno presentó el 
cambio propuesto como una iniciativa de creación de empleo supuestamente 
necesaria en un momento de contracción económica inducida por la austeridad, 
pero la respuesta del público fue rápida y fuertemente negativa. 

Durante el mes de septiembre se produjeron manifestaciones a gran escala, 
que culminaron con una gran protesta ante el Palacio Presidencial de Lisboa, 
donde el presidente de centro-derecha Cavaco Silva se reunía con el Consejo de 
Estado para evaluar la situación y ofrecer asesoramiento al primer ministro Passos 
Coelho, partidario de la austeridad. La multitud imploró al presidente que actuara 
con el eslogan “Cavaco escuta, o povo está em luta” (“Cavaco, escucha, el pueblo 
está en lucha”). Tanto Cavaco como Passos Coelho respondieron reconociendo la 
legitimidad de las quejas expresadas por los manifestantes y la importancia de 
escucharlas95. Retiraron el cambio propuesto, citando las protestas y la opinión 
pública como la razón de este cambio de dirección. Un esfuerzo masivo para 
redistribuir los recursos de los trabajadores a las empresas fue derrotado por la 
movilización y las voces de la multitud en la calle, y por la inclinación 


culturalmente arraigada de los detentadores del poder en Portugal, incluidos los 
que están inequívocamente a la derecha del centro político, a escuchar esas 
protestas y ajustar sus políticas en respuesta. 

La vinculación de este giro crucial de los acontecimientos con el camino 
revolucionario de Portugal hacia la democracia en los años setenta era evidente al 
menos para un miembro destacado de la élite política del país. Mário Soares, 
fundador del PS y ex primer ministro y presidente, hizo comentarios favorables a 
los manifestantes que habían forzado un cambio en la política del Gobierno. En 
una referencia explícita a la letra de Grandola, la canción emblemática de la 
Revolución del 25 de abril, Soares afirmó, justo después de la decisión del 
Gobierno de derechas de retirar su propuesta regresiva, que “es el pueblo el que 
mejor ordena las cosas lo povo é quem mais ordena en la letra original de la canción 
de José Afonso]. Siempre lo creí después del 25 de abril e incluso antes”96. La 
herencia cultural del país de la Revolución de los Claveles lo había salvado de una 
medida de austeridad especialmente regresiva. 

El otoño de 2012 también fue una época de protestas masivas en España, pero 
su capacidad para reorientar las políticas del Gobierno fue esencialmente nula. En 
su lugar, el PP, que gobernaba España, respondió con esfuerzos para deslegitimar a 
los manifestantes y, en última instancia, con una nueva legislación que 
criminalizaba diversas formas de protesta a través de la llamada “ley mordaza”. El 
Gobierno también actuó para criminalizar diversas formas de conducta de los 
piquetes de trabajadores en huelga (López, 2017). En España, las protestas durante 
la crisis dieron lugar a un tratamiento cada vez más duro hacia los implicados, pero 
no a un cambio en las políticas gubernamentales. Un cambio inducido en la 
conversación nacional por la protesta social fue capaz de reconfigurar los 
resultados materiales de la política en un caso, pero no en el otro, a pesar de las 
similitudes entre los casos en cuanto a la naturaleza estructural de los problemas a 
los que se enfrentaban y a la magnitud de la protesta. Sin embargo, si el proceso de 
elaboración de políticas públicas de la época de la crisis fue claramente diferente 
en los dos casos, ¿qué ocurre con los efectos materiales reales de la austeridad? 
Pasamos ahora a analizar las evidencias sobre esta cuestión. 


Los efectos distributivos de la austeridad 
en España y Portugal 


Es posible evaluar el impacto distributivo de las medidas de austeridad en los casos 
de la península ibérica y el resto del sur de Europa a través de dos enfoques: por un 
lado, mediante simulaciones de los efectos de los cambios introducidos en los 
impuestos y en el gasto público y, por otro lado, mediante el análisis de los datos 
sobre los resultados agregados publicados por Eurostat. Las conclusiones 
generadas por ambos enfoques muestran claramente que el contraste ibérico en la 
práctica política y en la apertura o no de las élites políticas a la protesta se 
corresponde plenamente con los resultados materiales. Los economistas 
Matsaganis y Leventi (2014) utilizaron microsimulaciones de los efectos esperados 
de las medidas de austeridad sobre la desigualdad en el sur de Europa y 


encontraron pruebas sólidas de que el programa de austeridad de Portugal era el 
más favorable a la igualdad en la región. Su metodología se centra en el análisis de 
las medidas concretas aprobadas por los gobiernos y cuantifica sus efectos 
distributivos previstos. En ocasiones, las medidas de austeridad portuguesas 
redujeron la desigualdad, pero incluso cuando no fue así, su impacto en los 
resultados distributivos fue menos regresivo que en los otros casos, y contrastó 
fuertemente con el historial de austeridad española, que aumentó claramente la 
desigualdad. Esto no quiere decir que las políticas de austeridad de Portugal hayan 
ayudado a los pobres o a otros sectores de bajos ingresos. No fue así y, de hecho, los 
pobres fueron víctimas de algunos recortes de la época de austeridad. Pero incluso 
cuando las políticas perjudicaron a los pobres en Portugal, su impacto distributivo 
global fue menos regresivo que en otros casos. Los datos de Eurofound publicados 
por Eurostat informan de los resultados distributivos reales por país durante el 
periodo 2005-2014. y la evidencia ofrecida es coherente con la del estudio de 
simulación de Matsaganis y Leventi. 


Tabla 3 


Desigualdad de la renta disponible de los hogares en los distintos países 
(índices de Gini y porcentaje) 


Como muestran los datos presentados en la tabla 3, el coeficiente de Gini de la 
desigualdad de ingresos de Portugal se redujo en un 7,4% entre 2005 y 2014, lo que 
indica una tendencia a la reducción de la desigualdad de ingresos. Durante el 
mismo periodo de diez años, el coeficiente de Gini de la desigualdad de ingresos 
aumentó un 10,5% en España. Los resultados de Portugal fueron más favorables a 
la reducción de la desigualdad de ingresos tanto en la primera como en la segunda 
mitad de este periodo de tiempo. Es cierto que Portugal comenzó en 2005 con más 
desigualdad de ingresos medida por el coeficiente de Gini que España y terminó en 
2014, con una desigualdad de ingresos solo ligeramente más baja que la de España 
en esa medida. Sin embargo, si nos centramos en cambio en la relación entre los 
ingresos de los dos deciles superiores de la estructura distributiva y los dos deciles 
inferiores, las conclusiones siguen siendo más favorables a Portugal (Do Matias y 
Carmo, 2015: 450). Pero en los años delicados de la crisis económica, cuando hubo 
que tomar decisiones difíciles bajo fuertes presiones externas impulsoras de la 
austeridad, el sistema político portugués tomó esas decisiones de manera que trató 
a los ciudadanos de bajos ingresos como miembros de pleno derecho de la 
comunidad política, tendiendo a sopesar sus intereses tan seriamente como los de 
todos los demás ciudadanos. En el caso español, la desigualdad aumentó 
claramente durante el periodo de austeridad. La identidad partidista de los 
gobiernos de ambos países era muy similar, pero la forma de práctica democrática 
reinante no lo era. La variación en la forma en que los países del sur de Europa 
distribuyeron el impacto de las medidas de austeridad confirma con fuerza la 
magnitud del contraste entre Portugal y España en cuanto a la inclusión política. 
Los marcos culturales históricamente arraigados que conforman la manera en que 


se relacionan los titulares de cargos institucionales y los movimientos de protesta 
tienen fuertes consecuencias materiales. 

Se podría suponer que las consecuencias negativas de la crisis económica en 
España son simplemente un efecto indirecto del grave aumento del desempleo en 
el país durante el periodo de contracción económica. Sin embargo, los datos 
disponibles sugieren que la inseguridad económica grave fue experimentada no 
solo por los desempleados, sino también por muchos españoles con empleo. Los 
datos de la OCDE de 2015 muestran que España fue el país europeo con mayor tasa 
de pobreza entre los que tenían actividad económica. Mientras que en España el 
14,8% de los hogares con trabajo vivían en la pobreza, en Portugal la cifra era del 
9%97. La evidencia de que los efectos de las políticas públicas son más favorables a 
los sectores de bajos ingresos en Portugal que en España parece bastante clara, 
tanto antes como después de la crisis económica. 

Esto no quiere decir que la imposición externa de la austeridad no tuviera 
consecuencias en Portugal. Como se ha señalado anteriormente, el propio FMI ha 
reconocido que la receta de austeridad para Portugal fue excesivamente dura y, por 
tanto, contraproducente98. Una investigación reciente de Cardoso y Branco (2017) 
muestra que el paquete de rescate y las presiones externas asociadas a él alteraron 
fundamentalmente la forma en que el sistema político portugués abordó la cuestión 
de la regulación del mercado laboral. Como resultado de las nuevas condiciones se 
introdujo una importante desregulación liberalizadora de los derechos y garantías 
laborales. En este punto, la presión externa y las exigencias del paquete de rescate 
pesaron más que las voces de protesta social. También se recortaron las 
prestaciones del estado de bienestar para los pobres como parte del amplio y 
profundo giro hacia la austeridad. Sin embargo, cuando la experiencia de Portugal 
se yuxtapone a la de España, las diferencias entre los casos son muy marcadas. La 
austeridad tuvo consecuencias negativas en todo el sur de Europa, pero los efectos 
fueron menos regresivos en Portugal que en otros lugares. 


Efectos de la práctica democrática en los sistemas 
de partidos y en la protesta 


Otro gran efecto de la diferencia en la práctica democrática se percibe en la 
variación entre Portugal y España en el impacto de la crisis económica sobre los 
principales partidos políticos, el sistema de partidos previo a la crisis y otros tipos 
de expresión política. Aunque el enfoque clásico huntingtoniano sobre las 
instituciones políticas, como los partidos, sugiere que la fuerza del sistema 
institucional se basa en gran medida en su independencia de las presiones sociales 
(Huntington, 1968), la experiencia ibérica ofrece pruebas que socavan fuertemente 
esa suposición. El marco cultural que condiciona la política democrática en 
Portugal expone a las élites de los partidos políticos y a las organizaciones que ellos 
dirigen a presiones desde abajo, mientras que la práctica democrática posterior a la 
transición en España ha tendido a aislar a las élites políticas de tales presiones, lo 
que ha permitido a las instituciones españolas una autonomía mucho mayor que a 
sus homólogos portugueses. En contraste directo con las expectativas de la 


hipótesis huntingtoniana, la comparación entre Portugal y España muestra que la 
apertura a las presiones sociales desde abajo y la inclinación hacia la inclusión 
pueden ser una fuente de fortaleza institucional, mientras que el aislamiento de las 
élites de las presiones sociales puede provocar debilidad y declive institucional. En 
2015, cuando se celebraron elecciones en ambos países, la diferencia entre los 
casos en cuanto al efecto de la crisis económica sobre los partidos y el sistema de 
partidos se había hecho bastante evidente. 

En las elecciones de diciembre de 2015, aproximadamente el 34% del 
electorado español votó a partidos alternativos que no habían competido a nivel 
nacional cuatro años antes, en 2011. El apoyo al PSOE bajó del 28% registrado en 
2011 a solo el 22%, mientras que los votos al PP también cayeron en picado, lo que 
dificultaba la formación de un nuevo gobierno para cualquiera de los dos partidos 
principales. El tercer partido en número de diputados en el Parlamento del país 
después de esas elecciones, Podemos, no había nacido hasta mucho después de las 
anteriores elecciones. Aunque algunos dentro de la élite política española han 
felicitado a los gobiernos de la época de la crisis por la adopción de medidas que 
esencialmente ignoraban las presiones desde abajo, tomando decisiones difíciles, 
en palabras de Felipe González, muchos votantes no vieron las cosas de la misma 
manera, y el sistema de partidos anterior a la crisis quedó muy debilitado. Este 
efecto fue especialmente visible en el descenso del apoyo al PSOE. Por el contrario, 
en Portugal, donde las élites políticas veían su mundo democrático de una manera 
muy diferente, no surgió ningún partido nuevo como actor principal en las 
elecciones celebradas en 2015 y los socialistas aumentaron su apoyo desde el 28% 
registrado en 2011 hasta el 34%. El contraste transfronterizo de apoyo a los 
socialistas era prácticamente inexistente en 2011 —en el momento quizá más difícil 
de la crisis—, pero en 2015 hubo una diferencia del 12%. La reticencia de los 
socialistas portugueses en la época de la crisis a modificar radicalmente su enfoque 
político ante las presiones externas para adoptar medidas de austeridad fue 
recompensada, al menos mínimamente, por los votantes, mientras que el enfoque 
seguido por los socialistas españoles desde mayo de 2010 hasta que dejaron el 
poder a finales de 2011 fue castigado por muchos de sus antiguos partidarios. 

Otro reflejo de los efectos de los distintos marcos culturales en los resultados 
relacionados con la crisis fue que los partidos socialistas de los dos países 
manejaron los resultados electorales de 2015 de manera bastante diferente. En 
ambos países, los partidos gobernantes de centro-derecha o derecha habían 
perdido tanto votos como escaños tras cuatro años de austeridad en la era de la 
crisis, pero en ambos casos mantuvieron más votos y escaños que ningún otro 
partido, quedando primeros si uno se fija solo en partidos específicos en vez de 
bloques compuestos por grupos de partidos afines. Los dos gobiernos 
conservadores se atribuyeron la victoria, argumentando que debían seguir 
gobernando ya que sus listas electorales habían obtenido más votos que cualquier 
otra alternativa concreta. Sin embargo, en ambos países las fuerzas políticas de la 
oposición a esos gobiernos habían obtenido muchos más votos y escaños 
parlamentarios que los gobiernos de derecha en funciones. Las elecciones no 
habían resuelto la cuestión de quién gobernaría. Esa decisión debía ser tomada por 
las fuerzas políticas presentes en las cámaras parlamentarias de Madrid y Lisboa, 
una situación perfectamente normal en un sistema parlamentario. El reto para las 


fuerzas de la oposición era encontrar una fórmula de coordinación —o incluso de 
coalición— en apoyo de una alternativa al gobierno de la derecha. En cambio, el 
reto para los gobiernos de España y Portugal era convencer a los partidos socialistas 
para que se abstuvieran en una votación parlamentaria de investidura o incluso 
para que se sumaran a una gran coalición. 

Cabe mencionar algunas diferencias entre los casos. En el caso portugués, el 
bloque de centro-derecha de dos partidos gobernantes había presentado una lista 
electoral conjunta, mientras que los tres partidos de izquierda —los socialistas, los 
comunistas del PCP y el Bloco de Esquerda (BE)— se habían presentado por 
separado. Aunque la coalición de derechas obtuvo más votos y escaños que ninguno 
de los partidos de izquierdas en solitario, los tres partidos de la izquierda juntos 
habían obtenido un 12% más de votos y una clara mayoría de escaños en la 
Asamblea de la República. Formalmente, el presidente del país —elegido 
directamente por los votantes— debía decidir a quién encargar la formación de un 
gobierno, pero dado que los gobiernos requerían el apoyo parlamentario para 
permanecer en el cargo, en términos prácticos la decisión sobre quién gobernaría 
correspondía a los socialistas, a menos que el presidente, Cavaco Silva, optara por 
disolver el Parlamento y convocar nuevas elecciones. 

En el caso español, el PP, aunque seguía siendo el partido más grande del 
Parlamento en votos y escaños, se había quedado a 53 escaños de la mayoría 
absoluta con el apoyo de algo menos del 29% de los votantes. En su conjunto, y 
considerando diferentes formas de sumar los apoyos necesarios para investir un 
gobierno en voto parlamentario, los resultados electorales en España parecían dar 
a los socialistas más posibilidades de gobernar que al PP. Ciudadanos, un partido 
que se presentaba en el 2015 como centrista, pero que la mayoría de los 
observadores situaban en la derecha del espectro político dadas sus posiciones a 
favor de políticas proempresariales y de la recentralización en materia de 
organización del Estado, parecía una fuente plausible de apoyo parlamentario para 
el PP. Sin embargo, estos dos partidos sumaron 13 escaños menos de los necesarios 
para la mayoría absoluta. Con la oposición asegurada de los nacionalistas catalanes 
y de las fuerzas a la izquierda de los socialistas, la única vía del PP para continuar en 
el gobierno pasaba por el apoyo —o la neutralidad— de los socialistas mediante una 
coalición como tal o, como mínimo, mediante la abstención de los diputados 
socialistas en el voto de investidura. Los socialistas, en cambio, tenían dos vías 
parlamentarias para conseguir los apoyos necesarios para gobernar. Si de alguna 
manera pudieran asegurarse el apoyo simultáneo de Ciudadanos y Podemos —los 
partidos a su derecha e izquierda— habrían contado con una base de apoyo 20 
escaños por encima de una mayoría absoluta. Sin embargo, tanto Podemos como 
Ciudadanos expresaron su escepticismo. Si los socialistas hacían concesiones a uno 
de estos partidos, al hacerlo aumentaría la distancia política que le separaba al 
PSOE de la otra fuente de apoyo deseada. Los socialistas tenían otra vía muy 
plausible para gobernar. Las tres listas electorales de la izquierda —PSOE, Podemos 
e IU— habían conseguido un 3,7% más de votos que la suma de los dos partidos de 
la derecha, Ciudadanos y PP. En términos de escaños parlamentarios, una clara 
mayoría necesaria para que el bloque de la izquierda gobernara también habría 
requerido el apoyo de los nacionalistas vascos (PNV), que históricamente han 
tendido a favorecer a los gobiernos de la izquierda frente a los de la derecha cuando 


se les ha ofrecido esa opción99. Con el resultado de las elecciones de 2015, el apoyo 
de los nacionalistas catalanes, enfocados en su intento de conseguir la 
independencia, no era necesario; si los partidos catalanes se abstenían en una 
votación parlamentaria de investidura, el apoyo de los partidos a la izquierda de los 
socialistas y del PNV habría proporcionado al PSOE los votos necesarios para 
formar gobierno. 

A pesar de la existencia de diferencias entre los dos países de la península 
ibérica en los resultados electorales de 2015 y en la composición del nuevo 
Parlamento elegido ese año en cada caso, la opción fundamental a la que se 
enfrentaron los socialistas en los dos países fue, al menos, parcialmente similar. 
Sin embargo, los partidos portugués y español manejaron esa opción de forma muy 
diferente. El líder socialista portugués, António Costa, llegó rápidamente a un 
acuerdo con el PCP y el BE para impulsar un Gobierno socialista comprometido 
con la reversión de las políticas de la era de la austeridad. El acuerdo que pactaron 
fue el de un Gobierno unipartidista del PS con consultas periódicas entre los tres 
partidos en materia de política y legislación. El Gobierno de derechas del primer 
ministro Passos Coelho intentó mantenerse en el poder, pero fue rápidamente 
derrotado en el Parlamento por el bloque de diputados de la izquierda, ahora 
unificado, y los socialistas asumieron el poder gubernamental. En España, el PSOE 
sufrió graves divisiones internas sobre el mejor camino a seguir. El líder del 
partido, Pedro Sánchez, manifestó su interés en formar una mayoría de gobierno, 
una vez que quedó claro que el PP no podía hacerlo, pero se vio sometido a fuertes 
presiones para evitar la colaboración con los partidos a su izquierda y con los 
nacionalistas vascos y catalanes. Podemos propuso formar un Gobierno de 
coalición, repartiendo las responsabilidades de gobierno, una propuesta que la 
mayoría de los socialistas consideró inaceptable. Aunque Sánchez expresó su 
interés en negociar tanto con Podemos como con Ciudadanos, en la práctica el 
PSOE dio prioridad a las negociaciones con Ciudadanos y llegó a un acuerdo con 
este partido sobre el programa para un nuevo Gobierno. El acuerdo incluía 
concesiones por parte de ambos partidos. Los socialistas intentaron persuadir a 
Podemos para que apoyara el acuerdo, pero su respuesta fue negativa. Ni Podemos 
ni los nacionalistas subestatales se sentían cómodos apoyando el acuerdo que había 
incorporado concesiones a Ciudadanos, alejando así a los socialistas de los aliados 
potenciales aún necesarios para ganar una votación parlamentaria sobre la 
formación de un nuevo Gobierno. Al final, no era posible una mayoría de gobierno 
con el resultado electoral de 2015. 

La exclusión de facto por parte de los socialistas españoles de las fuerzas a su 
izquierda y de los nacionalistas subestatales de las intensas negociaciones 
celebradas con Ciudadanos sobre un programa para un nuevo Gobierno condenó el 
proyecto al fracaso. Hubo que convocar nuevas elecciones, que se celebraron a 
finales de junio de 2016 y que arrojaron otro resultado complejo. El PP consiguió 
un mayor apoyo que en 2015 pero seguía sin tener una vía clara para gobernar sin la 
aquiescencia de los socialistas. El camino hacia un Gobierno del PSOE era ahora 
algo más complicado de lo que había sido tras las elecciones de diciembre de 2015 y 
requería el apoyo activo tanto de las fuerzas a su izquierda como de prácticamente 
todos los nacionalistas subestatales de España —los independentistas catalanes 
incluidos— o la improbable combinación de apoyo de Podemos por la izquierda y 


Ciudadanos por la derecha. El líder del partido, Pedro Sánchez, se negó a ofrecer 
apoyo o una abstención al PP y parecía potencialmente abierto a la búsqueda de un 
entendimiento con las fuerzas a su izquierda y los nacionalistas vascos y catalanes. 
Descontentos con esa perspectiva y con la posibilidad de unas terceras elecciones 
si no se lograba formar gobierno, el ala establishment del PSOE forzó a Sánchez a 
dimitir el 1 de octubre y condujo al partido hacia su decisión de abstenerse en la 
votación parlamentaria que permitiera al PP seguir gobernando. Sánchez acabó 
volviendo al poder en el PSOE, tras ganar unas elecciones primarias para el puesto 
de líder del partido en junio de 2017, pero por el momento la reticencia del PSOE a 
aceptar la inclusión de Podemos y los nacionalistas periféricos en las 
negociaciones para la formación de un nuevo Gobierno había llevado a una crisis 
interna del partido y a que el PP siguiera gobernando. El contraste entre el enfoque 
inclusivo de los socialistas portugueses y el enfoque excluyente de facto de amplios 
sectores del PSOE había llevado a resultados gubernamentales muy diferentes en 
los dos países. El resultado de España en 2016, es decir, la continuidad en el 
gobierno del PP a pesar de la existencia de un bloque alternativo potencialmente 
mayoritario, resultó finalmente insostenible y los socialistas volvieron al poder en 
junio de 2018, habiendo superado, al menos temporalmente, su anterior falta de 
voluntad para llegar a entendimientos con los nacionalistas subestatales y con 
Podemos. Ese giro de los acontecimientos se retoma en la discusión del cambio 
cultural en el capítulo siete. Así pues, no solo los resultados distributivos, sino 
también los estrictamente políticos, proporcionan pruebas de cómo las formas de 
práctica democrática predominantes a nivel de país pueden condicionar 
fuertemente la política en tiempos de crisis. 

Otro conjunto importante de consecuencias políticas de la crisis se encuentra 
en la gran movilización de la protesta social contra la austeridad en España, 
Portugal y el resto de la periferia de la eurozona. A pesar del choque exógeno 
compartido de la crisis económica y el régimen de austeridad que la ha 
acompañado, se pueden identificar importantes diferencias en la forma en que los 
movimientos sociales respondieron a la austeridad en los países involucrados 
(Ancelovici, 2015; Della Porta, 2017). Algunos de esos contrastes tienen que ver 
con el patrón de interconexión —o separación— entre quienes participan 
activamente en las protestas en la calle y los titulares de cargos institucionales 
(Della Porta, 2017). Tal y como predice el argumento de este libro, los movimientos 
de protesta portugueses a menudo desarrollaron estrechas conexiones con los 
actores institucionales del sistema de representación existente (Baumgarten, 2013; 
Accornero y Ramos Pinto, 2015; Fernandes, 2017). Al mismo tiempo, muchos de 
los actores activos en las protestas españolas buscaban marcar su distancia con los 
titulares del poder institucional. Aunque los movimientos de protesta innovaron 
de diversas maneras, un tema que se retomará en el capítulo siete en la discusión 
sobre el cambio cultural, los recuerdos del pasado, como la continua importancia 
simbólica de la Revolución de los Claveles en Portugal, siguieron influyendo 
fuertemente en la práctica de la protesta (Baumgarten, 2017; Fernandes, 2017; 
Romanos, 2017). Además, los detentadores del poder respondieron a la protesta de 
formas muy diferentes en los dos casos, como se ha destacado en este capítulo. 

El patrón de contraste en la práctica democrática que era evidente tanto en la 
conducta de los actores políticos como en los datos de las encuestas recogidas antes 


de la crisis se ha mantenido en gran medida. La crisis cambió mucho, pero no 
eliminó la divergencia ibérica en la inclusión política. Por el contrario, mostró la 
extraordinaria capacidad de esa división en la práctica democrática para dar forma 
auna amplia gama de resultados. Siguen surgiendo nuevas evidencias de la práctica 
inclusiva de Portugal. El ministro de Educación del Gobierno de izquierda 
portugués posterior a la austeridad hizo hincapié en mayo de 2017 en la 
importancia de escuchar sistemáticamente las voces y recomendaciones de los 
estudiantes al contemplar la reforma curricular y otros desafíos, un enfoque que se 
ha ganado los elogios de la OCDE como ejemplo para otros países100. Los instintos 
políticos de inclusión del sistema portugués siguen vigentes, produciendo 
resultados que claramente llevan su marca. Pasamos ahora a otra prueba de los 
argumentos centrales del libro, a saber, la forma en que el sistema político español 
ha abordado el desacuerdo importante sobre el estatus de Cataluña. 


Capítulo 6 
¿El conflicto nacional dentro de España socava o refuerza el 
argumento? La crisis catalana y sus antecedentes 


Introducción 


El intenso conflicto político en torno al estatus de Cataluña, que aún continúa 
después de la publicación de la primera edición de este libro, plantea numerosas 
cuestiones importantes para los estudiosos de la democracia e, inevitablemente, 
para los lectores de este libro. La región101 —o, para muchos de sus habitantes, la 
nación— situada en el extremo noreste de España junto al Mediterráneo y 
adyacente a Francia, ha sido durante mucho tiempo el escenario de esfuerzos 
políticos en búsqueda de algún tipo de expresión legal para la identidad e historia 
distintivas del territorio. La aspiración de amplios sectores de la sociedad catalana 
de conseguir la plena independencia de España, y la gestión de la cuestión catalana 
por parte de las fuerzas políticas españolas, produjeron una serie de 
enfrentamientos históricamente significativos en el otoño de 2017, que captaron la 
atención de observadores de todo el mundo. Los esfuerzos del Gobierno español, y 
de la policía que respondía a sus órdenes, por impedir la votación en un 
referéndum sobre la independencia que había sido convocado para el 1 de octubre 
por las autoridades autonómicas catalanas, produjeron numerosos 
enfrentamientos y heridos dentro de los colegios electorales, lo que constituyó el 
episodio más dramático de una larga serie de acontecimientos que dominaron la 
vida pública de España durante meses. Oleadas de manifestaciones y 
contramanifestaciones en la capital catalana, Barcelona, y el encarcelamiento —en 
muchos casos sin fianza— de numerosos dirigentes políticos catalanes acusados de 
sedición y rebelión trasladaron gran parte de la esencia de la vida política de 
España desde las actividades dentro de las instituciones formadas por 
representantes elegidos a otros lugares, incluidos los juzgados. La absoluta falta de 
consenso sobre una serie de cuestiones cruciales —entre ellas, la naturaleza de la 
democracia y de la soberanía nacional— ha producido una gran crisis que ha 
sacudido los cimientos del sistema español. 

El conflicto en torno a la identidad nacional, la ubicación deseada de la 
soberanía estatal y la esencia de la democracia había socavado, al menos 
temporalmente, los contornos institucionales normales de la vida política de una 
manera que despertaba tanto temores como esperanzas. En varios momentos 
durante los meses de septiembre y octubre de 2017, los elementos de una 


incipiente doble soberanía dentro de Cataluña parecían abrir la posibilidad de una 
ruptura total del orden legal existente y de una nueva revolución tanto en las calles 
de la Barcelona metropolitana como en el interior de Cataluña, en los mismos 
lugares donde una revolución social durante la guerra civil española de 1936-39 
motivó a George Orwell a escribir su memorable Homenaje a Cataluña (1952 
[1938]1). Durante 2017, los gobiernos electos españoles y catalanes hicieron 
reclamaciones contrapuestas de autoridad máxima dentro de Cataluña, y en el 
periodo previo al referéndum del 1 de octubre la fuerza policial autonómica, los 
Mossos d'Esquadra, operó con suficiente independencia operativa de la policía 
española —también involucrada activamente en el uso de la fuerza legal dentro de la 
región— para que el pleno desarrollo de la doble soberanía pareciera un escenario 
plausible al menos a corto plazo. La promesa de las autoridades catalanas elegidas 
en el gobierno autónomo de la región, la Generalitat, de anular y suplantar la 
legalidad española tras la victoria de una lista independentista en las elecciones 
celebradas en septiembre de 2015 había sentado las bases de lo que algunos actores 
políticos denominaron un probable "choque de trenes”. 

El avance hacia el escenario de la doble soberanía fue algo más lento e incierto 
de lo que parecía posible en la noche electoral del 27 de septiembre de 2015, 
cuando las fuerzas independentistas obtuvieron la mayoría de los escaños del 
Parlament de Cataluña con algo menos del 48% de los votos. La 
sobrerrepresentación del interior de Cataluña en el órgano legislativo autonómico 
había proporcionado previsiblemente a las fuerzas independentistas un mayor 
porcentaje de escaños que de votos. La decisión del Parlament unos dos años más 
tarde, en septiembre de 2017102, de impulsar un referéndum vinculante sobre la 
independencia que fue declarado ilegal por el Tribunal Constitucional español, 
junto con la autonomía operativa parcial de los Mossos d'Esquadra, parecía encajar 
al menos con algunos elementos de lo que es posiblemente la definición académica 
más útil de las situaciones revolucionarias, a saber, el surgimiento dentro de un 
territorio determinado de dos o más reivindicaciones efectivas y competitivas de 
soberanía estatal (Tilly, 1978: 190-193) —es decir, la doble (o múltiple) soberanía 
—. Ese escenario extremo nunca llegó a concretarse del todo; la incipiente 
reivindicación de soberanía de la Generalitat de Cataluña, antes de su declaración 
de independencia el viernes 27 de octubre, nunca vino acompañada de la capacidad 
de llevar a cabo la mayoría de las funciones estatales con auténtica independencia 
operativa de Madrid, ni del reconocimiento internacional de la validez de la 
reivindicación. La única excepción significativa a este déficit general en la eficacia 
de la afirmación de la soberanía fue la notable capacidad de las fuerzas 
independentistas para organizar con éxito las votaciones en los colegios electorales 
anunciados el 1 de octubre, a pesar de los esfuerzos del Gobierno español y de la 
policía para impedirlo (Vicens y Tedó, 2017). Con esta excepción muy visible, la 
doble soberanía —y la situación revolucionaria que habría traído a escena— siguió 
siendo relevante simplemente como un hipotético o contrafáctico camino no 
recorrido por la trayectoria real de los acontecimientos. No obstante, el 
desbordamiento de emociones que sí tuvo lugar volvió a centrar las energías 
políticas de innumerables catalanes y españoles, colocando grandes cuestiones 
sistémicas en el centro de la política. En Cataluña, la movilización política, visible 
en la amplitud de la participación tanto en las elecciones como en las 


manifestaciones, alcanzó cotas nunca vistas que reflejaban la polarización de la 
población sobre los temas en juego. 

El conflicto sobre la definición territorial de España, y el lugar de Cataluña 
con respecto a esa definición más amplia, había desplazado de forma muy 
importante la vida política normal en toda España. Dentro de Cataluña, la 
relevancia de estas grandes cuestiones había ocupado también un espacio 
normalmente ocupado por gran parte de la vida cotidiana. A finales de 2017 y 
principios de 2018, los frecuentes bloqueos de calles y carreteras por parte de 
manifestantes sirvieron como un recordatorio directamente físico del sentido más 
amplio en el que el conflicto sobre el estatus de Cataluña había llegado a ocupar 
numerosas arenas que los catalanes habían dedicado previamente a 
preocupaciones que se sitúan en gran medida más allá de la esfera política. Fuera 
de Cataluña, la reacción de los españoles a estos acontecimientos fue en general 
bastante hostil a las aspiraciones del movimiento independentista. Muchos 
ciudadanos colgaron banderas españolas en sus balcones o frente a las ventanas de 
sus pisos y, en su mayor parte, el sentimiento público en el resto del país se puso 
del lado de los defensores de la autoridad del Gobierno central. Difícilmente se 
podría pedir una prueba más clara de que las principales líneas de división interna 
dentro de las fronteras de España limitan la amplitud de los entendimientos y las 
concepciones compartidas en al menos algunos asuntos políticos importantes. La 
crisis catalana puso de manifiesto la existencia de grandes diferencias dentro de 
España sobre la identidad nacional y otros elementos importantes de la vida 
política. Por supuesto, esa falta de consenso sobre la identidad nacional no era una 
cuestión nueva dentro de España. El crecimiento de la identidad nacional 
española, especialmente en el siglo XIX, fue pronto acompañado por el desarrollo 
de reivindicaciones nacionales diferenciadas o alternativas en la periferia de 
España, especialmente en el País Vasco y Cataluña (Álvarez-Junco, 2001; Linz, 
1973; Díez Medrano, 1995). La afirmación de una identidad catalana distintiva 
forma parte de la historia de España tanto como el crecimiento de una identidad 
española global. Sin embargo, la relevancia de la historia catalana tiene 
repercusiones que van más allá de las fronteras de ese territorio y de España, con 
implicaciones para la Unión Europea y para los movimientos independentistas 
nacionales y los estados existentes en otros contextos de soberanía disputada. 

La crisis catalana plantea numerosas cuestiones que ocuparán a los 
investigadores y teóricos académicos durante como mínimo las próximas décadas; 
aunque muchas de estas cuestiones no pueden resolverse definitivamente ahora, 
tampoco pueden aplazarse totalmente para el futuro. Varias de las cuestiones 
planteadas por el conflicto actual son de relevancia directa para el argumento de 
este libro y, por lo tanto, a pesar de la naturaleza reciente y —en el momento de es- 
cribir estas líneas— en curso de los acontecimientos en cuestión, es apropiado 
retomar y examinar las implicaciones de la crisis para la afirmación principal de 
este libro de que la práctica democrática en los países vecinos de la península 
ibérica difiere según el país de una manera que refleja los legados a largo plazo de 
los caminos hacia la democracia durante la década de 1970. La cuestión central que 
los acontecimientos catalanes plantean a los lectores de este libro es bastante sen- 
cilla —aunque de gran envergadura—: ¿El amargo conflicto sobre el estatus de 
Cataluña demuestra la ausencia de una forma predominante de práctica 


democrática —y, en cambio, la existencia importante de formas muy divergentes de 
conducta política y perspectivas sistémicas dentro de España— o, por el contrario, 
confirma la existencia (incluso en Cataluña) del tipo de práctica democrática que 
este libro identifica como emblemática del caso español? En una línea relacionada, 
es crucial preguntarse si la práctica democrática española ha condicionado de 
forma decisiva la gestión de la crisis catalana y, si es así, con qué efectos. 


El enfoque de este capítulo: resumiendo el argumento 


A continuación, ofrezco un análisis de los antecedentes del conflicto, una crónica 
rudimentaria del camino hacia la crisis y de su desarrollo en 2017 y principios de 
2018, y un análisis de la importancia de este caso para el argumento más amplio del 
libro. Me ha resultado imposible retomar y abordar este importante tema sin 
intentar dar una mínima cuenta de los antecedentes históricos de los 
acontecimientos de 2017 y 2018. Esto es crucial por al menos dos razones. Parecía 
importante proporcionar a los lectores de la edición inicial en inglés, incluidos 
aquellos que no están familiarizados con Cataluña y España, alguna base para 
evaluar las decisiones y la conducta de los actores clave en 2017 y 2018 a través de 
una lente que tenga en cuenta la naturaleza de los desafíos que enfrentaron. Pero 
pensando en los lectores de esta edición en español, muchas personas que conocen 
en general el caso español pueden carecer de algunos elementos cruciales de 
información sobre la historia de la cuestión catalana. Además, la consideración de 
ciertos antecedentes de la crisis proporciona una ocasión útil para abordar la 
naturaleza de la práctica democrática dentro de Cataluña antes del (y durante) el 
inicio de la crisis. En su conjunto, el material examinado en este capítulo aporta 
importantes evidencias sobre las afirmaciones centrales planteadas en el libro. 
Dada la inevitable densidad del material tratado aquí, he incluido al final de esta 
sección un brevísimo resumen de la línea argumental general del capítulo como 
instrumento destinado a ayudar a los lectores. 

Me baso en una amplia gama de fuentes que incluyen análisis académicos de 
los antecedentes de la crisis, relatos escritos del proceso catalán, datos de encuestas 
y amplias conversaciones con actores y observadores relevantes. Este último 
componente del conjunto de fuentes en el que me he basado es obviamente el 
menos sistemático, aunque no he dudado en incluir perspectivas y conocimientos 
desarrollados en el curso de una larga historia personal103 de conversaciones en 
profundidad con muchos catalanes —y otros españoles— con preferencias políticas 
que cubren todo el espectro de puntos de vista sobre la cuestión catalana. En 
algunos casos, estas conversaciones involucraron a personas que han desempeñado 
un papel de considerable importancia en la trayectoria política de Cataluña. Pero 
en la mayoría de los casos se trataba de observadores informados y de participantes 
de base en múltiples lados de la cuestión catalana. Los relatos etnográficos de los 
académicos se basan habitualmente en este tipo de evidencias para sus 
interpretaciones, y me parece muy útil hacerlo también aquí. Dada la naturaleza 
reciente, e incluso en curso, de los acontecimientos que se analizan en este capítulo 
y su naturaleza intrínsecamente controvertida, las afirmaciones que aquí se hacen 


deben tratarse como más provisionales o exploratorias que otras que se hacen en el 
libro. No obstante, la profunda importancia de la crisis catalana y su evidente 
relevancia para los argumentos centrales del libro justifican ampliamente la 
inclusión de este capítulo. 

Las complejas líneas de desarrollo de la sociedad y la cultura catalanas han 
servido de base para una división de preferencias esencialmente en tres partes en 
el periodo posfranquista, como han señalado Vallés (2017) y otros importantes 
analistas de la política catalana. Los sectores más o menos diferenciados de la 
sociedad catalana pueden entenderse como tres tercios, aunque la distribución de 
la población no se ajuste del todo a esa caracterización aritmética. En principio, 
esta estructura de opinión —y de identidades subyacentes— creó una base plausible 
para dos coaliciones mayoritarias diferentes: una alianza catalanista de fuerzas 
interesadas, sobre todo, en promover y preservar la lengua y la cultura distintivas 
de Cataluña, y una alianza autonomista, pero unionista, orientada en gran medida 
hacia formas de solidaridad con otros españoles. Cualquiera de las dos posibles 
coaliciones ampliamente mayoritarias requeriría un apoyo sustancial del tercio 
intermedio de la opinión catalana favorable a ambos objetivos, tirando así de la 
política de la región hacia un relativo consenso a favor del desarrollo de una forma 
robusta de autogobierno, dentro de España. Las fuerzas políticas situadas de un 
modo u otro en ese tercio intermedio de la sociedad catalana —favorables a estos 
dos objetivos— lideraron el Gobierno autonómico durante prácticamente todo el 
periodo posfranquista. Es cierto que las diferencias en otros asuntos dividieron 
tanto al tercio intermedio como a la sociedad catalana en general, en la dimensión 
ideológica que diferencia a la izquierda, la derecha y el centro, pero en la cuestión 
principal del estatus de Cataluña, la estructura de la división en tres partes parece 
clara. Esto ha creado un apoyo sustancial a una vía de reforma potencial a la que a 
menudo se hace referencia como la tercera vía, es decir, el desarrollo de una mayor 
autonomía y reconocimiento dentro de la estructura más amplia de España. 

La vida política es, por supuesto, intrínsecamente relacional (McAdam, 
Tarrow y Tilly, 2001) y, por esa razón, la capacidad del tercio intermedio para 
gobernar Cataluña siguiendo una u otra versión de la tercera vía intermedia 
depende de la conducta de las fuerzas políticas situadas fuera de Cataluñal04. 
Sostengo que las tendencias excluyentes que caracterizan gran parte de la práctica 
democrática española han hecho cada vez más difícil que los defensores de una 
tercera vía catalana obtengan concesiones creíbles del Gobierno y las instituciones 
centrales de España. Como resultado, los sectores del tercio intermedio de la 
sociedad catalana han evolucionado políticamente y, en algunos casos, ven el 
objetivo de la plena independencia con creciente simpatía. Sin embargo, incluso 
con ese cambio, ha seguido existiendo un tercio intermedio algo mermado. La 
cuestión catalana podría haberse gestionado con relativa facilidad si los actores 
políticos españoles hubieran estado dispuestos a tratar la expresión de 
sentimientos en un referéndum no vinculante como un elemento normal de la vida 
política democrática, como ha sido el caso en muchas democracias que, como 
España, abarcan múltiples identidades nacionales. Si lo hubieran hecho, los datos 
disponibles sugieren claramente que la opción de la independencia habría sido 
derrotada en las urnas. La oferta de concesiones del Gobierno central habría sido 
muy probable durante la campaña anterior a dicho referéndum no vinculante, si no 


antes, ayudando así a evitar la crisis. Pero desde la perspectiva de algunos actores 
españoles cruciales, ese escenario parecía arriesgado e inaceptable, tal y como el 
argumento de este libro sugeriría, dado el sentido restrictivo y segmentado de la 
práctica democrática en España. Al mismo tiempo, varios actores políticos de 
Cataluña también han practicado sus propias formas de exclusión. Un tipo de 
práctica democrática arraigada en la transición democrática de los años setenta 
convirtió un conjunto de retos complejos pero manejables en un camino que 
conducía al tan temido choque de trenes, con consecuencias potencialmente graves 
para la propia democracia. 

Así, sostengo que la práctica democrática española, institucionalmente 
segmentada y frecuentemente excluyente, ha condicionado poderosamente la 
conducta de los actores políticos tanto en Madrid como en Cataluña. Sin este factor 
condicionante crucial, el conflicto habría sido bastante manejable. La magnitud de 
la crisis catalana subraya los costes políticos que este tipo de práctica democrática 
puede imponer. Al mismo tiempo, la prevalencia —incluso dentro de Cataluña— del 
tipo de práctica democrática esbozada en el capítulo tres sirve como prueba 
fehaciente de la capacidad de los legados históricos para moldear las formas 
actuales de conflicto político. 


Antecedentes de la crisis catalana 


La crisis que alcanzó proporciones dramáticas en el otoño de 2017 ha tenido una 
larga prehistoria que se remonta a mucho antes de la transición española de la 
dictadura franquista a la democracia en la década de 1970. Los orígenes de la Es- 
paña moderna se encuentran en un gran número de unidades políticas 
inicialmente separadas que surgieron en el curso de la prolongada confrontación 
militar entre las fuerzas islámicas y cristianas por el control de la península ibérica. 
Tras la conquista de la península por parte de los gobernantes islámicos del norte 
de África en el siglo VIII, la Reconquista por parte de los españoles cristianos, que 
duró varios siglos, proporcionó los parámetros históricos y sociopolíticos para el 
surgimiento de la España moderna. La Reconquista se inició en pequeños 
territorios montañosos del extremo norte de la península ibérica y, justo al otro 
lado de los Pirineos, en el reino carolingio de Francia, que a su vez estaba inmerso 
en la lucha mayor. Los orígenes de Cataluña se encuentran en la extensión de la 
actividad militar carolingia francesa hacia el sur, atravesando los Pirineos, lo que 
sentó las bases del Condado de Barcelona, finalmente independiente. Durante la 
Edad Media, las instituciones políticas, la lengua y la composición sociocultural de 
Cataluña se desarrollaron de forma independiente a las de Castilla, la región que 
desempeñó el papel predominante en la posterior construcción de la España 
moderna. La lengua catalana conservó marcas significativas de los orígenes 
socioculturales de la región en la extensión meridional de la Francia carolingia en 
lo que hoy es España. 

La Cataluña medieval creó un Parlamento representativo con importantes 
poderes y otras instituciones políticas en las que los nacionalistas catalanes de los 
siglos XX y XXI han buscado inspiración y legitimidad histórica. Sin embargo, dos 


uniones dinásticas por vía matrimonial conectaron a Cataluña primero con Aragón 
y después con Castilla y el resto de España. Con su lengua y muchas de sus 
instituciones, al menos inicialmente intactas, Cataluña se desarrolló como una 
parte de España. Dicho esto, algunos elementos importantes de la historia catalana 
y su interpretación han sido objeto de conflicto cultural y político. La larga 
prehistoria hasta la confrontación de principios del siglo XXI conlleva un gran 
número de ambigúedades (como la especificación de los periodos históricos en los 
que Cataluña podría considerarse una entidad plenamente soberana), elementos 
de considerable complejidad (entre ellos los límites lingúísticos del predominio 
catalán dentro de la Corona de Aragón) y temas que motivan la ambivalencia. 

El recién unificado Reino de España se unió mediante el matrimonio de sus 
monarcas en 1469, pero los territorios que lo componían seguían siendo distintos 
entre sí en sus instituciones, usos lingúísticos y asuntos relacionados. Cataluña 
pasaba a formar parte de una unidad política mayor en la que predominaba 
fuertemente la lengua castellana, base histórica del español moderno. Las 
complejas tensiones entre los esfuerzos por homogeneizar los componentes 
regionales de España y los intentos de preservar las instituciones y los rasgos 
distintivos regionales marcaron los siglos siguientes. Tanto la identidad nacional 
española como la catalana son construcciones socioculturales complejas que han 
adoptado múltiples formas, la mayoría de ellas sujetas a impugnaciones de diversa 
indole (Álvarez-Junco, 2001). Esa contestación ha tomado múltiples formas, 
algunas internas a las dos identidades, la de España y la de Cataluña, y otras 
externas a ellas (Muñoz, 2012). Este patrón de contestación es bastante típico de la 
experiencia transnacional más amplia en la formación de las identidades 
nacionales. 

Lo que ha llevado a Cataluña, y con ella a España, a una situación de crisis 
extraordinaria ha sido la gestión política de dicha complejidad, no el hecho de su 
existencia. De hecho, numerosos sistemas políticos libres y representativos son, 
como España, estados multinacionales en los que coexisten diversas identidades y 
proyectos nacionales en el espacio democrático dentro de las fronteras de un estado 
soberano como España, la India, Canadá o el Reino Unido (Stepan, Linz y Yadav, 
2011). En todos estos casos, las múltiples identidades en juego han surgido en 
complejos procesos históricos de construcción sociocultural, pero una vez que las 
preferencias expresadas democráticamente por los votantes manifiestan 
claramente la existencia de más de una identidad nacional dentro de un Estado 
soberano, corresponde a los líderes políticos elegidos desarrollar en colaboración 
los acuerdos institucionales y políticos que permitan su coexistencia dentro de ese 
Estado. Como ha demostrado de forma persuasiva el magistral análisis de Stepan, 
Linz y Yadav (2011), aunque los retos que conlleva la construcción y el 
mantenimiento de la democracia en los Estados multinacionales o nación-Estados 
pueden ser mayores que en el caso de los Estados-nación unitarios en los que solo 
existe una identidad nacional, esos retos se han resuelto con éxito en numerosos 
casos. 

Normalmente, algunos actores políticos dentro de las democracias 
plurinacionales preferirían que su Estado tuviera una identidad nacional unitaria 
—que eclipsara los sentimientos nacionales de las minorías—, pero en este punto, 
como en otros, la democracia requiere en última instancia la coexistencia en 


tolerancia mutua de actores que discrepan en cuestiones de importancia. Los 
actores políticos que solo sienten la identidad nacional más amplia basada en el 
conjunto del Estado pueden perfectamente acostumbrarse a referirse a las 
instituciones e identidades de la periferia en términos que reconozcan la 
autodefinición nacional de los más directamente implicados, los que mantienen 
una identidad nacional subestatal. En este sentido, la cámara legislativa de Quebec, 
la gran provincia francófona de Canadá, se conoce universalmente como la 
Assemblée Nationale. Los políticos de los dos principales partidos del Reino Unido 
suelen referirse a los intereses o aspiraciones colectivas de Escocia como asuntos 
nacionales escoceses. Sin embargo, las fuerzas políticas españolas fuera de la 
periferia multinacional del país tienden a rechazar la legitimidad de utilizar el 
término nación para referirse a Cataluña, el País Vasco o Galicia105. 

En lo que sigue proporciono muchas evidencias de ciertos tipos de 
distintividad catalana, pero sostengo que el patrón predominante de la práctica 
democrática en este territorio —como en el caso de España en su conjunto— está 
marcado por influencias históricas que han disminuido las formas de conducta 
ampliamente inclusivas. La mayor parte de este libro se centra en las implicaciones 
de las formas amplias de práctica democrática en todo el país para la incorporación 
de los actores de bajos ingresos y socialmente marginales a la vida política 
institucionalmente reconocida. Este capítulo se centra, de forma parcialmente 
relacionada, en el tratamiento de los marginados socioculturales que sienten 
fuertemente una identidad colectiva que solo comparten una minoría de 
ciudadanos en el sistema político más amplio. Cuando la práctica democrática 
excluyente y segmentada limita la incorporación de los sectores de bajos ingresos, 
los principales efectos negativos implican un déficit de profundidad democrática y 
resultados distributivos innecesariamente dolorosos. En el caso catalán, el daño 
proporcionado por una práctica democrática relativamente restrictiva parece haber 
afectado a la autenticidad y la consolidación democráticas. La crisis catalana puede 
parecer, en algunos aspectos, periférica desde el punto de vista del argumento más 
amplio de este libro, pero en este capítulo pretendo aportar evidencias recientes y 
significativas de las dificultades generalizadas que pueden generar una política de 
exclusión. El caso catalán ayuda a identificar toda la magnitud y el significado de la 
divergencia ibérica en la inclusión política. 


El nacionalismo catalán y otras fuerzas políticas 


El nacionalismo catalán moderno surgió durante el siglo XIX, se desarrolló y 
evolucionó políticamente durante el siglo XX y, recientemente, se orientó de forma 
abrumadora hacia la defensa de la plena independencia de España (a pesar de la 
ambivalencia sobre este punto de algunos nacionalistas catalanes que aún 
prefieren una tercera vía para salir de la crisis a través de una mayor autonomía 
dentro de España). Este movimiento nacionalista se desarrolló inicialmente en un 
contexto condicionado por el crecimiento de la identidad nacional española 
moderna y por el desarrollo industrial de Cataluña (Diez Medrano, 1995). Este 
factor, a su vez, contribuyó a motivar la inmigración a gran escala a Cataluña desde 


otras regiones españolas. 

La atracción que ejercía Barcelona dentro de España —atrayendo a 
inmigrantes de todo el país— no era exclusivamente económica. La capital catalana 
era un centro de innovación cultural y política situado cerca de Francia y que 
parecía alejado de los bastiones de la resistencia conservadora a la transformación 
del país. Pablo Picasso decidió pasar algunos de sus primeros años en la ciudad y el 
arquitecto catalán Antoni Gaudí, junto con otros miembros del movimiento 
modernista, trabajó principalmente en Barcelona, creando nuevos enfoques 
estéticos para los entornos construidos que han atraído la fascinación mundial. 
Cataluña ha sido un imán para muchos españoles inconformistas de otras regiones. 
Internamente se ha dividido entre las fuerzas centradas en la reconfiguración de la 
entidad política más amplia —España en su conjunto— y otras que han preferido 
defender exclusivamente el carácter distintivo catalán. Por supuesto, estas dos 
tendencias no siempre fueron totalmente incompatibles entre sí y también 
compitieron con corrientes más conservadoras, pero el contraste de enfoque entre 
los progresistas interesados en construir alianzas a nivel de toda España y otros 
interesados en hacer valer los intereses específicamente catalanes ha sido un 
elemento duradero de la política moderna de la región. 

Tanto las aspiraciones catalanas de promover la identidad distintiva de la 
región como otros proyectos diversos de transformación social y política 
alcanzaron su máximo apogeo en el siglo XX durante la Segunda República, 
declarada el 14 de abril de 1931. A pesar de las esperanzas y energías populares que 
caracterizaron los años republicanos, la grave polarización política y social, el 
crecimiento de las fuerzas antidemocráticas y el declive de la tolerancia mutua 
entre los adversarios políticos minaron las perspectivas de la democracia. Las 
últimas elecciones parlamentarias de la República se celebraron en febrero de 
1936. El Frente Popular de Republicanos de Izquierda, nacionalistas subestatales, 
socialistas y sus aliados, ganó las elecciones, pero los conspiradores militares de 
derechas y sus aliados civiles planearon estrategias para derrocar la República. Lo 
que pasó después es de sobra conocido por el público español. El 18 de julio de 
1936 un levantamiento militar antidemocrático marcó el inicio de la Guerra Civil. 
El ejército apoyó mayoritariamente el golpe de la derecha, pero muchos oficiales y 
unidades permanecieron leales a la República. Las milicias obreras y otros civiles 
partidarios de la Segunda República se unieron a esas unidades leales para 
defender la República. En pocos días el país se dividió entre zonas controladas por 
los dos bandos; la Guerra Civil estaba en marcha. En esta larga batalla, Cataluña fue 
un firme componente de la coalición republicana leal, a pesar de la evidente 
existencia de divisiones internas en la región, algunas de ellas acentuadas por la 
revolución social que pronto tuvo lugar. La Guerra Civil terminó, por supuesto, con 
la derrota de la República, y con profundas consecuencias para Cataluña. La 
sociedad y la política catalanas cambiaron fundamentalmente por las largas 
décadas de represión franquista y la lucha de amplios sectores de la sociedad 
catalana en oposición a ese régimen. El conflicto de principios del siglo XXI sobre 
el lugar de Cataluña en (o, en las aspiraciones de algunos, fuera de) España está 
fuertemente condicionado por los legados del periodo franquista, tema al que nos 
referiremos a continuación. 


Cataluña bajo y contra el régimen de Franco 


Cuando las fuerzas militares comandadas por Franco tomaron el control total de 
Cataluña en 1939 durante los últimos días de la Guerra Civil, impusieron un nuevo 
y duro régimen que pretendía hacer mucho más que simplemente desactivar las 
fuerzas políticas que habían apoyado a la República. También intentaron cambiar 
fundamentalmente la sociedad y la cultura catalanas, acabando con la posición 
predominante de la lengua catalana tanto en la vida pública como en la privada, 
sustituyéndola por el castellano. Este esfuerzo dejó una marca perdurable en 
Cataluña, que sigue conformando las condiciones subyacentes que influyen en el 
conflicto político sobre el estatus. La dura represión anticatalana fue 
especialmente severa en los primeros años del nuevo régimen, pero a pesar de la 
relajación parcial en años posteriores, algunas restricciones sobre la lengua 
catalana siguieron vigentes hasta después de la muerte de Franco en noviembre de 
1975. El impacto duradero de esta política del régimen se vio amplificado por la 
coincidencia histórica entre las restricciones oficiales a la lengua catalana y un 
periodo de intensa inmigración a Cataluña provocada por el rápido crecimiento 
económico y el desarrollo urbano de la región durante la segunda mitad del 
franquismo, especialmente después de 1960. Los nuevos inmigrantes en Cataluña, 
junto con todos los demás, experimentaron la vida pública, la educación y las 
interacciones con las autoridades estatales en español y no en catalán. Los efectos 
de este solapamiento histórico han sido duraderos; las encuestas sobre el uso de la 
lengua muestran que el catalán ha perdido su condición de uso mayoritario dentro 
de la región a pesar de la aplicación de políticas destinadas a favorecer la 
recuperación de la lengua tras los efectos de la represión. La última encuesta 
monográfica disponible sobre el uso de la lengua data de 2013. Los resultados 
muestran que, a pesar del fuerte crecimiento del conocimiento activo del catalán, 
promovido por las políticas educativas de la Generalitat, en el uso cotidiano la 
lengua no ha recuperado la condición de mayoritaria que tenía antes del 
franquismo106. Prácticamente todos los residentes de la región conocen el catalán, 
pero una estrecha mayoría tiende a utilizar el español con más frecuencia que el 
catalán en la vida cotidiana. 

El historiador y abogado Josep Benet, uno de los líderes de la oposición 
antifranquista en Cataluña, llevó a cabo una meticulosa investigación sobre la 
represión del régimen contra la lengua catalana, publicando los primeros 
resultados de su estudio en París en 1973 bajo un seudónimo institucional 
(L' Institut Catalá d'Estudis Polítics i Socials, 1973). Tras el retorno de la 
democracia en 1977, Benet completó su estudio, publicando los resultados 
completos en 1995 (Benet, 1995). En esta obra, Benet documenta exhaustivamente 
el amplio esfuerzo por reducir el uso del catalán al ámbito privado y familiar, pro- 
hibiendo su uso en público en los ámbitos cultural, gubernamental, educativo y 
comercial. Durante la propia guerra, en zonas bajo el control de las tropas 
franquistas, el uso de la lengua en conversaciones puramente privadas que podían 
ser escuchadas en público —como las llamadas telefónicas desde un lugar público o 
las discusiones entre amigos en un restaurante— también estaba a menudo 
prohibido y podía ser objeto de multas (Benet, 1995: 152 y 137). Los esfuerzos por 
impedir el uso de la lengua incluso en conversaciones privadas que podían ser 


escuchadas por las autoridades continuaron después de la guerra en determinados 
entornos, por ejemplo para las tropas reclutadas para el servicio militar 
obligatorio. Este devastador modelo de represión cultural colectiva no solo 
obstaculizó el uso y la transmisión de la lengua catalana. También produjo una gran 
cantidad de humillaciones personales para los residentes de Cataluña. Como 
documenta Benet, en los primeros meses del nuevo régimen la correspondencia 
personal fue censurada de forma rutinaria. Las cartas de todo tipo debían estar 
disponibles para su inspección antes de ser enviadas y se exigía que estuvieran 
escritas en español o en lenguas extranjeras. El catalán estuvo prohibido en la 
correspondencia personal hasta enero de 1940, nueve meses después de la victoria 
de las fuerzas franquistas (Benet, 1995: 367-368). Muchos catalanes también 
sufrieron otras formas de humillación como consecuencia de las prohibiciones de 
su lengua. Los residentes de la región recuerdan a menudo cómo ellos, o miembros 
de sus familias, fueron amonestados por las tropas prorrégimen o incluso por los 
profesores de las aulas por utilizar su lengua. Durante los largos años del régimen 
franquista, las limitaciones oficiales al uso del catalán, junto con otras formas de 
represión, se relajaron parcialmente con el tiempo, pero muchas restricciones 
siguieron vigentes hasta después de la muerte del dictador en noviembre de 1975. 
Por decir algo obvio, el uso del español nunca fue objeto de represión lingiística 
durante el periodo franquista. 

El régimen franquista consiguió reducir el uso de la lengua catalana, pero en 
el proceso generó un amplio agravio colectivo y reforzó el fuerte sentimiento de 
identidad que sentía la mayoría de los catalanes. Al mismo tiempo, se fueron 
acumulando agravios socioeconómicos entre los trabajadores y los residentes 
urbanos situados en zonas que aumentaron drásticamente su población debido al 
rápido crecimiento económico que se produjo tras el cambio de políticas del 
régimen a finales de la década de 1950 (Fishman, 1990b). A pesar de los 
importantes niveles de represión, se desarrolló un movimiento obrero cada vez 
más poderoso en oposición al régimen (Balfour, 1989; Fishman, 1990b). Las 
huelgas y otras formas de protesta colectiva se hicieron más frecuentes, al igual que 
la fuerza de los partidos de izquierda aliados con el movimiento obrero. Dentro de 
la región, la oposición al régimen se desarrolló tanto entre los activistas obreros de 
la izquierda como entre los nacionalistas catalanes. Otros también pasaron a 
formar parte de la oposición. Al final del periodo franquista, la oposición a la 
dictadura estaba muy extendida dentro de Cataluña, como sugieren claramente los 
resultados de las primeras elecciones posfranquistas, celebradas el 15 de junio de 
1977 (Gunther, Sani y Shabad, 1986; Linz et al., 1981; Linz y Montero, 1986). Los 
partidos que debían sus orígenes a elementos del régimen franquista, incluida la 
UCD del presidente reformista Adolfo Suárez, obtuvieron un total de algo más del 
20% del total de votos en Cataluña. En el resto de España, solo el País Vasco generó 
un voto igualmente bajo para las fuerzas políticas nacidas dentro del régimen. En el 
conjunto de España, el apoyo electoral a los partidos sucesores (Loxton y 
Mainwaring, 2018) fue más del doble que en Cataluña y el País Vasco. 

En el contexto de la creciente oposición a la dictadura se produjo un hecho 
crucial. Los partidos de izquierda que gozaban de un amplio apoyo en Cataluña 
adoptaron como propia la causa de la autonomía catalana, la recuperación 
lingúística de la posición anterior a la dictadura y otros objetivos catalanes. La 


reivindicación de un nuevo Estatuto de Autonomía fue a su vez un tema constante 
en los mítines y congresos de la oposición en la región durante el periodo de 
transición del franquismo a la democracia. Los congresos de sindicatos y partidos 
de la izquierda y las manifestaciones dirigidas por las mismas fuerzas terminaban 
habitualmente con el canto conjunto de dos canciones: La Internacional y Els 
Segadors, el himno del nacionalismo catalán que hace referencia a la revuelta de los 
segadores catalanes del siglo XVII. Los partidos de izquierda, con su base social en 
una clase trabajadora que incluía un gran número de inmigrantes de otras regiones 
de España, la mayoría de los cuales seguían hablando principalmente español, se 
unieron a la demanda generalizada de reafirmación de los derechos e instituciones 
colectivas catalanas. Su sometimiento común a la represión franquista había 
contribuido a crear un sentimiento de solidaridad que establecía vínculos entre las 
reivindicaciones económicas y culturales. Como el estudioso de los movimientos 
sociales Hank Johnston ha argumentado de forma persuasiva en su estudio sobre la 
oposición catalana al franquismo (Johnston, 1991), la defensa nacionalista de los 
intereses y objetivos colectivos catalanes se había convertido en una demanda 
central y unificadora del movimiento antifranquista de la región, que contaba con 
un amplio apoyo. 

Al mismo tiempo, los vínculos de facto entre Cataluña y el resto de España se 
fortalecieron durante el periodo franquista. El ya comentado ascenso de la lengua 
española a un estatus dominante en el uso diario fue un elemento de ese cambio, 
pero hubo otros. El crecimiento de una industria editorial en español a gran escala 
en Barcelona y el aumento de las conexiones matrimoniales y familiares entre la 
región y el resto de España son dos elementos de este patrón más amplio. El 
periodo franquista y sus antecedentes dejaron establecidas las condiciones 
favorables para la prevalencia de las identidades duales en Cataluña. Como han 
demostrado los datos recogidos por un instrumento de encuesta crucial 
desarrollado por Juan Linz (Montero, 2018; Coller, 2006; Álvarez, Echavarren y 
Coller, 2017), la mayoría de los catalanes se consideran a la vez catalanes y 
españoles. Según los datos más recientes disponibles en el momento de escribir 
este estas líneas, una encuesta del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) 
realizada en enero de 2018 tras las elecciones, casi tres cuartas partes de la sociedad 
catalana se siente en una medida u otra tanto catalana como española; algo menos 
del 22% se siente exclusivamente catalana107. 

Muchos de los que se organizaron en oposición al franquismo en partidos y 
movimientos nacionalistas catalanes, más que en partidos de orientación 
izquierdista y vinculados al movimiento obrero, debían tanto a la tradición 
catalanista conservadora de la Lliga de los años anteriores a la Guerra Civil como a 
la tradición más radical de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC). Los 
nacionalistas catalanes moderados de Convergéncia Democrática de Catalunya, 
dirigidos por el enérgico empresario político Jordi Pujol, se unieron a los 
moderados de orientación católica de Unió Democrática de Catalunya en una 
coalición electoral y de gobierno de larga duración. Al menos discursivamente, 
Convergencia i Unió (CiU) adoptó la defensa del estado de bienestar como 
elemento de su programa ¡junto con las aspiraciones distintivas catalanas. Las 
principales fuerzas de oposición al franquismo en Cataluña se habían aglutinado en 
torno a la defensa de objetivos socialmente progresistas y nacionalmente 


distintivos. Es cierto que las tres principales fuerzas políticas implicadas —el Partit 
Socialista Unificat de Catalunya (PSUC), vinculado a la Internacional comunista, el 
Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC)108, afiliado a la Internacional socialista, y 
los nacionalistas catalanes moderados de CiU— eran significativamente diferentes 
entre sí en varios aspectos. Sin embargo, en términos muy generales, el largo 
periodo de represión franquista había creado condiciones favorables al consenso 
político en Cataluña en una serie de puntos. Los sentimientos políticos 
subyacentes en la región estaban más a la izquierda que en la mayor parte de 
Españal09 y eran fuertemente favorables a la reafirmación del carácter distintivo 
catalán. 

Sin embargo, al mismo tiempo el crecimiento de la población 
hispanohablante en Cataluña había creado el potencial social para futuras 
divisiones políticas sobre el uso de la lengua y las políticas educativas (Miley, 
2006). La sociedad catalana del periodo posfranquista es el producto no solo de la 
historia prefranquista de la región, sino también de múltiples formas de 
transformación experimentadas por Cataluña durante los largos años de la 
dictadura. La constelación de factores ligados a los legados del franquismo fue 
favorable a la triple división de preferencias sobre la cuestión nacional que ha sido 
persuasivamente señalada por el politólogo Josep Maria Vallés en el contexto de la 
supuesta reducción del sentimiento público catalán a una oposición binaria entre 
dos bloques enfrentados (Vallés, 2017). A pesar de los acontecimientos 
polarizadores de 2017 y principios de 2018, el tercio medio o intermedio de la 
sociedad catalana conserva el equilibrio de poder en la opinión pública. Esta 
configuración hizo probables formas relativamente moderadas de autoafirmación 
nacional catalana dentro del marco institucional de España. Los extremos —por un 
lado, a favor de la independencia de España o, por otro, a favor de la 
recentralización de facto en materia de política lingitística y educativa— parecían 
tener pocas probabilidades de triunfar. Sin embargo, la viabilidad de la vía 
catalanista moderada, ubicada entre los extremos, iba a depender de la voluntad de 
las fuerzas políticas españolas de negociar y llegar a un acuerdo con los catalanes. 
Esa voluntad, a su vez, se vería fuertemente limitada por los legados de la transición 
y su coda, que generaban una tendencia a una práctica democrática segmentada y a 
menudo excluyente. Á continuación, nos centraremos en Cataluña durante la 
transición y en su etapa posterior. 


Cataluña durante la transición y en democracia 


Durante la propia transición, el liderazgo comprometedor del reformista del 
régimen Adolfo Suárez contribuyó a convertir en realidad empírica el hipotético 
escenario de acuerdo entre las fuerzas políticas españolas y el nacionalismo catalán 
moderado. En un movimiento simbólico de gran importancia, en octubre de 1977, 
solo unos meses después de que se celebraran las primeras elecciones libres del 
periodo posfranquista, Suárez invitó a Josep Tarradellas, presidente en el exilio de 
la Generalitat de Cataluña, a regresar a Barcelona como presidente provisional del 
Gobierno autónomo en formación. Esto permitiría a Tarradellas participar en las 


negociaciones de la transición con Suárez y otros. Esta medida se consideró en 
general como un reconocimiento simbólico de la legitimidad que seguían teniendo 
las instituciones prefranquistas de la región, una forma de legitimidad que podía 
considerarse anterior a la Constitución del nuevo régimen democrático, que 
pronto se redactaría. Suárez, y muchos otros actores clave de la transición, 
comprendieron la importancia que tenía para la democracia española asegurar la 
participación catalana en el diseño global del nuevo sistema y en la elaboración de 
un nuevo Estatuto de Autonomía regional. La nueva Constitución redactada 
durante el año siguiente y aprobada en 1978 estableció una vía especial y acelerada 
de estatutos de autonomía para las regiones históricamente definidas como 
nacionalidades, a saber, Cataluña, el País Vasco y Galicia. 

Los esfuerzos de los actores políticos en la época de la transición para empezar 
a construir una arquitectura institucional que reflejara la composición 
plurinacional de España eran muy prometedores; se dieron pasos hacia una forma 
de federalismo asimétrico que facilitaba acuerdos de autonomía para la periferia 
multinacional del País Vasco, Cataluña y Galicia. Muchos detalles cruciales se 
dejaron para más adelante: la plena elaboración del potencial para la aprobación de 
estatutos de autonomía que iba incorporado en la nueva Constitución de 1978 iba a 
depender de numerosas decisiones de los actores políticos en múltiples niveles del 
sistema durante un prolongado periodo de tiempo. Los políticos elegidos, y los 
jueces encargados de interpretar la Constitución, desempeñarían un papel 
importante en la elaboración del incipiente Estado de las autonomías, que acabaría 
dotando a todas las regiones de formas de autonomía. Esas decisiones estarían en 
última instancia condicionadas no solo por la apertura de la transición al diálogo 
entre los actores institucionalmente reconocidos, sino también por la forma más 
restrictiva de la práctica democrática que se hizo patente tras la transformación del 
sistema de partidos en 1982, que se conceptualiza en el capítulo dos como la coda 
de la transición. En el manejo de la periferia plurinacional del país, los rasgos más 
excluyentes de la práctica democrática española solo salieron a la luz después de 
que el PP sustituyera a la UCD como principal partido de centro-derecha tras el 
terremoto del sistema de partidos de 1982. La coda de la transición configuró 
poderosamente sus legados duraderos. 

Durante los años de la transición, y en los años inmediatamente posteriores, 
la dinámica política del País Vasco parecía mucho más desafiante para el sistema 
español que la de Cataluña. Los partidos nacionalistas obtuvieron una mayor 
proporción de votos en el País Vasco en las primeras elecciones posfranquistas y, lo 
que es más importante y evidente, fue la actividad en el caso vasco de una 
organización violenta que utilizaba las armas para perseguir su objetivo de 
independencia. El terrorismo de ETA creció en intensidad durante la transición, 
convirtiéndose en una de las amenazas terroristas más importantes a las 
democracias de la época. Solo en 1980 el número de muertos atribuibles a la 
organización superó los go (Sánchez-Cuenca, 2001). Por el contrario, Cataluña 
parecía una historia de éxito. La búsqueda de formas sólidas de autonomía gozaba 
allí de un amplio apoyo, pero el sentimiento independentista era sustancialmente 
menor que en el País Vasco (Linz el al., 1981) y ninguna organización importante se 
volcó en la violencia. Sin embargo, la forma segmentada de la práctica democrática 
que llegó a predominar en la política configuró poderosamente las condiciones 


subyacentes para el tratamiento de Cataluña dentro del sistema español, 
restringiendo la capacidad de gestionar la especificidad catalana con tanto éxito 
como lo había hecho Suárez durante la propia transición. La interpretación cultural 
predominante sobre la esencia de la democracia contribuyó a crear un clima en el 
que algunas fuerzas políticas españolas pusieron en duda la legitimidad de actores y 
objetivos catalanes. Esa tendencia excluyente ha amplificado enormemente la 
magnitud del problema. 

En 1979 se aprobó un nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña y las primeras 
elecciones a su Parlamento arrojaron un resultado muy dividido que permitió a los 
nacionalistas moderados de CiU formar un gobierno como la formación más 
numerosa en un Parlamento autonómico dividido. Esa coalición se mantendría en 
el poder hasta más de veinte años después, cuando una coalición de tres partidos de 
orientación de izquierdas, liderada por los socialistas (PSC) y que incluía a los 
nacionalistas de izquierda de ERC, desbancó a CiU en las elecciones celebradas en 
2003. Los parámetros de la competición electoral y política entre partidos (Rodon y 
Orriols, 2014; Pallarés, 1991) tienen una relevancia ineludible para la crisis de 
2017. Ántes de pasar a examinar la práctica democrática dentro de Cataluña, y a 
analizar la crisis durante finales de 2017 y principios de 2018, abordamos primero 
la importante cuestión de cómo y por qué el sentimiento independentista aumentó 
sustancialmente, especialmente en los tres años cruciales entre 2010 y 2013. 


El auge del sentimiento independentista 
y el referéndum no vinculante de 2014, 


El surgimiento de un grave conflicto sobre el estatus de Cataluña —dentro o fuera 
de España— se basó, en parte, en el crecimiento previo del sentimiento 
independentista. Esta dinámica, y las explicaciones que se han propuesto para 
abordarla, requieren un breve tratamiento aquí. En lo que sigue, tomo en 
consideración varias explicaciones plausibles que se han ofrecido y sugiero que han 
contribuido en parte a través de su interacción con otro factor fundamental. 
Sostengo que la práctica democrática española, a menudo excluyente, condicionó 
fuertemente tanto el crecimiento del sentimiento independentista como la gestión 
por parte del sistema político central de este nuevo reto una vez que surgió. 
Entiendo que la concepción dominante de la práctica democrática ha operado en 
combinación con otras dinámicas causales como el impacto de la Gran Recesión en 
toda España —Cataluña incluida—, pero sostengo que la magnitud de la crisis 
política sobre el estatus de Cataluña no puede explicarse plenamente sin introducir 
el factor que aquí se destaca. Sin las limitaciones impuestas por la práctica 
democrática española habría sido mucho más fácil de lo que ha sido para los 
actores políticos resolver los desafíos planteados por la singularidad catalana y es 
muy probable que el apoyo a la independencia se hubiera mantenido 
significativamente más bajo que el nivel que llegó a existir en los años clave de 
2017-2018. 

El Centre d'Estudis d'Opinió (CEO) de la Generalitat dispone de una serie 
razonablemente larga de resultados de encuestas sobre la cuestión del estatus, pero 


la interpretación de estos datos es a veces difícil. Además de las fluctuaciones 
normales producidas por la variación esperada de error aleatorio de muestreo, así 
como por los cambios de circunstancias en el mundo real, en este caso las 
respuestas también están condicionadas por la redacción de la pregunta. El apoyo a 
la independencia se mide a través de una opción binaria y también a través de una 
pregunta con múltiples opciones que ofrece a los encuestados la oportunidad de 
expresar su preferencia por la llamada tercera vía de una mayor autonomía dentro 
de una España federal. La inclusión de opciones múltiples reduce 
sistemáticamente el nivel de apoyo a la independencia manifestado a través de la 
formulación binaria simple. Así, por ejemplo, en una de las lecturas más altas de 
apoyo a la independencia, una encuesta del CEO realizada en octubre de 2017, tras 
el referéndum, mostraba un sentimiento independentista del 48,7% en respuesta a 
la pregunta binaria simple. Sin embargo, cuando se introdujeron opciones 
intermedias en la misma encuesta, el apoyo a la independencia cayó al 40,2%. 
Dado que la mejora o ampliación de la autonomía es una opción que forma parte 
del debate político y sobre la que se puede pedir a los votantes que se posicionen, 
considero que la pregunta con varias opciones es la que mejor refleja el estado real 
de la opinión pública. Los datos que se presentan a continuación en el gráfico 8 
muestran la evolución del apoyo a la independencia en la pregunta multiopción del 
CEO. 


Gráfico 8 


Evolución del apoyo a que Cataluña sea un Estado independiente 
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Fuente: Elaboración propia a partir de Generalitat de Catalunya (2018: 12, gráfico). 


Los datos muestran un lento aumento del apoyo a la independencia incluso 
antes de la crucial decisión del Tribunal Constitucional español de 2010 que 
invalidó grandes componentes del nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña, un 
intento de desarrollar la tercera vía, que había sido aprobado por las instituciones 
de representación parlamentaria y el electorado catalán en 2006. Esa decisión del 
Tribunal Constitucional, y el Estatuto de 2006 que fue parcialmente invalidado por 
ella, se abordan a continuación. Después de 2010, el apoyo a la independencia 
creció rápidamente hasta 2013, cuando los partidarios de esta opción alcanzaron el 
apoyo del 48,5% de los encuestados, cerca del umbral del 50%. Sin embargo, 
después de ese pico de 2013, los datos muestran fluctuaciones constantes dentro de 
un rango que se mantuvo constantemente por debajo de la marca crucial del 50%. 
Tres factores a gran escala destacados por los estudiosos parecen al menos 


plausiblemente relacionados con el gran crecimiento del apoyo a la independencia 
entre 2010 y 2013 y el estancamiento o la caída del apoyo independentista después 
de mediados de 2013. Estos factores incluyen la crisis económica, los intereses 
electorales de las direcciones de los partidos políticos en un entorno competitivo y 
el impacto de la decisión del Tribunal Constitucional de 2010 sobre las esperanzas 
generalizadas a favor de una tercera vía que conduzca a una mayor autonomía 
dentro de España. 

Los principales choques exógenos —la crisis económica y la decisión del 
Tribunal Constitucional— aparecen en la mayoría de los análisis académicos sobre 
el crecimiento del sentimiento independentista, pero también se suelen 
mencionar otros factores. Algunos analistas han hecho hincapié en la necesidad 
que perciben los líderes de los partidos de competir con otras opciones electorales 
en condiciones cada vez más difíciles. La politóloga comparativa Sonia Alonso 
(2012) sostiene que la descentralización política o devolución puede aumentar 
paradójicamente los incentivos para que los nacionalistas subestatales, antes 
moderados, se vuelvan hacia la demanda de independencia como forma de 
diferenciarse de los partidos no nacionalistas que aceptan plenamente la 
autonomía y la distinción del territorio —llámese regional o nacional—. Este 
argumento merece una seria consideración, pero no está del todo claro que pueda 
explicar adecuadamente el momento del rápido aumento del independentismo 
precisamente tras la decisión del Tribunal Constitucional y en el contexto de la 
Gran Recesión. Una afirmación parcialmente relacionada y discutida a menudo por 
los observadores fue explicitada por el astuto periodista político Guillem Martínez 
en su análisis desarrollado en un interesante libro. Martínez sugiere que para 
Convergencia el giro hacia el apoyo a la independencia ofreció al partido una forma 
de reetiquetarse110 después de mancharse con una sucesión de escándalos de 
corrupción y la aplicación de medidas de austeridad (Martínez, 2016: 161), y sirvió 
como estrategia para competir con el partido nacionalista catalán a su izquierda, 
ERC (Gbíd.: 174). En un amplio análisis cualitativo y teórico, Thomas Jeffrey Miley 
(2017) hace hincapié en la crisis económica y la política de austeridad, 
argumentando que estos factores exógenos interactuaron con factores políticos e 
institucionales preexistentes para producir el fuerte crecimiento del apoyo a la 
independencia. En un examen riguroso de las hipótesis explicativas que compiten 
entre sí, Muñoz y Tormos (2015) sostienen que los factores económicos no son el 
principal motor del creciente apoyo a la independencia entre la mayoría de los 
catalanes que han abrazado ese objetivo. Sin embargo, estos estudiosos encuentran 
un efecto económico tangible para un sector determinado: aquellos partidarios de 
la independencia que no se inclinan decididamente hacia esa opción por lealtades 
partidistas o una identidad catalana especialmente fuerte. 

Por lo tanto, la creciente literatura académica sobre el aumento del 
sentimiento independentista ofrece al menos cierto apoyo a las explicaciones 
multifactores. Hay razones de peso para creer que varios factores bastante distintos 
han interactuado entre sí en el gran cambio del sentimiento popular y del 
comportamiento de las élites en la cuestión del estatus. Subrayo la importancia 
explicativa de la práctica democrática restrictiva de España, conceptualizándola 
como un factor que operó en combinación y a menudo en interacción con otras 
variables. La tendencia a excluir de la esfera de la política normal formas de 


expresión (como los referéndums), perspectivas, y actores colectivos que son 
valorados por muchos catalanes, ha hecho que el sistema político español sea cada 
vez menos atractivo para amplios sectores de la sociedad catalana. Además, la 
concepción restrictiva de las formas aceptables de conducta política ha alejado a las 
fuerzas políticas españolas de vías potencialmente fructíferas de negociación con 
las élites catalanas y ha tendido a empujar a los actores de ambas partes hacia la 
confrontación. Como muestran claramente los argumentos avanzados por un 
destacado teórico político a favor de la independencia, la reticencia de algunos 
actores españoles importantes a aceptar las aspiraciones de una mayor autonomía 
como legítimas —y como plausibles dentro del marco de España— ha hecho que la 
tercera vía pierda credibilidad para muchos catalanes, llevándolos hacia el apoyo a 
la independencia (Requejo, 2017: 24-25, 4.0 y 169). 

El nuevo Estatuto de Autonomía aprobado en 2006 por los parlamentos 
catalán y español y ratificado por los votantes catalanes había proporcionado una 
renovada esperanza a muchos catalanes de que su identidad y sus aspiraciones 
distintivas podrían ser incorporadas institucionalmente dentro de las estructuras 
legales de España. Había sido elaborado por socialistas, nacionalistas catalanes y 
poscomunistas deseosos de hacer realidad la idea abstracta de una tercera vía. El 
nuevo texto dotó a las instituciones catalanas de nuevas competencias y 
reconocimiento simbólico. Los centralistas españoles del PP y de Ciudadanos 
respondieron rápidamente con una campaña a gran escala en la que pedían que el 
texto fuera declarado inconstitucional. La controvertida decisión del Tribunal 
Constitucional de 2010, que declaró inconstitucionales secciones cruciales del 
nuevo Estatuto, redujo drásticamente la credibilidad del enfoque de la singularidad 
catalana que había promovido la incorporación de los nacionalistas subestatales al 
proyecto español más amplio. Como han señalado Sánchez-Cuenca (2018) y otros, 
esta decisión del Tribunal declaró inconstitucionales elementos del nuevo Estatuto 
a pesar de que se habían inspirado en componentes existentes de otros Estatutos de 
Autonomía en España que no han corrido la misma suerte. 

Los partidarios relativamente recientes de la causa independentista 
mencionan a menudo esta decisión como un factor determinante en la evolución 
de su pensamiento. En su opinión, el rechazo por parte del Tribunal de los 
principales elementos del Estatuto había cerrado en efecto el escenario de la 
tercera vía con su apuesta por un mayor reconocimiento de la singularidad catalana 
dentro de España. Es cierto que el terreno para tal interpretación de la decisión del 
Tribunal había sido, en cierto modo, activamente preparado de antemano por los 
independentistas que esperaban tal resultado (Basta, 2017), pero la vinculación 
entre la decisión judicial y la evolución de la política catalana (Rodón y Orriols, 
2014) parece clara. La decisión probablemente contribuyó de forma significativa a 
un cambio de perspectiva por parte de las élites altamente situadas en más de un 
partido político, pero el cambio no se limitó a las élites. La línea de tendencia del 
apoyo público a la independencia apoya claramente esta interpretación. Y lo que es 
más importante, las afirmaciones públicas de los líderes y activistas 
independentistas se basan a menudo en esta decisión del Tribunal como forma de 
apoyar su postura a favor de la salida de España. Tanto en los debates públicos a 
gran escala entre los líderes políticos como en las discusiones a pequeña escala 
entre amigos o familiares, la decisión del Tribunal Constitucional proporcionó 


material que fue utilizado activamente por quienes argumentaban a favor de la 
independencia. 

La crucial decisión del Tribunal no tardó en producir diversos efectos directos 
e indirectos. El Gobierno de coalición liderado por los socialistas que había 
gobernado Cataluña desde 2003 perdió el poder y los nacionalistas catalanes de 
centro-derecha de CiU volvieron a la Generalitat a finales de 2010. Al mismo 
tiempo, el partido más importante de ese bloque nacionalista de centro-derecha, 
Convergéncia, cambió su posición sobre la cuestión del estatus, pasando a apoyar la 
independencia o, como mínimo, a afirmar la insistencia soberanista en el derecho 
de Cataluña a decidir su futuro político mediante un referéndum. En un sentido 
más amplio, la decisión del Tribunal —por importante que fuera— fue emblemática 
de una tendencia mucho más generalizada en el tratamiento de las aspiraciones 
catalanas por parte de muchos actores políticos e instituciones españolas. La 
reticencia de muchos miembros del PP, Ciudadanos e incluso de algunos sectores 
del PSOE a considerar plenamente legítimas las aspiraciones catalanas de un 
mayor reconocimiento de la especificidad de la región —o, si se prefiere, la nación 
— hizo que el camino hacia un acuerdo de amplia base dentro de las estructuras 
institucionales españolas fuera considerablemente más difícil de lo que esperaban 
los defensores de la tercera vía catalana. 

Las iniciativas lanzadas por Artur Mas, presidente de la Generalitat desde 
finales de 2010 hasta principios de 2016, proporcionan dos ejemplos adicionales 
cruciales de cómo se han gestionado las aspiraciones catalanas. Las elecciones 
parlamentarias españolas celebradas en noviembre de 2011 habían proporcionado 
al PP una mayoría absoluta en el Parlamento español, lo que permitió al líder del 
partido, Mariano Rajoy, gobernar sin necesidad de llegar a un acuerdo con otros 
partidos políticos. Durante la época de la crisis, tanto el Gobierno español de Rajoy 
como el Govern catalán dirigido por Ártur Mas se enfrentaron a fuertes presiones 
externas para adoptar medidas de austeridad que parecían garantizar una 
importante oposición popular. De hecho, las políticas de austeridad se habían 
introducido antes, tras el giro de 180 grados del Gobierno de Zapatero del PSOE en 
mayo de 2010. Con la esperanza de disminuir el dolor impuesto por este enfoque, 
Mas intentó negociar un acuerdo fiscal mejorado para Cataluña, que quizá se 
inspirara en el sistema que disfrutaba el País Vasco. El presidente catalán también 
presentó al Gobierno de Rajoy otras aspiraciones, con la esperanza de que sirvieran 
de base para las negociaciones. Por alguna razón o conjunto de razones, el 
Gobierno de Rajoy no estaba dispuesto a ofrecer concesiones sustanciales a los 
catalanes. No hubo negociaciones fructíferas. Para muchos catalanes, la decepción 
por la decisión del Tribunal se vio magnificada por la incapacidad de la Generalitat 
de conseguir concesiones significativas del Gobierno de Madrid. En este contexto, 
el Govern catalán formado tras las nuevas elecciones celebradas en noviembre de 
2012 (Rodon y Orriols, 2014) dio prioridad a la celebración de un plebiscito sobre 
la cuestión del estatus, que permitiera al electorado catalán expresar sus 
preferencias respecto a la posibilidad de independizarse de España. 

La razón exacta por la que el Govern catalán favoreció la celebración de un 
referéndum —en este primer caso en 2014,, no vinculante— sigue abierta al debate y 
ala incertidumbre (Amat, 2017; Martínez, 2016), lo que deja una serie de preguntas 
sin respuesta definitiva: ¿esperaba el Govern realmente alcanzar la independencia 


mediante un resultado de votación favorable o esperaba conseguir otros objetivos 
distintos a la independencia? ¿Fue el referéndum planeado, al menos en parte, 
como un esfuerzo táctico para promover la negociación con el Gobierno central de 
España, proporcionando a Madrid un nuevo y fuerte incentivo para ofrecer una 
mayor autonomía dentro de España? ¿Fue el referéndum simplemente un vehículo 
para reetiquetar a sus organizadores con fines electorales competitivos? ¿O fue un 
esfuerzo genuino para hacer posible la independencia? Independientemente de 
cómo se responda a estas preguntas, la iniciativa se encontró con una respuesta 
bastante dura, y probablemente contraproducente, por parte de las autoridades 
españolas. De hecho, si el Gobierno español y las autoridades judiciales hubieran 
aceptado la celebración del referéndum no vinculante previsto por el Govern 
catalán en 2014, la consulta electoral habría acabado casi con toda seguridad con 
una clara derrota de las fuerzas independentistas, pero, en cambio, los esfuerzos 
del Gobierno español por impedir la celebración de la consulta electoral redujeron 
la participación de los opositores a la independencia y produjeron un efecto 
antagónico entre muchos catalanes que, en principio, eran favorables a 
permanecer dentro de España. 

La afirmación de que el plan de la Generalitat para un referéndum no 
vinculante en 2014, habría producido una clara victoria para los que deseaban 
permanecer en España si la participación en la votación hubiera sido amplia se 
basa en dos características específicas del referéndum de 2014, así como en 
consideraciones igualmente aplicables a cualquier referéndum hipotético. Las 
características específicas tienen que ver con la redacción de la pregunta de 2014, y 
la definición del electorado cualificado para votar. Los sondeos de opinión sobre la 
cuestión del estatus catalán muestran sistemáticamente que el apoyo a la 
independencia total se reduce sustancialmente cuando se incluyen opciones de 
tercera vía, como una mayor autonomía en una España federal, entre el conjunto de 
opciones puestas a disposición de los encuestados. El referéndum de 2014, en 
efecto, lo hizo, aumentando la probabilidad de que la independencia recibiera 
bastante menos del 50% del voto total. En segundo lugar, el electorado con derecho 
a voto111 incluía a prácticamente todos los residentes de Cataluña, incluida la 
mayoría de los no ciudadanos. En 2014, los inmigrantes no ciudadanos 
representaban hasta el 14% de la población catalana total y todo indica que la 
mayoría de la población inmigrante se oponía firmemente a la independencia. 
Tanto el uso lingúístico como el comprensible interés de los inmigrantes por 
facilitar su propia libertad de movimiento predisponían a los residentes no 
ciudadanos de Cataluña contra la independencia. Sin embargo, incluso sin estas 
dos características específicas del referéndum de 2014, la victoria de las fuerzas 
independentistas parecía extremadamente improbable si la participación en la 
votación hubiera sido generalizada. La estructura subyacente de la identidad 
nacional en Cataluña, aunque favorable a la búsqueda de una mayor autonomía, es 
desfavorable a la plena independencia. Los que tienen una identidad 
exclusivamente catalana, y que no se consideran en absoluto españoles, son algo 
menos de una cuarta parte de la población según los datos más fiables112. Esto 
ayuda a explicar la constante dificultad que ha tenido la opción independentista 
para superar el umbral del 50% en los sondeos de opinión. 

El Gobierno de Rajoy en Madrid respondió a los planes catalanes de celebrar 


un referéndum no vinculante en noviembre de 2014 pidiendo a los tribunales 
españoles que bloquearan la iniciativa. El Tribunal Constitucional falló a favor de la 
prohibición solicitada, argumentando que la votación prevista era inconstitucional. 
Cuando el Govern catalán respondió replanteando la votación como un ejercicio no 
oficial de participación cívica sin ramificaciones legales de ningún tipo, el 
Gobierno de Madrid y el Tribunal Constitucional reafirmaron la prohibición de 
votar, perdiendo así una oportunidad de obtener un resultado de la votación 
favorable a su perspectiva, a la vez que se enemistaban con muchos catalanes que 
veían en la prohibición de votar una preocupante limitación de sus derechos 
democráticos, que parecía diferenciar a España de países como el Reino Unido y 
Canadá que habían permitido tales referéndums. La votación se celebró, pero la 
participación fue sustancialmente inferior al 50% de los que tenían derecho a 
votar, ya que la mayoría de los opositores a la independencia decidieron no 
participar. Entre los votantes, aproximadamente el 80% expresó su apoyo a la 
independencia. El presidente catalán, Artur Mas, y otros implicados en la 
celebración de la consulta electoral fueron posteriormente objeto de importantes 
sanciones legales. Mas, que era uno de los líderes más a la derecha del movimiento 
nacionalista catalán, habría sido un socio negociador plausible para el presidente 
del Gobierno español, Mariano Rajoy. Después de todo, ambos habían aplicado 
políticas de austeridad neoliberales, ambos habían sido objeto de protestas 
callejeras a gran escala que criticaban los recortes presupuestarios y ambos 
dirigían partidos que se enfrentaban a una serie de escándalos de corrupción. No 
obstante, se vieron envueltos en un enfrentamiento cada vez más enconado que 
tuvo ramificaciones legales especialmente importantes para el entonces presidente 
catalán. En este contexto, los dirigentes catalanes se decantaron por la celebración 
de elecciones plebiscitarias en septiembre de 2015, precursoras de la crisis que se 
agudizó en 2017. 

¿Qué motivaciones llevaron a los políticos españoles y catalanes por el camino 
de un enfrentamiento cada vez más enconado? Un perspicaz relato de Jordi Amat 
(2017) subraya el papel de la irresponsabilidad y los estrechos cálculos electorales 
de ambas partes. El importante reciente análisis del politólogo Sánchez-Cuenca 
sostiene que la crisis revela ciertas carencias en el funcionamiento de la 
democracia española. Su argumento alega una tendencia del sistema a tratar los 
asuntos políticos de una manera hiperlegalista que a menudo pierde de vista la 
esencia de la democracia (Sánchez-Cuenca, 2018). Este argumento capta 
elementos importantes de la dinámica en juego. En su análisis, introduce dos 
comparaciones muy reveladoras. Mientras que la decisión favorable del Tribunal 
Supremo canadiense sobre el referéndum de independencia de Quebec se basó 
simultáneamente en la ley escrita y en los principios esenciales de la democracia, el 
más alto Tribunal de España, y el Gobierno que recurrió a él, aparentemente solo 
miraron a la ley escrita para diseñar una respuesta a las aspiraciones catalanas de 
celebrar un referéndum. Y mientras que el Gobierno italiano, cuando se enfrentó a 
un referéndum de independencia formalmente ilegal en el norte del país, optó por 
ignorarlo, dada su falta de implicaciones prácticas, el Gobierno español 
implementó una dura respuesta legal a la votación no vinculante y no oficial 
celebrada en noviembre de 2014. El análisis de Sánchez-Cuenca aporta 
importantes contribuciones sustantivas junto con sus percepciones sobre la 


tendencia del Gobierno español a confiar en el sistema judicial para manejar las 
cuestiones políticas que las aspiraciones catalanas plantean. Sin embargo, dicho 
esto, cabe preguntarse si el factor que motivó la gestión oficial del desafío catalán 
fue la obsesión por la aplicación literal de la ley o algo más bien distinto. 

En España, como en otros países, el uso de la ley para frenar o impedir 
acciones que son ilegales es casi inevitablemente algo selectivo. Cuando la ley se 
pone en funcionamiento, su aplicación puede ejercerse con indulgencia, con una 
insistencia en el cumplimiento literal y total de los requisitos más estrictos 
posibles, o con un esfuerzo por discernir el espíritu y la finalidad subyacentes de la 
legislación. Estos tres enfoques pueden dar lugar a conclusiones judiciales muy 
diferentes. Sin embargo, en ocasiones, y ya sea por razones políticas o prácticas, la 
ley no se pone en práctica. En el caso español, la interpretación de la ley en asuntos 
relacionados con Cataluña se volvió cada vez más estricta. Una importante doctrina 
jurídica ha defendido que el ordenamiento constitucional español sí permite, en 
principio, la convocatoria de un referéndum no vinculante por parte de 
comunidades autónomas como Cataluña (Vilajosana, 2014,), pero esa opinión no se 
ha reflejado en las decisiones judiciales relevantes. La predisposición de algunos 
actores políticos a adoptar la interpretación más restrictiva y dura posible de la ley 
reafirma la tendencia más general del sistema político hacia una forma de práctica 
democrática a menudo excluyente. Sostengo que la dinámica subyacente implica 
una predisposición cognitivamente arraigada a tomar decisiones que implican una 
exclusión de facto de ciertos actores, temas y formas de práctica de la esfera de la 
vida política legítima. En otras palabras, que el enfoque español de la práctica 
democrática, introducido en el capítulo tres, ha condicionado fuertemente el 
tratamiento de las aspiraciones catalanas. En este caso, la definición del otro 
excluido es una definición cultural, arraigada en cuestiones de identidad nacional, 
más que una definición socioeconómica. La forma predominante de práctica 
democrática en España, actuando en interacción con otros factores, ha limitado la 
capacidad del país para manejar con éxito el desafío que ofrece la multiplicidad de 
identidades nacionales que coexisten en España. 

La tendencia de algunos actores a considerar a los nacionalistas catalanes 
como un otro no deseado, carente de plena legitimidad para participar en la política 
española, es evidente desde hace tiempo. La crítica al nacionalismo catalán ha sido 
especialmente pronunciada en la derecha española, pero también puede 
encontrarse entre algunos partidarios de partidos o movimientos de centro 
izquierda. Uno de los casos más memorables y reveladores de este patrón tuvo lugar 
en marzo de 1996, cuando los congregados frente a la sede del conservador PP 
celebraron la primera victoria electoral del centro-derecha desde 1979. La 
multitud que se reunió en la calle Génova, en el centro de Madrid, la noche de las 
elecciones, parecía ver como adversarios políticos no solo a los socialistas que 
perdieron el poder en las elecciones de 1996, sino también a los catalanes de CiU. 
Uno de los lemas más comunes de la multitud de simpatizantes del PP esa noche 
era: “Pujol, enano, habla castellano”. Irónicamente, aunque la multitud parecía 
ansiosa por amonestar al presidente catalán por su pasado apoyo a los socialistas y 
su tendencia poco sorprendente a dirigirse al público catalán en su lengua, cuando 
se contaron todos los votos quedó claro que el PP tendría que depender de un 
acuerdo con CiU para alcanzar la mayoría de gobierno en el Parlamento español. 


No obstante, las palabras de los reunidos habían dejado bien claro el sentir de 
muchos simpatizantes del PP. 

Años más tarde, cuando se lanzó un nuevo partido de centro-derecha, 
inicialmente en 2005113 en Cataluña y posteriormente en toda España, esta 
formación nueva definió su identidad política en parte a través de su oposición a 
los nacionalismos subestatales de España, especialmente en Cataluña y el País 
Vasco. Este partido, Ciudadanos, dio prioridad a su perspectiva crítica sobre el 
impulso catalán para la normalización lingúística, es decir, el conjunto de políticas 
destinadas a borrar los efectos duraderos de la represión lingiística del régimen de 
Franco. La política lingivística de la Generalitat pretendía promover el uso del 
catalán en las escuelas, la administración pública y otros ámbitos públicos. 
Ciudadanos consideraba que esta política lingiística y educativa era 
discriminatoria para los hispanohablantes, del mismo modo que los críticos de las 
políticas de discriminación positiva que pretenden corregir el largo legado de 
injusticias raciales en Estados Unidos afirman que dichas políticas producen 
nuevas formas de discriminación. En un sentido más amplio, este partido se opuso 
a formas especiales de reconocimiento para Cataluña o el País Vasco, 
argumentando que rompían con el principio de igualdad para todos los españoles. 
Ciudadanos ha sido bastante explícito en su afán por excluir a los nacionalistas 
vascos y catalanes de la participación en la construcción de mayorías 
parlamentarias necesarias para formar gobiernos114. Este partido relativamente 
nuevo no pide a los catalanes ni alos vascos que renuncien al uso de su lengua, pero 
sí les pide que abandonen la búsqueda de un estatus distintivo ligado a su historia. 
Ciudadanos, al igual que las multitudes de la calle Génova en 1996, ha considerado 
que la afirmación colectiva de una identidad catalana fuertemente distintiva no es 
bienvenida. De este modo, múltiples actores de la política española han tratado de 
marginar las aspiraciones e iniciativas catalanas, lo que evidentemente no supone 
una base sólida para incorporar la identidad distintiva de Cataluña dentro de 
España. El aumento del apoyo a la independencia estuvo condicionado por este 
factor en combinación con la crisis económica y las agendas de los partidos 
políticos. 

Pero si la práctica democrática española condicionó el tratamiento de las 
aspiraciones catalanas y redujo las oportunidades de acuerdo entre las autoridades 
políticas de Madrid y Barcelona, esto deja abierta una importante cuestión 
relacionada: ¿fue la práctica democrática en Cataluña sustancialmente más 
inclusiva —como en Portugal— o siguió patrones decididamente españoles? Como 
explico a continuación, muchas evidencias apuntan a la congruencia de la práctica 
democrática en Cataluña con el patrón que predomina en el resto de España. 


La práctica democrática en la Cataluña posfranquista 


Aunque la composición del sistema de partidos catalán y el centro de gravedad de la 
opinión pública en la región son sustancialmente diferentes del patrón que se 
encuentra en el resto de España, esto no ofrece ninguna garantía sobre el patrón de 
la práctica democrática que se manifiesta en Cataluña. Al examinar esta cuestión, 


he abarcado una amplia gama de material contemporáneo, llevando la discusión 
hasta la propia crisis de 2017. Á continuación, intento mostrar que, a pesar de las 
diferencias de identidad y preferencias políticas que distinguen a Cataluña del 
conjunto de España, la concepción de la democracia que prevalece y las formas de 
conducta predominantes en la región han mostrado fuertes paralelismos con el 
resto de España. Sostengo que esto, a su vez, es el resultado de su historia 
compartida. Los elementos recientes clave son el franquismo y la transición 
política, como se examina en el capítulo dos. Sin embargo, hay una advertencia 
importante: la práctica democrática, como la mayoría de los fenómenos culturales, 
se conceptualiza mejor como un repertorio de posibilidades con cierta variación 
interna en las ejemplificaciones específicas de los fenómenos —un punto 
enfatizado por gran parte del trabajo teórico dentro del campo de la sociología 
cultural que se discute en el capítulo uno—. En ocasiones, la práctica democrática 
catalana se ha desviado algo del modelo general español. Pero incluso en la 
declaración de independencia aprobada por el Parlament catalán el 27 de octubre 
de 2017, los elementos de convergencia con la práctica democrática española 
destacan con fuerza. Lo sorprendente es que son formas muy parecidas de práctica 
democrática desplegadas por actores que persiguen fines diametralmente 
opuestos. 

La práctica democrática en Cataluña —como en el resto de España— 
manifiesta con frecuencia una segmentación jerárquica de la conducta política en 
la que la acción centrada en las instituciones representativas oficiales está 
estrictamente separada de la expresión política situada fuera de sus límites —con 
frecuencia en calles y plazas—. El uso de la fuerza por parte de la policía que tiene la 
orden de mantener esa estricta separación ha sido un hecho normal tanto en el 
resto de España como en Cataluña. La tendencia conexa de los actores dominantes 
a excluir a otros que ven como outsiders sociales o políticos, y a restringir el abanico 
de temas sujetos a debate pleno en el núcleo institucional de la arena política se 
encuentra con frecuencia tanto en el resto de España como en Cataluña. Á pesar de 
las grandes diferencias entre Cataluña y el resto de España en cuanto a la identidad, 
el uso de la lengua y la estructura de las preferencias políticas, la práctica 
democrática catalana ha sido notablemente española. 

Algunas de las pruebas más dramáticamente claras datan del periodo entre 
finales de 2010 y finales de 2012, una época en que gobernaba la formación 
entonces moderadamente nacionalista y de centro-derecha, CiU, que ocupó el 
poder bajo el liderazgo del líder de Convergéncia, Artur Mas. Es cierto que fue una 
época extraordinariamente difícil para gobernar, ya que toda España estaba sumida 
en una profunda crisis económica que provocó un grave aumento del desempleo, 
drásticos recortes presupuestarios y frecuentes protestas en las calles. Sin 
embargo, el patrón no se limita a este periodo. Una gran cantidad de evidencias de 
otras épocas muestran lo mismo que estos dos años. Además, tal y como se ha 
mostrado en el capítulo cinco, los actores políticos portugueses y españoles 
manejaron el choque exógeno de la Gran Recesión y la crisis del euro de manera 
notablemente diferente, con consecuencias que han perdurado. Durante este 
periodo crucial, la práctica democrática y las decisiones distributivas siguieron 
patrones muy diferentes en Portugal y España. Cataluña siguió en gran medida el 
patrón observado en el resto de España. 


En mayo de 2011, las autoridades políticas españolas —incluido el Govern de 
la Generalitat bajo el entonces presidente Artur Mas, de CiU— fueron objeto de un 
creciente descontento por parte de la población debido a los importantes recortes 
presupuestarios inducidos por el brusco giro hacia la austeridad neoliberal un año 
antes. El 15 de mayo de 2011 los manifestantes, ampliamente conocidos como los 
indignados, llenaron las plazas centrales de Madrid, Barcelona y otras ciudades 
españolas, iniciando un movimiento que pretendía cambiar el ambiente político 
del país. El movimiento del 15M, que se analiza con más detalle en el siguiente 
capítulo, puso en primer plano un amplio abanico de reivindicaciones y 
preocupaciones que habían quedado en gran medida fuera de la agenda de la 
política institucionalizada. Los espacios que los manifestantes pretendían ocupar 
eran, al mismo tiempo, lugares físicos de la vida urbana y arenas discursivas 
políticamente relevantes que configuran la formación de la opinión pública y la 
agenda política. La respuesta gubernamental también estuvo motivada por un 
esfuerzo por afirmar el control tanto del centro físico de las grandes ciudades como 
del centro más simbólico del debate y la discusión política. Los indignados 
ocuparon las plazas centrales las 24 horas del día, con la esperanza de reorientar la 
dirección de la vida política, mientras que desde el poder gubernamental se 
contemplaba la forma de despejarlas. 

Menos de dos semanas después de que comenzara la ocupación de plazas, en 
la mañana del 27 de mayo de 2011, las fuerzas policiales de Barcelona, 
respondiendo a las órdenes del Gobierno autónomo catalán, intentaron desalojar 
Placa Catalunya, pero los indignados decidieron permanecer en el lugar. La policía 
actuó entonces con una fuerza considerable, utilizando diversos métodos para 
desalojar la plaza. Más de cien personas resultaron heridas115. La operación 
policial de Barcelona se considera generalmente el episodio más contundente y 
controvertido de coacción policial en los esfuerzos gubernamentales por desalojar 
a los indignados de las plazas de España. El enfrentamiento entre la Generalitat y 
los indignados no solo afectó al espacio disponible para la expresión política, sino 
también a cuestiones de contenido político. El Govern catalán planeaba conseguir 
la aprobación de grandes recortes presupuestarios en una sesión parlamentaria 
prevista para el 15 de junio, exactamente un mes después de la llegada de los 
manifestantes a las plazas. Los indignados respondieron con una nueva estrategia: 
decidieron protestar directamente frente al Parlament catalán, con la esperanza de 
impedir la aprobación de los recortes de austeridad. Esta estrategia, combinada 
con el enfoque del control de multitudes manifestado en el desalojo de Placa 
Catalunya el 27 de mayo, produjo un gran enfrentamiento y una controversia 
prolongada. 

Los manifestantes que se concentraron ante el Parlament de Cataluña a 
mediados de junio de 2011 abuchearon a los parlamentarios que entraban, 
utilizando en casos extremos la fuerza física o la intimidación. Algunos 
observadores han afirmado que los incidentes realmente violentos que empañaron 
la protesta fueron en realidad obra de provocadores ajenos a los indignados y quizá 
vinculados a los servicios de seguridad oficiales116. El agudo periodista Guillem 
Martínez afirma que: “Muchos policías fueron identificados entre los 
manifestantes más activos” (Martínez, 2016: 147). Independientemente de lo que 
se concluya sobre el papel de los provocadores externos al movimiento, la protesta 


fue respondida por la fuerza policial con varios detenidos, algunos luego sujetos a 
acusaciones penales. Artur Mas y los miembros de su Gobierno catalán entraron en 
la cámara parlamentaria en helicóptero. La protesta de los indignados ante el 
Parlament, que pretendía frenar la aprobación de importantes recortes 
presupuestarios, había servido para subrayar la fuerte separación entre la política 
dentro de las instituciones representativas y la expresión de los sentimientos 
ciudadanos fuera de sus límites117. Tras estos sucesos, los procesos penales contra 
los manifestantes detenidos se saldaron con ocho condenas de tres años de cárcel. 
Aunque se determinó que algunos de los condenados habían cometido actos 
físicamente abusivos, como pintar con espray a un diputado que intentaba entrar 
en el hemiciclo, al menos tres de los ocho condenados solo criticaron verbalmente 
los recortes presupuestarios y amonestaron a un parlamentario diciendo que no les 
representaba118. Durante un periodo de tiempo en el que Artur Mas y el partido 
que lideraba se movían hacia el abrazo de la causa independentista, la vida política 
catalana estaba marcada por una concepción de la práctica democrática que encaja 
con la caracterización de este libro del patrón español más amplio. Los actores de 
ambos lados de la división cognitiva entre la protesta en la calle y la vida dentro de 
la cámara de representación parlamentaria no habían priorizado el diálogo y el 
reconocimiento mutuo entre estos dos mundos de la vida política. 

En una confirmación quizás sorprendente del patrón más amplio, un tuit 
enviado en 2010 por Carles Puigdemont transmitía una perspectiva de la protesta 
que encaja con el enfoque español predominante. Á pesar de que más tarde 
lideraría el impulso de la independencia de Cataluña mientras era presidente de la 
Generalitat, en 2010 Puigdemont parecía irritado por las tácticas de los piquetes de 
huelga. En respuesta a una huelga general contra la austeridad en septiembre de 
2010, Puigdemont amonestó a los huelguistas por su uso de los piquetes 
convencionales del movimiento obrero, quejándose de que: “Este [asunto de] los 
piquetes que bloquean el acceso, los servicios, etc., me parece lamentable”119. Más 
recientemente, en momentos cruciales de octubre de 2017, Puigdemont trató de 
contener la protesta, limitando su impacto en el funcionamiento de las 
instituciones oficiales. 

Tal vez la prueba más decisiva provenga de las dos ocasiones en que la 
Generalitat contempló emitir una declaración unilateral de independencia. El 10 
de octubre —menos de dos semanas después del controvertido referéndum del 1 de 
octubre— el presidente Carles Puigdemont suspendió sus planes de solicitar al 
Parlament que aprobara una declaración de independencia y, en su lugar, hizo un 
llamamiento a negociar con el Gobierno de Madrid. Los manifestantes 
independentistas tenían previsto reunirse frente al Parlament, presumiblemente 
para celebrar la declaración que preveían, pero las autoridades catalanas 
decidieron limitar el acceso al parque en el que se encuentra la sede parlamentaria. 
Los manifestantes fueron restringidos a una calle adyacente al parque, el Passeig de 
Lluis Companys, situado a aproximadamente medio kilómetro del edificio del 
Parlamento120. Casi dos semanas más tarde, el 27 de octubre de 2017, cuando el 
Parlament catalán votó a favor de una declaración de independencia, los 
manifestantes se mantuvieron de nuevo bastante alejados de la institución 
representativa mientras esta votaba la declaración121. Al igual que sus homólogos 
en Madrid, e incluso cuando estaban contemplando una decisión históricamente 


monumental, las autoridades catalanas electas intentaron establecer una clara 
demarcación entre el funcionamiento de su institución representativa y la 
articulación de las preferencias de los ciudadanos fuera de sus límites. 

La aplicabilidad o no de esta afirmación a los gobiernos dirigidos por partidos 
de izquierda es claramente relevante. Barcelona ha sido gobernada por alcaldes de 
izquierdas durante todos los cuatrienios, excepto uno, tras la vuelta a los gobiernos 
municipales electos en 1979. El cinturón industrial de ciudades que rodean a 
Barcelona también ha sido gobernado, en su mayor parte, por partidos de izquierda 
y, a nivel del Gobierno autonómico catalán, una coalición de tres partidos formada 
por socialistas, poscomunistas y los nacionalistas de izquierda de ERC gobernó la 
Generalitat desde finales de 2003 hasta finales de 2010. El argumento que se 
expone en este libro no pretende cuestionar el presupuesto generalizado de que la 
ubicación ideológica de los partidos gobernantes es realmente importante, y que 
contribuye a determinar sus principales resultados. Lo que el argumento sí afirma 
es que las formas de práctica democrática que predominan a nivel nacional 
interactúan con variables explicativas ampliamente reconocidas —como la 
ideología de los partidos gobernantes—, contribuyendo así a configurar los 
resultados. Sin duda, algunas decisiones políticas catalanas han reflejado, de 
hecho, la fuerza electoral de los partidos de izquierda. Así, por ejemplo, el geógrafo 
Oriol Nel-lo (2015) sostiene que la forma urbana de la gran Barcelona es un reflejo 
de la dinámica política arraigada en la fuerza de los partidos de izquierda. No 
obstante, la constelación más amplia de variables que captan resultados de 
diferentes formas de gobernar no muestra un patrón global de gran contraste con 
el resto de España, paralelo a la gran divergencia existente entre Portugal y España. 

Varios incidentes sugieren que el patrón español predominante de práctica 
democrática también se ha dado con frecuencia bajo gobiernos de la izquierda en 
Cataluña. En el otoño de 2010, mientras el líder poscomunista Joan Saura ejercía 
como el responsable de la Generalitat encargado de cuestiones de Policía y 
Seguridad, se produjeron importantes enfrentamientos entre la policía que 
respondía a sus decisiones y los okupas urbanos. En relación con un incidente, la 
policía realizó 60 detenciones122. Tres años antes, en 2007, Saura había justificado 
el uso policial de las porras para asestar golpes a los militantes del movimiento 
okupa que se manifestaban123. Independientemente de cómo se asigne la 
responsabilidad de estas interacciones entre la policía y los manifestantes, la pauta 
parece estar bastante en consonancia con la práctica general española y es 
decididamente distinta de la dinámica que se encuentra en el vecino Portugal. 
Durante el mismo periodo de tiempo, Sabadell, una antigua ciudad industrial 
dentro del área metropolitana de Barcelona, fue el escenario de numerosos y duros 
encuentros entre los miembros de un movimiento orientado a la vivienda y las 
autoridades. La Assemblea per un Habitatge Digne de Sabadell (AHDS) organizó 
protestas en el ayuntamiento y en otros lugares públicos; sus relaciones con el 
Gobierno municipal dirigido por los socialistas fueron bastante antagónicas. En un 
caso, los militantes se quejaron de que una manifestación que celebraron el 6 de 
octubre de 2007 fue objeto de acoso e intimidación policial124. En el contexto 
catalán más amplio, más o menos al mismo tiempo, el movimiento orientado a la 
vivienda V de Vivienda inicialmente centró sus movilizaciones sobre todo en 
objetivos relacionados con la sociedad civil, en lugar de en las cámaras 


representativas y electas, presumiblemente con la idea de que era poco probable 
que los llamamientos directos a los cargos elegidos fueran eficaces. En Cataluña, al 
igual que en el resto de España, la esperanza de una auténtica conversación entre 
los manifestantes y los titulares cargos electos no logró alcanzar el estatus que tenía 
en Portugal: como una forma normal de vida pública democrática (Fishman y 
Everson, 2016). 

Un entusiasta defensor del movimiento independentista, deseoso de 
defender el carácter distintivo de la práctica democrática catalana, podría 
argumentar que el esfuerzo por organizar un referéndum sobre el estatus de la 
región muestra de alguna manera una concepción de la democracia más amplia y 
más inclusiva que la que se encuentra en el resto de España. Por supuesto, se puede 
argumentar que los referéndums representan la democracia directa, poniendo en 
manos de los ciudadanos de a pie el derecho a tomar decisiones importantes 
(Altman, 2011; Morel, 2007; López, 2017). Sin embargo, la literatura académica 
sobre el uso del referéndum plantea dudas razonables sobre esa concepción 
optimista de la democracia plebiscitaria, pero, al margen del debate general, en el 
caso catalán varias cuestiones plantean dudas sobre si la conducta política de la 
Generalitat ha sido realmente inclusiva. En efecto, las élites independentistas 
catalanas han mostrado a menudo una inclinación a considerar la democracia como 
un sistema que faculta a los representantes elegidos a ejercer el poder institucional 
de forma a menudo bastante excluyente, sin prestar gran atención a la expresión de 
preferencias de los ciudadanos fuera de los límites de las instituciones 
representativas. 

La decisión del Govern a principios de septiembre de 2017 de convocar un 
referéndum para el 1 de octubre de ese año dio lugar a una exitosa colaboración 
entre el Gobierno catalán y el movimiento social independentista aliado (Della 
Porta et al., 2018b). Juntos consiguieron celebrar el referéndum a pesar de la 
decidida oposición del Gobierno español, el sistema judicial y la Policía. En el 
proceso aseguraron para el movimiento independentista un triunfo dramático en 
cuanto a las relaciones públicas. Sin embargo, los partidos independentistas que 
gobernaban Cataluña no siempre se habían comprometido a celebrar un 
referéndum sobre la cuestión del estatus, e incluso cuando adoptaron este 
compromiso, elementos clave de su conducta plantearon importantes dudas sobre 
su plena lealtad a la inclusión y responsabilidad democráticas. El periodista catalán 
Guillem Martínez, astutamente crítico, ha señalado que Convergéncia y ERC 
votaron de hecho en 2010 en contra de la posibilidad de celebrar un referéndum en 
un momento en que bien podría haber sido posible hacerlo legalmente si hubieran 
apoyado la iniciativa (Martínez, 2016: 122-123). Posteriormente, las fuerzas 
independentistas abrazaron el esfuerzo de celebrar una votación popular sobre el 
asunto. El Gobierno catalán elegido en 2012, de nuevo liderado por Artur Mas, 
organizó un referéndum no vinculante para noviembre de 2014, como ya se ha 
comentado en este capítulo, pero después de que el Gobierno central de España 
consiguiera restringir la eficacia de esa iniciativa por diversos medios, las fuerzas 
independentistas se decantaron por la idea de unas elecciones plebiscitarias en las 
que los votos para los representantes parlamentarios catalanes se tomaran como 
una declaración de facto de las preferencias de los votantes sobre la cuestión del 
estatus nacional. Ante la dificultad de celebrar un referéndum, e incapaz de 


negociar con éxito con el Gobierno de Madrid sobre otros asuntos, Artur Mas 
convocó nuevas elecciones para el 27 de septiembre de 2015 declarándolas de 
carácter plebiscitario. 

El giro hacia las elecciones parlamentarias como forma de resolver el actual 
estancamiento de Cataluña sobre su estatus cambió de forma crucial la base 
institucional de una decisión política clave a una en la que una premisa central de 
los referéndums —que todos los votos cuentan por igual— no se mantendría. En 
principio, llamar a las elecciones plebiscitarias invitaba a todos los implicados a 
sumar los votos de las listas electorales que compartían una perspectiva conjunta 
sobre la independencia como si las elecciones hubieran sido un referéndum. Sin 
embargo, en términos institucionales, las elecciones eligieron a los miembros del 
Parlament y es evidente que muchos votantes —y partidos— no consideraron que 
las elecciones fueran plenamente equivalentes a un referéndum. El sistema 
electoral de Cataluña para elegir su Parlamento calcula la representación a nivel de 
provincias y, por tanto, otorga un mayor peso al interior que el que se justifica por 
la estricta adhesión al principio de igualdad política entre todos los votantes. La 
asignación de los diputados a las cuatro provincias catalanas se realiza mediante un 
procedimiento que beneficia a las tres provincias que se encuentran más allá del 
área metropolitana de Barcelona. La provincia de Barcelona tiene casi el 74% de la 
población total de Cataluña, pero le corresponde aproximadamente el 63% de los 
diputados elegidos. El sesgo de representación a favor de las provincias menos 
pobladas y fuertemente independentistas no es abrumador, pero ha sido lo 
suficientemente grande como para proporcionar a los partidos independentistas 
una estrecha mayoría de escaños parlamentarios a pesar de contar con el apoyo de 
menos del 50% del electorado catalán. Al negar a los catalanes el derecho a un 
referéndum no vinculante sobre el futuro de su región —un derecho que habían 
ejercido los residentes de Quebec y Escocia—, el Gobierno español y los partidarios 
de su sentido restrictivo de la democracia han trasladado el terreno del conflicto 
político a las elecciones parlamentarias, proporcionando a los partidarios de la 
independencia una fuerte ventaja institucional que no existiría en el caso de un 
referéndum con amplia participación. La forma en que las élites políticas 
independentistas manejaron esta situación fue un reflejo de su propia práctica 
democrática. 

Las elecciones celebradas en septiembre de 2015 proporcionaron a Junts pel 
Sí (JxSÍ) una coalición independentista entre los dos principales partidos 
nacionalistas, ERC y Convergéncia125 (junto con miembros no partidistas del 
movimiento independentista), un gran bloque de 62 parlamentarios, seis menos 
de los 68 diputados necesarios para la mayoría absoluta. Una coalición 
independentista de extrema izquierda, la Candidatura d'Unitat Popular (CUP), 
obtuvo 10 escaños, proporcionando conjuntamente a las dos coaliciones 
independentistas cuatro escaños más de los necesarios para la mayoría absoluta. 
Sin embargo, estas dos coaliciones habían obtenido conjuntamente algo menos del 
48% de los votos emitidos. En cierto modo, los independentistas habían ganado las 
elecciones parlamentarias, pero habían perdido por poco el plebiscito sobre el 
estatus de la región. De las cuatro fuerzas políticas restantes que obtuvieron 
representación, tres se opusieron tanto a la independencia como a la celebración 
de un referéndum, mientras que la restante apoyó la celebración de una consulta 


electoral sobre el estatus de la región, pero no la convocatoria de la independencia. 
La dirección de JxSÍ asumió la mayoría parlamentaria como un mandato electoral 
para avanzar hacia la independencia, en principio sin necesidad de volver a 
consultar a la población antes de dar pasos decisivos en esa dirección. 
Paradójicamente, las fuerzas políticas que habían concebido las elecciones como 
plebiscitarias ganaron la contienda parlamentaria, pero perdieron el plebiscito, y 
luego procedieron a tomar los resultados como una victoria. Las fuerzas políticas 
que se habían opuesto a la celebración de un referéndum se centraron en el 
resultado del plebiscito de facto y no en el de las elecciones parlamentarias. Los 
actores de ambos lados de la cuestión del estatus parecían más preocupados por 
promover su opción preferida que por lograr —y respetar— una lectura completa de 
las preferencias del electorado. 

Si el desacuerdo sobre cómo interpretar el mensaje de las elecciones del 37 de 
septiembre de 2015 —y, antes de esa fecha, el rechazo de muchas fuerzas 
antiindependentistas a todos los esfuerzos por celebrar un referéndum— 
representara solo casos temporales y pasajeros de exceso de celo en la búsqueda de 
grandes objetivos, el conflicto sería más susceptible de una resolución negociada 
ampliamente aceptable de lo que ha sido el caso. Sin embargo, hay evidencias 
adicionales que sugieren que estas posturas específicas reflejan una concepción 
subyacente de la práctica democrática en ambos lados que da prioridad al ejercicio 
del poder por parte de los representantes en posiciones de autoridad designadas 
institucionalmente. En efecto, esta perspectiva minimiza la necesidad de tener en 
cuenta los puntos de vista articulados fuera de esos centros de poder institucional. 
El resultado es una comprensión excluyente de la democracia que diferencia 
jerárquicamente entre lo que tiene lugar en el centro del poder institucional y otras 
expresiones de preferencia política. Quienes se sitúan en lados opuestos del 
conflicto han discrepado sobre las instituciones oficiales que priorizan —el 
Parlamento y los tribunales españoles o el Parlament catalán—, pero han 
compartido una tendencia a priorizar fuertemente un centro de poder institucional 
formal. La práctica de actores importantes en los principales centros de poder 
institucional, tanto en Madrid como en Barcelona, ha tendido a menudo a excluir 
ciertas fuerzas políticas, perspectivas y formas de acción, tratándolas como 
periféricas o incluso peligrosas. La tendencia a la marginación de muchos actores 
clave se ha practicado en ambos lados. 

A principios de septiembre de 2017, el Govern catalán decidió celebrar un 
referéndum vinculante sobre la independencia, a pesar de la firme oposición de las 
autoridades españolas en el Gobierno y en el sistema judicial. El objetivo de poner 
la cuestión del estatus en manos de los votantes resonaba profundamente con las 
concepciones inclusivas o participativas de la democracia, pero en términos 
prácticos el asunto era mucho más complejo que eso. Aunque una gran mayoría del 
electorado catalán, incluidos muchos opositores a la independencia, estaba a favor 
de la celebración de un referéndum (Requejo, 2017: 287; Rodon y Orriols, 2014: 
27), tres partidos principales se oponían y una cuarta agrupación política se 
mostraba ambivalente: apoyaba el principio de celebrar una votación sobre el 
estatus de la región, pero expresaba importantes reservas sobre la fórmula 
específica adoptada en 2017 por el Govern. El referéndum propuesto se definió 
legislativamente como legalmente vinculante a pesar de las grandes dificultades 


logísticas planteadas por la firme oposición del Gobierno español y, en relación, la 
probabilidad de que una gran parte del electorado se negara a participar. Además, 
la legislación que convocaba el referéndum iba a ser inmediatamente anulada por 
el Tribunal Constitucional, lo que la convertía en formalmente ilegal. Para avanzar, 
la mayoría independentista en el Parlament catalán suspendió los procedimientos 
legislativos normales, bloqueando a los partidos de la oposición en muchas 
acciones parlamentarias habituales y limitando drásticamente el tiempo para el 
debate. En el limitado tiempo disponible, la oposición se quejó de que el marco 
para la celebración del referéndum carecía de las garantías adecuadas. También se 
eludió la revisión legal habitual de la legislación propuesta por parte de los expertos 
jurídicos de la cámara. En un procedimiento muy anómalo, la ley de convocatoria 
de un referéndum vinculante se aprobó en sesiones aceleradas celebradas los días 
6 y 7 de septiembre, bajo fuertes protestas de la oposición126. Una iniciativa clave 
que parecía poner la autoridad decisoria final en manos del electorado catalán fue 
impulsada mediante procedimientos parlamentarios que muchos consideraron 
excluyentes. 

Este escenario dificultó enormemente la formulación de un consenso sobre la 
voluntad del pueblo. La designación legislativa del referéndum como 
jurídicamente vinculante, a pesar de que las impugnaciones a su legitimidad 
planteaban la posibilidad de que una mayoría de los votantes decidiera no 
participar, podría ser criticada como una exclusión de facto de una gran parte del 
electorado, quizás una mayoría, de una decisión colectiva históricamente 
importante. Por otro lado, desde el punto de vista de los independentistas se podría 
alegar que las limitaciones reales de la capacidad del referéndum para reflejar con 
exactitud el sentimiento popular fueron inducidas en gran medida por los 
esfuerzos del Gobierno central para impedir que se celebrara la votación. Sin 
embargo, la realidad es que tanto los resultados reales de las elecciones como la 
larga serie de datos de opinión pública sugerían que el apoyo a la independencia 
total se mantenía por debajo del 50% del electorado catalán, especialmente cuando 
se ofrecían a los votantes terceras vías u opciones intermedias. Una gran mayoría 
de catalanes, según los datos de opinión disponibles, deseaba votar en una consulta 
legalmente reconocida sobre la cuestión del estatus, pero muchos de los que 
deseaban votar no apoyaban la independencia. 

Más allá de cómo se atribuya la responsabilidad del encallamiento, gran parte 
de los líderes políticos, tanto del bando pro como del antiindependentista, habían 
mostrado más interés en avanzar en sus objetivos finales que en garantizar una 
lectura precisa de las preferencias de la ciudadanía127. En el proceso, muchos 
actores habían dado claras muestras de la forma Segmentada y a menudo 
excluyente de la práctica democrática que se analizó ampliamente en el capítulo 
tres. Las fuerzas a favor y en contra de la independencia diferían en la designación 
de las instituciones que decidían ver como centrales para la toma de decisiones. 
Pero en ambos casos muchos actores consideraron que los sentimientos contrarios 
a la mayoría dentro de esas instituciones eran inconvenientes, políticamente 
marginales y esencialmente irrelevantes para resolver la cuestión del estatus. 
Aquellos que creían que la única forma de resolver el conflicto de forma 
consensuada era consultar de forma completa y precisa al electorado catalán en un 
referéndum legal con una amplia participación se vieron atrapados en el medio, 


incapaces de impulsar la gestión de la controversia en esa dirección. Los datos de 
las encuestas disponibles sugieren claramente que la opción de la independencia 
habría sido derrotada en una votación popular de este tipo y que el sector 
intermedio decisivo de la opinión seguía favoreciendo la tercera vía de una 
autonomía reforzada. Sin embargo, muchos actores clave de ambos bandos trataron 
activamente de marginar a los defensores de la tercera vía128. Paradójicamente, 
gran parte de la conducta política dio muestras del predominio, incluso en 
Cataluña, de la práctica democrática que ha caracterizado a la España 
posfranquista. Algunas fuerzas políticas han intentado promover un cambio en esa 
práctica, pero hasta la fecha sus esfuerzos no han tenido éxito. 


Paradojas del conflicto en torno. 
al referéndum y sus consecuencias 


La decisión de celebrar un referéndum vinculante el 1 de octubre, cuando se 
yuxtapone con la firme oposición a este paso por parte del Gobierno español y otros 
actores en el sistema político y jurídico español, puso en marcha una dinámica que 
conduciría a una serie de acontecimientos dramáticos y a menudo paradójicos. Á 
partir de septiembre de 2017, la prueba de voluntades entre los actores 
independentistas y las autoridades españolas desembocó en una escalada de 
enfrentamientos que deparó muchas sorpresas e incertidumbres para todos los 
implicados. El asunto absorbió tanto la atención de la opinión pública que a 
menudo se lo denominó en las conversaciones como “el monotema”. Ante la 
incertidumbre y el dramatismo del otoño de 2017, en Barcelona circularon 
historias de que las farmacias de la ciudad habían agotado su suministro de 
medicamentos para dormir. Una crónica de todos los episodios más importantes y 
memorables del conflicto mayor llenaría las páginas de un libro de extensión 
considerable. Seguramente habrá muchos volúmenes importantes sobre este tema; 
dejo a otros la tarea narrativa de relatar los principales pasos de los actores 
cruciales desde septiembre de 2017 en adelante. Me limito aquí a una breve 
discusión de varios de los elementos más importantes de la historia más amplia 
que tienen importancia analítica para las principales preocupaciones de este libro. 
El Gobierno español respondió a los planes de referéndum con una gran 
batería de medidas legales y policiales, y con firmes garantías públicas de que el 
referéndum no se iba a celebrar. La posición del Gobierno obtuvo rápidamente el 
apoyo del Tribunal Constitucional, prohibiendo legalmente la consulta electoral. El 
Govern catalán, el amplio movimiento social comprometido con el proyecto 
soberanista y gran parte de la ciudadanía catalana contraatacaron con mayor 
firmeza y con ingeniosas estrategias para seguir adelante con los planes existentes. 
Una serie de redadas policiales trataron de confiscar las papeletas, las urnas y las 
listas del censo electoral que serían necesarias para la celebración del referéndum. 
La acción policial más importante tuvo lugar el 20 de septiembre en el 
Departamento de Economía catalán presidido por el vicepresidente catalán, Oriol 
Junqueras. Antes de que la acción policial concluyera con varias detenciones y la 
confiscación de material relacionado con el referéndum, una multitud de miles de 


personas se había formado en el exterior para expresar su apoyo a los que estaban 
dentro del edificio. Un importante dirigente de ERC, Joan Tardá, y otros hicieron 
llamamientos a la multitud para que actuara de forma pacífica, insistiendo en el 
riguroso compromiso con la no violencia, y en su mayor parte la multitud se ciñó 
estrictamente a esa orientación. Sin embargo, dos vehículos de la Guardia Civil 
presentes en el lugar fueron objeto de vandalismo mientras los guardias civiles 
estaban en el edificio. En Cataluña circularon muchas historias sobre posibles 
votantes que sentían ambivalencia o incluso hostilidad hacia la independencia, 
pero que decidieron a finales de septiembre participar en el referéndum como 
forma de protestar contra los intentos del Gobierno español de impedir que se 
celebrara la votación129. 

La determinación del Govern catalán de seguir adelante con el referéndum no 
habría tenido éxito sin dos formas cruciales de participación desde abajo. Se formó 
una nueva organización dentro del movimiento independentista, los Comités de 
Defensa del Referéndum (CDR), que proporcionó una amplia red de voluntarios 
dispuestos a esconder las urnas y las papeletas de voto de la policía y a llevarlas a los 
colegios electorales a tiempo para la votación del 1 de octubre. Los CDR también 
proporcionaron los voluntarios necesarios para la organización de la votación y el 
recuento de votos. La policía entró en numerosos colegios electorales y cerró la 
votación en algunos de ellos, pero los organizadores del referéndum 
contraatacaron permitiendo a los votantes trasladarse a nuevos colegios 
electorales. Se mantuvo una lista de votantes unificada y actualizada al minuto, 
disponible online para los voluntaries de los CDR, durante todo el día para evitar 
que los votantes votaran dos veces y, en su mayor parte, parece haber funcionado, a 
pesar de las dificultades que plantearon los esfuerzos generalizados de la policía 
para cerrar la votación130. La amplia cobertura televisiva de los esfuerzos policiales 
para interrumpir la votación parece haber sido contraproducente, motivando a 
muchos catalanes indecisos o escépticos a acudir a las urnas para protestar por el 
trato que recibían sus conciudadanos que habían decidido votar. Periodistas y otros 
informaron de historias de personas que decidieron votar el mismo día del 
referéndum en respuesta a las acciones policiales que hirieron a muchos votantes 
dentro y junto a los colegios electorales. Normalmente, es difícil evaluar este tipo 
de relato con rigor académico, pero en este caso una fuente ayuda a hacerlo posible. 
Un sondeo del CEO reveló que prácticamente una quinta parte del electorado 
catalán, el 19,9%, tomó una decisión sobre el voto durante las últimas tres semanas 
antes del referéndum, es decir, mientras se desarrollaban los esfuerzos policiales 
para impedir que se celebrara. Un 7,7% tomó la decisión de votar el mismo día131. 
Los esfuerzos oficiales del Gobierno español para impedir que se celebrara el 
referéndum fueron claramente contraproducentes, aumentando tanto la 
participación en la consulta como, al menos temporalmente, el apoyo a la 
independencia. 

El movimiento independentista obtuvo una gran victoria de imagen pública el 
1 de octubre, pero poco más que eso. Aunque el presidente catalán Puigdemont y 
otros miembros del movimiento independentista intentaron enmarcar el resultado 
como una clara declaración del pueblo catalán a favor de la independencia, la 
realidad es que la mayoría de los que tenían derecho a votar habían decidido no 
hacerlo, actuando en congruencia con el llamamiento de la oposición a boicotear la 


votación. Aproximadamente el 10% de los que votaron se opusieron a la 
independencia. En el clima emocional de un referéndum que se celebró con éxito a 
pesar de estar legalmente prohibido, las fuerzas independentistas volvieron a 
quedarse muy por debajo del umbral crucial del 50% del conjunto del electorado 
catalán. Y lo que es más importante, pronto se hizo evidente que los promotores del 
referéndum carecían de la capacidad infraestructural para avanzar hacia la 
independencia efectiva. Ante la falta de apoyo genuino de la mayoría de los 
catalanes, de la capacidad infraestructural para formar un nuevo Estado y de 
cualquier reconocimiento internacional, el camino hacia la independencia real 
parecía mucho más cuestionable que la capacidad del movimiento para celebrar 
con éxito la votación del 1 de octubre. Parece probable que algunos líderes del 
movimiento independentista esperaran aprovechar la confrontación a gran escala 
para relanzar las negociaciones con el Gobierno de Madrid, buscando mejoras en la 
autonomía catalana en lugar de la independencia total. Sin embargo, no está nada 
claro hasta qué punto estaba extendida esa postura más o menos pragmática dentro 
de los círculos de liderazgo de las fuerzas independentistas. 

En los turbulentos días posteriores al 1 de octubre, mucha incertidumbre 
rodeó el camino a seguir para todos los actores, independientemente de su 
perspectiva. Numerosas empresas anunciaron sus planes de abandonar Cataluña 
como respuesta y debido al peligro de que Cataluña quedara fuera de la Unión 
Europea si lograba la independencia. La incertidumbre se hizo sentir no solo en el 
público de masas, sino también entre las élites que toman decisiones relevantes. 
En al menos dos ocasiones cruciales durante el mes de octubre, el presidente 
catalán Puigdemont anunció planes para dirigirse a la opinión pública y luego los 
canceló, tras haber cambiado de opinión sobre el mejor curso de acción a seguir. El 
10 de octubre, los dirigentes catalanes se prepararon para emitir una declaración 
unilateral de independencia (DUD), pero en lugar de ello se apartaron de esa 
medida histórica, haciendo un llamamiento a la negociación. Ese mismo día, los 
parlamentarios independentistas firmaron personalmente un compromiso para 
construir una República catalana independiente, al tiempo que optaban por no 
someterse a una votación parlamentaria formal sobre el asunto. La gestión pública 
de la declaración por parte del Govern catalán fue tan opaca que muchos 
observadores se preguntaron si se había declarado o no la independencia. Un 
analista catalán especialmente ingenioso, Pere Rusiñol, comentó en esa ocasión 
que el día era realmente histórico, por su surrealismo. 

El presidente del Gobierno español, Mariano Rajoy, se mostró dispuesto a 
negociar con Puigdemont si el presidente catalán afirmaba que no se había 
declarado la independencia el 10 de octubre. La respuesta inicial de Puigdemont 
fue algo ambigua, pero su segunda respuesta, el 19 de octubre, afirmaba claramente 
que no se había declarado la independencia. Rajoy seguía sin estar satisfecho, al 
menos públicamente, pero circularon rumores de negociaciones indirectas con 
intermediarios. La semana siguiente, Puigdemont tomó la decisión de convocar 
elecciones ordinarias al Parlament catalán dentro de las estructuras legales 
existentes como salida a la crisis y para evitar la imposición de la gobernación 
directa por parte del Gobierno de Madrid, suplantando las instituciones 
autonómicas. Sin embargo, momentos antes de hacer el anuncio prometido, 
Puigdemont cambió de planes, alegando la falta de garantías por parte del 


Gobierno español de que la convocatoria de nuevas elecciones frenaría de hecho 
los planes del Gobierno de Rajoy de hacer uso de la disposición constitucional que 
permite el gobierno directo de una comunidad autónoma desde la autoridad 
central. El viernes 27 de octubre, el Gobierno español instituyó el gobierno directo 
de Cataluña mediante el uso del artículo 155 de la Constitución española, 
suspendiendo esencialmente el autogobierno catalán. El Parlament catalán declaró 
entonces la independencia, como una república, y la mayoría de los diputados 
autonómicos de la oposición al Govern se retiraron en señal de protesta. Haciendo 
uso de los poderes de gobierno directo, el Gobierno español convocó nuevas 
elecciones catalanas para el 21 de diciembre. 

En el intervalo entre el 27 de octubre y el 231 de diciembre, los dirigentes 
catalanes, ahora legalmente despojados de su posición de poder institucional en la 
Generalitat, no pudieron avanzar en su búsqueda de la independencia. Gran parte 
de los dirigentes independentistas fueron detenidos, acusados de sedición y 
rebelión, dos delitos que implican el uso de la violencia para subvertir el Estado y 
que conllevan largas penas de cárcel. Los acusados fueron encarcelados, en muchos 
casos sin fianza. Puigdemont abandonó España en secreto durante el fin de semana 
posterior a la declaración de independencia y reapareció en Bélgica, anunciando 
sus planes de permanecer allí para evitar ser detenido. El Gobierno español animó 
a todas las fuerzas políticas a participar plenamente en las elecciones del 21 de 
diciembre y, a pesar de algunas dudas, todas lo hicieron. Pero la cúpula de las 
fuerzas independentistas estaba en la cárcel o fuera de España con la esperanza de 
evitar su detención. La campaña electoral se desarrolló en circunstancias muy poco 
convencionales. Gran parte de lo ocurrido durante el otoño de 2017 parece encajar 
con el lamento de Jordi Amat (2017) de que múltiples fuerzas políticas, incluidos 
destacados líderes de ambos lados de la cuestión independentista, se habían 
comportado de forma bastante irresponsable. Pero los problemas que 
inequívocamente habían salido a la luz pública implicaban algo más que 
irresponsabilidad. Implicaban cuestiones que afectan al núcleo de la práctica 
democrática. 

En respuesta a la imposición de la gobernación directa sobre Cataluña por 
parte del Gobierno español y al encarcelamiento de muchos líderes 
independentistas, muchos catalanes recurrieron a formas militantes de protesta. 
Los CDR resurgieron como Comités de Defensa de la República —en lugar del 
referéndum— pero con las mismas siglas, liderando a los militantes 
independentistas en frecuentes bloqueos de calles y carreteras. En una ocasión, las 
líneas de tren que conectan Cataluña con el resto de España y con Francia fueron 
bloqueadas por los manifestantes. Sin embargo, la atención se centró pronto en la 
campaña para las elecciones del 21 de diciembre. En esta ocasión los 
independentistas presentaron tres listas distintas en lugar de dos; los principales 
partidos dentro de JxSÍ se presentaron por separado. Los resultados dieron a las 
fuerzas independentistas una mayoría absoluta de escaños parlamentarios 
ligeramente reducida. Sin embargo, con Puigdemont en Bélgica y muchos otros 
líderes independentistas en la cárcel, formar un Gobierno resultó más difícil que 
en circunstancias convencionales. El partido fuertemente antiindependentista, 
Ciudadanos, había recibido de hecho más votos que cualquier otro partido 
individual, pero no tenía ningún camino plausible para gobernar, al carecer de la 


capacidad de ganar una votación de investidura gubernamental en un Parlamento 
en el que las fuerzas independentistas tenían una mayoría de escaños. El 14 de 
mayo, casi cinco meses después de las elecciones, un líder más bien secundario del 
movimiento independentista, Quim Torra, fue elegido por los diputados del 
Parlament como nuevo presidente de la Generalitat por un estrecho margen. Los 
diputados de la oposición lo criticaron por unas declaraciones que había hecho en 
las que utilizaba términos despectivos para referirse a los españoles y a los 
hispanohablantes. El movimiento independentista había logrado elegir 
formalmente a un nuevo líder gubernamental, pero sus declaraciones anteriores 
hacían temer que continuara la polarización. El cambio de gobierno en Madrid en 
junio de 2018, después de la moción de censura introducida por el PSOE, reabrió 
las esperanzas de que fuera posible algún tipo de acuerdo. 

Cabe mencionar una última pero reveladora ironía de la crisis. Muchos 
actores de ambos lados de la división sobre la independencia han acusado a sus 
adversarios —del otro lado— de llevar a cabo un golpe contra la democracia132. 
Ambas partes profesan una fuerte lealtad a la democracia y se quejan de que sus 
adversarios han violado los principios fundamentales de los sistemas políticos 
democráticos. Estas acusaciones mutuas pueden verse en parte como un reflejo de 
la visión segmentada y a menudo excluyente de la democracia que ha predominado 
en España, dejando muchas expresiones de sentimiento y formas de acción 
pacíficas fuera de la conceptualización predominante de la democracia. Una 
comprensión amplia e inclusiva de la democracia permite a los actores políticos 
criticar duramente a sus adversarios sin cuestionar sus derechos democráticos ni 
alegar que pretenden eliminar el gobierno por y para el pueblo. En este caso, 
ambas partes sí tienen múltiples motivos para quejarse, pero ninguna de ellas ha 
eliminado las instituciones definitorias de la democracia, dando así un golpe. La 
magnitud de la crisis y las acusaciones mutuas de que el otro bando es culpable de 
un golpe de Estado contra la democracia sugieren lo graves que pueden llegar a ser 
las consecuencias de una práctica democrática restrictiva y segmentada. La mayor 
parte de este libro analiza el impacto en la profundidad democrática y en los 
resultados sociales de la variación entre las democracias en su inclusión de actores 
socioeconómicamente marginales. Este capítulo examina las consecuencias de una 
tendencia profundamente arraigada a excluir a los otros culturales, y sus 
aspiraciones, de un estatus entendido como plenamente legítimo en la vida política 
institucionalizada. Esta tendencia ha conducido a una crisis innecesariamente 
profunda y a nuevas carencias de autenticidad y consolidación democráticas. 
España sigue siendo una democracia, pero el largo encarcelamiento sin fianza de 
numerosos dirigentes políticos ha impedido claramente el normal funcionamiento 
de la vida democrática. Igual de preocupante es la pérdida de facto de la tolerancia 
mutua entre adversarios políticos, un posible signo de desconsolidación de la 
democracia. Sigue siendo poco claro a dónde conducirá la crisis, pero sus 
consecuencias para la democracia han sido profundas y potencialmente peligrosas. 


Capítulo 7 
¿Cambio o continuidad en las culturas? Teorizando 
a experiencia de la península ibérica 


Introducción 


La afirmación central de este libro se centra en las herencias culturales del cambio 
histórico y su capacidad para configurar un conjunto muy amplio de resultados 
políticos y sociales mucho después de que los procesos históricos desencadenantes 
se hayan desvanecido en la memoria. En este sentido, parte de la premisa de que la 
cultura tiene cierto poder de permanencia. Pero, al mismo tiempo, la historia de la 
democracia en la península ibérica contemporánea está repleta de episodios de 
cambio e innovación cultural. En la comunidad académica que estudia estas 
cuestiones, los estudiosos contemporáneos de la cultura son prácticamente 
unánimes a la hora de rechazar la antigua concepción esencialista que suponía que, 
de alguna manera, las culturas se reproducían automática e indefectiblemente, 
generando así diferencias inmutables entre los países. No obstante, esa visión ha 
sobrevivido más o menos entre algunos científicos sociales que se especializan 
principalmente en otras áreas sustantivas, lo que ayuda a explicar por qué algunos 
estudiosos asumen implícita o explícitamente la existencia de una esencia cultural 
ibérica centenaria que de algún modo une a España y Portugal (Wiarda, 1989). 
Evidentemente, el argumento sobre la práctica democrática que aquí se presenta 
está en total desacuerdo con tales afirmaciones. El argumento de este libro trata 
tanto del cambio cultural —en primer lugar, en el contexto de las transiciones a la 
democracia de los años setenta— como de la continuidad, por lo que es totalmente 
incompatible con la visión esencialista, pero subrayar este punto no resuelve la 
difícil cuestión de cómo conceptualizamos y explicamos los casos de cambio y de 
continuidad en las culturas; simplemente abre la puerta a abordar seriamente una 
cuestión muy amplia y compleja. En este capítulo me centraré en identificar los 
mecanismos causales que pueden explicar los casos de cambio y continuidad 
cultural, y buscaré sus ejemplificaciones. 

Antes de pasar a analizar los casos de cambio y continuidad cultural en los 
casos portugués y español, así como los mecanismos que pueden ayudar a 
explicarlos, ofrezco algunas consideraciones generales sobre el esfuerzo teórico 
para abordar las dinámicas que conducen al cambio o la continuidad cultural. Esta 
breve discusión no pretende revisar o abordar el corpus general de trabajos 
teóricos sobre esta cuestión; el objetivo es simplemente plantear algunas 


consideraciones que pretenden ser útiles en nuestro examen de la tensión entre las 
dinámicas de cambio y continuidad en la práctica democrática de los vecinos de la 
península ibérica. Conviene subrayar desde el principio un punto teórico 
fundamental: muchos fenómenos culturales pueden prosperar como 
entendimientos predominantes, guiones expresivos o formas de práctica dentro de 
contextos sociales de escala muy variada: dentro de una sociedad en su conjunto o 
solo dentro de círculos más restringidos, a menudo considerados como 
subculturas133. Este es ciertamente el caso de las prácticas religiosas, las normas 
de género y las prácticas domésticas —teorizadas recientemente por Esping- 
Andersen y Billari (2015) como sujetas a la coalescencia en equilibrios múltiples— y 
muchos otros objetos de investigación social. La práctica democrática es algo 
diferente a estos fenómenos culturales porque se refiere a las interacciones o a las 
interacciones esperadas entre todos los actores relevantes en un sistema político 
libre y representativo. Las formas de práctica democrática, y las concepciones que 
las sustentan, son intrínsecamente relacionales en sus implicaciones y 
normalmente pretenden definir la conducta de los actores a nivel sistémico de las 
democracias nacionales en general, es decir, no solo dentro de los espacios 
subculturales. La concepción predominante de la práctica democrática en un país 
puede dar por sentado que la mayor parte de la conducta política se desarrolla en 
entornos que están segmentados por la posición institucional, jerárquica o 
ideológica; las divisiones arraigadas en entornos muy definidos no tienen 
necesariamente que implicar la contestación activa entre los actores sobre la 
definición del conjunto, es decir, la concepción compartida del sistema político. 
Pero donde una contestación de ese tipo sí tiene lugar, este fenómeno significa la 
existencia de conflictos culturales por el predominio dentro del espacio político 
nacional compartido. 

Mientras que diversas formas de segmentación sociocultural —por ejemplo, 
en el ámbito religioso— son compatibles con el repliegue de facto de los segmentos 
de la sociedad hacia sus propios espacios o reductos subculturales para el ejercicio 
de su autonomía, en el caso de la práctica democrática segmentada parece más 
probable que los segmentos acaben encontrándose en una batalla cultural y política 
de algún tipo en el espacio compartido de la gobernanza y del intercambio 
democrático a escala nacional. Esas batallas culturales y políticas pueden adoptar 
numerosas formas: en la calle, en otros lugares públicos o dentro de las 
instituciones políticas principales. Las manifestaciones masivas en Estados Unidos 
contra la guerra de Vietnam en las calles frente a la Convención Demócrata de 1968 
en Chicago, los recurrentes conflictos en España entre los manifestantes y las 
autoridades gubernamentales por la disponibilidad de espacios simbólicamente 
centrales para las actividades de protesta, los agudos desacuerdos en el seno del 
Parlamento español sobre la legitimidad de las fuerzas presentes en la Cámara y, en 
consecuencia, sobre la aceptabilidad de diversas mayorías de coalición 
matemáticamente factibles, y los difíciles conflictos en el seno del PSOE sobre 
cómo manejar y resolver los desacuerdos estratégicos sobre posibles alianzas con 
outsiders políticos: todos estos episodios de conflicto son ejemplos de los tipos de 
batallas culturales y políticas que probablemente acaben surgiendo en sistemas 
políticos libres y representativos caracterizados por una práctica democrática 
segmentada. Un escenario relativamente menos conflictivo es aquel en el que los 


supuestos culturales y las prácticas que constituyen el ejercicio de la democrática 
son bastante compartidos, ya sea porque todos los actores principales aceptan la 
validez de la segmentación por posición jerárquica o institucional o — 
alternativamente— porque de forma generalizada se entiende que el escenario 
político es inclusivo. Esto no quiere decir que las formas de práctica democrática 
compartidas a nivel nacional estén exentas de conflictos en estos últimos casos, 
pero cuando la forma predominante de práctica democrática es muy inclusiva, 
como en Portugal, los conflictos políticos —incluso los que enfrentan a personas 
ajenas al centro de poder con otras personas políticamente veteranas y poderosas— 
suelen adoptar la forma de intercambios no solo directos sino también indirectos 
(es decir, a través de declaraciones públicas de los actores implicados sin que 
siempre lleguen a sentarse en una mesa para negociar) que se pueden entender 
como conversación (Fishman y Everson, 2016) en lugar de enfrentamiento. 

Así, mientras que algunas cuestiones sociodemográficas y normativas dentro 
de la sociedad pueden tratarse colectivamente mediante la reproducción de 
patrones subculturales dominantes dentro de mundos bastante separados, los 
segmentos de un país dividido por la práctica democrática no se mantienen tan 
fácilmente separados; sus acciones pueden dar lugar a conflictos bastante visibles 
sobre el espacio que las voces de descontento —y sus representantes políticos— 
pueden ocupar legítimamente en la vida política nacional. En España, durante gran 
parte del periodo democrático posfranquista, los manifestantes en la calle y los 
representantes dentro de las instituciones oficiales consideraron que su conducta 
constituía dos mundos claramente separados. La segmentación del sistema fue 
generalmente aceptada como un hecho real, si bien no deseado por todos, y se 
pensó relativamente poco en la posibilidad de reconfigurar las reglas culturales no 
escritas que condicionaban la vida política. Sin embargo, varios episodios 
importantes de cambio en las formas de participación política han reabierto la 
cuestión de cómo deben trazarse los límites de la inclusión y la conducta. La 
práctica democrática del país sigue estando segmentada, dada la tendencia de 
algunas fuerzas políticas cruciales a definir a los actores y formas de conducta 
históricamente marginales como indignos de ser incluidos en la conversación 
central de la política. Pero la nueva forma de segmentación es contestataria. La 
definición de las normas de inclusión es ahora objeto de un conflicto político y 
cultural permanente. Las divisiones internas del PSOE sobre la selección de los 
socios negociadores en la búsqueda de una mayoría parlamentaria para investir un 
Gobierno tras las elecciones de 2015 y 2016 sirvieron para subrayar la importancia 
práctica de dicho conflicto. Incluso en el contexto del cambio cultural, el sistema 
sigue estando segmentado. Al mismo tiempo, en Portugal, muchos tipos de 
innovación o evolución cultural en la esfera política acaban simplemente afinando, 
pero no desafiando, el carácter profundamente inclusivo de la práctica democrática 
posrevolucionaria del país. Hay cambios culturales que no acaban alterando la 
lógica de los sistemas en los que se producen. 

El análisis de Mahoney y Thelen (2009), dos científicos sociales con 
mentalidad histórica y orientación teórica que han realizado un importante trabajo 
sobre el cambio institucional, resulta muy útil. Según su argumento, la evolución y 
la transformación de las instituciones están impulsadas no solo por las grandes 
perturbaciones exógenas que los estudiosos han considerado durante mucho 


tiempo como cruciales para la modificación de las estructuras sociopolíticas o 
económicas, sino también por dinámicas endógenas vinculadas al funcionamiento 
normal de las propias instituciones. Esas dinámicas endógenas son múltiples en su 
análisis; incluyen la agencia de los líderes y activistas institucionales y sus luchas 
por el poder, las ideas y los intereses (ibíd.: 1-37). A pesar de las diferencias entre 
el análisis institucional y el cultural, las coincidencias son significativas y este 
enfoque resulta útil. 

El enfoque tocquevilleano sobre la cultura que informa la vida política 
proporciona ideas muy complementarias. Aunque muchos lectores de Tocqueville 
orientados a la cultura se centran mucho en su énfasis en las costumbres o hábitos 
del corazón en su análisis de la democracia estadounidense, veo una relevancia aún 
más profunda y omnipresente en su discusión sobre el papel de los filósofos y 
pensadores abstractos franceses en la radicalización del pensamiento y la acción 
política francesa en la Revolución. La afirmación de Tocqueville en su comparación 
general entre Francia y Estados Unidos es que las quejas y preocupaciones 
humanas subyacentes pueden ser activadas y canalizadas por los actores políticos, o 
dejadas más o menos latentes. Guando el descontento humano se activa 
políticamente, las estructuras políticas del sistema en su conjunto desempeñan un 
papel decisivo a la hora de determinar qué tipo de actor está disponible para ese 
papel decisivo de activación y por tanto de canalización del descontento. Así, en el 
análisis de Tocqueville, el contraste entre la política orientada al pragmatismo y a 
menudo centrada en lo local en Estados Unidos y la política ideológica orientada a 
lo nacional en Francia estaba motivado por el hecho de que el único espacio 
disponible para la acción política libre y la crítica en la Francia del Antiguo 
Régimen era el ámbito intelectual en el que predominaba el pensamiento abstracto 
de los filósofos y los hombres de letras. En la concepción que Tocqueville tenía de 
los Estados Unidos, el sistema norteamericano ofrecía considerables 
oportunidades para que se desarrollaran liderazgos locales de orientación 
pragmática con encuadres bastante poco ideológicos de las cuestiones sobre las que 
pretendían movilizar a la población. Desde su perspectiva, el marco cultural del 
descontento en las dos democracias estaba configurado por los factores 
estructurales que determinaban qué tipo de actor político activaría y canalizaría el 
descontento. 

Esta vertiente de Tocqueville —su teorización de las formas en que la 
estructura del poder político ayuda a impulsar la selección sociopolítica de los 
actores que operan dentro del sistema o incluso en contra de él (Goodwin, 2001)— 
señala la importancia de comprender cómo se seleccionan sociohistóricamente los 
liderazgos políticos para desempeñar esa función, y cómo el resultado de ese 
proceso ayuda a su vez a configurar el marco cultural de gran parte de la vida 
política. Hay un trabajo más reciente (Valenzuela, 1991) que ha ido mucho más allá 
de Tocqueville a la hora de especificar los factores determinantes de la selección 
sociohistórica de los liderazgos políticos, pero la idea subyacente de Tocqueville 
sigue siendo de vital importancia. La selección o reselección histórica de los 
liderazgos políticos nacionales que compiten entre sí —por ejemplo, en lo que he 
llamado la coda de la transición española— contribuye a configurar el curso cultural 
de la vida política en España, Portugal y todos los países. Pero que los patrones 
culturales persistan o se transformen no depende únicamente de la selección de 


nuevos liderazgos. El equilibrio entre la continuidad y el cambio cultural puede 
verse influido por muchos otros factores, como la naturaleza cambiante de los 
problemas a los que se enfrentan esos liderazgos. Si nos interesa sobre todo 
comprender los resultados —en este caso, la permanencia o la transformación de 
las formas de práctica democrática predominantes a nivel nacional que se teorizan 
en este libro—, no tenemos más remedio que lanzar una amplia red explicativa que 
intente incorporar tanto los impulsores exógenos como los endógenos de los 
resultados, es decir, las fuentes de influencia que pueden considerarse tanto 
externas como internas a los propios repertorios culturales que queremos 
comprender. 

En un sentido más amplio, el forjamiento de la conexión entre la experiencia 
histórica y los legados culturales requiere claramente un gran trabajo por parte de 
los actores culturales que seleccionan, interpretan, narran y emplean elementos 
del pasado. El importante estudio de Della Porta y sus colaboradores en una amplia 
investigación comparativa sobre cómo estas herencias dan forma a los 
movimientos de protesta (Della Porta et al., 2018) contribuye significativamente a 
este objetivo. Muchos de los efectos identificados en este libro sobre la práctica 
democrática no habrían tomado forma sin el trabajo cultural de los actores que 
buscaron construir y sostener una base activa para vincular el pasado con el 
presente. Las experiencias de los vecinos de la península ibérica —que abarcan 
episodios tanto de continuidad como de cambio cultural— proporcionan una gran 
cantidad de material para examinar cómo ese trabajo, y la sustancia más amplia de 
la vida política, contribuyen a las continuidades o cambios culturales. A 
continuación, nos referiremos a un ejemplo especialmente importante de trabajo 
cultural que ha contribuido a mantener la importancia viva del pasado en Portugal: 
las conmemoraciones anuales de la Revolución de los Claveles. 


Conmemorando abril y buscando sus enseñanzas 


La conmemoración de la Revolución del 25 de abril de 1974 en Portugal ofrece un 
inmenso ejemplo de cómo los grandes rituales públicos pueden contribuir tanto a 
la reproducción de las prácticas culturales existentes como a la amplitud de su 
aceptación. Esta gran empresa forma parte del conjunto más amplio de esfuerzos 
de muchos actores portugueses para movilizar los recuerdos de la dictadura del 
Estado Novo y la revolución como base para afrontar los retos políticos 
contemporáneos (Loff, 2014). La cantidad de energía cultural que se dedica a 
contar anualmente la "historia de Abril”, a identificar sus lecciones y a subrayar sus 
implicaciones —para la democracia y para Portugal— es difícil de transmitir en su 
totalidad. La amplitud social y política de la participación en el programa anual de 
conmemoraciones es asombrosa. Un simple reflejo documental de la magnitud de 
los compromisos lo proporciona el volumen de 754 páginas publicado por la 
Asociación 25 de Abril en 1996, en el que se enumeran todas las actividades 
conmemorativas que tuvieron lugar en 1994 con motivo del 20% aniversario de la 
revolución (Associagáo 25 Abril, 1996). Entre los organizadores de esas actividades 
—y de las conmemoraciones anuales de los años posteriores— se encuentran cargos 


políticos, organizaciones de la sociedad civil y activistas de todo tipo. De hecho, las 
conmemoraciones entrelazan acciones y actores situados en las instituciones 
representativas oficiales y otros firmemente arraigados en la sociedad civil. Al igual 
que el camino portugués hacia la democracia deshizo la frontera entre las acciones 
dentro y fuera de los límites de las instituciones oficiales, también lo hacen las 
actividades conmemorativas. 

Uno de los elementos centrales del programa anual es la sesión 
conmemorativa del Parlamento134, que presenta la ocasión para que los 
representantes de los partidos políticos presentes en la cámara y otros líderes 
institucionales —como el presidente del país elegido por el pueblo— pronuncien 
discursos bien elaborados que identifican los logros de la revolución y su 
importancia para el Portugal contemporáneo. En esta sesión parlamentaria 
especial, que se retransmite en directo por televisión, los claveles rojos, las 
canciones de la época revolucionaria y otros símbolos de la revolución aparecen 
junto con las palabras cuidadosamente elegidas de los líderes políticos. Como es 
lógico, los rasgos centrales de la revolución social son subrayados con más fuerza 
por los representantes de los partidos de la izquierda que por los de la derecha del 
espectro político del país. Así, en 2008 fue José Soeiro, el orador elegido para 
representar al Bloco de Esquerda, una formación política situada a la izquierda de 
los socialistas, quien señaló: “La democracia es la respuesta más fuerte contra 
todas las formas de dominación: en el espacio de las empresas, las escuelas, las 
familias, la sexualidad... [Sli algo nos enseña el 25 de abril es que siempre es 
posible cambiarlo todo”135. 

Muchos comentarios de otros líderes políticos ofrecidos en otros años han 
articulado compromisos sociopolíticos similares a los de este evocador 
llamamiento a recordar la esencia del derrocamiento de múltiples jerarquías por 
parte de la revolución. Al final de un largo y sustancioso discurso durante la sesión 
conmemorativa de 2004, el presidente socialista del país, Jorge Sampaio, ofreció el 
siguiente resumen de las lecciones de la revolución: “Las fragilidades, los 
bloqueos, los errores de la democracia se corrigen, por tanto, con más democracia, 
más participación, más iniciativa, más movilización, más ciudadanía” (Sampaio, 
2006: 4.6). Sin embargo, desde cierto punto de vista, son las declaraciones de los 
representantes del PSD de centro- derecha las que tienen mayor interés, ya que son 
sus expresiones culturales las que garantizan la extensa amplitud política que se 
pone de manifiesto en la celebración anual de la revolución. Los oradores del PSD 
suelen expresar su apoyo a los compromisos sociales y a una concepción 
participativa de la democracia, vinculando estas opiniones al legado de Abril. Gran 
parte del debate de los capítulos anteriores sugiere que estas afirmaciones tienen 
en realidad una resonancia con la práctica actual; el PSD ha apoyado a menudo las 
iniciativas de presupuesto participativo y otros esfuerzos para fomentar una mayor 
participación ciudadana. Á través de la memoria de la Revolución de Abril, incluso 
el principal partido de centro-derecha del país sitúa estos compromisos en una 
perspectiva histórica, celebrándolos como constitutivos de la comprensión de la 
democracia en el país. En 2004, Víctor Cruz, el representante del PSD que 
intervino en la sesión conmemorativa, declaró que “nunca la política estuvo tan 
cerca de la poesía como en abril”136. Otras declaraciones de dirigentes del PSD ese 
año, y en otros, han subrayado el compromiso de ese partido de recordar y honrar 


la memoria de Abril. En abril de 2004, José Manuel Duráo Barroso, a la sazón 
primer ministro —cargo que abandonó ese mismo año para convertirse en 
presidente de la Comisión Europea—, comentó a los periodistas de la televisión tras 
la ceremonia conmemorativa que él se identificaba con el mensaje lanzado por el 
presidente socialista del país, Jorge Sampaio, y que en cualquier caso el 25 de abril 
no era una ocasión para enfatizar las diferencias partidistas137. La izquierda del 
país ha dedicado siempre más energía que la derecha a cultivar la memoria de la 
revolución, pero el compromiso con un conjunto mínimo de símbolos y principios 
revolucionarios se extiende hasta la derecha del centro portugués. 

Gran parte del desarrollo de las sesiones parlamentarias conmemorativas 
continúa con pocos cambios de año en año, pero por otro lado regularmente se 
introducen pequeñas modificaciones de un tipo u otro. En la primera 
conmemoración de la era de la austeridad bajo un Gobierno del PSD, el aniversario 
del 25 de abril de 2012, los diputados de centro-derecha hicieron un uso más 
amplio de los claveles rojos que los representantes de su partido en el pasado, y se 
dio importancia a muchos otros símbolos de la revolución. En la sesión 
conmemorativa de ese año, se colocaron grandes pantallas que proyectaban la 
imagen de los oradores en la tribuna a ambos lados del estrado de la cámara 
parlamentaria. Estas pantallas aumentaron la visibilidad de la actuación —que, 
como siempre, fue transmitida televisivamente a todo el país en vivo—. Antes de 
que comenzaran los discursos, las pantallas se utilizaron para mostrar una sucesión 
de fotografías de escenas clave de la Revolución de los Claveles de 1974, imágenes 
que iban cambiando constantemente. Estas fotos transmitían la esencia de la 
participación popular, el entusiasmo de las masas y el desafío a las jerarquías 
existentes, con al menos la misma fuerza que las palabras pronunciadas 
posteriormente desde el estrado. El uso público y destacado de las fotografías del 
25 de abril original ha sido una constante en las conmemoraciones anuales y en 
2012 los líderes de la cámara parlamentaria, controlada entonces por una mayoría 
de centro derecha, optaron por hacer uso de ellas. Dos años más tarde, en abril de 
2014, la misma mayoría parlamentaria —que seguía aferrada a la política de 
austeridad— suprimió las fotos en las grandes pantallas adyacentes al estrado de los 
oradores, pero prácticamente todos los demás elementos de la puesta en escena 
continuaron como antes. 

Sin embargo, un componente importante del acto que no estaba bajo el 
control del PSD sí que cambió de manera fundamental. Los capitanes de abril 
supervivientes, unidos en la Asociación 25 de Abril, habían solicitado el derecho a 
intervenir en el acto parlamentario para hacer pública su denuncia de las políticas 
de austeridad impuestas desde el exterior y —en opinión de los capitanes— de la 
pérdida de soberanía nacional que representaba el paquete de rescate de 2011. 
Argumentando que los capitanes no habían formado parte del programa de 
oradores en el pasado, y que hacía tiempo que alzaban su voz de otras maneras y en 
otros lugares, la presidenta de la Asamblea de la República, del PSD, denegó su 
petición. Esto llevó a los capitanes a boicotear la sesión especial del Parlamento y a 
celebrar un acto alternativo esa misma mañana en el Largo do Carmo. Mário Soares 
y otros destacados líderes políticos apoyaron a los capitanes, sumándose a su boicot 
y al acto alternativo que habían organizado. Este no fue el único cambio en las 
actividades conmemorativas de ese año, pero en el fondo la sesión conmemorativa 


del Parlamento continuó como antes, haciendo uso de numerosos símbolos de la 
revolución, celebrando su memoria y ofreciendo a los líderes políticos de todos los 
partidos presentes en la cámara la oportunidad de articular públicamente su 
significado perdurable. Los cambios que se produjeron ese año fueron más 
evidentes en la calle. 

De hecho, las conmemoraciones en la calle son quizás más creativas y 
significativas que la sesión parlamentaria. La manifestación anual en el corazón del 
centro de Lisboa, organizada por la Asociación 25 de Abril y apoyada por partidos y 
movimientos que se extienden desde la izquierda socialista, consigue entrelazar 
recuerdos y símbolos de la revolución, implicaciones y consignas para la vida 
política contemporánea y representaciones de la identidad nacional y popular del 
país. Miembros de asociaciones de militares y policías se manifiestan junto a 
militantes de partidos de izquierda y extrema izquierda. Residentes portugueses de 
zonas rurales vestidos con trajes folclóricos tradicionales alentejanos participan 
junto con inmigrantes recientes y sus defensores. La manifestación suele articular 
una mezcla de objetivos y principios, entre los que se encuentran algunos que son 
específicamente portugueses y otros totalmente universalistas. Un lema común, 
coreado repetidamente año tras año, es "Somos muitos, muitos mil para continuar 
Abril”. Otras consignas más o menos predecibles, de homenaje al 25 de abril y de 
oposición a la dictadura, se repiten anualmente, pero cada año se añaden a la 
mezcla consignas nuevas y frescas junto a las antiguas. Incluso reproduciendo la 
memoria de abril y sus lecciones, este gran esfuerzo conmemorativo deja mucho 
espacio para el cambio cultural a nivel micro y la innovación. En 2016, un joven 
manifestante levantó un cartel creativo en el que se leía “A rua está na poesia”, 
invirtiendo así el mensaje de unos carteles clásicos de la época revolucionaria de la 
artista Vieira da Silva, que decían “A poesia está na rua”. La afirmación de 2016 de 
que “La calle está en la poesía” podría interpretarse como una sugerencia de que, 
en tiempos económicos difíciles, la energía social de la revolución puede 
preservarse más fácilmente en la esfera de expresión cultural que en otros ámbitos. 

Los eslóganes que enfatizan los compromisos sociales de la Constitución y las 
raíces de ese documento en la revolución también han tenido un mayor 
protagonismo en las conmemoraciones de la era de la austeridad. Los 
manifestantes en este y otros eventos relacionados también se han centrado muy 
directamente en su crítica a la austeridad y a la Troika, junto con su llamamiento a 
la renovación de la soberanía nacional en la toma de decisiones. Los recuerdos de 
Abril han servido para orientar y enmarcar las quejas y demandas contemporáneas, 
un punto que ha sido subrayado en otras investigaciones recientes (Baumgarten, 
2017; Fernandes, 2017). 

Regularmente se añaden nuevos actos a la lista de actividades 
conmemorativas, y en Lisboa muchos de ellos han tenido lugar en el simbólico 
Largo do Carmo. En 2014, un movimiento social no oficial centró sus 
reivindicaciones en esa plaza a última hora de la tarde del 24 de abril. Esta 
iniciativa se organizó principalmente a través de una convocatoria en Facebook 
bajo la etiqueta “Todos los ríos fluyen hacia el Carmo”. Entre los grupos que 
participaron en el happening conmemorativo de la protesta se encontraba el 
movimiento social antiausteridad Que se lixe a Troika (QSLT), traducido 
aproximadamente como “Que se joda la Troika”. Durante más de dos horas, 


columnas de activistas organizados por uno u otro movimiento o partido de 
izquierdas entraron en la plaza, protagonizando lemas y una suerte de 
manifestación sostenida en ella. Muchos simpatizantes se unieron a la 
manifestación conmemorativa en la propia plaza. Este acto se centró en el esfuerzo 
por vincular la memoria de Abril y la reedición contemporánea de su mensaje, con 
la oposición a la austeridad impuesta desde el exterior. Los eslóganes coreados por 
los participantes y transmitidos por sus pancartas y carteles comparaban la 
austeridad con otra dictadura, criticaban a la Troika, pedían que se mantuviera vivo 
Abril y otro Abril. La empresa global era tanto una conmemoración como una 
manifestación en torno a una situación de actualidad138, pero eso en sí mismo no 
era realmente nuevo, aunque la forma adoptada sí lo fuera. La manifestación 
conmemorativa anual en las calles del centro de Lisboa cada 25 de abril por la tarde 
había mezclado durante mucho tiempo estos dos géneros. 

El uso del Largo do Carmo para el evento tampoco era nuevo, aunque la 
estrategia de organización del evento en la era de Internet sí abrió nuevos caminos. 
Por ejemplo, diez años antes, la plaza fue el escenario de dos iniciativas 
conmemorativas bastante diferentes. En la tarde y noche del 23 de abril de 2004, 
algunas asociaciones de inmigrantes se reunieron allí para conmemorar el 
trigésimo aniversario de la revolución y para transmitir colectivamente su mensaje 
a una nueva generación: los hijos jóvenes de los inmigrantes. Durante varias horas, 
los inmigrantes escucharon canciones y discursos, al tiempo que se mezclaban 
entre ellos y disfrutaban de comida y bebida. La multitud se unió al canto de 
Grandola, asumiendo colectivamente la memoria compartida portuguesa de la 
liberación de la dictadura a través de la revolución. Hacia la medianoche se subió al 
escenario una gran tarta de cumpleaños y se llevó a los hijos pequeños de los 
inmigrantes junto a ella para cantar juntos el cumpleaños feliz al 25 de abril, en el 
trigésimo aniversario de la revolución. La noche siguiente, la misma plaza fue 
utilizada por el grupo de jóvenes del PSD, de centro-derecha, para su celebración 
conmemorativa de Abril. Este acto estuvo menos marcado por los símbolos 
revolucionarios que la reunión de inmigrantes del día anterior, pero la mera 
presencia del grupo de jóvenes del PSD en el Largo do Carmo, el centro simbólico 
de la Revolución de los Claveles, tenía un significado importante. 

El énfasis de esos dos actos conmemorativos de 2004 en los jóvenes no fue en 
ningún sentido excepcional. El esfuerzo por enseñar a los jóvenes la historia y el 
significado de la liberación revolucionaria del país de la dictadura ha absorbido una 
gran cantidad de energía cultural, año tras año. Una larga lista de libros pretende 
contar la historia de Abril a los niños. Como ejemplo más distinguido 
académicamente y más desarrollado, un equipo dirigido por el teórico social 
Boaventura de Sousa Santos publicó un texto para uso de los maestros de escuela, 
ofreciendo numerosas ideas sobre cómo transmitir el mensaje de Abril a los 
escolares (De Sousa Santos et al., 2004). Un elemento clave de las celebraciones 
del trigésimo aniversario en 2004 fue la organización de un acto para pintar un 
gran mural por parte de adolescentes. Los estudios de opinión pública realizados 
por científicos sociales portugueses muestran que este esfuerzo masivo ha tenido 
bastante éxito (Costa Lobo, Costa Pinto y Magalhaes, 2016). En encuestas 
realizadas tanto en 2004, como en 2014,, estos estudiosos encontraron que una gran 
mayoría de los encuestados portugueses ve el 25 de abril de forma positiva y se 


identifica con su legado. Lo más importante es que el porcentaje que sostiene esta 
opinión se mantuvo prácticamente sin cambios en 2014,, después de diez años que 
incluyeron tiempos económicos bastante difíciles. La larga y profunda crisis 
económica no había alterado la concepción de la Revolución de los Claveles y su 
sostenida relevancia. Además, la identificación con el 25 de abril era prácticamente 
la misma en todas las cohortes de edad. El intento de transmitir el significado de la 
revolución a personas demasiado jóvenes para haberla experimentado de forma 
directa ha tenido éxito, según la investigación disponible en las encuestas. 

La amplitud de los esfuerzos culturales realizados para contar la historia de 
Abril es impresionante, especialmente para un país de solo diez millones de 
habitantes. La estrella de cine María de Medeiros dirigió una impactante 
recreación cinematográfica de los acontecimientos clave, con viñetas personales 
mezcladas en la narración, en lo que sin duda ha sido la representación cultural 
más vista de la revolución. Su película, Capitanes de abril, se estrenó 
originalmente en Portugal en el año 2000, y ha tenido una larga vida útil dentro del 
país, ya que se ha proyectado repetidamente en los años siguientes en cines, en 
escuelas y en la televisión nacional en torno a las conmemoraciones anuales. En 
uno de los tráileres promocionales de la película, el protagonista, Maia —una 
adaptación ficticia del histórico capitán Salgeiro Maia— amonesta a un superior 
jerárquico del ejército que, en los primeros momentos de la sublevación en el 
cuartel de Santarem, le pide que obedezca la orden de abandonar la rebelión. En su 
enfática respuesta, Maia insiste en que a veces es necesario desobedecer. La 
declaración de Maia se ha repetido una y otra vez en la televisión portuguesa en la 
publicidad previa a la emisión de la película y, por supuesto, también aparece en la 
propia película. Al celebrar y recordar la revolución, los portugueses han puesto 
cierto énfasis en el valor histórico y ético de la desobediencia. 

Algunos de los esfuerzos para recordar y reafirmar el significado de la 
revolución han sido musicales. Las canciones relacionadas con el 25 de abril y sus 
secuelas de movilización se han cantado en el Parlamento y en la calle durante las 
conmemoraciones, como se ha señalado anteriormente. Los conciertos especiales 
de canciones de la época revolucionaria, transmitidos por televisión, también han 
desempeñado un papel destacado en los homenajes anuales a la historia de abril de 
1974. Un grupo musical de protesta-folk popular y humorístico, Homens da Luta, 
ha interpretado canciones de contenido político llevando atuendos que evocan los 
sucesos de 1974. y claveles rojos, con la intención de recordar el 25 de abril y las 
conmemoraciones en las calles. Su canción de 2011, A luta é alegria (“La lucha es 
alegría”) fue, en efecto, una manifestación musical contra la imposición externa de 
la austeridad, llamando a la gente a resistir mediante movimientos de protesta. En 
un reflejo de las preferencias de los miembros del público que participaron en el 
proceso de selección, esta canción de protesta fue elegida en 2011 como 
representante oficial del país en el concurso anual de la canción de Eurovisión, 
celebrado poco después de que Portugal se viera obligado a aceptar la negociación 
de un acuerdo de rescate que implicaba duras medidas de austeridad. La selección 
por parte del público portugués de una canción que celebra las manifestaciones de 
protesta constituye un fuerte reflejo de los procesos más amplios analizados aquí. 
El recuerdo del 25 de abril se ha incorporado profundamente a la cultura popular y 
ala autoconcepción del país. 


Parece evidente que el enorme esfuerzo cultural realizado para contar y 
celebrar la historia de Abril —y para articular su significado— ha desempeñado un 
papel importante en la reproducción de la práctica democrática posrevolucionaria 
inclusiva del país. De manera crucial, las conmemoraciones —y los esfuerzos 
relacionados para mantener la memoria colectiva de los acontecimientos de 1974— 
se han caracterizado por una combinación de amplitud de apoyo y (al menos para 
los actores más comprometidos) profundidad de compromiso. Además, el proyecto 
conmemorativo ha superado con eficacia la división entre las instituciones 
públicas oficiales y la sociedad civil, implicando a ambas en el gran esfuerzo 
colectivo. En cambio, en España, los esfuerzos por conmemorar episodios 
cruciales de la transición a la democracia han estado tan segmentados como la 
propia práctica democrática del país. Las élites políticas han conmemorado las 
elecciones de 1977 —las primeras del nuevo periodo democrático— y la aprobación 
de la Constitución en un referéndum nacional celebrado el 6 de diciembre de 1978. 
Los actos de homenaje a esos dos hitos de la transición democrática se han limitado 
en gran medida a las instituciones representativas del país. Sectores políticos y 
sociales situados fuera de los círculos de poder han honrado otras fechas y 
recuerdos con actividades conmemorativas. Por ejemplo, el 40% aniversario del 
asesinato en enero de 1977 de abogados laboralistas de izquierdas en un bufete 
antifranquista políticamente destacado de la calle Atocha de Madrid fue objeto de 
varios actos conmemorativos en 2017. En uno de estos actos se presentó un nuevo 
trabajo de historia oral que recorre con mucha capacidad expositiva las 
interconexiones entre las vidas de tres protagonistas del despacho de abogados de 
la calle Atocha, todas ellas ahora implicadas de forma destacada en la política139. 

Por otro lado, los nacionalistas catalanes y vascos han movilizado a sus 
partidarios para honrar días y acontecimientos de importancia histórica para sus 
movimientos. Estas movilizaciones se realizan anualmente, pero es evidente que la 
participación se limita a quienes se identifican con estas identidades nacionalistas, 
y las fechas que se recuerdan colectivamente son totalmente ajenas a la transición 
democrática de los años setenta. Todas las demás conmemoraciones que se han 
llevado a cabo en España se han realizado de forma algo esporádica y no anual. En 
cuanto a la amplitud de la participación y la intensidad del esfuerzo de los 
implicados, las actividades conmemorativas españolas relacionadas con la 
transición democrática no son en absoluto comparables a las de Portugal. Además, 
los escasos proyectos conmemorativos que han surgido en España no han sido 
capaces de superar la brecha entre las instituciones representativas y la acción 
sociopolítica situada fuera de sus límites. 

En resumen: los símbolos, rituales y eventos conmemorativos compartidos en 
Portugal contribuyen a mantener y reproducir la práctica democrática inclusiva, 
arraigada en la historia reciente del país. La participación generalizada en las 
conmemoraciones anuales consolida una amplia identificación con los legados de 
la revolución y recuerda a los actores políticos las lecciones que deben aprender. La 
ausencia de algo similar en España y la memoria colectiva más compartimentada de 
este país se asocian con una práctica democrática institucional y jerárquicamente 
segmentada. El modo en que las dos sociedades recuerdan y tratan los recuerdos de 
sus transiciones de los años setenta es congruente con sus formas de práctica 
democrática y desempeña un papel en el mantenimiento de la lógica subyacente de 


esa práctica en ambos casos. Las conmemoraciones portuguesas apoyan una forma 
de entender la democracia y unas conductas que son altamente inclusivas y que 
superan las demarcaciones que delimitan la vida política en algunas otras 
democracias. Los esfuerzos conmemorativos españoles están tan segmentados 
como la práctica democrática del país y no proporcionan ninguna base para una 
comprensión genuinamente amplia y expansiva de la esencia de la democracia, 
capaz de reunir en una conversación cohesiva a los diversos actores que pueblan la 
democracia contemporánea del país. En ambos casos, los esfuerzos culturales 
innovadores que abordan el pasado se integran fácilmente en esta lógica existente 
y, por lo tanto, las innovaciones —incluso las de los nuevos actores, como veremos 
en la siguiente sección— no han logrado cambiar fundamentalmente la forma de 
práctica democrática predominante en ninguno de los dos países. 


La dinámica de cambio cultural en la política española 


A pesar de las limitaciones de la práctica democrática española, la vida política del 
país se ha caracterizado por una recurrente capacidad de cambio cultural de diversa 
índole, tema que merece nuestra atención y análisis. Algunos casos de innovación 
cultural, que desafían las concepciones dominantes, han sido de pequeña escala, al 
menos inicialmente. El movimiento para exhumar las fosas de los soldados caídos 
en la República (y sus partidarios) durante la Guerra Civil comenzó de esa manera, 
y por otro lado los intentos localizados de manejar los desafíos políticos de manera 
novedosa —como en el caso del pueblo andaluz de Marinaleda (Fishman y Everson, 
2016) — también merecen ser mencionados. La primera ruptura parcial de la forma 
dominante de práctica democrática a nivel de todo el sistema español, tras la coda 
de la transición en 1982, se produjo en marzo de 2004, como resultado de un 
importante choque exógeno. 

El trágico incidente terrorista del 11 de marzo de 2004, penúltimo día del 
periodo legalmente reservado para la campaña anterior a las elecciones del 14 de 
marzo, desencadenó una serie de acontecimientos y movilizaciones políticas 
extraordinarias. La pérdida masiva de vidas obligó a poner fin bruscamente a la 
campaña y llevó a todo el país a un duelo —y preocupación— colectivo. El final 
rápido y prematuro de la campaña cerró los canales institucionalizados para 
expresar los sentimientos políticos y comunicarlos a los demás. Las formas de 
apelar al público establecidas desde hace tiempo en el periodo de cierre de una 
campaña electoral se cerraron ¡justo cuando surgieron nuevas necesidades 
expresivas que adquirieron gran importancia, especialmente debido al esfuerzo del 
Gobierno del PP por atribuir erróneamente la responsabilidad del atentado a ETA 
en lugar de a Al Qaeda. La mayoría de los observadores supusieron que la 
atribución del atentado a ETA beneficiaría electoralmente a la derecha, mientras 
que la atribución del atentado a Al Qaeda probablemente beneficiaría a la 
oposición de izquierdas que había criticado el apoyo activo del Gobierno a la guerra 
estadounidense en Irak. Algunos activistas políticos improvisaron dos respuestas 
innovadoras destinadas a criticar al Gobierno por la manipulación política de las 
noticias sobre el suceso: en primer lugar, micromanifestaciones dentro de la gran 


manifestación oficial celebrada en las principales ciudades al día siguiente del 
atentado, y, en segundo lugar, nuevas manifestaciones contra el PP al día siguiente, 
en la jornada oficial de reflexión en la que estaba prohibido hacer campaña 
(Sampedro, 2005 y 2008; Fishman, 2007). Estas formas de protesta no 
institucionalizadas atrajeron una gran atención, transmitiendo la sensación que 
tenían millones de españoles de que el PP había intentado crear una visión errónea 
del atentado para influir en la decisión electoral de los votantes. 

Los activistas que desencadenaron tácticas rápidamente improvisadas estaban 
animando implícitamente a otros españoles a votar al candidato socialista, José 
Luis Rodríguez Zapatero. La victoria de Zapatero el 14 de marzo, en contra de las 
predicciones de la gran mayor parte de las encuestas preelectorales, fue en cierto 
sentido tanto un acontecimiento de los movimientos sociales como un resultado 
electoral. Muchas de las iniciativas del primer mandato de Zapatero intentaron, al 
menos en cierta medida, perseguir el objetivo del cambio cultural, al tiempo que 
ampliaban y profundizaban la democracia española de diversas maneras 
(Encarnación, 2008; Field, 2010; Sánchez-Cuenca, 2012). Se retomaron temas que 
se habían mantenido fuera de la agenda política y se abordaron los debates 
previamente existentes de forma novedosa. El Gobierno de Zapatero retiró las 
tropas españolas de Irak, legalizó el matrimonio entre personas del mismo sexo, 
aumentó el gasto social en apoyo de las familias y las personas y finalmente aprobó 
una Ley de Memoria Histórica que creó una base legal para retirar de los lugares 
públicos los homenajes simbólicos al pasado franquista. Zapatero también entabló 
diálogo con los nacionalistas de la denominada periferia, que condujo al notable 
éxito del nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña de 2006, que parecía resolver 
en gran medida la cuestión del estatus de la región, hasta que fue declarado 
parcialmente inconstitucional en 2010. En la economía, el Gobierno introdujo un 
cierto espacio para el debate político entre las perspectivas ortodoxas y 
neokeynesianas (Ban, 2016) antes del giro de 180 grados a favor de la austeridad en 
mayo de 2010. Sin embargo, el Gobierno de Zapatero y sus iniciativas fueron 
tratados esencialmente como ilegítimos por el principal partido de la derecha del 
país, el PP (Sánchez-Cuenca, 2012). 

El primer gran intento sistémico de transformar el planteamiento cultural de 
cuestiones profundas sobre la democracia, la identidad nacional y muchos otros 
temas políticamente importantes, incluida la sexualidad individual, se encontró 
con el esfuerzo de algunos actores dentro de las instituciones por tratar todo el 
episodio como políticamente ilegítimo. Difícilmente se podría pedir un ejemplo 
más claro de cómo un esfuerzo de innovación cultural —inicialmente enraizado en 
una gran conmoción exógena— podría producir un amargo conflicto político, 
reforzando el carácter segmentado de la práctica democrática del país, en lugar de 
generar un giro de todo el sistema hacia la inclusión. Sin embargo, las tendencias 
excluyentes de la práctica democrática del país eran ahora objeto de contestación. 
El conflicto político partidista había dado un giro hacia un desacuerdo cultural 
relativamente amargo sobre los límites de la inclusión en el sistema y, por tanto, 
sobre la naturaleza de las cuestiones que debían debatirse legítimamente en el 
ámbito de la política institucionalizada. Al final de sus dos mandatos, Zapatero 
había retrocedido en varios aspectos hacia formas anteriores de práctica 
democrática más restrictiva, como se refleja en el material analizado en los 


capítulos tres y cinco. Sin embargo, el sistema político más amplio era ahora el 
escenario de un conflicto cultural sobre los límites legítimos de la inclusión en la 
toma de decisiones políticas. 

Un nuevo e importante intento de cambio cultural surgió a mediados de mayo 
de 2011, cuando el movimiento de los indignados ocupó las plazas centrales de 
Madrid, Barcelona y otras ciudades, ofreciendo una amplia crítica a la democracia 
española y a su giro de mayo de 2010 hacia la política de austeridad de Zapatero. 
Con una base inicial en los movimientos alternativos que enfatizaban su autonomía 
de las instituciones existentes, los indignados utilizaron técnicas de movilización 
de la era de Internet para canalizar el descontento generalizado existente (Flesher 
Fominaya, 2015; Anduiza, Cristancho y Sabucedo, 2014). Sus críticas y sus 
aspiraciones eran amplias, incluso globales, desde el primer momento (Ibarra, 
2013; Díez García y Laraña, 2018): en este movimiento no institucionalizado, los 
activistas del 15M buscaban cambiar la agenda y el rumbo del sistema político del 
país. Durante un tiempo lo consiguieron. Los medios de comunicación trataron 
esta protesta masiva como extremadamente importante y los primeros datos de 
encuestas y sondeos de opinión pública que se reportaron en su momento en los 
medios de comunicación dieron indicios de gran apoyo. Además, la creación de 
nuevos espacios no institucionalizados para la manifestación colectiva de agravios 
dio paso rápidamente a un surgimiento de nuevas formas de expresión y, en ese 
sentido, a una demostración muy clara de los sentimientos populares que llevaban 
mucho tiempo sin expresarse. Los ciudadanos escribieron espontáneamente 
mensajes y demandas políticas en pequeños trozos de papel y en piedras, paredes y 
tablones de anuncios en las plazas ocupadas. Fue casi como si se hubiera producido 
una revolución, pero en términos espaciales se limitó en gran medida a las plazas 
centrales, mientras estaban ocupadas. En cierto sentido, el éxito del movimiento 
del 15M sirvió para subrayar hasta qué punto el descontento ciudadano había sido 
marginado por la forma de práctica democrática española predominante. 

El propio movimiento trató de institucionalizar esta expresión parcialmente 
espontánea, canalizando las demandas y aspiraciones individuales hacia un 
proceso de votación que ofrecía una elección entre las principales ideas que se 
habían planteado. El 15M claramente intentaba fomentar un cambio cultural 
importante, pero hay que hacer varias matizaciones: las nuevas formas de activismo 
y expresión fueron bastante significativas, pero nunca representaron un vuelco 
total de las jerarquías dentro de las instituciones del país, como había ocurrido en 
el Portugal revolucionario. Y este gran esfuerzo de cambio cultural fue rápidamente 
contrarrestado por las autoridades políticas que consiguieron cortar las alas del 
nuevo movimiento, limitando el uso de las plazas. Sin embargo, incluso sin una 
presencia continuada en las plazas centrales del país, el movimiento aspiraba a 
lograr un cambio significativo. Las aspiraciones de los indignados tomaron en 
parte la forma de un enfoque reflexivo sobre la propia práctica del movimiento y en 
parte se centraron en el objetivo de fomentar nuevos tipos de compromiso y 
participación cívica (Díez García y Laraña, 2018). 

La importancia del movimiento del 15M debe evaluarse no solo analizando su 
impacto en el sistema político español, sino también a través de una consideración 
de sus innovadoras formas de práctica y movilización. Los indignados españoles 
formaron parte de una amplia familia transnacional de movimientos que se 


organizaron en respuesta a las políticas de austeridad y a los sistemas políticos que 
las implementaron (Della Porta, 2017; Portos García, 2017), pero fueron un 
ejemplo especialmente innovador. La protesta social española ha mostrado una 
reiterada capacidad de forjar tácticas creativas ya sea a través del humor (Romanos, 
2013), del uso innovador del espacio público (Fishman, 1990 y 2012) o de otras 
maneras. Y esto, a su vez, ha promovido la utilidad de los ejemplos españoles en el 
desarrollo de repertorios de protesta en otros países (Baumgarten y Díez García, 
2017; Romanos, 2016). Aunque España ha sido un país rezagado en la cultura de la 
inclusión democrática, ha sido en cambio líder en el desarrollo de formas 
innovadoras de protesta. Sin embargo, para la democracia española queda la 
pregunta inevitable de si esta capacidad creativa se vería finalmente correspondida 
por una capacidad de transformación del sistema político general a través de las 
iniciativas de los movimientos. 

El movimiento 15M provocó algunos cambios en los repertorios de 
contención del país, pero no consiguió acabar con la segmentación institucional y 
jerárquica de la práctica democrática del país. Por el contrario, estos rasgos se 
vieron reforzados, aunque de forma novedosa, por la respuesta institucional al 
movimiento. Con el movimiento 15M, la práctica democrática española avanzó 
hacia una versión fuertemente contestataria de la segmentación y la exclusión. Las 
voces de la protesta en las calles aspiraban ahora a reconfigurar los límites de la 
inclusión en la toma de decisiones; muchos actores de la corriente principal dentro 
de las instituciones políticas interpretaban esta aspiración como ilegítima y 
peligrosa. La política española se enfrentaba ahora a una división cultural entre 
diferentes interpretaciones o versiones sobre la amplitud de inclusión deseada —y 
considerada como normal—. Incluso después de mayo 2011, la visión culturalmente 
dominante de la democracia española seguía estructurada en gran medida por una 
línea divisoria entre las instituciones representativas y la expresión de los 
sentimientos de los ciudadanos fuera de sus límites, pero eso cambiaría pronto. 
Con la llegada en 2014 de Podemos como nuevo partido outsider y heredero parcial 
del movimiento 15M (Fernández-Albertos, 2015), había un nuevo actor que 
intentaba promover un cambio cultural a gran escala en la vida política del país, 
entrando en las instituciones representativas y cambiándolas desde dentro, 
ampliando radicalmente las fronteras no escritas de la inclusión. Podemos criticó 
inicialmente “el régimen de 1978”, sugiriendo implícitamente que su crítica se 
centraba en la Constitución aprobada ese año, pero desde mi perspectiva sus quejas 
políticas subyacentes eran esencialmente culturales, centradas en presupuestos no 
escritos sobre los límites de la inclusión política. Sin embargo, en la misma lógica 
que antes, los nuevos elementos de cambio acabaron acentuando la segmentación 
de la práctica democrática, y la tendencia de muchos actores institucionales a 
practicar una política de exclusión renovada. Muchos actores políticos importantes 
enmarcaron a Podemos como un participante esencialmente ilegítimo en la vida 
parlamentaria, y en ese sentido como un partido no disponible para la formación 
de una mayoría parlamentaria de gobierno. Esta tendencia no se limitaba a las 
fuerzas de la derecha, sino que también podía encontrarse en un sector del PSOE, 
como es evidente. La división cultural sobre los límites de la inclusión 
condicionaba ahora la política interna del Parlamento español y muy 
especialmente de los socialistas. 


Las graves divisiones internas que experimentó el PSOE tras las elecciones de 
2015 y 2016, y el triunfo en mayo de 2017 de una insurgencia de base en las 
primarias para elegir a Pedro Sánchez como secretario general, ofrecen otro 
ejemplo de cambio y conflicto cultural. Para el propio Sánchez, esta victoria fue una 
reivindicación de esfuerzos pasados: había sido forzado a abandonar el liderazgo 
del partido el 1 de octubre de 2016 como resultado de la oposición de sectores de la 
vieja guardia del partido a su estrategia en las discusiones parlamentarias sobre la 
formación de un nuevo Gobierno. Sánchez se opuso rotundamente a ofrecer un 
apoyo tácito a la continuidad en el Gobierno del PP y se mostró más abierto que 
muchos en el aparato de su partido a la colaboración con Podemos y los 
nacionalistas subestatales. Sánchez parecía dispuesto a ampliar los límites de la 
inclusión como base para formar una mayoría de gobierno de los socialistas en un 
parlamento políticamente fragmentado. Este último caso vuelve a implicar un 
conflicto dentro del PSOE, un conflicto que obviamente tiene implicaciones 
sistémicas. Este conflicto dentro del PSOE es totalmente congruente con la 
distribución de actitudes que transmiten los datos de encuesta presentados en el 
capítulo tres. Tanto esos datos como el registro histórico de los debates internos 
del partido ponen de manifiesto la existencia de una línea de fractura dentro del 
PSOE sobre la práctica democrática. En última instancia, esa línea de fractura iba a 
poner las condiciones para un cambio gubernamental. La victoria de Sánchez en las 
primarias de 2017 tardó poco más de un año en producir importantes 
consecuencias sistémicas. 

En mayo de 2018 un tribunal emitió una sentencia muy desfavorable para el 
PP en un caso de corrupción, cuestionando explícitamente la credibilidad del 
presidente Rajoy. Sánchez respondió rápidamente presentando una moción de 
censura parlamentaria contra el Gobierno en funciones. En el sistema español, 
para que las mociones de censura tengan éxito se requiere el voto de la mayoría 
absoluta de los diputados del Congreso de los Diputados a favor de un Gobierno 
alternativo. Una moción de censura es, de hecho, una votación sobre la propuesta 
de constituir un nuevo Gobierno, y se requiere una mayoría absoluta de todos los 
diputados para que se produzca dicho cambio de gobierno. La composición del 
Parlamento se había decidido en las elecciones celebradas en junio de 2016. Los 
socialistas volvían a tener dos vías aritméticamente viables para alcanzar el poder 
gubernamental: conseguir el apoyo simultáneo de Podemos a su izquierda y de 
Ciudadanos a su derecha o lograr el apoyo de Podemos y de la práctica totalidad de 
los nacionalistas subestatales presentes en la Cámara representativa. Ciudadanos 
no tardó en dejar claro que se opondría a la moción de los socialistas. Una serie de 
encuestas periodísticas habían colocado a Ciudadanos a la cabeza de las 
preferencias ciudadanas, lo que animaba a la dirección de ese partido a verse como 
un partido de gobierno plausible en un futuro próximo, desplazando esencialmente 
alos socialistas como principal alternativa al PP. La única vía de los socialistas para 
conseguir la victoria iba a ser la estrategia inclusiva de negociar una base de apoyo 
de Podemos y de los nacionalistas subestatales, incluidos los partidos catalanes 
partidarios de la independencia. 

En esta ocasión triunfó la estrategia inclusiva que trataba a Podemos y a los 
nacionalistas catalanes independentistas como actores políticamente legítimos en 
el juego democrático y por tanto como aliados potenciales, aunque temporales, en 


el Parlamento. El 1 de junio de 2018 la moción de censura de los socialistas contra 
el Gobierno de Mariano Rajoy obtuvo una mayoría absoluta de votos y Pedro 
Sánchez se convirtió en presidente del Gobierno. Por qué esta estrategia de 
mayoría parlamentaria tuvo éxito en 2018 tras fracasar en 2016 —con la misma 
composición de la cámara— es una cuestión que seguramente será largamente 
debatida. Es probable que varias hipótesis atraigan la atención del análisis 
sostenido sobre esta cuestión. La acumulación de nuevos motivos de descontento 
con el Gobierno del PP probablemente sirvió para motivar tanto a Podemos como a 
los nacionalistas subestatales a aceptar un Gobierno monocolor del PSOE tal y 
como estableció la moción de censura de 2018. La magnitud de los escándalos de 
corrupción que seguían apareciendo, y que afectaban principalmente al PP, había 
servido de argumento público para la moción de censura y presumiblemente 
influyó en las decisiones de las fuerzas políticas sobre cómo responder. Pero 
también puede haber sido decisivo otro factor: el ascenso de Ciudadanos en las 
encuestas de opinión pública en 2018 amenazaba a los socialistas con la posible 
pérdida de su condición de mayor alternativa al PP, presentaba a Podemos con un 
fuerte competidor por el apoyo de los votantes que buscaban a personas ajenas a la 
política bipartidista para cambiar de alguna manera el sistema y ofrecía a los 
nacionalistas subestatales el escenario que más temían. Ciudadanos apostó 
fuertemente por las iniciativas recentralizadoras, argumentando que eran 
necesarias para garantizar a todos los españoles una plena igualdad de trato en 
materia política y jurídica. Todas las fuerzas que votaron a favor de la moción de 
censura de los socialistas tenían razones para temer el ascenso de Ciudadanos; este 
factor puede haber servido de pegamento que mantuvo unida la diversa coalición 
parlamentaria que hizo a Sánchez presidente del Gobierno. 

Sin embargo, se explique como se explique la victoria de los socialistas en la 
votación parlamentaria del 1 de junio de 2018, las consecuencias para la política 
española y para los temas de este libro merecen atención. La votación 
parlamentaria que convirtió a Sánchez en presidente del Gobierno fue un paso 
institucional de facto a favor de ampliar sustancialmente el ámbito de inclusión del 
sistema. Podemos y los nacionalistas subestatales, incluidos los que persiguen 
activamente la independencia de España, fueron incorporados a los círculos de 
conversación y negociación que sustentaban la formación de una mayoría 
parlamentaria de gobierno. De manera crucial, este giro hacia la inclusión fue 
aceptado operativamente por el PSOE como tal; en esta ocasión nadie trató de 
destituir a Sánchez para impedir que se produjera el cambio. Al menos al principio, 
esta aceptación de una mayor inclusión se limitó en gran medida a la política 
interna del propio Parlamento y de otras instituciones representativas, pero parece 
probable que surjan consecuencias en otros terrenos en los que la conducta política 
está condicionada por la forma de entender la práctica democrática. Un giro de 
todo el sistema y sus actores principales hacia el enfoque de inclusión que 
caracteriza la práctica democrática portuguesa parece sin embargo 
extremadamente improbable. Con el éxito de la moción de censura, España entró 
en un territorio parcialmente desconocido para el sistema político posfranquista, 
pero las experiencias del Gobierno de Zapatero ofrecen algunas bases para el 
análisis. Desde sus primeros momentos parecía probable que el nuevo Gobierno de 
Sánchez inaugurado en junio de 2018, que se basó en un giro hacia una mayor 


inclusión, tuviera que enfrentarse a graves desafíos a su legitimidad por parte de al 
menos algunos de sus adversarios políticos. 

La política estadounidense, tras el turbulento giro del país hacia una mayor 
inclusión en la década de 1960 bajo la influencia del movimiento de derechos 
civiles, ofrece un ejemplo útil de cómo la eliminación de antiguas formas de 
exclusión puede cambiar la vida política. En Estados Unidos, la competición 
política entre adversarios electorales y el conflicto cultural sobre los límites de la 
inclusión en la política se han entrelazado cada vez más. En este contexto, la 
competición política y el conflicto cultural sobre la legitimidad de los actores 
colectivos y las formas de conducta política no pueden separarse fácilmente. Los 
argumentos presentados aquí no pretenden negar la importancia de los intereses 
materiales, las ambiciones políticas, los cálculos electorales y la selección de los 
liderazgos organizativos en el curso que toma dicho conflicto. De hecho, las luchas 
por el poder y los intereses han desempeñado claramente un papel relevante a la 
hora de promover o resistir los esfuerzos de cambio cultural en el caso español. Los 
factores culturales no actúan solos en un contexto desprovisto de otras dinámicas 
causales. Pero no se puede dar pleno sentido analítico a la vida de los sistemas 
democráticos sin incorporar los factores culturales al conjunto de factores 
explicativos de relevancia. Estos contribuyen a condicionar la conducta de los 
actores y los supuestos que guían sus interacciones con los demás, magnificando o 
reduciendo la fuerza y las convicciones que los actores tendrían bajo otras 
circunstancias culturales. Cuando las fuerzas culturales y políticas consiguen 
establecer y reproducir un marco inclusivo ampliamente aceptado para la conducta 
política, como en Portugal, las consecuencias son de naturaleza múltiple. Allí 
donde los supuestos culturales sobre los límites de la inclusión son objeto de un 
conflicto político permanente, diversos fenómenos culturales, como los mensajes, 
los códigos y los marcos de referencia, constituyen gran parte de la sustancia de la 
vida política. Los esfuerzos por ganar las batallas políticas en los países que sufren 
profundas divisiones internas sobre los límites de la inclusión implican 
inevitablemente una dimensión fuertemente cultural. 

En última instancia, la dirección que toman los intentos de promover el 
cambio cultural o el retroceso viene determinada por complejos procesos 
históricos. Las coyunturas críticas del tipo que aquí se destaca desempeñan un 
papel crucial en la configuración de la dirección de dichos procesos, pero la 
historia no se limita a esos puntos de inflexión a gran escala (Abbott, 2001). La 
democracia es un sistema abierto, así que el cambio cultural puede darse, pero al 
fin y al cabo las culturas pueden resultar más difíciles de cambiar que las leyes. En 
el último capítulo nos ocupamos de los mensajes teóricos que ofrecen los países 
vecinos de la península ibérica y su importancia para la democracia en otros 
lugares. 


Conclusiones 
Sobre el significado global de la divergencia 
ibérica en la inclusión política 


Introducción 


¿Qué aportan los argumentos de este libro, en primer lugar, para el análisis de los 
países vecinos de la península ibérica y, en segundo lugar, más ampliamente para 
nuestra comprensión del estado de la democracia en el mundo contemporáneo? En 
las páginas que siguen abordo esta gran pregunta en dos partes. Me centraré 
primero en la contribución del libro a la comprensión de las pautas de conducta 
política y de los resultados socioeconómicos de esas conductas observados en 
España y Portugal. En ese contexto, considero varias explicaciones alternativas al 
argumento propuesto aquí. Á continuación, me refiero a las implicaciones 
generales de los contrastes entre Portugal y España en los que se centra este libro. 
Retomo tanto los puntos normativos de relevancia para nuestra conceptualización 
de cómo deberían funcionar las democracias como los puntos de orientación 
empírica relacionados con nuestra comprensión teórica de cómo de hecho 
funcionan las democracias y cómo han llegado a ser como son. Al abordar estas 
cuestiones, introduzco en el debate otros casos nacionales. Pero antes de hacer 
todo esto, subrayo una lección central de la investigación. 

Los estudiosos de la democracia han comprendido bien desde hace tiempo 
que las concepciones normativas de la democracia son múltiples. Es decir, que los 
defensores del gobierno democrático no han logrado un consenso total en sus 
puntos de vista sobre lo que la democracia debería ser, aunque la concepción 
minimalista o schumpeteriana se ha ganado una aceptación bastante generalizada 
como base fundamental para definir dichos sistemas, si bien muchos teóricos de la 
democracia piensan que esta conceptualización es solo un punto de partida. Este 
libro aporta un hallazgo clave que corre en paralelo a esa observación. La 
divergencia ibérica en la inclusión democrática demuestra claramente que los 
actores políticos y, al menos en cierta medida, los sistemas políticos nacionales que 
se califican de democráticos, también difieren en su comprensión fundamental de 
lo que es la democracia. Mientras que los actores políticos portugueses están 
plenamente convencidos de que la democracia se basa en una profunda 
complementariedad entre la expresión de las opiniones políticas dentro de las 
instituciones oficiales y la articulación de las preferencias de los ciudadanos fuera 
de los límites de dichas instituciones, los actores españoles dominantes han 


tendido a creer que la democracia implica necesariamente la separación tajante 
entre esos dos ámbitos de expresión política: dentro del Parlamento y fuera, en la 
calle. En este sentido y en otros relacionados, los actores políticos españoles y 
portugueses han tendido a ver la democracia de forma diferente y, en 
consecuencia, se han comportado a menudo de forma distinta según el país, lo que 
refleja el poder de los marcos cognitivos arraigados en cada caso en la historia 
nacional. Así pues, este libro muestra que, en la realidad empírica, los actores 
entienden la democracia de formas muy diferentes y que tales contrastes tienen 
una amplia gama de consecuencias en varios resultados de importancia real. La 
práctica democrática varía según los casos y esa variación es importante para 
muchos fenómenos como el desempleo, el estado de bienestar, los gustos 
culturales y el funcionamiento de los sistemas educativos. 

He argumentado que el contraste de la península ibérica en la práctica 
democrática tiene sus raíces en los caminos plenamente opuestos hacia la 
democracia de Portugal y España a mediados de la década de 1970. Vinculo este 
efecto al papel de los legados culturales de las historias nacionales y, más 
concretamente, de los escenarios de transición democrática de ambos países. Pero, 
al mismo tiempo, la consideración del cambio cultural en el capítulo siete ha 
reconocido la posibilidad de que dichos legados puedan ser objeto de erosión o, al 
menos, de reversiones parciales como resultado de los esfuerzos de los actores por 
promover el cambio cultural. Concibo la cultura como una poderosa fuerza causal 
que actúa en interacción con otros factores, pero no como una esencia inmutable y 
congelada una vez que toma forma. Teniendo en cuenta las amplias implicaciones 
comparativas y normativas de esta comparación aparejada entre España y Portugal, 
parece útil revisar primero las pruebas a favor de estas afirmaciones y sopesar las 
explicaciones alternativas. 


Evaluación del argumento sobre los contrastes 
entre Portugal y España 


Quizá la objeción más básica que podría plantearse en respuesta al argumento de 
este libro sería cuestionar la afirmación de que numerosos resultados han sido más 
favorables en Portugal que en España. Dado el gran número de indicadores en los 
que se podría centrar la atención, es ciertamente posible encontrar formas en las 
que España ha obtenido mejores resultados que Portugal durante los más de 
cuarenta años transcurridos tras las transiciones democráticas de la década de 
1970. El sistema sanitario español ha sido visto como un logro importante del 
sistema posfranquista (Guillén Rodríguez y Cabiedades Miragaya, 1998) y, según 
algunos indicadores, se puede clasificar mejor que el sistema sanitario de Portugal. 
El sistema educativo español también ha conseguido importantes logros, 
especialmente en su búsqueda de garantías igualitarias de una educación decente 
para los estudiantes de entornos desfavorecidos (Fernández Mellizo-Soto, 2001). 
Durante gran parte del periodo democrático, España obtuvo unos resultados 
relativamente buenos en las medidas de distribución de la desigualdad de la renta 
y, durante algunos periodos, Portugal obtuvo unos resultados menos buenos 


(Huber y Stephens, 2012). No obstante, en conjunto, el perfil distributivo de 
Portugal es ahora claramente más igualitario que el de España. Cuando se examina 
la totalidad de la evidencia disponible (Pérez y Matsaganis, 2018), parece claro que 
Portugal ha establecido un mejor historial a la hora de atender los intereses de los 
sectores de bajos ingresos. La evidencia disponible parece cada vez más favorable a 
la afirmación de que el sistema político portugués ha estado más atento que el 
español a las voces de los socialmente marginados. 

Pero ¿qué hay de la posibilidad de que explicaciones alternativas puedan dar 
cuenta efectivamente de este patrón? Dos posibles explicaciones de la forma 
adoptada por la práctica democrática española merecen ser consideradas. Una 
hipótesis se refiere al tamaño del país y al grado relativo de diversidad interna de 
los dos casos de la península ibérica. España es más de cuatro veces mayor que 
Portugal en población y, al menos en términos de las identidades nacionales, 
también es mucho más diversa internamente. El caso catalán, abordado en el 
capítulo seis, ofrece una forma especialmente valiosa de evaluar esta 
consideración. Al fin y al cabo, la población de Cataluña es ligeramente inferior a la 
de Portugal y Cataluña es, obviamente, algo menos diversa internamente que 
España en su conjunto. No obstante, tal y como se ha comentado en el capítulo seis, 
los actores políticos catalanes han tendido a seguir el enfoque español 
predominante de la práctica democrática, incluso cuando defienden perspectivas — 
como la búsqueda de la independencia— que están totalmente en desacuerdo con la 
posición de los actores españoles dominantes. Nuestro examen del caso catalán 
permite rechazar en gran medida la atribución de los contrastes entre Portugal y 
España al tamaño del país o al grado de heterogeneidad interna de los dos casos. 

Otra posible explicación de los rasgos centrales de la práctica democrática 
española tiene que ver con los legados y recuerdos de la Guerra Civil de 1936-1939. 
Esta hipótesis implica un factor de innegable importancia para la sensibilidad 
individual y colectiva de los españoles. Pero, como se ha sugerido en el capítulo 
segundo, hay razones de peso para creer que el significado que los españoles han 
asignado a los recuerdos de la Guerra Civil estuvo condicionado en parte por la 
transición a la democracia y su coda en 1982. Si el país hubiera experimentado una 
forma fundamentalmente diferente de democratización debido a una crisis de 
fracaso del régimen de Franco u otro escenario que condujera a la ruptura tanto del 
Estado como del régimen en el contexto del cambio político, los recuerdos de la 
Guerra Civil se habrían reconfigurado casi con toda seguridad en circunstancias 
muy diferentes. Así pues, aunque la Guerra Civil tuvo una importancia indiscutible 
para la política española, este hecho no resta importancia a la causalidad de los 
caminos contrastados hacia la democracia de Portugal y España en la década de 
1970. 

Dos explicaciones alternativas merecen también atención en el caso 
portugués, ambas hipótesis retomadas recientemente por Tiago Fernandes en su 
importante trabajo. Tal vez el historial más inclusivo de la democracia portuguesa, 
cuando se compara con el caso español, pueda explicarse bien por las amplias 
coaliciones entre socialistas, comunistas y católicos de izquierda portugueses en el 
periodo anterior a la Revolución de los Claveles (Fernandes, 2018) o por el mayor 
crecimiento en comparación con España de las organizaciones de la sociedad civil 
en el Portugal nuevamente democrático durante el mismo periodo de tiempo 


(Fernandes, 2015). Ambas hipótesis plantean cuestiones que merecen 
considerable atención. Las explicaciones de los resultados políticos que se centran 
en la fuerza causal de los acuerdos de coalición y en el equilibrio de poder en la 
sociedad civil tienen una larga tradición de utilidad en las ciencias sociales. Sin 
embargo, en este caso ninguna de las dos hipótesis socava la relevancia causal del 
argumento que aquí se expone con su énfasis en los legados culturales de las vías 
hacia la democracia. En los dos casos de la península ibérica, los acuerdos de 
coalición como los destacados por Fernandes podían encontrarse al menos en 
algunos contextos locales o regionales, pero en ambos casos los acuerdos de 
coalición preexistentes fueron objeto de redefinición en el contexto de los retos y 
conflictos del periodo de transición. Los retos o limitaciones políticas de las dos 
transiciones y los entendimientos culturales emergentes contribuyeron a 
condicionar la reordenación de los patrones de coalición una vez que se produjo la 
democratización. El impacto de las organizaciones de la sociedad civil en la vida 
política también estuvo condicionado por los legados culturales de la transición: en 
Portugal, incluso las organizaciones pequeñas y con pocos recursos han conseguido 
ser escuchadas por los cargos electos, pero no ha ocurrido lo mismo en España 
(Fishman, 2017). 

Al comparar la trayectoria de los resultados políticos posteriores a la 
transición en España y Portugal, existe una base sólida para argumentar que las 
organizaciones de la sociedad civil y las estrategias de coalición han ejercido un 
impacto causal a través de sus interacciones con los factores culturales. Sin 
embargo, los datos empíricos no apoyan la hipótesis de que ese enfoque pueda 
servir por sí mismo como sustituto a la apuesta de este libro por especificar la 
importancia causal de los legados culturales de las vías históricas hacia la 
democracia. Además, la importante investigación de Jorge Sola sobre las 
explicaciones de la ola de desregulación del mercado laboral en España ha 
subrayado la incapacidad de los enfoques causales que hacen hincapié únicamente 
en la fuerza de la sociedad civil y los acuerdos de coalición para explicar 
adecuadamente este ámbito de cambio político (Sola, 2013 y 2014). Sin recurrir a la 
divergencia ibérica en la práctica democrática y a sus raíces culturales en las 
experiencias de democratización de la década de 1970, sería muy difícil explicar los 
numerosos contrastes entre Portugal y España que se identifican aquí. 


Evaluando las implicaciones del argumento 
más allá de la península ibérica 


Como acabamos de ver, las alternativas más significativas a las afirmaciones 
explicativas de este libro sobre los orígenes y las consecuencias de la divergencia 
ibérica en la inclusión política no logran socavar el argumento que aquí se 
presenta. Esto nos deja con la necesidad de abordar las implicaciones comparativas 
y normativas del argumento para nuestra comprensión de la democracia en otros 
casos. He defendido a lo largo del libro que las implicaciones son, de hecho, 
bastante amplias y que las diferencias entre España y Portugal en la práctica 
democrática ayudan a dilucidar una importante dimensión de variación entre las 


democracias, una dimensión que tiene el potencial de condicionar fuertemente el 
grado en que las democracias cumplen realmente su promesa teórica de ofrecer a 
todos los ciudadanos una igualdad política plena. 

Una importante cuestión normativa y operativa en la comprensión de la 
democracia es, en este empeño, de gran relevancia. La práctica democrática 
portuguesa asume que las manifestaciones forman una parte importante del 
sistema político y que los cargos electos deberían, en principio, estar abiertos a la 
conversación (es decir, el intercambio de perspectivas no solo en mesas de diálogo 
formal sino también a través del intercambio de declaraciones públicas y la 
participación de todos en una amplia esfera pública) con quienes participan en la 
protesta pública. Sin embargo, algunos teóricos de la democracia, en la lógica que 
sustenta la práctica democrática segmentada de España, han tendido a asumir que 
no sería saludable someter a los titulares de los cargos electos a las fuertes 
presiones que emanan de las voces de descontento en la calle. Es evidente que las 
manifestaciones en la calle pueden ser organizadas por fuerzas políticas de todo el 
espectro político, incluidas las que albergan aspiraciones antidemocráticas O 
excluyentes. ¿Cuál es entonces la base para suponer que el modelo portugués tiene 
ventajas democráticas? La respuesta es bastante sencilla: los actores económica e 
institucionalmente poderosos tienen a su disposición considerables recursos y 
poder que pueden desplegar fácilmente en su esfuerzo por influir en los cargos 
electos. Sus ventajas tienen el potencial de producir un campo de juego asimétrico 
en la política, que impediría efectivamente a los actores relativamente pobres o 
socialmente marginales disfrutar de los beneficios de una auténtica igualdad 
política en las complejas interacciones que conducen a la formulación de políticas 
públicas y al establecimiento de la agenda. En ese contexto, las manifestaciones 
son un instrumento muy importante de los sectores económicamente 
desfavorecidos. Una forma robusta de igualdad política, capaz de contribuir a 
resultados distributivos relativamente igualitarios y a otras marcas de la política 
inclusiva, es por ello promovida por un tipo de práctica democrática que 
conceptualiza las manifestaciones como un componente central de la conversación 
legítima de la política. 

También es importante abordar el potencial alcance comparativo del enfoque 
aquí desarrollado y examinar las implicaciones del argumento dentro del marco 
teórico de las coyunturas críticas y su significado para el estudio de la causalidad. 
En este libro se ha defendido que los procesos históricos de cambio a gran escala 
dejan tras de sí legados culturalmente arraigados que condicionan la vida política 
actual y que, en consecuencia, configuran numerosos resultados sociopolíticos 
finales. La cadena de causalidad va desde la historia nacional a los legados 
culturales que condicionan la vida política democrática y, finalmente, a una serie 
de consecuencias sociales que reflejan el grado de inclusión política establecido 
por las historias nacionales. Los elementos de la historia nacional en los que se 
hace hincapié aquí se refieren al camino recorrido desde el autoritarismo hasta la 
democracia en la década de 1970, pero ese énfasis no pretende excluir la 
importancia paralela de los antecedentes críticos o de otros procesos históricos. 
Como argumentaron David y Ruth Collier en su contribución clave al marco teórico 
de las coyunturas críticas, este enfoque se entiende mejor como probabilístico. 
Trata de identificar las formas en que la experiencia de los países durante los 


momentos cruciales de la historia aumenta o disminuye significativamente las 
probabilidades de que se produzcan diversos resultados más adelante en el tiempo 
histórico, actuando en conjunción o interacción con otras variables relevantes 
(Collier y Collier, 1991). En este sentido, el enfoque es completamente weberiano, 
junto con gran parte de las ciencias sociales contemporáneas. 

Entendiendo así el enfoque de las coyunturas críticas, surgen dos grandes 
cuestiones: ¿cómo debemos conceptualizar la interacción causal entre las 
transiciones a la democracia de los años setenta y las variables antecedentes 
relevantes, como la guerra civil española de los años treinta, y cómo podemos 
combinar el enfoque de este libro con otros enfoques, como la teoría de los 
recursos de poder, por nombrar un marco importante al que ciertamente se puede 
recurrir junto con la perspectiva de la práctica democrática? El nuevo trabajo de los 
politólogos Rachel Beatty Riedel y Kenneth Roberts proporciona un instrumento 
analítico muy útil para abordar la primera pregunta. Riedel y Roberts (2018) 
diferencian entre dos tipos de coyunturas críticas: las que son generadoras y las 
que, en cambio, activan ciertas potencialidades ya existentes dentro de los casos 
estudiados. Las coyunturas activadoras operan de una manera que está fuertemente 
influenciada por el papel de los antecedentes críticos; las coyunturas generativas, 
en el marco de Riedel y Roberts, no lo hacen. Resulta bastante útil pensar que las 
transiciones de los años setenta representan, en este sentido, una coyuntura 
activadora. Ántes de la década de 1970, los países vecinos compartían el potencial 
de un conjunto algo amplio de diferentes resultados posibles en el ámbito de la 
práctica democrática. La memoria de la Guerra Civil fue invocada con frecuencia 
por los actores políticos españoles durante el periodo de transición, pero siempre 
de forma condicionada por los parámetros políticos del proceso de transición. La 
Guerra Civil importaba, pero la forma en que importaba estaba determinada de 
forma decisiva por el camino de la transición del país. Con un tipo de transición 
fundamentalmente diferente, la memoria colectiva políticamente relevante de la 
Guerra Civil se habría desarrollado de forma diferente. Es decir, que la memoria de 
la Guerra Civil se encontraba en interacción con la trayectoria de la transición. Para 
una ciencia social genuinamente preocupada tanto por el impulso de teorizar como 
por el compromiso de comprender la realidad empírica tal y como es, no hay 
alternativa a la búsqueda de tales interacciones y su incorporación a nuestras 
conclusiones explicativas. El impacto de una variable importante como la memoria 
de la Guerra Civil no es fija e inmutable; los fenómenos históricos son interactivos, 
nos guste o no. 

Entonces, ¿cómo se puede combinar el enfoque de la práctica democrática 
presentado aquí con otros marcos teóricos importantes para explicar la variación 
entre democracias? La metodología de las ciencias sociales ofrece, obviamente, 
varias formas de examinar el peso predictivo o explicativo relativo de las posibles 
explicaciones alternativas y de explorar la magnitud de las interacciones causales 
en juego. La regresión múltiple y otras técnicas similares son quizá el instrumento 
de análisis más utilizado; una vez que se han operacionalizado las variables 
definidas conceptualmente —como los tipos de práctica democrática— y se han 
codificado las observaciones de la investigación, los enfoques cuantitativos 
convencionales pueden emplearse de forma fructífera en este y otros casos 
similares. El análisis histórico comparativo es, por supuesto, una alternativa 


clásica para examinar cuestiones como la manera en que las formas de práctica 
democrática definidas culturalmente interactúan con la fuerza organizativa de las 
entidades de la sociedad civil en la configuración de los resultados macropolíticos. 
El innovador marco metodológico de Charles Ragin (2008) para el análisis 
comparativo cualitativo configurativo mediante el uso de conjuntos difusos ofrece 
otra alternativa importante. Las ciencias sociales se nutren del intercambio 
académico entre los que practican técnicas metodológicas alternativas, pero ya sea 
de una forma u otra, el punto clave es concebir el enfoque de la práctica 
democrática como uno que puede y debe emplearse junto con otros marcos 
explicativos. Las concepciones culturalmente arraigadas de la democracia no 
determinan, por sí mismas, la dotación de recursos o la fuerza organizativa de los 
adversarios políticos y sociales, pero las formas de práctica democrática sí 
determinan la disposición de los actores poderosos a proporcionar una audiencia a 
los actores que carecen de recursos y son débiles desde el punto de vista 
organizativo. En la realidad empírica, interactúan las dinámicas enfatizadas por 
distintos enfoques científicos. Queda mucho trabajo por hacer para especificar 
cómo funcionan estas interacciones en el mundo real de la política democrática. 

Una gran cuestión que requiere consideración se refiere a los tipos de 
procesos históricos a gran escala que pueden ser capaces de generar efectos al 
menos parcialmente similares a los observados en Portugal, donde la forma 
dominante de práctica democrática culturalmente arraigada es fuertemente 
favorable a una mayor igualdad política y profundidad democrática. El contraste 
entre España y Portugal pretende establecer claramente la existencia de una 
importante dimensión de variación entre los casos nacionales, pero no está 
diseñado para permitir la formulación de una simple medida continua de 
diferenciación en el que todos los casos podrían teóricamente ser ubicados. El 
argumento fundamental que se presenta aquí es que las historias políticas 
nacionales condicionan la base cultural de la práctica democrática actual; el vínculo 
entre la historia nacional y la práctica democrática contemporánea debería ser un 
fenómeno generalizado, si el argumento es válido. Pero dada la gran constelación 
de factores y experiencias colectivas que configuran la historia de cualquier caso 
nacional, no hay razón para suponer que toda la variación mundial de la práctica 
democrática pueda reducirse a un único continuo de diferenciación. Una 
comparación aparejada entre dos casos cuidadosamente elegidos puede establecer 
la existencia de un ámbito de variación que tiene un amplio significado político, 
pero no se puede esperar que dilucide completamente todos los parámetros de 
variación en la práctica democrática dentro del universo de todas las democracias. 
Es necesario un trabajo en profundidad sobre más casos para completar el mapa de 
toda la variación mundial de la práctica democrática. 


Comparación de la práctica democrática 
de España y Portugal con Grecia 


Una de las comparaciones más obvias de interés en la búsqueda de implicaciones 
más amplias de los casos de la península ibérica es con Grecia. Después de todo, los 


tres países pasaron de la dictadura a la democracia en una secuencia cercana en la 
década de 1970 (Fishman, 1990a) y las comparaciones entre ellos han atraído un 
gran interés académico —varios estudios incluyen también a Italia—, especialmente 
después de la extensión de las presiones de austeridad a todo el sur de Europa a 
partir de 2010. Hasta ahora, una gran cantidad de trabajos publicados han 
argumentado que los patrones de contención —las formas existentes de 
movilización social y de interacción entre manifestantes y detentadores del poder— 
en estos países están arraigados en entendimientos culturales incrustados en 
historias nacionales de cambio de régimen (Fishman, 2010, 2011 y 2012a; 
Andronikidou y Kovras, 2012; Kornetis, 2013). Los estudios de Kalyvas (2015: 
122-123 y 126), Andronikidou y Kovras (2012) y de Mavrogordatos y Mylonas (2011) 
sobre el caso griego subrayan la naturaleza fundamentalmente conflictiva de las 
interacciones entre manifestantes y titulares del poder en ese país. De hecho, gran 
parte de la literatura académica sobre el descontento social contemporáneo en 
Grecia conceptualiza gran parte de las protestas como disturbios, haciendo hincapié 
en el predominio de la violencia y el desorden. La importancia de las protestas 
violentas y altamente disruptivas en este caso es, al menos en un sentido 
superficial, congruente con el carácter polarizado del sistema de partidos del país, 
en el que tanto los neonazis como los comunistas tradicionales desempeñan un 
papel importante en la competición electoral. Esta pauta plantea la cuestión de si la 
forma de práctica democrática especialmente conflictiva y opositora de Grecia 
puede explicarse a través del marco explicativo introducido aquí. 

Aunque no es posible abordar esta cuestión en profundidad140, conviene 
hacer un breve análisis. Desde el punto de vista de las tres transiciones a la 
democracia en el sur de Europa en los años setenta, podría interpretarse que 
Grecia ocupa un punto intermedio entre Portugal y España, no solo en el momento 
cronológico del cambio político sino también en su trayectoria y carácter. La 
transición griega fue un caso de clara ruptura entre el régimen dictatorial y la 
democracia recién establecida, pero el proceso de cambio no fue en absoluto 
revolucionario. Como en Portugal, los militares fueron el actor institucionalmente 
clave, pero a diferencia de la experiencia portuguesa, en el caso griego las Fuerzas 
Armadas actuaron mediante la reafirmación de la línea de mando estrictamente 
institucional y profesional. A diferencia de Portugal, no hubo inversión de 
jerarquías ni crisis de Estado. 

Sugiero que la clave para situar a Grecia en el mismo marco comparativo que 
España y Portugal es diferenciar dos dimensiones del contraste. Por supuesto, 
Grecia también difiere de los casos de la península ibérica en los antecedentes 
críticos de la transición democrática. El carácter altamente clientelista y 
parcialmente excluyente de la democracia del país tras la Segunda Guerra Mundial 
(Sotiropoulos, 1996) ha influido en la democracia contemporánea, pero la propia 
transición merece un mayor énfasis. Una dimensión de la variación en el estudio 
de las transiciones del sur de Europa se refiere al grado en que los actores de cada 
país estaban sujetos de hecho a restricciones importantes en sus acciones, debido a 
las características de la transición. En esa dimensión, Portugal y Grecia parecen 
bastante similares: sus escenarios de transición minimizaron las limitaciones a las 
acciones de los actores clave, dejándolos relativamente libres de restricciones si se 
comparan con sus homólogos españoles que, durante largos periodos de tiempo, se 


preocuparon por reducir el peligro de activación del núcleo duro, interesado en 
restaurar la represión franquista. Por lo tanto, las limitaciones autoimpuestas 
desempeñaron un papel más importante en las iniciativas de los actores políticos 
en España que en Grecia o Portugal. Sin embargo, la segunda dimensión de 
variación sitúa a Grecia y España en una posición más cercana bien diferente de la 
de Portugal. Este espectro de diferenciación se refiere a la medida en que la 
transición generó una inversión de las jerarquías y una intensificación de las 
presiones sociales de abajo arriba. En Grecia, en ausencia de una crisis de Estado y 
como resultado del papel predominante de la propia jerarquía militar en la 
producción del fin de la dictadura, la política de arriba abajo siguió siendo mucho 
más viable que en Portugal. En este tercer caso, la combinación de una política sin 
constreñimientos importantes para prácticamente todos los actores políticos con 
la pervivencia de los métodos clientelares utilizados por las élites para mantener la 
capacidad de un estilo político de arriba abajo ha generado un tipo de práctica 
democrática que ha sido incluso más conflictiva y propensa a la violencia en la calle 
que en España. 

Merece la pena mencionar que Argentina, un país lejano en distancia que 
experimentó una transición democrática notablemente similar a la de Grecia en las 
dos dimensiones que aquí se analizan, también ha sido objeto de un modelo de 
práctica democrática especialmente conflictivo. Los sorprendentes paralelismos 
entre Argentina y Grecia después de sus transiciones —a pesar de las grandes 
diferencias entre estos dos casos en cuanto a la estructura económica y la historia 
previa— da más peso a las afirmaciones que se hacen aquí. Por lo tanto, parece 
bastante plausible argumentar que las diferencias en la práctica democrática entre 
Grecia y los dos casos de la península ibérica son congruentes con la variación 
entre los casos en sus trayectorias de 1970 desde la dictadura a la democracia. En el 
caso griego, las evidencias cualitativas e históricas apoyan la afirmación de que 
importantes elementos de la cultura y la práctica política tienen sus raíces en la 
historia de la transición a la democracia y sus antecedentes (Kornetis, 2013). Las 
diferencias entre Grecia y los dos casos estudiados en este libro prestan un apoyo al 
menos provisional al argumento del libro, pero a falta de una cobertura más 
profunda del caso griego, esa conclusión debe considerarse solo sugerente. 


Iniciativas de reforma social y los movimientos sociales: ¿alternativas a la 
revolución? 


Si la clave de la práctica democrática inclusiva de Portugal reside en el 
entrelazamiento histórico de un profundo cambio cultural con una inversión 
parcial de las jerarquías durante la transición revolucionaria del país a la 
democracia, una pregunta razonable es si algún caso no revolucionario comparte 
con este país esa configuración causal crucial. Una posibilidad que merece ser 
considerada es la de las socialdemocracias escandinavas, en las que los 
movimientos reformistas, en gran medida arraigados en la clase obrera —pero con 
una amplia estrategia de coalición— consiguieron reconfigurar parcialmente tanto 
las jerarquías sociales como las competencias culturales (Esping-Andersen, 1990). 


Aunque las trayectorias de los casos socialdemócratas se entienden más 
convencionalmente como un reflejo de la lógica articulada por el enfoque de los 
recursos y las constelaciones de poder, gran parte de la historia de estos casos 
puede reflejar también una apertura política de los gobiernos socialdemócratas a 
movimientos relativamente nuevos e inicialmente poco organizados, incluidos los 
centrados en la vivienda (Stromberg, 1992) o en las reivindicaciones feministas 
(Ohlander, 1992). Los casos socialdemócratas de la Europa nórdica bien pueden 
tener algunos elementos en común con la práctica posrevolucionaria de Portugal. 
Esto es justo lo que un enfoque configurativo de la explicación en las ciencias 
sociales haría esperar. Allí donde los acontecimientos históricos han puesto en 
paralelo un desafío a las jerarquías sociales basado en los movimientos y un 
programa exitoso de renovación cultural, se han producido importantes 
consecuencias. 

La experiencia de principios de la década de 1970 del destacado sociólogo 
Gosta Esping-Andersen como activista ofrece evidencias sugerentes que parecen 
apoyar este análisis, al menos en el caso de la Dinamarca socialdemócrata. En 
respuesta a los planes de construcción de una gran autopista que se adentraría en el 
centro de Copenhague, con probables consecuencias graves para el medio 
ambiente urbano, Esping-Andersen y dos compañeros suyos de posgrado 
decidieron convocar una manifestación de ciclistas que se opusieran a la 
construcción de la nueva autopista141. Sus actividades organizativas en apoyo del 
evento se limitaron en gran medida a anunciar sus planes en la prensa, pidiendo 
ayuda a un amigo periodista en este asunto. Para sorpresa de los organizadores de 
la protesta, muchos miles de ciclistas se unieron a ella. La policía ofreció un trato 
amable a los participantes y se retiraron los planes oficiales de construcción. Un 
pequeño grupo de activistas había iniciado los acontecimientos que condujeron a 
un cambio significativo en la política urbana y de transporte. La práctica 
democrática danesa siguió una pauta similar a la que se da ahora en Portugal. 

Pero ¿qué hay de la posibilidad de que los propios movimientos sociales 
puedan cambiar los supuestos o entendimientos culturales y las prácticas que 
sustentan la vida política democrática, incluso en ausencia de una mayoría política 
articulada en torno a un partido de reforma social como los socialdemócratas de 
Escandinavia? Varios autores muy relevantes (Tarrow, 1993; Clemens, 1998; 
Gamson, 1998; Della Porta, 1999; Jasper, 2014) han argumentado que los 
movimientos de protesta pueden hacer exactamente eso y hay muchas evidencias 
que apoyan esta afirmación. Los movimientos por la paz, el movimiento feminista, 
el movimiento por los derechos civiles y muchos otros han contribuido 
significativamente a procesos de cambio cultural a largo plazo con importantes 
ramificaciones en los supuestos metapolíticos que conforman la vida democrática. 
Tal vez no haya una vía con mayor potencial transnacional que esta. La capacidad 
plausible de los movimientos sociales para contribuir al cambio cultural —y, por 
tanto, posiblemente a la transformación a largo plazo de la forma predominante de 
práctica democrática de un país— parece ser el escenario más esperanzador para un 
giro generalizado hacia la forma inclusiva de práctica democrática que se evidencia 
en Portugal. Sin embargo, este escenario presenta una dificultad fundamental: los 
movimientos sociales pueden inducir fácilmente el crecimiento de 
contramovimientos, y los esfuerzos para generar un cambio cultural pueden hacer 


lo mismo. La aceptación por parte de la gran mayoría de la sociedad de muchos de 
los legados centrales de la Revolución de los Claveles de Portugal es 
extremadamente difícil de duplicar mediante un cambio cultural inducido solo por 
un movimiento social determinado. Por lo tanto, un cambio cultural como el que 
posibilitan los movimientos de protesta social puede conducir fácilmente a un 
conflicto cultural continuo sobre la propia práctica democrática, en lugar de un 
consenso generalizado a favor de enfoques nuevos e inclusivos de la política. Las 
revoluciones son distintivas, sobre todo cuando tienen ganadores muy claros que 
pueden articular entendimientos de aceptación muy amplia. 


Políticas posrevolucionarias y la práctica democrática 


¿Hasta qué punto el modelo de práctica democrática evidenciado en Portugal es 
emblemático de una forma generalizada posrevolucionaria de hacer democracia? 
La primera distinción analítica que hay que plantear para responder a esta 
pregunta se refiere a la diferencia entre revoluciones políticas y sociales. Las 
revoluciones estrictamente políticas son sustancialmente más comunes que las 
sociales, por lo que los efectos deberían estar más extendidos si son capaces de 
poner en marcha consecuencias tan significativas para la práctica democrática 
como las que aquí se exponen para Portugal. El nuevo e importante estudio de Della 
Porta (2016) sobre los legados de las transiciones revolucionarias a la democracia 
defiende que las revoluciones políticas tienen, de hecho, implicaciones 
significativas para el desarrollo de la vida democrática. Sin embargo, los efectos 
esbozados probablemente no parecen tan profundamente inclusivos o 
significativos como las consecuencias de la revolución social en Portugal. Sin el 
vuelco parcial de las jerarquías que se produce en las revoluciones sociales, es 
difícil ver cómo una revolución política puede provocar una transformación tan 
profunda y amplia como la que se produjo en Portugal. 

Un caso interesante de una democracia arraigada en parte en unos orígenes 
políticos revolucionarios es el de Estados Unidos, a pesar de las graves limitaciones 
en la autenticidad (Fishman, 3016) de la primera democracia o semidemocracia 
estadounidense (Dahl, 2002). La teorización de Samuel Huntington (1981) sobre la 
política estadounidense —posiblemente su mejor y más perspicaz libro— sostiene 
que los principios y el discurso de la época revolucionaria americana de 1776 han 
dotado a la democracia del país de un credo fundacional que luego se interpreta y 
reinterpreta de formas contrastadas proporcionando un arraigo histórico 
compartido para gran parte de la política del país, incluyendo sucesivas oleadas de 
esfuerzos radicales por volver a la esencia igualitaria de algunos elementos del 
credo inicial. Esta conceptualización de la política estadounidense puede ayudar a 
explicar ciertas similitudes limitadas entre algunos capítulos de la historia de 
Estados Unidos y la conceptualización de este libro sobre la democracia 
posrevolucionaria de Portugal. A pesar de toda la represión y la exclusión a la que 
históricamente han estado sometidos los afroamericanos, cuando el movimiento 
por los derechos civiles movilizó a las masas en la calle y en otros lugares cruciales, 
muchos políticos respondieron a través de la conversación y, en última instancia, 


con la promulgación de leyes que abordaban muchas de las demandas del 
movimiento. En su mejor momento de inclusión, la práctica democrática 
estadounidense, tal y como se refleja en las interacciones entre los titulares de los 
cargos públicos y los movimientos de protesta, ha sido sorprendentemente 
posrevolucionaria e inclusiva. Sin embargo, estos logros han sido contestados 
política, social y culturalmente. La interpretación de Rogers Smith (1993) de que la 
política estadounidense se caracteriza por sus múltiples tradiciones parece más 
adecuada desde el punto de vista empírico que una visión que haga hincapié 
exclusivamente en los legados culturales de los orígenes políticos revolucionarios 
del país. 

El énfasis de Smith en la larga historia de conflictos entre tradiciones 
políticas bastante opuestas en Estados Unidos pone de manifiesto el peso histórico 
de la contienda en el caso estadounidense entre fuerzas que difieren fuertemente 
entre sí tanto en lo cultural como en lo político, especialmente en cuanto a las 
contribuciones de los movimientos sociales al cambio político. El tratamiento 
histórico de la esclavitud y su legado en la política racial en Estados Unidos es, al 
menos en parte, un ejemplo de lucha política sobre concepciones opuestas de la 
práctica democrática. La Revolución americana de 1776 y su compromiso 
discursivo con el principio de igualdad condujeron inicialmente a un periodo de 
efervescencia cultural antijerárquica con numerosas consecuencias prácticas 
(Wood, 2002: 99-101 y 120-126). En mayor medida de lo que se suele reconocer 
ahora, esta oleada inicial de pensamiento y práctica antijerárquica contribuyó a un 
rápido aumento del abolicionismo (es decir, del movimiento en contra de la 
esclavitud), incluso en el sur (ibíd.: 126-129). Sin embargo, los defensores 
políticos de la esclavitud respondieron rápidamente. La oleada inicial de 
pensamiento igualitario fue pronto contestada por los defensores de una de las 
formas más profundas de exclusión y subordinación jerárquica humanamente 
imaginable. Tanto la abolición de la esclavitud como las victorias del movimiento 
por los derechos civiles en la década de 1960 exigieron episodios de 
reinterpretación expansiva de la práctica democrática estadounidense. El retorno 
discursivo de Lincoln en Gettysburg (1863) al principio (de 1776) de que: “Todos 
los hombres han sido creados iguales” (Wills, 1992) y la decisión de John Kennedy 
de trabajar con Martin Luther King y sus compañeros defensores de la 
desobediencia civil no violenta en el movimiento por los derechos civiles, 
representaron en ambos casos esfuerzos por impulsar la práctica democrática 
estadounidense hacia una mayor inclusión. Obviamente, tanto Lincoln como 
Kennedy —y sus aliados— se enfrentaron a graves conflictos con los partidarios de 
la exclusión. 

La política estadounidense sigue siendo impulsada por el conflicto acerca de 
la comprensión de lo que deberían ser las fronteras de la inclusión y sobre los 
esfuerzos para restaurar las viejas formas de exclusión. Los conflictos de esta 
naturaleza suelen implicar disputas sobre la legitimidad de los actores políticos y 
las formas de acción. La definición de la práctica democrática estadounidense suele 
dar lugar a conflictos importantes. Durante algún tiempo han coexistido —en 
relación adversa la una con la otra— concepciones fuertemente inclusivas y 
excluyentes del sistema político del país. La elección de Donald Trump como 
presidente en 2016 renovó la urgencia de comprender dicho conflicto y —para 


quienes están comprometidos con la visión de que todas las personas han sido 
creadas iguales— de encontrar formas efectivas de promover la renovación de los 
principios inclusivos. Las elecciones de 2016 contribuyeron significativamente al 
surgimiento de nuevas preocupaciones sobre la autenticidad y la consolidación de 
la democracia estadounidense o, para decirlo de otra manera, sobre el peligro de la 
erosión de la democracia. 

El nuevo e importante libro de Levitsky y Ziblatt (2018) sobre este tema 
destaca la importancia de los principios o normas culturales para el 
funcionamiento y la supervivencia de la democracia. Levitsky y Ziblatt destacan la 
importancia de la tolerancia mutua entre los adversarios políticos y de la 
contención institucional o autolimitación por parte de las élites políticas 
poderosas. Sus argumentos ofrecen una importante contribución a la comprensión 
de los retos contemporáneos a los que se enfrenta la democracia y, en el proceso, 
defienden con firmeza la importancia de los factores culturales. No obstante, su 
enfoque pasa por alto una importante dimensión de la base cultural del conflicto 
sobre los límites de la inclusión democrática, una dimensión que se sitúa en el 
centro de la teoría de la práctica democrática de este libro. Levitsky y Ziblatt se 
centran en la comprensión y la práctica de las élites, un importante terreno de 
análisis. Sin embargo, el triunfo o la derrota de la inclusión y la igualdad políticas 
también están condicionados por la comprensión cultural de cómo las personas 
situadas fuera de los centros institucionales de poder deben interactuar con los 
titulares del poder institucional. Los conflictos culturales sobre el principio de 
inclusión —tanto en Estados Unidos como en otros países— implican mucho más 
que un desacuerdo sobre las normas que guían las interacciones dentro de la élite 
política. La revolución política que puso en marcha el gobierno independiente en 
Estados Unidos en 1776 dio lugar a una tradición cultural que subraya la idea de la 
igualdad política, pero no garantizó su triunfo. 

Los mayores paralelismos con la práctica democrática del caso portugués se 
encuentran probablemente en otros casos históricamente raros de revoluciones 
sociales democratizadoras. Sin embargo, es evidente que tales casos son muy poco 
frecuentes históricamente. La revolución sandinista nicaragúense se ha 
interpretado como la base de una democracia emergente (Anderson y Dodd 2009), 
pero tras el regreso de Daniel Ortega a la presidencia en 2007 se hizo cada vez más 
difícil sostener esa afirmación (Mainwaring y Pérez-Liñán, 2013; Levitsky y Way, 
2010). Sin embargo, en sus periodos —ya políticamente caducos— más 
democráticos, algunos elementos de la práctica política de ese país sí parecían 
arrastrar legados inclusivos de los inicios revolucionarios del sistema, por ejemplo 
en la difusión informativa de las noticias (Viterna, 2007). En el caso salvadoreño, 
los orígenes sociales revolucionarios de la democracia en parte del territorio 
nacional (Wood, 2003) también parecen haber dejado su huella en elementos de la 
práctica democrática que son más inclusivos con los sectores de bajos ingresos que 
en otros sistemas políticos similares. Pero Francia ofrece quizás el mayor número 
de semejanzas. Aunque el vínculo entre la revolución social y la democracia 
contemporánea ha sido discontinuo, en términos simbólicos y culturales los 
elementos de continuidad han sido bastante importantes. Los elementos 
posrevolucionarios de la democracia francesa se han vinculado a los patrones de 
contención de ese país (Tilly, 1986; Ross, 2007) y a los enfoques predominantes de 


la igualdad y la inclusión (Lamont, 2000; Brubaker, 1992). Hay una base sólida 
para argumentar que, cuando la democracia está arraigada en una experiencia 
social revolucionaria, las consecuencias parecen tener mucho en común con lo que 
este libro identifica como el patrón portugués de la práctica democrática. 


Evaluación del caso español 


También es importante evaluar las enseñanzas comparativas más amplias del caso 
español y las implicaciones del argumento de este libro para nuestra comprensión 
de este sistema político. Las afirmaciones que aquí se hacen pueden ser 
interpretadas por algunos como una crítica a la transición española, pero esa no es 
la intención del libro, al menos hasta que lleguemos a la coda de la transición y al 
giro del sistema hacia la derecha con la práctica eliminación de UCD y el enfoque 
de la democracia que ese partido representaba. La transición española era, casi con 
toda seguridad, la única vía posible hacia la democracia en este país en 1976-1977 y 
su éxito requirió ingenio, así como una importante dosis de valentía por parte de 
actores políticos cruciales. Pero varias décadas después es evidente que los legados 
culturales del camino recorrido han introducido dificultades y desafortunadas 
tendencias excluyentes en la forma predominante de la práctica democrática. La 
nueva enseñanza que este libro extrae de la experiencia española se refiere a los 
legados culturales no deseados de una acción política que inicialmente pretendía 
promover la consolidación democrática en circunstancias inciertas. Los 
argumentos y las evidencias que se presentan aquí proporcionan una base sólida 
para concluir que los costes de ignorar las dimensiones culturales de la 
democratización pueden ser bastante elevados. Y las dificultades que plantea el 
hecho de no fundar la democracia sobre principios y entendimientos inclusivos 
son muy reales. Gran parte de los conflictos actuales de la democracia española y 
muchos de los problemas materiales a los que se enfrenta un gran número de 
ciudadanos se han visto acentuados por los elementos no inclusivos de la forma de 
práctica democrática predominante durante mucho tiempo en el país. La energía 
política que se ha canalizado en los esfuerzos por cambiar este patrón es 
considerable, pero el resultado de esos esfuerzos, y de hecho el futuro del sistema 
político, no están del todo claros. 


Reflexiones finales 


Los contrastes entre los países vecinos de la península ibérica tienen un 
significado no solo específico sino también universal. Las enseñanzas de los dos 
países subrayan la viabilidad y la importancia de una cultura de inclusión en la 
democracia y los costes de la alternativa. Las lecciones de estos dos casos también 
subrayan la importancia explicativa de la historia —y, por tanto, la importancia del 
pasado en la vida de las personas— y la gran rapidez con la que los patrones 
históricos pueden invertirse. Hay muy poco en la historia previa de los dos países 


que permita anticipar las diferencias que surgieron a raíz de sus caminos 
fundamentalmente opuestos hacia la democracia en la década de 1970. Es cierto 
que la diversidad y la escala considerablemente mayores de España no son nuevas, 
y ese factor interactúa con todo lo demás, proporcionando constantemente 
contranarrativas localizadas que se oponen a las tendencias dominantes en el 
conjunto del país. Pero al final, la historia de estos dos países —que dieron forma al 
mundo moderno en la época de la exploración mundial y el colonialismo— sirve 
para recordarnos lo importantes que son las acciones de los individuos en los 
momentos cruciales del cambio histórico y lo mucho que perduran sus 
consecuencias. Las lecciones de Abril impartidas a innumerables niños 
portugueses tienen un significado verdaderamente universal, al igual que la 
recurrente incapacidad de muchos adversarios españoles para unirse a una 
auténtica e inclusiva conversación sobre el futuro de la política. La divergencia 
ibérica en materia de inclusión política encierra profundas enseñanzas para los 
principios de libertad e igualdad en un mundo cada vez más sometido a presiones 
que limitan la realización de esos principios. 
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NOTAS 


. 


. Deseo agradecer a Omar Lizardo, Damon Mayrl y Juan Díez Medrano sus importantes 
comentarios sobre versiones anteriores de esta definición. 


2 . Para el análisis del declive del imperio colonial español, situando ese proceso en 
perspectiva comparativa, véase McCoy, Fradera y Jacobson (2012). 


3 . La investigación de la tesis doctoral de Tiago Carvalho en la Universidad de Cambridge 
consiste en la recopilación sistemática de datos sobre acontecimientos de protesta en 
Portugal y España. 

4 . Sostengo que estas primeras transiciones probablemente también afectaron a los 


supuestos subyacentes sobre la política en países muy alejados de la península 


ibérica, contribuyendo así al alcance finalmente global de la Tercera Ola (Fishman, 
2018b). 


5 - Przeworski et al. (2000) sostienen que el desarrollo económico aumenta enormemente 
las probabilidades de que la democracia, una vez establecida, sobreviva. Boix y Stokes 
(2003) sostienen que el desarrollo aumenta la probabilidad de que se establezca la 
democracia. Los cálculos de Przeworski et al. (ibíd.: 95) daban a Portugal en 1974 una 
probabilidad del 57% de ser democrático, y ala España más desarrollada de 1976 una 
probabilidad del 85% de serlo. 


6 . Utilizo los términos dictadura, régimen autoritario y dictadura autoritaria 
indistintamente, introduciendo la variación entre estos términos por razones 
puramente estilísticas. 


7 - La fuente general más útil sobre la Revolución portuguesa en inglés es Kenneth Maxwell 


(1995). 


8 . Los carteles que el CDS y otros partidos utilizaron en la primera campaña electoral 
posterior al 25 de abril se mostraron en la Asamblea de la República en 2014, en una 
exposición presentada con motivo de la conmemoración de la Revolución del 25 de 
abril. Asistí a la sesión conmemorativa del Parlamento en varias ocasiones, incluida la 


de 2014,. 


9 - Entrevista con José Sobral, 18 de junio de 2008, Lisboa. 


10 . Este patrón de causalidad mutua es precisamente lo que la perspectiva metodológica 
weberiana (Fishman, 2007) supone que está siempre en funcionamiento en el mundo 
social. 


11 . Entrevista con Mário Soares, 20 de junio de 2008, Lisboa. 
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27 


. Sobre este punto, véase Fishman (19904). 


. Entrevista con Rodolfo Martín Villa, 21 de mayo de 2008, Madrid. 


. He recurrido al texto paradigmático de Linz y Stepan (1996), escrito en inglés, para estas 


palabras de Suárez, y por tanto las he tenido que retraducir al español. 


. Para un artículo en el que se niega la autenticidad histórica de los comentarios 


denunciados, véase ""La calle es mía”: La leyenda urbana sobre Fraga que Sánchez se 
creyó”, ABC, 12 de diciembre de 2014. Consultado el 21 de abril de 2017. 


. Entrevista con Mário Soares, 26 de mayo de 2003, Lisboa. 


. Saramago articuló esta crítica en repetidas ocasiones. Véase la entrevista publicada en El 


Periódico de Barcelona "José Saramago: A veces, los partidos hacen un uso perverso 
del poder que les otorga el voto”, 2 de mayo de 2004, en Cuadernos del Domingo, pp. 
10-11. Consultado el 12 de junio de 2018. 


. Tras haber impartido numerosos cursos sobre métodos de investigación y como 


ferviente practicante de un enfoque metodológico multimétodo y ecléctico, me cuento 
entre los que sienten esa preocupación. 


. Este fue el caso muy temprano en mis esfuerzos de investigación, cuando me propuse 


probar un argumento preliminar que había desarrollado sobre lo que suponía que era 
la autocontención cívica de los periodistas portugueses al informar sobre noticias 
políticas durante la jornada de reflexión impuesta por la ley entre el final de la 
campaña y las propias elecciones. En aquella ocasión, como en otras muchas, utilicé 
las entrevistas cualitativas y la recopilación de datos como forma de poner a prueba la 
validez de mi argumento tal y como se había desarrollado en aquel momento. Una 
entrevista sobre este asunto con un director de periódico de alto nivel me llevó a 
abandonar mi interpretación inicial, al comprobar que era incorrecta, y a formular 
una nueva capaz de dar cuenta de todas mis observaciones hasta la fecha. Este enfoque 
de la construcción de la teoría basado en un trabajo de campo con un N relativamente 
pequeño ha sido etiquetado como inducción analítica en la literatura sobre 
metodología sociológica. Es muy compatible con los enfoques más recientes del uso 
de entrevistas cualitativas en el trabajo multimétodo (Spillman, 2014,). 


. Los individuos construyen el significado de las fronteras nacionales existentes de 


formas muy variadas. Sobre este punto, véase Fishman (2006). 


. El artículo de Mário Soares se publicó en La Vanguardia, 3o de junio de 2002, p. 31. 


Véase El País, 5 de julio de 2002, p. 20. 


. En una entrevista de grupo con diez catalanes políticamente activos el 18 de julio de 2002 


—centrada temáticamente en la adopción del euro— pregunté a los miembros del 
grupo sobre este incidente y ninguno de ellos conocía el voto del Parlamento Europeo 
que condenaba la acción policial. 


. Entrevista con Francisco Louca, 14 de junio de 2006, Lisboa. 


. Ibíd. 


. Por “conversación” entiendo no solo el diálogo directo entre los actores, sino también 


los intercambios indirectos de opiniones mediados por los medios de comunicación 
u otros canales de intercambio que intervienen. 


. Como bien saben los lectores de este libro, también existe un importante movimiento 


nacionalista en Galicia y hay movimientos nacionalistas más pequeños en otras 
regiones españolas. 
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44 


. A principios de 2018, varias manifestaciones de jubilados consiguieron superar las 
barreras policiales, lo que les permitió acercarse al Parlamento español más de lo 
habitual. Véase "Decenas de miles de jubilados se manifiestan en toda España para 
reclamar pensiones más dignas”, Público, 22 de febrero de 2018, consultado el 22 de 
febrero de 2018. Nótese que se trata del Público español, sin relación con el periódico 
portugués del mismo nombre. 


. Véase "Madrid autoriza manifestaciones cerca del Congreso el 25-S”, El País, 22 de 
septiembre de 2012. Consultado el 23 de septiembre de 2012. 


. Véase el artículo citado anteriormente y "Cifuentes autoriza de forma parcial la 
convocatoria del 25-S”, El País, 23 de septiembre de 2012. Consultado el 23 de 
septiembre de 2012. 


. Véase "La protesta del 25-S en el Congreso acaba con cargas, 64 heridos y 35 detenidos”, 
El País, 26 de septiembre de 2012. Consultado el 5 de mayo de 2017. 


. Estas declaraciones de Ignacio González fueron recogidas en "Miles de personas 
protestan junto al Congreso en el debate de presupuestos”, El País, 23 de octubre de 
2012. Consultado el 23 de octubre de 2012 y en otras fuentes de medios de 
comunicación de la época. 


. Ibíd. 


. Uno de estos casos excepcionales en Portugal tuvo lugar en noviembre de 2012 con 
motivo de una huelga general de la CGTP. Véase "Sete detidos e 48 feridos nos 
confrontos junto ao Parlamento, Segundo a PSP”, Público, 14, de noviembre de 2012. 
Consultado el 20 de marzo de 2013. 


. Véase “Nao fui a primeira pessoa no mundo a abragar um policía”, Público, 17 de 
septiembre de 2012. Consultado el 17 de septiembre de 2012. 


En el capítulo seis sostengo con más detalle que la práctica democrática en Cataluña ha 
tendido a seguir el patrón que predomina en toda España. El País Vasco es otra 
cuestión y, por razones de tiempo y sobre todo de espacio, no se aborda aquí. Sobre la 
contención vasca, véase Tejerina, Fernández Sobrado y Aierdi (1995). 


. Véase "Detenidos 22 indignados en Barcelona por atacar instituciones del Estado”, El 
País, 3 de octubre de 2011. Consultado el 3 de octubre de 3011. 


Entrevista con Mário Soares, 20 de junio de 2008, Lisboa. 


Véase Público (PT), 11 de junio de 2002, y entrevista con el expresidente Jorge Sampaio, 
7 de febrero de 2008, Lisboa. 


. El texto de las palabras pronunciadas por el líder del PSD en Maia, Oliveira de Silva, está 
disponible en www.scribd.com/doc/38862/Discurso-evocativo-do-25-de-Abril 
Consultado el 22 de mayo de 2009. En el capítulo siete se analiza el registro más 
amplio de las conmemoraciones. 


. Véase Público (ESP), 15 de junio de 3011, p. 16. 


«Véase El País, 20 de febrero de 2012. Consultado el 21 de febrero de 2012. 


Véase El País, 25 de marzo de 2011. Consultado el 25 de marzo de 2011. 


. Fui testigo de estos acontecimientos en la televisión portuguesa durante un viaje de 
investigación al país para seguir las elecciones presidenciales del 22 de enero de 
2006. 


45 


47 


4,8 


49 


50 


=- 


5 


52 


54 


55 


59 


60 


61 


. Agradezco al sacerdote Javier Baeza la información facilitada en dos entrevistas sobre 
este tema, en mayo de 2008 y enero de 2009. En la primera de esas dos entrevistas me 
encontré con la vivienda de los inmigrantes en el interior de la iglesia. 


. Agradezco a Joáo Ferráo el haberme ofrecido mucha información durante varias 
entrevistas, la primera el 13 de enero de 2009. También agradezco a Ferráo la 
organización y dirección de una visita de campo que realicé a Cova da Moura. 


- Visita a Cova da Moura, el 28 de abril de 2016, acompañado por Joáo Ferráo y dos de sus 
colaboradores en la iniciativa de los barrios críticos. 


. Entrevistas con Pedro Soares del Bloco de Esquerda, 14 de enero de 2009, Lisboa, y con 
Joáo Ferráo, 13 de enero de 2009, Lisboa. 


. Entrevista con Ada Colau y Adria Alemany, 16 de julio de 2008, Barcelona. La opinión de 
Colau sobre la autoridad electa representativa evolucionó con el tiempo y, como saben 
los lectores de este libro, fue elegida alcaldesa de Barcelona en 2015. 


. Véase el estudio políticamente comprometido sobre esta cuestión del abogado Jaume 
Asens, “La presión al movimiento de las okupaciones: del aparato policial a los mass 
media” (Adell Argilés y Martínez López, 2004: 293-338). Asens ha servido 
posteriormente como teniente de alcalde de Barcelona y actualmente como 
parlamentario en el Congreso de los Diputados. 


Véase Público (PT), 27 de agosto de 2002, p. 39 y 31 de agosto de 2002, p. 46. 


. Véase Público (PT), 10 de junio de 2008. Consultado el 15 de marzo de 2009. 


. Todas estas declaraciones de los líderes políticos españoles fueron recogidas en la 
noticia “Zapatero anuncia "tolerancia cero” contra los piquetes”, El País, 12 de junio 
de 2008 bajo el título. Consultado el 12 de junio de 2008. 


.Véase El Confidencial, 12 de junio de 2008. Consultado el 5 de mayo de 2017. 


. Véase, por ejemplo, el debate en “Ha Cultura para todos no primeiro orcamento 
participativo Portugal”, Público, 14, de septiembre de 2017. Consultado el 6 de junio 
de 2018. Hay información adicional disponible en el sitio web del Gobierno: 
www.portugal.gov.pt/pt/gc21/comunicacao/noticia?i=20170914-mpma-opp. 
Consultado el 6 de junio de 2018. 


. Entrevista con Enric Bastardes, 2 de julio de 2008, Barcelona. 


. Sobre este asunto me he basado en la información proporcionada por Enric Bastardes, 
entrevistado el 2 de julio de 2008 en Barcelona, y Rodolfo Benito, entrevistado el 3o 
de mayo de 2008 en Madrid. 


- Mis entrevistas con periodistas portugueses incluyeron a José Manuel Fernandes, 
entonces director del diario portugués Público, 12 de junio de 2006, Lisboa; con 
António Luís Marinho, director de Noticias e Información de RTP, 7 de junio de 
2006, Lisboa; con Arsenio Reis, radio TSF, 21 de julio de 2011, Lisboa, y con 
periodistas de medios de comunicación menos conocidos. 


. Entrevista con José Manuel Fernandes, 12 de junio de 2006, Lisboa. 


. Entrevista con António Luís Marinho, 7 de junio de 2006, Lisboa. 


. Enric Bastardes insistió en este punto en nuestra entrevista el 3 de julio de 2008, 
Barcelona. 
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70. 


71. 


72 
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75 


79 
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Entrevista con Luis Costa, 1 de febrero de 2008, Queluz. 
«Véase la nota 38. 

. Entrevista con Sara Fernandes, 6 de febrero de 2008, Lisboa. 
. Entrevista con Elvira, 30 de mayo de 2008, Madrid. 


Entrevista con María (seudónimo a petición de la entrevistada), 29 de febrero de 2008, 
Instituto de Enseñanza Secundaria número 1 de una capital de provincia al sur de 


Madrid. 


. Véase el debate en “Ministro compromete-se a ouvir os alunos de uma forma mais 
“constante”, Publico, 16 de mayo de 2017. Consultado el 16 de mayo de 2017. 


. Ibíd. 


- Para un análisis de las explicaciones de los mejores resultados de los vascos en materia 
de empleo, véase Fishman (2012b). 


La UE-15 se refiere a los quince estados miembros que formaron la Unión Europea tras 
la ampliación de 1995 y antes de la siguiente ampliación de la Unión Europea en 
2004. Las estadísticas europeas comparativas de ese periodo de nueve años suelen 
referirse a la UE-15. Como universo de casos sigue siendo útil para las ciencias 
sociales comparadas. Los países que componen la UE-15 eran todos estados de 
Europa Occidental. Portugal y Grecia eran los miembros más pobres de este club. Los 
estados miembros admitidos en la siguiente ampliación incluían países menos 
desarrollados de Europa Centro-Oriental. 


En un trabajo reciente muy interesante, Cornel Ban (2016) defiende el papel central del 
ordoliberalismo en el caso español. 


. Para una exposición distinguida de esta perspectiva, véase Rojo (2010). 
. Entrevista con Emilio Rui Vilar, 26 de mayo de 2003, Lisboa. 


Ibíd. 


. La prensa española se ha hecho eco con frecuencia de estas preocupaciones. Para la 
cobertura periodística de una encuesta sobre las pymes, véase El País, 5 de febrero de 
2009, p. 17, y La Vanguardia, 5 de febrero de 2009, pp. 50-51. 


. Entrevista con Paulo Pedroso, 24 de junio de 2008, Lisboa. También entrevisté 
previamente a Pedroso el 21 de junio de 2007. 


. Información obtenida de las dos entrevistas mencionadas en la nota anterior. 


. En las conversaciones con académicos portugueses me he encontrado con frecuencia 
con esta interpretación o hipótesis, pero nunca con datos que la respalden. 


. La presencia de las mujeres en la población activa puede medirse a través de dos 
indicadores bastante diferentes, lo que a veces lleva a cierta confusión en los debates 
sobre el tema. Aquí me baso en el porcentaje de mujeres sobre el total de la población 
activa. Algunos debates se centran en cambio en el porcentaje de mujeres que 
participan en la población activa. 


. La posibilidad de que esta relación sea endógena y de que el desarrollo del estado de 
bienestar promueva el crecimiento económico, obviamente, también merece ser 


considerada. Para un importante estudio que plantea este argumento, véase 
Valenzuela et al. (2006). 


81 . Entrevista con Isabel Guerra, 8 de febrero de 2008, Lisboa, y entrevistas con Joáo Ferráo 
citadas en el capítulo tres. 


82 . Los datos están disponibles en el comunicado de prensa de Eurostat 70/2012. 
Consultado online en junio de 2013. 


83 . Los datos más recientes de PISA, procedentes del estudio de 2015, muestran que 
Portugal obtiene mejores resultados en Ciencias, Matemáticas y Lectura que los 
países del sur de Europa con los que más a menudo se le compara, es decir: España, 
Italia y Grecia. Los resultados de Portugal también son superiores a los de Estados 
Unidos en estas tres áreas. Véanse los datos online en https://read.oecd-ilibrary.org/ 
education/pisa-2015-results-volume-i_9789264266490-entpage46. El  cuadro- 
resumen de mayor utilidad se encuentra en la página 44.. Consultado el 17 de junio de 
2018. 


84, . Los datos sobre el consumo de música proceden de un estudio del Eurobarómetro de 
2001. Los datos sobre la práctica de la ciudadanía proceden del estudio del ISSP de 
2004. 


85 . Solo en Uruguay se encontró algún efecto similar, pero allí fue de una magnitud mucho 
menor que en Portugal. 


86 . Por efectos regresivos me refiero a los que aumentan las desigualdades. 


87 . Véase "Financiamento das empresas e um problema 'urgente' do Ministério da 
Economia”, Público, 29 de septiembre de 2011. Descargado el 11 de septiembre de 
2011. 


88 . Véase "CGD querrá mantener la financiación de la economía con depósitos de los 
clientes”, Público (ESP), 4 de agosto de 2011. Descargado el 5 de agosto de 2011. 


89 . Para ver la cobertura de la prensa de una encuesta a las pymes españolas en la que los 
encuestados destacaron mucho esta preocupación, véanse las fuentes citadas en el 
capítulo 4, nota 75. 


go . Véase "Solbes desautoriza a Sebastián: "Tengo paciencia para rato”, El País, 5 de 
febrero de 2009. Descargado el 10 de mayo de 2017. 


91 . Véase "La financiación sigue sin llegar a las compañías”, El País, 2 de febrero de 2014.. 
Descargado el 4 de febrero de 2014.. 


92 . Véase "González: "Cuando las cosas van mal, militancia pura y dura”, El País, 10 de 
junio de 2010. Consultado el 3 de agosto de 2016. El mensaje de González fue enviado 
a Zapatero en mayo de ese año y se hizo público en junio. 


93 . Véase "FMI reconhece que calculou mal o impacto da austeridade na economia”, 
Público, y de octubre de 2012. Descargado el y de octubre de 2012. 


94. . Véase "Moody's warns on Portugal's bailout plan”, Financial Times, 5 de octubre de 
2012. Descargado el 5 de octubre de 2012. 


95 . Véase la discusión de este episodio en Fishman y Everson (2016). 


96 . Véase "Se o Governo recuar é sinal de que ouviu a "voz do povo”, diz Soares”, Público, 19 
de septiembre de 2012. Descargado el 19 de septiembre de 2012. 


97 - Véase el análisis del estudio de la OCDE en "España es el país de la UE con más 
porcentaje de trabajadores pobres”, El País, 10 de mayo de 2018. Consultado el 10 de 
mayo de 2018. 


98 . Véase la nota 93. 


99 . Los nacionalistas vascos han estado dispuestos a ofrecer apoyo parlamentario a 
gobiernos de derechas en Madrid a cambio de acuerdos favorables para el País Vasco 
en momentos en que no existían opciones reales de conseguir un gobierno de la 
izquierda. 


100 . Véase “Ministro compromete-se a ouvir os alunos de uma forma mais “constante”, 
Público, 16 de mayo de 2017. Descargado el 16 de mayo de 2017. 


101 . Una nota sobre la terminología usada: Cataluña es para muchos una región de España, y 
para muchos otros una nación. Pensar en Cataluña como una nación no excluye en 
absoluto su actual estatus como parte de España. De hecho, para muchos residentes 
Cataluña es tanto una región como una nación. En diversos puntos del texto me 
refiero a Cataluña como región por razones de simplicidad y claridad expositiva, pero, 
como queda claro en el debate de fondo, no se trata de rechazar o criticar el uso del 
término nación para referirse a Cataluña. De hecho, mi opinión es que la resolución 
de la cuestión del estatus se facilitaría enormemente si los actores políticos españoles 
estuvieran dispuestos a conceptualizar a Cataluña como una nación dentro de España. 
También por razones expositivas, utilizo el término país para referirme a España en 
su conjunto. 


102 . Subrayo aquí la importancia decisiva de la decisión del Parlament catalán de los días 6 y 
7 de septiembre de convocar un referéndum a pesar de la oposición de los tribunales 
españoles y del Gobierno de Madrid, y de iniciar un proceso de desvinculación legal o 
desconexión de España. Sin embargo, esa decisión de septiembre de 2017 tuvo una 
prehistoria bastante larga que requeriría un tratamiento extenso en un examen 
monográfico de la crisis catalana. 


103 . Mi primer encuentro en profundidad con las realidades catalanas tuvo lugar durante el 
semestre de primavera de 1973, en el ocaso de la dictadura franquista, cuando pasé el 
último semestre de Bachillerato estudiando en el programa de School Year Abroad 
para estudiantes estadounidenses, entonces ubicado en Barcelona. 


104. . Véase la muy útil discusión de esta lógica subyacente por parte de Lluís Orriols, 
“Romper la coalición independentista”, El País, 19 de septiembre de 2017. 
Consultado el 14, de junio de 2018. 


105 . Hay quienes, especialmente en Podemos y en menor medida en el PSOE, ven a España 
como un Estado plurinacional. 


106 . Los datos de la encuesta de 2013 están disponibles en la siguiente dirección web: 
www.idescat.cat/cat/idescat/publicacions/cataleg/pdtdocs/eulp2013.pdf. Consultado 
el 1 de abril de 2018. 


107 . Véanse las respuestas a la pregunta 3o del estudio del CIS, disponible en http:// 
datos.cis.es/pdf/Es3203mar_A.pdf. Consultado el 27 de abril de 2018. 


108 . Durante el periodo de la transición se unieron varias tendencias de la tradición 
socialista catalana que antes estaban separadas. 


109 . Ya en diciembre de 2017 una encuesta de una respetada empresa de opinión pública 
informaba de que dos tercios de los catalanes se sitúan en la izquierda o en el centro- 
izquierda. Véase "Así son los catalanes que votan en las elecciones del 21-D”, El 
Periódico, 20 de diciembre de 2017. Consultado el 16 de mayo de 2018. 


110 . Convergéncia cambió no solo su posición sobre el independentismo sino también su 
nombre, llamando al nuevo partido, fundado oficialmente en 2016, Partit Demócrata 


Europeu Catalá (PDeCAT). 


111 . El electorado se definió de forma especialmente amplia en este caso, en parte como una 
táctica legal destinada a diferenciar la consulta de las elecciones sujetas a la 
regulación de la legislación española. 


112. Véanse los datos mencionados en la nota 107. 


113 . La convocatoria inicial para la creación del partido se hizo en 2005, pero el Congreso 
fundacional del partido tuvo lugar en 2006. 


114, . La fuerte oposición al nacionalismo subestatal de Ciudadanos y su líder durante varios 
años, Albert Rivera, le ha llevado a oponerse a la inclusión de partidos nacionalistas 
vascos o catalanes en la construcción de coaliciones mayoritarias necesarias para 
gobernar en el sistema parlamentario español. Para un ejemplo reciente de esta 
postura, véase "Rivera pide "sentido de Estado" al PSOE y carga contra el PNV por los 
Presupuestos”, El País, 2 de abril de 2018. Consultado el 12 de abril de 2018. 


115 . Véase la cobertura en "La carga policial desata la indignación en Barcelona”, El País, 27 
de mayo de 2011. Consultado el 12 de mayo de 2018. 


116 . Véase, por ejemplo, “Policías infiltrados en las protestas de Barcelona”, Escolar.net, 16 
de junio de 2011. 


117 . Sobre las protestas ante el Parlamento catalán el 15 de junio de 2015 véase "Los 
parlamentarios catalanes logran acceder al Parlament entre pintadas, empujones y 
abucheos”, La Vanguardia, 15 de junio de 2011. 


118 . Sobre la decisión judicial de este caso véase "El Supremo condena la protesta en el 
Parlament y dobla el brazo a los movimientos sociales”, Público, 17 de marzo de 2015. 
Consultado el 12 de mayo de 2018. 


119 . Véase "Cuando Puigdemont veía 'lamentables' los piquetes en las huelgas”, El 
Periódico de Catalunya, 11 de noviembre de 2017. Consultado el 13 de mayo de 2018. 


120 . Los acontecimientos de este día fueron ampliamente cubiertos por la prensa en 
Cataluña y, en menor medida, en el resto de España. Véase, por ejemplo, el debate en 
el periódico más leído de España, “Decepción entre los independentistas 
concentrados alrededor del Parlament”, El País, 10 de octubre de 2017. Consultado el 
14, de mayo de 2018 (y anteriores). 


121 . Véase "Un Parlament fracturado declara la independencia tras una votación secreta”, El 
Periódico, 27 de octubre de 2017, actualizado el 30 de octubre de 2017. Consultado el 
14, de mayo de 2018. 


122 . Véase "Saura se escuda en el juez para justificar el desalojo okupa que causó el caos en 
Barcelona”, El Mundo, 3o de septiembre de 2010. Consultado el 4 de octubre de 
2021. 


123 . Véase "Joan Saura justifica el uso por los Mossos de punzones en la protesta 'okupa' del 
sábado”, 20 Minutos, 21 de mayo de 2007. Consultado el 15 de mayo de 2018. 


124 . Véase el relato de este incidente proporcionado por el AHDS en http:// 
barcelona.indymedia.org/newswire/display/320031/index.php. Consultado el 26 de 
abril de 2018. 


125 . Unió, el viejo aliado electoral de Convergencia, se presentó en solitario en esta ocasión, 
ya que había adoptado una posición mucho más moderada en la cuestión del estatus. 


126 . Las polémicas en torno a esta sesión parlamentaria tuvieron una amplia cobertura en la 


prensa. Véase, por ejemplo, “El secesionismo consuma la ruptura”, El País, 7 de 
septiembre de 2017. Consultado el 12 de abril de 2018. 


127 . Los opositores a la propuesta de celebrar un referéndum han argumentado que solo el 


pueblo español en su conjunto tiene derecho a votar sobre el estatus de Cataluña. Este 
punto de vista, que excluye el derecho de los catalanes a expresar sus sentimientos 
colectivos sobre la cuestión del estatus, ha tendido a cerrar una vía relativamente fácil 
para resolver el impasse. 


128 . En uno de los resultados más contundentes de las encuestas a favor de la tercera vía, un 


sondeo de enero de 2018 realizado por El País indicaba que el 51% de la ciudadanía 
catalana votaría por la autonomía reforzada, solo el 26% por la independencia plena y 
el 17% por el statu quo si se pusieran a disposición las tres opciones en un 
referéndum. Véase "Sondeo sobre el clima político en Cataluña”, El País, 20 de enero 
de 2018. En uno de los ejemplos más dramáticos del esfuerzo de algunos catalanes 
independentistas por marginar a los defensores de la tercera vía, un candidato muy 
posicionado en la lista de ERC en diciembre de 2017 comparó a los defensores 
catalanes de la tercera vía con los judíos pronazis. Véase "Antoni Castellá compara los 
“catalanes de la tercera vía” con judíos pronazis”, El Periódico, 20 de diciembre de 
2017. Consultado el 27 de mayo de 2018. En el contexto de la misma campaña 
electoral, el líder socialista catalán Miquel Iceta, defensor de un enfoque de tercera 
vía para resolver el conflicto, fue duramente criticado por Ciudadanos y otros por 
sugerir que una vía útil para la reconciliación sería el indulto legal de los líderes 
independentistas si finalmente son declarados culpables de delitos penales por sus 
acciones en apoyo de la soberanía catalana. Véase "C's critica la 'frivolidad' de Iceta 
por hablar de indultos a soberanistas”, elDiario.es, 7 de diciembre de 2017. 
Consultado el 27 de mayo de 2018. 


129 . Me encontré con muchos casos de este tipo en una larga serie de conversaciones con 


catalanes durante este periodo. 


130 . Un destacado politólogo catalán que se opone personalmente a la independencia me 


informó de que probó personalmente el sistema intentando votar dos veces, en 
distintos colegios electorales de Barcelona, en contra de la independencia en ambas 
ocasiones. En el segundo intento le dijeron que el censo electoral electrónico 
indicaba que ya había votado una vez y que no podía volver a hacerlo. Seguramente 
existen casos aislados de personas que votaron más de una vez; las condiciones de 
control de estos asuntos eran más difíciles ese día que en las elecciones rutinarias en 
las democracias. Pero, en general, los esfuerzos de los partidarios del referéndum 
para evitar el doble voto parecen haber tenido éxito. 


131 . Los datos se recogen en "La Generalitat publica una encuesta sobre el 1-0 pese a la 


132 . 


133 


intervención”, El País, y de febrero de 2018. Consultado el 17 de mayo de 2018. 


En el lado español, entre los que se han quejado de que las acciones catalanas 
constituían un golpe de Estado de facto se encuentran el veterano líder socialista 
Alfonso Guerra, el expresidente del Gobierno del PP José María Aznar, el ministro de 
Asuntos Exteriores del PP Alfonso Dastis y muchos otros, incluidos intelectuales. En 
el lado independentista catalán, las acusaciones de que las acciones del Gobierno 
español representan un golpe de Estado se han articulado de forma aún más amplia, 
abarcando no solo las declaraciones de las élites, sino también las conversaciones 
rutinarias a nivel de masas sobre la crisis. El importante análisis de Sánchez-Cuenca 
(2017) conceptualiza el problema, en cambio, como una crisis constitucional en la que 
las instituciones elegidas están completamente en desacuerdo entre sí. 


Para un análisis de las conceptualizaciones y definiciones alternativas de las 
subculturas, véase Fishman (2004: 25-28). 


134 . Me baso aquí en mis notas de campo de las actividades conmemorativas —incluida la 


sesión especial de la Asamblea de la República— durante los siguientes años: 2004, 
2006, 2012, 2014 y 2016. Otros años he podido seguir las conmemoraciones desde 
fuera de Portugal a través de las emisiones internacionales de la televisión portuguesa 
y otras fuentes periodísticas. 


135 . Agradezco a José Soeiro que haya puesto a disposición el texto completo de su discurso 
del 25 de abril. 


136 . El texto de esta sesión del Parlamento está disponible en formato electrónico en 
parlamento.pt 


137 . Las declaraciones de Durao Barroso fueron cubiertas en directo por SIC Televisión. 
Notas de campo del 25 de abril de 2004.. 


138 . En cualquier caso, estaba claro que este evento era tanto una conmemoración como una 
manifestación, pero el punto fue subrayado por el comentario de un espectador. 
Cuando salí del Largo do Carmo en taxi, a última hora del 24. de abril de 2014, el 
taxista se refirió a la manifestación que aún tenía lugar como "las conmemoraciones”. 


139 . Véase el libro de Aten, Díaz y Vega (2017). 


140 . Examino esta cuestión con mayor profundidad en un ensayo en un volumen editado por 
Cavallaro y Kornetis (2019). 


141 . Entrevista con Gosta Esping-Andersen, 22 de enero de 2018, Barcelona. Esping- 
Andersen sigue recordando la historia de esta manifestación con interés y orgullo. 


